
  [image: images]


  [image: images]


   


   


  SÍGUENOS EN

  [image: Megustaleer]


   


  [image: Facebook] @Ebooks        

  

  [image: Twitter] @megustaleermex  

  

  [image: Instagram] @megustaleermex  


  [image: Penguin Random House]


  A la memoria de todos los periodistas, obreros de la palabra, que han sido asesinados por develar la verdad; sean estas letras no un homenaje sino la evidencia de nuestra indignación


  Riqueza, la causa de la tragedia


  (a manera de prólogo)


  A la cauda de corrupción, violencia, narcotráfico, explotación y esclavitud laboral que la falta de un gobierno eficiente ha dejado en México, se suma la tragedia causada por la riqueza. Nunca en nuestro país había pesado tanto tener esa vastedad de recursos naturales de la que no muchas naciones pueden presumir.


  En México esa riqueza es el más grande de los contrasentidos, pues lejos de garantizar una forma de vida holgada y tranquila para la población, sólo ha traído violencia, despojo y muerte para los que menos tienen, que son la mayoría de sus casi 130 millones de habitantes.


  Hacia donde quiera que se vuelva la vista, se observa que la riqueza natural del suelo y del subsuelo, incluyendo el agua, está en manos de unos cuantos privilegiados, que nadie sabe cómo se adueñaron de ella, aunque no es difícil adivinar: la corrupción es el signo que ha marcado a los gobiernos de las últimas décadas en México.


  A esos gobiernos —tanto los emanados del Partido Revolucionario Institucional (PRI), como los del Partido Acción Nacional (PAN), que se presentaron, sin poder consolidarse, como alternativa de cambio— es a los que se les atribuye el mayor acto de despojo de la riqueza nacional, hoy entregada a particulares, principalmente empresas trasnacionales.


  El despojo de la riqueza nacional no puede quedar mejor demostrado que con lo que ocurre en la industria minera, donde se amalgaman todos los fenómenos que son parte de la desgracia nacional. Allí, como si fuera el centro de gravedad de los problemas nacionales, confluyen la corrupción, el narcotráfico, la violencia, la esclavitud, el despojo, la explotación laboral y el desplazamiento de pueblos completos.


  Lo más lamentable es que todos esos fenómenos no sólo son ignorados sino que pareciera que son tolerados y aun alentados por la autoridad federal, merced a un entramado de corrupción e impunidad. No cabe otra explicación. En todo el país no existe un solo reducto de suelo que no sufra eventos donde la peor parte la llevan las comunidades propietarias originales de la riqueza.


  En ese concierto no resulta gratuita la entrada en vigor de la llamada reforma energética, que no se pudo consolidar en el periodo de gobierno de Felipe Calderón, pero que en el de Enrique Peña Nieto se ha apuntado como uno de sus signos distintivos.


  La reforma energética, que hoy avala legalmente la entrega de la riqueza del país a extranjeros, comenzó a bosquejarse desde la administración de Carlos Salinas de Gortari como parte de la negociación del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), con el fin de “dar certeza” —se dijo en el discurso oficial— a las inversiones extranjeras en México, principalmente a las de Estados Unidos y Canadá.


  Por eso no resulta extraño que la citada reforma hoy tenga como principales beneficiarias a las empresas mineras de Estados Unidos y Canadá, legítimas propietarias de casi 87% de las concesiones mineras otorgadas por el gobierno federal en los últimos dos años. Casi la tercera parte del territorio nacional hoy es propiedad de extranjeros.


  Esa entrega es la que ha motivado el proceso de descomposición social que se vive en todo el país, donde el narcotráfico no no es el mayor de los problemas si se compara con los otros conflictos sociales que acarrea la operación de las empresas mineras en el país. A diferencia del narcotráfico —que en teoría está organizado por delincuentes impulsivos—, el sector minero resulta más perverso y peligroso al ser dirigido por sesudos “hombres de negocios”, con un poder ilimitado para corromper, donde el deseo es el saqueo completo de los recursos a costa de lo que sea.


  Resulta más perversa la minería que el tráfico ilegal de narcóticos, porque el poder de visión del narcotráfico alcanza para buscar el control de las fuerzas policiales del entorno local; el de los dueños de las mineras va más allá: ha alcanzado legalmente a secretarios de Estado y gobernadores, incluidos algunos jefes del Ejecutivo federal.


  El caso más evidente es el del presidente Felipe Calderón Hinojosa, el más firme impulsor de la entrega de concesiones mineras para las trasnacionales, principalmente de origen estadounidense y canadiense. Calderón benefició a estas empresas con más de 17 mil 670 concesiones para la explotación del subsuelo en todo el territorio nacional.


  En la administración de Enrique Peña Nieto el número de permisos entregados a las mineras alcanzó los 8 mil 410 títulos a favor de empresas de capital canadiense, que no sólo se dedican a la explotación del subsuelo sino que también generan conflictos sociales entre las comunidades que se oponen a su operación.


  Las concesiones de minas que ha entregado el gobierno federal en los últimos dos años, sumadas a las que se dieron en los sexenios de Vicente Fox y Felipe Calderón, ahora están protegidas hasta durante 90 años, de acuerdo con lo que señala la reforma energética, lo que ha permitido que en nuestro país se asienten 267 empresas mineras trasnacionales, a las que en la práctica les les pertenecen los metales preciosos e industriales que puedan extraer.


  La ambición por el saqueo completo de los recursos del subsuelo ha hecho que las políticas públicas de explotación de los recursos naturales en México sean cada vez más distantes de las necesidades de la población; de lo contrario, no irían al alza los conflictos comunales en torno a las minas que operan en el país.


  Al cierre de 2017 el número de conflictos suscitados en torno a las minas ya llegaba a mil 488, de los que 72% obedecía a despojo del suelo, 11% era por la disputa del agua, 7% fue ocasionado por contaminación, 6% por presencia de grupos armados, 2% por pago de regalías, 1% por deforestación y el otro 1% por conflictos laborales.


  Resulta una falacia lo que presume con insistencia el gobierno federal: que el país es uno de los mayores productores mundiales de metales preciosos e industriales; en realidad, la propiedad de esos recursos es de las empresas mineras trasnacionales.


  Lo que no resulta falso, y que el gobierno federal mexicano se niega a reconocer y ni siquiera permite que se mencione en los medios de comunicación, es la estela de muerte, devastación y violencia que deja la minería en México, supuestamente vinculada con el menos 276 ejecuciones, 126 desapariciones forzadas y más de 11 mil desplazados.


  La estela de violencia y agresión que ha dejado la mayoría de las empresas mineras asentadas en nuestro país ha sido posible a partir de una siniestra alianza entre éstas y grupos delictivos, que se han convertido en el brazo ejecutor de la política oscura de protección a los intereses mineros.


  En la mayoría de los casos, principalmente en los estados del norte y centro del país, las mineras han pactado alianzas con los cárteles de Sinaloa, Juárez, los Beltrán Leyva, la Línea, los Zetas y del Golfo, para “neutralizar” a los opositores a sus proyectos económicos mediante la persecución, el hostigamiento y la ejecución de grupos indígenas.


  En los estados del sur, este y occidente del país —Michoacán, Guerrero, Oaxaca, Jalisco, Veracruz y Colima— hay indicios de que las mineras se han valido de la figura de las autodefensas, a las que financian para resguardar sus intereses, y también para que vigilen, como guardias blancas, las inmediaciones y propiedades de esas empresas, constituyendo Estados dentro del Estado.


  El ejemplo más claro de la complicidad entre grupos de civiles armados y mineras, donde se suma la omisión del Estado, es el de Guerrero, donde el gobierno federal decidió permitir la libre operación de los grupos de autodefensas en la zona de Tepecoacuilco y Eduardo Neri, en el llamado “Cinturón de Oro”, una zona de uso casi exclusivo de la minera canadiense Goldcorp, la que financia la operatividad de los civiles armados.


  Allí mismo se manifiesta el mejor de los ejemplos sobre la invasora presencia de las compañías mineras, que sin empacho y viendo sólo por sus intereses encontraron que resulta más barato confrontar a la población que pagarle regalías o repartir la riqueza que se genera por la extracción del oro y la plata.


  Es la misma fórmula aplicada por las mineras que operan en Michoacán, donde se ha optado por la integración de grupos de civiles armados, que bajo el pretexto de luchar contra el crimen organizado y los cárteles de drogas reciben adiestramiento y armas para desalentar a la población civil que reclama el pago de beneficios económicos.


  Paralelamente, los cárteles han buscado transitar silenciosamente del trasiego de drogas al nada despreciable —en términos económicos— negocio de la minería.


  La transición de los cárteles hacia el negocio de la minería es entendible por una sola razón: es menos riesgosa y más rentable la extracción y comercialización de minerales que el desgastado negocio del tráfico de drogas. En los retenes que establecen los cuerpos federales de seguridad por todo el país jamás se ha sabido de la detención de camiones cargados con minerales, aun cuando éstos van resguardados por hombres armados.


  El modelo de costo-beneficio es el rector en el comportamiento de los cárteles de las drogas dentro de la minería; de acuerdo con lo señalado por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), sólo en México el mercado ilícito de las drogas genera utilidades anuales estimadas en 25 mil millones de dólares. Pero el comercio de metales industriales, metales preciosos y minerales no metálicos, que es una actividad legal y estimulada por el gobierno federal, genera una utilidad anual promedio superior a los 200 mil millones de dólares.


  Incluso considerando que los cárteles de drogas, por una u otra vía, se queden sólo con 10% de los recursos que genera el sector, como lo establecen fuentes de la Procuraduría General de la República (PGR), esos grupos ya están logrando una utilidad equiparable a la que obtienen por el trasiego de drogas.


  Así, la inclusión de los cárteles de drogas en el negocio de la minería les representa una forma rentable e inmejorable de subsistir, porque los riesgos de detención o ejecución de sus integrantes se reducen en forma considerable, lo que hace que las estructuras criminales mantengan nóminas de pago muy por debajo de las que se establecen cuando la encomienda es el trasiego de drogas, que conlleva un elevado riesgo de muerte o captura.


  Por eso se entiende que en la actualidad casi todos los cárteles de drogas, tanto los considerados de presencia nacional como los clasificados como “minicárteles” o “cárteles locales”, ahora se encuentren inmersos en actividades de explotación minera que van desde vigilancia perimetral y seguridad a los transportes de carga hasta detección, control y ejecución de los “factores de riesgo”.


  Ese modo de actuar resulta en intimidación, desplazamiento y ejecución a los opositores de los proyectos mineros, que casi siempre son los defensores de la tierra, los líderes comunales, periodistas, defensores de derechos humanos o dirigentes de agrupaciones comunales de defensa de los recursos naturales.


  La minería en México, de la forma en que actualmente se lleva a cabo, es considerada por diversas agrupaciones civiles como letal para las comunidades asentadas en las zonas ricas en minerales. No es fortuito que a lo largo de todo el territorio nacional no exista una sola mina en exploración o explotación que no lleve de la mano un conflicto social, por mínimo que sea. Los conflictos provocados por las mineras no sólo son por la disputa del suelo con el objetivo de la apropiación de las riquezas subyacentes; son resultado de la disputa por el agua, la generación de residuos tóxicos, la contaminación del suelo, el agua y el aire, la deforestación y la creación de condiciones adversas a la salud colectiva.


  De acuerdo con la Secretaría de Economía del gobierno federal, en México se han otorgado 25 mil 425 permisos de exploración o explotación de minas, lo que genera mil 488 conflictos sociales.


  Tomando en cuenta sólo las localidades en las que se han dado desplazamientos forzados de la población, amenazas de muerte de los defensores de la tierra o asesinatos de los líderes comunales que se oponen a los proyectos, el total de conflictos sociales derivados de las minas se tendría que reducir a 782 en todo el país, lo que aún es una cifra elevada.


  Cabe señalar que la mayoría de esos 782 conflictos que se han podido documentar a lo largo de la elaboración de este texto —para lo que fue necesario un minucioso recorrido por todo el país— en nada se compara con los que se registran en los países mineros de donde provienen las principales empresas a las que les han cedido la propiedad del suelo mexicano.


  El ejemplo de esto es Canadá, un país con uno de los mayores potenciales mineros del mundo, en donde la legislación vigente obliga a las empresas a una exploración y explotación del suelo con absoluto respeto al medio ambiente y las comunidades asentadas en los entornos extractivos. En ese país, pese a la vastedad de sus recursos minerales, el gobierno sólo tiene entregados en concesión 479 permisos para la explotación minera, en los cuales sólo se reportan cuatro conflictos sociales debidos a disputas con la población, que exige disminuir la contaminación en el suelo, agua y aire. Allí no hay registro de muertes de defensores ambientalistas, mucho menos grupos poblacionales desplazados o líderes comunales amenazados de muerte por defender los recursos naturales.


  En México, sin embargo, las mineras canadienses que actúan con pulcritud en su país no se comportan de la misma manera; en el territorio mexicano son las que manifiestan una mayor deshonestidad al momento de hacer la exploración y explotación de los recursos del subsuelo, del que tienen prácticamente el monopolio.


  Lo mismo sucede con las mineras estadounidenses, las segundas en cuanto al número de concesiones mineras en México. Estas firmas, ejemplares en su país, tampoco respetan la legislación federal mexicana en materia de cuidado al medio ambiente, mucho menos la autonomía de los pueblos asentados en torno a los sitios de exploración o explotación, que de manera frecuente se ven sometidos a la violencia que genera la ambición del capital.


  Por eso, no es extraño que la mayor cantidad de conflictos en México se presente casi exclusivamente en torno a las minas cedidas a firmas de Canadá y Estados Unidos, y donde la autoridad federal mexicana es cómplice al privilegiar el interés económico de los grandes capitales frente al bienestar de la población, propietaria original de los recursos naturales en explotación.


  La impunidad propiciada por el sistema de corrupción del gobierno mexicano, dentro de la que operan las mineras canadienses y estadounidenses, ha sido aprovechada por otras firmas internacionales, como las chinas, argentinas, italianas, japonesas, australianas y peruanas que operan en el país, que han recibido severos cuestionamientos sociales por sus niveles de contaminación y por causar enfermedades entre las comunidades aledañas.


  Es imposible mirar a cualquier punto de extracción minera en México y no encontrar un conflicto social alarmante, donde la menor de las consecuencias de la voraz e irracional explotación mineral se expone en comunidades despojadas del agua o expuestas a condiciones intolerables de salud ambiental.


  Capítulo 1


  Nuestra desgracia nacional es haber nacido en un suelo rico, con un gobierno corrupto.


  MATEO BARAJAS, indígena purépecha


  UN PAÍS DE ORO Y SANGRE


  En sólo 11 años, de 2006 a 2017, la industria minera logró extraer de suelo mexicano casi el doble de la cantidad de oro que durante tres siglos de Colonia se llevaron los españoles; en este mismo periodo, las mineras trasnacionales han logrado también más de la mitad de la plata que la corona española pudo extraer de México durante el Virreinato. De ese tamaño es el saqueo que vive nuestro país, donde las condiciones para que los grandes consorcios internacionales puedan apropiarse de la riqueza mineral están dadas desde la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), en 1994.


  Al gobierno mexicano parece no interesarle que la riqueza del suelo y el subsuelo sea propiedad del pueblo. Desde la entrada del siglo XXI, como efecto del plan económico neoliberal impulsado desde la cúpula gobernante del PRI, mediante su principal ideólogo, Carlos Salinas de Gortari, se ha establecido como política de Estado la entrega de los recursos naturales al mejor postor. Pareciera que el único requisito es que ese capital logre la forma de acallar las protestas sociales y alcance el saqueo del subsuelo de la forma más discreta posible, sin importar el costo humano y ecológico que ello represente. Después de todo México —incluida su sociedad— es un país esponja, que chupa todo lo que pase.


  Por eso se han modificado las leyes a discreción, por eso se han diseñado estrategias oficiales que no tienen otra finalidad que favorecer al capital, aunque en ello vaya la desgracia de todo un pueblo que tiene que vivir sabiéndose rico en recursos, pero a la vez pobre por no poder tomar lo que por naturaleza le corresponde. En consecuencia, se puede considerar un país pobre, pero no tanto por el despojo de sus riquezas naturales sino por el abandono de su gobierno, que cada vez se aleja más de las demandas sociales para atender a los intereses del capital privado, convirtiendo a la nación en un México a cielo abierto, donde el boom minero ha resquebrajado todo.


  La voracidad del capital, que desde la última mitad del siglo XX diseña las estrategias de gobierno en México, es también la que ha empujado a la desgracia nacional del despojo. Los gobiernos federales, tanto del PAN como del PRI, no sólo se han negado a frenar, sino que han alentado la entrega de los recursos naturales a los intereses del capital. Se ha modificado la legislación a grado tal que vale más un gramo de oro que una vida humana. Ése es el espíritu de la llamada reforma energética, la cúspide de la política del Estado entreguista, iniciada en 1988 y concluida plenamente en el periodo de gobierno del presidente Enrique Peña Nieto.


  Pareciera que en 2017 el futuro ha alcanzado a los mexicanos, y los ha encontrado entregando, sin decisión propia, todas sus riquezas naturales a las grandes corporaciones internacionales, donde lo mismo se han enajenado yacimientos de hidrocarburos en la zona del Golfo de México que grandes vetas de plata en la Sierra Norte de Puebla, o yacimientos de hierro en el corazón de la Tierra Caliente de Michoacán, igual que grandes bloques de oro sepultados a mitad del semidesierto de Zacatecas. Y ni qué decir del carbón que brota a la menor provocación en el desierto de Coahuila.


  La realidad de México la expuso claramente Mateo Barajas de la zona indígena de la Meseta de Michoacán: “La desgracia de los mexicanos no es haber nacido pobres, porque riqueza la tenemos por donde quiera que posemos los ojos. Nuestra desgracia nacional es haber nacido en un suelo rico, con un gobierno corrupto. Eso es lo que nos está matando a los mexicanos”. Desde su cosmovisión, Mateo Barajas tiene razón. La política de entrega de recursos naturales a las grandes trasnacionales está matando literalmente a los pueblos originarios de México.


  Sólo en 17 años, desde el inicio del año 2000 hasta septiembre de 2017, en todo el país ya se apuntaban las muertes de 276 líderes comunales y defensores indígenas de la tierra, quienes tuvieron el valor, sin importar las consecuencias, de alzarse contra las grandes corporaciones que llegaron a apropiarse de un suelo que no les pertenece. A la lista de los asesinados se suman también 138 líderes comunales que están presos, acusados de diversos delitos. La lista sigue: tras defender la tierra contra las mineras y proyectos extractivos, 126 defensores de la tierra se encuentran desaparecidos y al menos otros 125 han sido desplazados de sus comunidades.


  Y todo porque la minería es un sector estratégico para la economía mexicana, según reconoce la Secretaría de Economía (SE), lo que en consecuencia se ha convertido en un siniestro atractivo para la inversión extranjera directa. Una inversión que mira en la omisión del gobierno mexicano la oportunidad de oro para hacer crecer sus activos, valiéndose de la oferta oficial que anuncia a México como “uno de los destinos más atractivos y seguros para las compañías mineras a nivel mundial”.


  Y cómo no va a ser México un paraíso para las inversiones extranjeras, si el propio Estado, olvidándose de la defensa de los intereses de su pueblo, se ha colocado en los últimos años del lado de los inversionistas. El propio Michel Forst, relator especial de la Organización de las Naciones Unidas para la Situación de los Defensores de Derechos Humanos, ha reconocido que el Estado utiliza el sistema de justicia para perseguir a quienes se oponen a los proyectos extractivos que encabezan los grandes corporativos internacionales, los señalados de formar parte de los agresores de los derechos humanos en México.


  El francés Michel Forst, luego de hacer una visita de trabajo por Chihuahua, Guerrero y Oaxaca a principios de 2017, tras reunirse con más de 600 personas, principalmente luchadores contra proyectos mineros de 20 estados del país, reconoció que son la impunidad y la falta de voluntad política lo que ha sumido a los luchadores sociales en el estado de abandono en el que se encuentran: “La tasa de impunidad es muy alta. Hablamos de una tasa de casi 100% de impunidad. Esto muestra que algo no está funcionando en el sistema legal, en el Estado de derecho y en la aplicación de la justicia. Hay que trabajar en la cuestión de la impunidad”, dijo.


  Así, reconoció que los opositores a los proyectos extractivos sufren ataques en todos los niveles, pero lo más alarmante son las campañas de difamación en su contra. “Los llaman ecoterroristas, dicen que están ligados con el narcotráfico y el crimen organizado, los acusan de beneficiarse de fondos extranjeros”, y ésa es la principal razón por la que se les abren procesos penales amañados, que no sólo los alejan de la lucha social, sino que los recluyen en cárceles, a veces de máxima seguridad, para infundirles terror “dentro de procesos penales” amañados “que no garantizan el derecho a un debido proceso penal”.


  La visión de Forst sobre la actuación de las empresas mineras en México expone claramente la realidad que se niega a reconocer el gobierno: “Vemos a las empresas internacionales, canadienses y otras, tomar el terreno, comprar bosques, lagos, ríos, excavar el subsuelo sin consultar a la población afectada, aunque el derecho internacional establece la necesidad de una consultación [sic] formal. No hay protocolo formalizado que garantice que las comunidades afectadas sean consultadas. Por lo tanto, notamos ataques, asesinatos, secuestros, desapariciones de miembros de la población indígena”, explicó el relator.


  Esa actuación de las mineras sólo es posible debido a que el Estado ha puesto a su disposición toda la fuerza pública para reprimir cualquier manifestación en contra de su presencia. En la práctica, el propio Ejército y la Marina actúan como policías privadas de los grandes corporativos o como elementos de primer contacto en la seguridad pública de las regiones mineras, lo que en cualquiera de los casos resulta peligroso, pues en innumerables casos de agresiones a defensores de la tierra se menciona la implicación de fuerzas federales.


  El Ejército debe quedarse en los cuarteles, dijo Forst; “puede intervenir en los casos de estado de emergencia. Pero darle al Ejército la responsabilidad de mantener el orden público, es decir, el rol de la policía, me parece peligroso. Me preocupa también que haya un proyecto de ley sobre la seguridad nacional que autorizaría oficialmente al Ejército a tomar las calles y jugar el papel de policía nacional, lo cual me parece peligroso”.


  La violencia ha repuntado en las zonas mineras del país, no sólo por la intervención de las fuerzas federales defendiendo los intereses de las corporaciones internacionales; aquí se gesta un fenómeno nuevo: es producto de la supuesta alianza entre las mineras internacionales y los cárteles de drogas, que son utilizados, aprovechando su estructura criminal, como brazo ejecutor para sofocar las protestas sociales, vía intimidación, persecución y ejecución de los principales líderes opositores.


  El caso más evidente y reciente, hasta inicios de 2017, fue el asesinato de Isidro Baldenegro López, un luchador social de la etnia rarámuri que se opuso a la explotación irracional del suelo en la localidad de Coloradas de la Virgen, en el municipio de Guadalupe y Calvo, Chihuahua, donde las empresas Fresnillo PLC, Endeavour Silver Corp., Mex Group Resources y Great Panther Resources tienen proyectos de exploración de dos minas para la extracción de oro y plata, con reservas probadas para los próximos 20 años.


  Michel Forst aludió a este asesinato: “Es un símbolo de que algo va mal en México, y el Estado tiene el deber de proteger a los defensores”, pero no lo hace. Y es que Isidro Baldenegro López era un símbolo en la defensa de la tierra y la lucha contra las mineras trasnacionales en el norte del país. Su liderazgo era de la misma magnitud al que en su momento tuvo Berta Cáceres, la opositora a las minas en Honduras, quien también fue asesinada luego de encarar a la empresa Desarrollos Energéticos, S. A. de C. V., subsidiaria de la compañía china Sinohydro, la que sin tomar opinión, sólo con el respaldo del gobierno hondureño, asumió como su propiedad el territorio que durante siglos ha sido propiedad del pueblo lenca. Paradójicamente, Isidro Baldenegro y Berta Cáceres habían recibido el mismo reconocimiento internacional a su lucha contra las mineras: la prestigiosa Medalla al Mérito Medioambientalista Goldman.


  Por eso el relator de la ONU en primera instancia dijo que proteger a todos los ciudadanos, incluidos los defensores, es el primer deber del Estado, cosa que no ha cumplido cabalmente el mexicano. “Si el Estado no es capaz de proteger a símbolos como Isidro, eso envía la señal de que la impunidad es regla y, si se pueden atacar símbolos, entonces se puede atacar a los más pobres de los pobres.” Por eso reconoció que las agresiones a líderes indígenas como Isidro Baldenegro López o Berta Cáceres, que luchaban por proteger su tierra, sus ríos, sus lagos y que se enfrentaban al poder de compañías mineras internacionales que no los consultaron, exponen gravemente al resto de los defensores de la tierra.


  Pero para el Estado mexicano, acostumbrado a ver morir a tanto defensor de la tierra en manos de las trasnacionales, la muerte de Isidro Baldenegro no fue prioridad: una llamada desde la Secretaría de Gobernación, en la Ciudad de México, marcó la línea de actuación del gobierno estatal de Chihuahua, con el fin de acallar las voces que se alzaron tras el asesinato del líder indígena. La instrucción fue “resolver a la mayor brevedad el asesinato, y presentar al responsable ante los medios, sin tocar los intereses de las mineras trasnacionales”, según lo dijo una fuente de la Fiscalía General chihuahuense.


  Y efectivamente, el asesinato se resolvió en menos de 48 horas. La fiscalía anunció, en un escueto boletín de prensa, que el homicida del defensor indígena fue Romeo Rubio Martínez, quien supuestalemente tuvo diferencias personales con Isidro Baldenegro en razón de la disputa de un predio, que el occiso se negaba a vender al homicida. Para la Fiscalía General del Estado de Chihuahua el asesinato fue resultado de una disputa particular de la víctima, sin darle el carácter de homicidio en función de la labor de defensa de la tierra que venía haciendo.


  El mismo Romeo fue detenido por las fuerzas estatales y sometido a proceso, pero sin tocar ninguna línea de investigación que mencionara la presencia de las mineras contra las que se había alzado el ultimado. La fiscalía del estado estableció que Romeo disparó hasta en seis ocasiones contra Isidro Baldenegro, que lo fue a buscar a la comunidad de Coloradas de la Virgen, que no hubo discusión de por medio y que tras cometer el asesinato se retiró caminado lentamente.


  Pero lo que no dijo la autoridad investigadora fue que de acuerdo con las versiones que circulan en la comunidad, Romeo es un asesino a sueldo, que operaba bajo las instrucciones de una célula del Cártel de Sinaloa, y que esa célula a su vez había supuestamente actuado en los últimos dos años como brazo ejecutor en la defensa de los intereses económicos de la minera Endeavour Silver Corp., de capital canadiense.


  Por eso, aun cuando para la fiscalía estatal el asesinato fue esclarecido de manera inmediata, para la comunidad rarámuri del municipio de Guadalupe y Calvo quedaron muchas dudas, pero sobre todo rencor “porque la autoridad no dijo la verdad sobre las razones del homicidio”, señaló Samuel López, un familiar del líder indígena y quien ahora encabeza una lucha para lograr que se reconozca oficialmente que la muerte de Isidro Baldenegro obedeció a su lucha por la defensa de la tierra.


  Éste no es el primer asesinato de un activista que se registra en la zona indígena de Guadalupe y Calvo. Sólo en 2016 otros tres defensores de la tierra que se opusieron a los proyectos mineros de los corporativos Fresnillo PLC, Endeavour Silver Corp., Mex Group Resources y Great Panther Resources también fueron asesinados. Los activistas que cayeron muertos el año pasado, cuyos asesinatos no han sido aún esclarecidos, son Víctor Carrillo, Elpidio Torres Molina y Valentín Carrillo Palma quienes, como Isidro Baldenegro, fueron ejecutados a balazos en la comunidad de Coloradas de la Virgen por un solitario asesino que podría haber sido el mismo Romeo Rubio Martínez, según integrantes de organizaciones civiles de la zona.


  El homicidio de Isidro Baldenegro, que no inquietó al gobierno mexicano, fue reprobado desde la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y desde organismos como Amnistía Internacional (AI), que insistió en la vulnerabilidad de los defensores de la tierra que se enfrentan a las mineras trasnacionales; esos organismos no pasaron por alto el hecho de que Isidro Baldenegro ya había sido amenazado de muerte y el Estado mexicano no hizo nada para protegerlo. Por el contrario, formó parte de la persecución cuando en 2003 Baldenegro fue acusado de una supuesta posesión de drogas y armas de uso exclusivo del Ejército, delitos que se le imputaron luego de que mantuvo bloqueados los accesos a la zona de exploración concesionada a Great Panther Resources.


  El estado de Chihuahua, gobernado entonces por Patricio Martínez García, levantó cargos contra Baldenegro, y lo mandó a prisión más de 15 meses, alejándolo de la lucha ambiental, mientras Great Panther Resources pudo poner en operación el proyecto en la mina San Antonio El Grande para la extracción de plomo y zinc.


  Isidro Baldenegro se había opuesto a los trabajos de la minera, luego de exponer públicamente que la operación de dicha mina afectaría a la salud de los habitantes de las localidades de Santa Eulalia y Santo Domingo; por eso comenzó a organizar a la población local, con el fin de alcanzar un acuerdo con la minera que permitiera cobrarle un seguro de salud para los habitantes de la zona, principalmente niños y mujeres.


  Great Panther Resources se negó a esa solución y optó por dejar de lado los trabajos de exploración, mismos que fueron retomados luego de que la Procuraduría de Justicia de Chihuahua detuvo a Isidro Baldenegro, a quien acusó de portar un rifle de asalto R-15, dos cargadores abastecidos y al menos 30 gramos de cocaína, que a lo largo del proceso se pudo demostrar que fueron “sembrados” por los uniformados que detuvieron al activista, luego de que éste asistiera a una reunión para organizar una protesta en la capital estatal, con la que se pretendía exigir la salida de la minera canadiense.


  Ya en libertad —que obtuvo con el apoyo de AI, organismo que lo declaró “preso de conciencia” y obligó al gobierno de Chihuahua a retirar los cargos falsos—, Isidro Baldenegro López no se pudo librar del acoso anónimo que persistió: amenazas de muerte dejadas por escrito en la puerta de su casa y llamadas telefónicas a deshoras lo hicieron huir de la comunidad de Coloradas de la Virgen junto con su familia. Se mantuvo escondido en diversas localidades del estado, pero finalmente decidió regresar a su lugar de origen para abanderar la lucha de la población contra Endeavour Silver Corp., empresa que desde 2012 inició trabajos de desmonte para la apertura de la mina El Cubo, dentro de la región de Guadalupe y Calvo, donde bajo una superficie de 54 mil 856 hectáreas inició trabajos de extracción de las reservas probadas de 7.1 millones de onzas de plata y 142 mil 500 onzas de oro.


  Isidro Baldenegro López se opuso y denunció la perforación de 54 mil 418 metros cuadrados de tierra, en donde se hicieron 189 agujeros para delinear una chimenea en la prolongación de la histórica mina El Rosario. Ahí Endeavour encontró recursos de oro y plata de alta ley, mismos que fueron reclamados por el líder indígena como propiedad legítima del pueblo de Guadalupe y Calvo. A sus 50 años de edad, ése fue uno de los últimos reclamos que hizo.


  “Baldenegro seguía empeñado en proteger el territorio, en congruencia con los derechos y la cosmovisión de su comunidad y de los lugares que les representan un espacio único y sagrado. Donde realizan sus ceremonias. Donde se da la reproducción de su cultura y donde la vocación de la tierra es meramente para la sobrevivencia de las comunidades”, señalaron en un comunicado conjunto las líderes de Alianza Sierra Madre, A. C., Consultoría Técnica Comunitaria, A. C. y Tierra Nativa, A. C., Isela González Díaz, Diana Villalobos Díaz y Elvira Villarreal Torres, respectivamente.


  Otra de las luchas que abanderó el activista —quien en 1986 tuvo que enfrentar la muerte de su padre, Julio Baldenegro, también asesinado por defender la tierra— fue contra la minera Fresnillo PLC, cuando la empresa logró la concesión federal para una mina en San Julián, con una producción proyectada de 5 millones de onzas de plata y 500 mil onzas de oro para 2018.


  Baldenegro López encaró a la minera y pudo frenar sus actividades tres meses, haciendo que se tambaleara el proyecto que oficialmente se anunció como “generador de empleos para los habitantes de los municipios de Parral, El Vergel y Guadalupe y Calvo”, y que se puso en marcha con una inversión de 500 millones de dólares. Junto con sus autoridades tradicionales y líderes comunitarios, López “llevaba treinta años de trabajo en la protección y defensa del bosque de su comunidad, luchando en contra de los caciques que dañan los territorios ancestrales”, dijo la activista Diana Villalobos Díaz, quien agregó que la muerte de Isidro tuvo origen en la labor social que abanderó, en defensa del pueblo y contra los proyectos extractivos.


  Por eso se alzó la voz de organizaciones como Alianza Sierra Madre, A. C., Consultoría Técnica Comunitaria, A. C. y Tierra Nativa, A. C., cuyas dirigencias, en sendos comunicados públicos dirigidos a la autoridad, reclamaron “de manera urgente” la intervención del gobierno del estado no sólo para el esclarecimiento de los homicidios de los cuatro defensores de la tierra, sino para demandar medidas de protección para los indígenas que se enfrentan a las mineras trasnacionales, que han llegado por la invitación del gobierno federal, que en su política de atracción de inversiones ha señalado que “es evidente que el potencial geológico del territorio chihuahuense es muy amplio y favorable para explorar sus recursos naturales, y presenta un gran atractivo para la inversión nacional y extranjera”, según la postura de la Secretaría de Economía (SE) expuesta dentro del estudio “Panorama Minero del Estado de Chihuahua”.


  Esa difusión oficial, que pasa por alto el derecho de los pueblos a defender sus recursos naturales y da manga ancha a las actividades de explotación económica del suelo y bosques, es la que ha hecho que sólo en Chihuahua el número de concesiones de explotación minera haya crecido exponencialmente en los últimos seis años: pasó de 285 en 2010 a mil 376 a finales de 2016. Lo que se ha convertido en un orgullo para el gobierno mexicano, pues gracias a esas concesiones se presume, desde la SE, que Chihuahua ha hecho crecer su participación dentro del panorama económico nacional, al aportar 32.75% de la extracción total de oro, 19.19% en la comercialización de plata, 65.29% en la producción de plomo y 39.40% en la de cadmio.


  En Chihuahua, el tercer estado, después de Chiapas y Oaxaca, con mayor población indígena del país, se tienen concesionadas más de 12 millones 861 mil 184 hectáreas, que han sido entregadas a 37 empresas internacionales —al menos la mitad de ellas, asociadas con inversionistas mexicanos— que explotan 143 minas, y en al menos 78 de ellas se han presentado conflictos entre la población y las empresas que ejecutan los proyectos extractivos para la obtención de oro, plata, cobre, zinc, plomo y cadmio.


  Las principales mineras que a la fecha realizan trabajos de exploración y explotación de minas de alto rendimiento en Chihuahua son Western Copper Corporation, Lincoln Gold Corporation, Industrias Peñoles, Southern Silver, Mex Gold Resources, Great Panther Resources, Paramount Gold, Silver Standard, Golden Goliath Resources Ltd., Goldcorp, Gammon Gold Inc., Endeavour Resources, Minas la Victoria de México, S. A. de C. V., First Point Mineral Corp., Sunburst Mining de México, S. A. de C. V., Canarc de México, Recursos Mexican, Mag Silver Corp., Sidney Resources, Canplats Resources Corp., Minera Plata Real, S. A. de C. V., Minera Tinto, S. A. de C. V., Tuleria, S. A. de C. V., Norma Mines, S. A. de C. V., Cerro Cazador México, S. A. de C. V. y Azure Minerals. En mayor o menor medida mantienen disputas por el suelo con los pueblos indígenas.


  Como resultado de esos conflictos, Chihuahua es el estado mexicano que más líderes comunales asesinados registraba hasta septiembre de 2017, un total de 21, en tanto que otros 11 están desaparecidos y casi medio centenar más se han visto en la necesidad de desplazarse.


  Las agresiones contra los líderes comunales se mantienen en completa impunidad. No hay avances en las investigaciones y, en el mejor de los casos, la Fiscalía General del Estado ha atribuido dichas agresiones a causas particulares de las víctimas, dejando de lado en las investigaciones los nombres de las empresas contra las que se enfrentaban estos defensores.


  CON ÍNDICE DE FUEGO


  La impunidad reinante en México ha sido reconocida por funcionarios de la ONU, como Michel Forst, como el principal lastre que se asoma en la desigual lucha por el suelo, en la disputa entre las mineras y los líderes de las comunidades naturales con potencial minero. Se ha señalado la superación del estado de abandono como el principal reto de México, donde además se identifica una evidente falta de voluntad política para resolver las agresiones. “Si no hay voluntad política al más alto nivel del Estado, esto (la impunidad) no va a cambiar porque la población, el Ejército, la policía en todos los niveles, y la justicia, no emprenderán por sí la voluntad de cambio. Como la impunidad es la norma, si no se siente que haya una voluntad de atacarse a la impunidad desde el más alto nivel del Estado, nada cambiará”, dijo Forst.


  En esa postura, el relator especial de la ONU también reconoció a la corrupción, el narcotráfico y el lavado de dinero como ingrediente del estado de descomposición social que prevalece en el país, dentro de la disputa de los recursos naturales. Aseguró que “si no llevamos esta batalla contra la corrupción, el crimen organizado y el lavado de dinero, tendremos una lucha mediocre contra la impunidad, porque sabemos que la justicia está confrontada a la corrupción y al lavado de dinero; son lazos que pueden existir entre ciertas redes mafiosas y la justicia de los países; entonces es una lucha que se tiene que llevar a cabo en todos los niveles”.


  La situación que prevalece en México —la forma en que son agredidos por las mineras quienes se oponen a sus proyectos— fue claramente definida por el presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), Luis Raúl González Pérez, quien la calificó como “preocupante”, no sólo por la forma en que esas trasnacionales lidian con sus opositores, sino por el número de ataques que va en aumento en todo el país: la CNDH registró, en 2010, 358 agresiones a defensores de la tierra; en 2011 fueron 457; para 2012 se llegó a 576; en 2013 se llegó a 589 quejas; en 2014 se tocó la cifra de 592; para 2015 fueron 622, y 2016 cerró con el pico histórico de 652.


  Por eso González Pérez refiere que “la situación de los derechos humanos y de las personas defensoras de las garantías fundamentales es preocupante. Es una situación donde se requiere visibilizar el clima de estigmatización, de agresiones, de intimidación que se da sobre los defensores”. Es una situación latente en varias regiones del país, dijo, y eso afecta a la sociedad en su conjunto, “porque personas que deciden ejercer como actividad la defensa de la dignidad de los demás se ven expuestas a este tipo de intimidaciones”.


  Aun cuando el discurso público de la presidencia de la CNDH señala que los organismos públicos defensores de derechos humanos y los sistemas universales y regionales en la materia están haciendo un frente para hacer visible el problema y tomar medidas que puedan generar políticas públicas para proteger a los defensores, en México poco se ha podido avanzar para frenar la violación de los derechos humanos por parte de las grandes corporaciones, que en aras de un desarrollo económico mal interpretado han pasado sobre la dignidad de los pueblos, y por encima de los derechos más elementales, como el de la vida.


  Esa situación fue también reconocida por un grupo de 100 organizaciones civiles que integraron un informe sobre las empresas encargadas de proyectos de desarrollo y la forma en que éstas atentan contra las comunidades de las localidades donde se asientan dichos proyectos; el informe, que fue entregado al Grupo de Trabajo sobre Empresas y Derechos Humanos de la ONU, desmenuzó 67 casos graves, en los que las trasnacionales fueron evidenciadas sobre su accionar frente a sus opositores, revelando como prácticas comunes la tortura, las ejecuciones extrajudiciales y la desaparición forzada.


  El aludido informe, en cuya elaboración participaron organizaciones como el Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas, el Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez, el Centro Diocesano para los Derechos Humanos Fray Juan de Larios, los Comités de Cuenca Río Sonora y la Comisión Mexicana para la Defensa y Promoción de los Derechos Humanos (CMDPDH), entre otros, no dista en sus conclusiones de lo ya expuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), la que a principios de 2016 reconoció que la crisis de violencia contra los defensores de la tierra es resultado de la intervención de los grupos de la delincuencia organizada y la participación de fuerzas del Estado, siempre del lado de los intereses de las grandes empresas desarrolladoras de los proyectos extractivos y de otros relacionados con el crecimiento de la infraestructura de comunicaciones o generación de energías.


  Tanto las 100 más importantes organizaciones civiles defensoras de derechos humanos en México, como la propia CIDH, luego de una minuciosa revisión de la forma de actuar de las trasnacionales, llegaron a la conclusión de que el contexto de violencia imperante en el país es resultado de la omisión del Estado frente al creciente estado de impunidad, empujado por la presencia del crimen organizado y que beneficia en forma directa a los corporativos, que se valen de huecos legales que no los obligan a la transparencia ni a la rendición de cuentas, lo que finalmente incide en abusos cada vez más frecuentes contra la población.


  A lo anterior contribuye también notablemente, dice el informe entregado a la ONU, el apoyo de las autoridades locales a proyectos extractivos “que perjudican el acceso a los recursos naturales de las comunidades y pueden tener impactos negativos a la forma de vida, a la salud y al medio ambiente”, lo que se agrava por la forma autoritaria en que se presentan las empresas en las comunidades, donde no hay proceso de consulta a la población y se ejecuta el despojo del suelo y los recursos con la complicidad de las autoridades de los tres órdenes de gobierno.


  Otro elemento que evidencia la forma en que las trasnacionales encargadas de proyectos extractivos toman como rehenes a comunidades enteras, sometiéndolas por la fuerza a sus intereses, es el secuestro del propio Estado de derecho, que ya presenta una constante en todos los casos que se ventilan en los tribunales del Poder Judicial: hay una rapidez incomprensible cuando los fallos son a favor de las empresas, o bien, los opositores a los proyectos son procesados por delitos artificiales. En contraste se observa la lentitud con la que opera el Poder Judicial cuando los demandantes son los vecinos afectados, que solicitan la suspensión de las obras que los darían.


  Esa situación, que parece ser vista desde todos los ángulos por las organizaciones civiles defensoras de derechos humanos en México, incluyendo la propia CNDH, sólo es invisible para el Ejecutivo federal, desde donde se ha actuado para promover diversas reformas estructurales que debilitan o contradicen las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos, y favorecen al sector empresarial.


  Así ocurrió en diciembre de 2013, cuando el Ejecutivo federal promovió una reforma constitucional para terminar con la exclusividad del Estado mexicano en materia de exploración y explotación de hidrocarburos, así como en relación con la generación de energías, abriendo la participación al sector privado nacional e internacional, y dejando de lado el derecho natural de los pueblos indígenas a la conservación de sus recursos.


  En dichas modificaciones a la ley, los pueblos afectados, ricos en yacimientos, agua y bosques, no tuvieron participación, privilegiando los intereses del capital sobre la condición social de los pueblos, pues la reforma energética surgida de esa iniciativa de la Presidencia de la República ignoró los impactos ambientales y sociales para las comunidades.


  La legislación de la Reforma Energética —dice el informe de las organizaciones civiles a la ONU—, además ha creado figuras jurídicas que transgreden el derecho a la consulta previa, libre e informada, y el derecho al consentimiento de los pueblos y comunidades indígenas. Por ejemplo, a las comunidades afectadas no se les reconoce el derecho a negarse a la exploración y explotación de recursos en su territorio, según el artículo 96 de la Ley de Hidrocarburos, y el artículo 71 de la Ley de la Industria Eléctrica, por lo que hasta ahora, las comunidades afectadas no han encontrado acceso a la justicia en México. Además, este marco legal favorece el uso del suelo para proyectos energéticos sobre cualquier otro uso, por ejemplo, para la agricultura, vulnerando otros derechos como el derecho a la alimentación y el trabajo.


  Lo mismo sucede también con la ley minera, “la que tampoco cumple con los estándares internacionales del derecho a la consulta y ha sido utilizada en diversas ocasiones para el despojo de comunidades”, sigue el informe llamado “Compendio de Información que Presentan la Coalición de Organizaciones de la Sociedad Civil al Grupo de Trabajo sobre Empresas y Derechos Humanos de la ONU”, donde se establece que “actualmente, el mayor de los problemas para los pueblos y comunidades indígenas es la llamada nueva minería o minería a cielo abierto, caracterizada por el uso de tecnologías que permiten, en poco tiempo y a bajo costo, mover millones de toneladas de superficie para extraer minerales del subsuelo, utilizando para ello grandes cantidades de agua y químicos de frotación, lixiviación por cianuro o mercurio, provocando a su paso una gran devastación ambiental”.


  La apertura de México a los capitales internacionales, cuyo espíritu se plasma en la reforma energética y sus leyes secundarias, incluida la ley minera, pasa por alto las afectaciones ambientales, la violación a los derechos laborales y el derecho colectivo de los pueblos indígenas. Además en la práctica elimina la propiedad nacional de los yacimientos energéticos del subsuelo y termina con la rectoría económica que le corresponde al Estado.


  Esa reforma es la que ha facilitado el surgimiento de conflictos sociales a lo largo de todo el país, en donde las comunidades indígenas están llevando la peor parte del conflicto frente a los consorcios mundiales, al tener que aportar, en esta lucha desigual, los muertos, desaparecidos, desplazados y amenazados. Así, México se coloca como el país más violador de derechos humanos y el primero, a nivel mundial, en tolerar la masacre de su pueblo en aras de un desarrollo económico mal interpretado.


  Según el referido informe hecho llegar a la ONU, “las comunidades indígenas y campesinas no están rechazando los llamados proyectos de ‘desarrollo’; por el contrario, están pugnando por un desarrollo sustentable que no amenace los derechos humanos. Se están defendiendo de proyectos que atentan directamente contra el espacio físico donde se construye la identidad y la supervivencia de los pueblos: el territorio”.


  Pero eso no se entiende en el gobierno federal, desde donde sigue imparable la política de agresión a los defensores de la tierra, a quienes se les ofende con la violencia, y también con la impunidad de los delitos, que casi nunca son investigados.


  El presidente de la CNDH, Luis Raúl González Pérez, luego de reconocer que en México existe como principal reto el tema de la defensa de los derechos humanos, aseguró que es necesario que los agentes del Ministerio Público se capaciten, y que se generen dentro de las procuradurías de justicia áreas especializadas para combatir la impunidad e investigar los casos de agresión, con el fin de que se consigne a los responsables de los atentados contra los defensores de la tierra, pues “en la medida que esta impunidad subsista, van a seguir propiciándose agresiones a defensores”, lo que no se puede permitir, pues, aseguró, “cuando se agrede a un defensor, se agrede a la sociedad y a la colectividad que representa, porque se le está impidiendo defender y alzar la voz por otros”.


  Pero la postura ideal del principal defensor de los derechos humanos en México choca contra la realidad nacional: de los 157 homicidios de defensores de la tierra que se han registrado en los últimos cinco años en México, sólo en siete casos las procuradurías estatales de justicia han podido esclarecer los crímenes; en 124 casos las averiguaciones se encuentran sin avance, al no tener la identificación del o de los agresores, y en otros 26 casos hay plena identificación del o de los homicidas, pero no se ha podido —o no se ha querido— cumplimentar las órdenes de aprehensión.


  La boyante impunidad en México, a la que han hecho alusión tanto el presidente de la CNDH como el relator especial de la ONU, y que fue reconocida también por la CIDH y por más de 100 de las principales organizaciones defensoras de derechos humanos en México, encuentra su mayor resonancia en la siguiente cifra: de los 157 asesinatos de activistas registrados hasta septiembre de 2017, 126 fueron atribuidos a conflictos personales. Solamente 16 fueron reconocidos como efecto de la defensa de intereses colectivos, pero en ninguno de ellos se señala —ni como línea de investigación— la posibilidad de que la muerte de esos activistas tenga relación con las empresas mineras contra las que se enfrentaron. En el mejor de los casos, en las investigaciones, muchas de ellas en receso, se habla de que fueron ejecutados por células del crimen organizado.


  Ni siquiera en los casos más evidentes la autoridad ministerial menciona a las trasnacionales. Un caso es el asesinato de los activistas Ismael Solorio Urrutia y Manuela Martha Solís Contreras, ocurrido en el ejido Benito Juárez, del municipio de Buenaventura, Chihuahua, el 22 de octubre de 2012. Se denunció que Ismael fue asesinado al lado de su esposa Manuela por haber encabezado las protestas contra las empresas Minera Cascabel, S. A. de C. V., y Minera Pozo Seco, S. A. de C. V., subsidiarias de la canadiense Mag Silver Corp., empresa que mantiene en exploración al menos cinco proyectos de importancia dentro del Cinturón de Plata de México, en sociedad con la firma Fresnillo PLC.


  A Mag Silver Corp. pobladores de la zona le atribuyen el asesinato de los dos activistas, pues desde su llegada a la zona —en junio de 2006— se inició una confrontación directa con los habitantes, al ampliar el radio de exploración, invadiendo tierras comunales, sin buscar ningún tipo de diálogo con los comuneros afectados, y realizando tala de bosques y perforación con barrenos en zonas vedadas, por ser de pozos para agua de uso agrícola.


  Con 29 concesiones en mano, otorgadas por el gobierno de Vicente Fox, Mag Silver Corp. se hizo propietaria de más de 25 mil hectáreas, pero no le bastó: la minera amplió su presencia en la zona de exploración hasta una superficie de más de 32 mil hectáreas, comenzando a desplazar a los ejidatarios, quienes fueron despojados de sus tierras sin mayor explicación. De la noche a la mañana aparecieron en la zona ejidal de Benito Juárez grupos armados que se lanzaron contra la población comunal, a la que encañonaron y le exigieron que abandonara sus casas y sus suelos de cultivo.


  Sólo entre diciembre de 2006 y junio de 2007, casi 30% de los más de 13 mil habitantes rurales de la zona ejidal de Benito Juárez, en Buenaventura, Chihuahua, tuvieron que abandonar sus propiedades, pues en ese lapso hubo 18 secuestros y dos desapariciones. Los grupos armados que llegaron a los caseríos a lanzar amenazas y exigir el desalojo de la tierra fueron acompañados o escoltados por patrullas de la Policía Municipal, camionetas de la Policía Ministerial de Chihuahua y por patrullas del Ejército.


  LA MANO DEL ESTADO


  La presencia del crimen organizado, utilizado como brazo armado de Mag Silver Corp. Según habitantes de la zona y solapado por las fuerzas del gobierno, fue denunciada en diversas ocasiones por los ejidatarios de Benito Juárez, pero nunca hubo una respuesta formal de la autoridad. Por el contrario, las agresiones arreciaron contra los denunciantes.


  La participación criminal del Ejército, al cuidar los intereses de la minera canadiense, se ejemplifica con el caso de los primos Nitza Paola Alvarado Espinoza, José Ángel Alvarado Herrera y Rocío Irene Alvarado Reyes, quienes fueron secuestrados y desaparecidos por fuerzas federales el 29 de diciembre de 2009.


  Los primos no participaban directamente en las movilizaciones, pero desde una fuente de la Policía Municipal que utilizaba el Ejército fueron señalados como incitadores del movimiento contra la minera. La noche del 29 de diciembre de 2009 un comando de 10 soldados ingresó al domicilio donde se encontraban los primos, quienes se habían reunido con familiares que llegaron de Estados Unidos para celebrar las fiestas de fin de año; el comando ingresó buscando a José Ángel Alvarado Herrera, pero sus primas Nitza Paola Alvarado Espinoza y Rocío Irene Alvarado Reyes trataron de impedir la captura, por lo que también fueron llevadas por los militares, que habían llegado con los rostros cubiertos.


  De acuerdo con la denuncia interpuesta por los familiares de los primos —parientes que se tuvieron que exiliar en Estados Unidos luego de presentar la denuncia por desaparición forzada—, los responsables de la sustracción de los tres jóvenes fueron elementos del Ejército mexicano, quienes supuestamente actuaron bajo las órdenes del coronel Élfego José Luján Ruiz, quien en ese tiempo era el comandante del 35 Batallón de Infantería en la región de Nuevo Casas Grandes, Chihuahua, a las órdenes del general Felipe de Jesús Espitia.


  Puede ser que los señalamientos de los familiares de los tres desaparecidos no estuvieran equivocados, pues en enero de 2016 el coronel Luján Ruiz fue sentenciado por un juez penal a 33 años de prisión, por el delito de tortura y homicidio de dos civiles. Se le encontró responsable, junto con otros cinco de sus subalternos, de haber torturado y dado muerte a los primos Jesús Alberto Campos Moreno y Jorge Alejandro Yáñez Moreno, secuestrados por policías municipales de Nuevo Casas Grandes, luego de haberlos encontrado en posesión de una pistola.


  Campos Moreno y Yáñez Moreno nunca fueron puestos a disposición del agente del Ministerio Público. Fueron entregados por los policías municipales a la comandancia regional militar, desde donde se coordinaba el Operativo Conjunto Chihuahua, ordenado por el presidente Felipe Calderón como parte de su estrategia de combate al narcotráfico.


  Según lo integrado en el expediente que sirvió para condenar al coronel Luján Ruiz, los dos levantados fueron entregados por la Policía Municipal al Ejército y sometidos a tortura —simulación de ahogamiento— con el fin de que se reconocieran como integrantes del grupo criminal La Línea.


  De acuerdo con dos de los militares que presenciaron la tortura de Campos Moreno y Yáñez Moreno, y que declararon contra el coronel Luján Ruiz, luego de 10 horas de tortura, Jesús Alberto murió por asfixia, en manos del grupo que lo interrogaba, con una bolsa de plástico en la cabeza. Entonces vino la orden del coronel Luján Ruiz de dar muerte al sobreviviente, Jorge Alejandro Yáñez, “para no dejar testigos”. Los cuerpos de los dos primos fueron sacados del cuartel militar y sepultados en una fosa clandestina cerca del municipio de Agua Prieta, Sonora, donde fueron localizados casi dos meses después.


  Luego de quedar demostrado plenamente el ilícito, el juez cuarto de lo penal en Chihuahua determinó que existía responsabilidad por parte de los militares, y junto con el coronel, fueron sentenciados, también a 33 años de prisión, los subalternos Everardo Vega, Jorge Luis Calvario Abarca y Martín Jaime Juárez Reyes, a quienes se les imputaron los delitos de tortura, homicidio e inhumación clandestina, en tanto que los soldados Marcelo Cruz Ramírez y Ramón Natividad Loya Romero fueron sentenciados a tres años y tres meses de prisión, por el delito de tortura.


  Pero la acusación por la muerte de ambos primos no es la única que pesa sobre la actuación militar del coronel Luján Ruiz; actualmente enfrenta otro proceso penal en una corte marcial a cargo del juez quinto de la Primera Región Militar, donde se encuentra radicada la causa penal 181/2010, que imputa al coronel Luján Ruiz la muerte de los soldados Mario Alberto Guerrero León y Mario Alberto Peralta Rodríguez, quienes presuntamente desertaron de su batallón para sumarse a las filas de La Línea.


  Según el expediente, los soldados Mario Alberto Guerrero, apodado el Jano, y Mario Alberto Peralta, al que llamaban el Capulina, con rangos de soldado de primera y cabo, respectivamente, desertaron de la región militar a cargo del coronel Luján Ruiz, luego de un operativo en el que detuvieron a dos presuntos integrantes de La Línea, quienes supuestamente sobornaron con un millón de pesos a cada uno. Dicha acción causó irritación en el coronel Luján, quien habría dictado en forma inmediata la “orden prioritaria” de captura de los dos desertores.


  El Jano y el Capulina fueron detenidos por militares enviados exprofeso por el coronel Luján, dos meses después de la deserción, ocurrida en septiembre de 2008. Según el fiscal, los dos desertores fueron llevados a la zona militar de Nuevo Casas Grandes, donde el coronel Luján ordenó la muerte de sus dos exelementos; el Capulina fue asesinado de un balazo en la cabeza, no sin antes ser torturado durante dos días. Por su parte, el Jano fue asesinado a golpes por 10 militares que se turnaron en la sesión de tortura, que pudo haber durado 20 horas. Posteriormente los cuerpos de los dos soldados desertores, en la clásica maniobra del “falso positivo”, fueron maniatados, vendados de los ojos y despojados de sus ropas con el fin de aparentar el modus operandi de los grupos delictivos. Los dos cuerpos fueron trasladados en una camioneta militar desde Casas Grandes hasta un camino que conduce al municipio de Ascensión, donde fueron encontrados. Su asesinato, en primera instancia, se atribuyó a un ajuste de cuentas entre células criminales.


  Con base en esos antecedentes, los familiares de los tres primos desaparecidos en el ejido Benito Juárez no han dejado de insistir sobre la posible responsabilidad del coronel Luján Ruiz, quien estaba a cargo de la partida de militares que se llevó a Nitza Paola Alvarado Espinoza, Rocío Irene Alvarado Reyes y José Alvarado Herrera la noche del 29 de diciembre de 2009, pues —según se establece en el expediente que ahora radica en la CIDH— apenas los militares se llevaron a los primos, sus familiares fueron a buscarlos directamente a la sede del cuartel militar, pero no obtuvieron ninguna respuesta.


  A la fecha, pese a que los familiares de Nitza Paola, Rocío Irene y José cumplieron con el trámite de denunciar la desaparición forzada ante la Séptima Agencia Investigadora del Ministerio Público de la Federación en Ciudad Juárez, la Procuraduría General de la República (PGR) se ha negado a ingresar a la prisión militar para averiguar el paradero de los tres desaparecidos.


  También los familiares de Ismael Solorio Urrutia y Manuela Martha Solís Contreras, los defensores asesinados en el municipio de Buenaventura, pidieron al agente del Ministerio Público del fuero común que se interrogara al coronel Luján Ruiz sobre una línea de investigación que lo aproximaba a la participación en esos homicidios, y es que ese militar, en el tiempo que fue jefe del cuartel militar en la zona de Nuevo Casas Grandes, fue colaborador de las empresas Compañía Minera Bismark, S. A. de C. V., Minaurum Gold Inc., Coeur Mining Inc., Prospero Silver Corp., Jinchuan Group (subsidiaria de Jinchuan Resources Ltd.), Sierra Metals Inc., Prospector Consolidated Resources Inc. y Mag Silver Corp., a las que varias veces prestó servicios de seguridad con fuerzas federales en la periferia de las minas.


  Además hay señalamientos que fueron vertidos en las investigaciones realizadas por el Ministerio Público sobre la muerte de Ismael Solorio Urrutia y Manuela Martha Solís Contreras, que indican que estos dos activistas, antes de ser ejecutados, recibieron, primero, advertencias, y luego amenazas, de parte de militares, con el fin de que dejaran de lado la pelea contra las mineras Cascabel, S. A. de C. V., Pozo Seco, S. A. de C. V., y Los Lagartos, que estaban haciendo los trabajos de exploración a favor de Mag Silver Corp., a la que le fue adjudicado el yacimiento de oro y plata asentado bajo el suelo del ejido de Benito Juárez.


  Tras el asesinato de Ismael Solorio Urrutia y Manuela Martha Solís Contreras, Mag Silver Corp. lanzó un posicionamiento público, lo que no es común. Casi siempre, cuando ocurre la muerte de un defensor de la tierra y se responsabiliza a una minera, el silencio es la forma en la que estas empresas enfrentan las crisis. Mag Silver Corp. rompió con esa regla. Luego de lamentar la muerte de Ismael Solorio y su esposa, Manuela Solís Contreras, la minera reconoció públicamente que sí tenía “una relación de negocios” con Ismael Solorio, pero también aseguró que “MAG no participó en este trágico acontecimiento”.


  El comunicado público de la minera, que por primera vez manifestó un posicionamiento oficial de una empresa trasnacional en relación con la muerte de uno de los opositores a sus proyectos, dijo que los señalamientos de responsabilidad imputados eran “mentiras viciosas” y en ese sentido fueron desacreditadas todas las acusaciones lanzadas por personas cercanas a las víctimas. “MAG no ha participado absolutamente en este trágico acontecimiento, y espera sinceramente que los responsables sean rápidamente llevados ante la justicia”, dijo escuetamente el comunicado de deslinde. Y eso fue suficiente. La autoridad ministerial creyó a ciegas ese posicionamiento. La sola versión de la empresa bastó para que la autoridad ministerial no abriera una línea de investigación sobre la posible participación de empleados de Mag Silver Corp. en esos sucesos.


  Al Ministerio Público investigador de los dos homicidios ni siquiera le sembró una duda la “relación comercial” que existía entre la minera e Ismael Solorio, la que fue reconocida por Mag Silver Corp., pese a que la trasnacional reconoció que esa relación comercial “era de largo tiempo, en su calidad de representante de uno de los ranchos en los que Mag Silver Corp. negoció con éxito los derechos de perforación”; además, esa “relación comercial” también fue reconocida por la minera como producto de la posición de Ismael Solorio como “miembro del Ejido Benito Juárez, con el que Mag Silver Corp. ha tenido negociaciones en curso a través de los años”.


  A la minera se le olvidó decir en su comunicado que esas “negociaciones en curso a través de los años” en realidad habían terminado en confrontaciones, pues el líder ejidal de Benito Juárez se negó siempre a la posibilidad de extensión del polígono de exploración sobre el que siempre estuvo insistiendo la minera canadiense, que aspiraba a concretar la mina más grande de oro y plata en todo el territorio nacional, con el fin de superar la producción que de esos metales realiza Goldcorp, mediante su subsidiaria Frisco, en la mina Peñasquito, en el municipio de Mazapil, Zacatecas.


  Las “negociaciones en curso a través de los años” con Ismael Solorio, las que reconoció Mag Silver Corp., llegaron a un punto de quiebre dos meses antes del asesinato, cuando el defensor de la tierra logró un acuerdo con los 273 ejidatarios de Benito Juárez para solicitar a la autoridad agraria federal una suspensión de actividades en toda la zona concesionada a la minera, luego de demostrar los daños ecológicos que estaba ocasionando la exploración. Destacó el daño a los mantos freáticos que sustentan las actividades agrícolas y ganaderas de la región. El acuerdo logrado por Ismael Solorio intentaba un veto de por lo menos 100 años para cualquier tipo de exploración y explotación minera en la zona, con lo que se venía abajo la inversión de más de mil 100 millones de dólares que había anunciado Mag Silver Corp., de los que ya había aplicado al menos 30 por ciento.


  Las muertes de Ismael Solorio y de su esposa, Manuela Solís Contreras, ocurrieron la mañana del 22 de octubre de 2012, cuando la pareja se dirigía a una cita médica en el hospital Lázaro Cárdenas, del ISSSTE, en la ciudad de Chihuahua. La pareja —establece el expediente de investigación— fue interceptada por un comando que primero los secuestró y luego los ejecutó.


  De acuerdo con lo establecido por la fiscalía de Chihuahua la pareja recibió disparos de arma larga a la altura del pecho. Fueron rematados con el tiro de gracia. Sus cuerpos fueron encontrados en el kilómetro 26 de la carretera Álvaro Obregón-La Junta, del municipio de Cuauhtémoc, apenas dos horas después de que el propio Ismael Solorio avisara por teléfono a miembros de la organización El Barzón que estaba siendo perseguido por dos camionetas con hombres armados.


  La primera línea de investigación establecida por la fiscalía del entonces gobernador César Duarte Jáquez indicó que el doble homicidio se pudo haber debido a un asalto, y se responsabilizó en primera instancia a una célula criminal de La Línea, el grupo ejecutor del Cártel de Juárez, “con quien el líder agrario —dice el expediente— mantenía rivalidad por haber denunciado la creciente ola de secuestros y extorsiones contra productores rurales”. Nada más alejado de la realidad.


  Ismael Solorio, en su calidad de líder comunal y dirigente local de El Barzón, no abordaba temas de seguridad. Su lucha se centró en la defensa de la tierra y el reclamo al derecho de los ejidatarios al suministro de agua para sus actividades productivas. A causa de ello, según lo estableció la propia dirigencia de esa organización social, Ismael ya había recibido amenazas de muerte e incluso fue interceptado dos veces por grupos armados, acompañados por patrullas de la Policía Estatal, que le reclamaron su actuación en la defensa de la tierra y le dieron un ultimátum para dejar la región. Las amenazas de muerte también alcanzaron a sus tres hijos.


  Ismael Solorio, con otros integrantes de El Barzón y algunos miembros del comisariado ejidal de Benito Juárez, también fueron amenazados de muerte por un solitario sujeto que se hizo presente en una asamblea, donde se ventilaban las acciones de lucha para frenar el deterioro ambiental de la zona concesionada a Mag Silver Corp. Otra agresión de la que fue objeto ocurrió apenas ocho días antes de su muerte, cuando un sujeto, que fue identificado como trabajador de Mag Silver Corp., lo interceptó y lo golpeó —a él y a uno de sus hijos—, no sin antes reclamarle la afectación económica que le hacía a la minera con sus acciones de defensa del agua y del suelo.


  Paradójicamente, a casi un mes de su muerte, un tribunal agrario federal dio validez a la petición iniciada por Ismael Solorio y apoyada con las firmas de los 273 ejidatarios, con lo que se suspendió 100 años toda actividad de exploración y extracción de minerales en la zona agrícola del ejido Benito Juárez. Con ello se le canceló a la empresa canadiense el proyecto minero en esa parte de Chihuahua, y en términos reales perdió una inversión de más de 150 millones de dólares.


  Luego de la fallida inversión de Mag Silver Corp. en el municipio de Buenaventura, a manera de compensación el gobierno federal le otorgó a la corporación canadiense 10 proyectos mineros de alta rentabilidad en cinco estados del país, donde le ofreció garantías oficiales para asegurar la explotación de oro, plata, zinc, plomo, cobre y molibdeno; esos proyectos garantizan la recuperación de la inversión perdida en Buenaventura, pues la explotación de los yacimientos está concesionada por más de 50 años. Esos proyectos son los de las minas Gui Gui, Salemex, Adargas y Cinco de Mayo, en Chihuahua; Sierra Ramírez, en Durango; La Lorena, en Guanajuato; Lagartos, Nuevo Mundo y Juanicipio en Zacatecas, y Nuevo Mundo II en San Luis Potosí.


  Sólo a manera de dato curioso, de acuerdo con las cifras del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SESNSP), en la región de Santa Eulalia, en Chihuahua, donde se desarrollan los proyectos mineros Gui Gui y Salemex, sobre una extensión de más de 4 mil 500 y 8 mil 663 hectáreas, respectivamente, los índices delictivos se han disparado en los últimos tres años; los de mayor incidencia son los relacionados con la extorsión y el robo con violencia.


  Lo mismo sucede en la zona de Barraza, Jiménez y Ciudad Camargo, sitio de influencia del proyecto minero Adargas, donde el índice de homicidios también ha crecido aceleradamente los últimos tres años: pasó de una tasa de 29.3 a 32.2 asesinatos al año por cada 100 mil habitantes. Allí también han crecido en forma alarmante los delitos de extorsión, secuestro, robo con violencia y amenazas, fenómeno atribuido a la creciente presencia del crimen organizado, que se ha asentado en la región pese a que esa parte del país no es considerada una zona de trasiego de drogas ni se encuentra dentro del mapa de las rutas del narcotráfico.


  En el municipio de Villa Ahumada, Chihuahua, donde se desarrolla el proyecto minero Cinco de Mayo, sobre una superficie de más de 25 mil hectáreas, también los índices delictivos han ido al alza; esa región es considerada por el SESNSP como una de las zonas más violentas del país, donde el índice de homicidios supera la media nacional y llega a 37.8 por cada 100 mil habitantes. Allí también han repuntado los índices de secuestro, extorsión, robo con violencia y violación, lo que de acuerdo con la versión de la autoridad estatal no tiene nada que ver con el proyecto minero, y más bien se atribuye a la disputa entre los grupos delincuenciales de Rafael Caro Quintero y del cártel de los hermanos Beltrán Leyva, que le pelean a una fracción del cártel de La Línea el control territorial de los municipios de Casas Grandes, Chihuahua y Ciudad Juárez.


  De la misma forma en las localidades de Cuencamé, Santa Clara y San Juan de Guadalupe, en Durango, zona de influencia del proyecto minero Sierra Ramírez y que colinda con la región minera de Mazapil, Zacatecas, los índices delictivos se han disparado; según la Fiscalía General del Estado de Durango, esto es resultado del asentamiento de grupos delincuenciales ligados al cártel de Los Zetas. Pero de acuerdo con los vecinos, el índice de extorsiones se disparó desde que Mag Silver Corp. decidió poner en marcha el proyecto de exploración para la explotación de las vetas de oro y plata de la zona.


  En la región de influencia de la mina La Lorena, en Guanajuato, a casi 60 kilómetros de la capital del estado, la historia no es distinta: de acuerdo con datos de la procuraduría de justicia de esa entidad, desde que se puso en marcha el proyecto minero los índices delictivos repuntaron repuntado, sobre todo en las localidades rurales de Capetillo, El Cubo, Cantera, Nuevo Valle de Moreno y Canadá Grande, donde el delito más común en 2015 y 2016 fue el de extorsión, seguido del de amenazas, secuestro y robo con violencia. Allí se registra uno de los índices más elevados de homicidios de todo el estado: 29.5 asesinatos por cada 100 mil habitantes.


  Pero el caso más notable de incremento del índice de criminalidad es el de Fresnillo, Zacatecas, donde se asienta —en una superficie de más de 16 mil hectáreas— el proyecto Juanicipio, de la misma Mag Silver Corp.; ahí se pretende iniciar la extracción de plata en 2018, con una producción anual estimada en 10 millones de onzas. Este proyecto tiene prevista una vida útil de 15 años, pero se puede prorrogar hasta 50 años más.


  En esta región, que se ha vuelto la más violenta de Zacatecas, los índices delictivos comenzaron a dispararse casi de la mano con la puesta en operación de los grandes proyectos mineros, no sólo a partir de Juanicipio, de Mag Silver Corp., sino de otros, como el de la mina Los Tres Machos, de la empresa Alto Group Holding Inc.; la San José, de la empresa de capital inglés Arian Silver Corporation Plc.; la Mina Del Toro, de la canadiense First Majestic Silver Corp.; El Álamo, de Galore Resources Inc., y la Miguel Auza, de la también canadiense Excellon Resources Inc.


  La escalada de violencia en las regiones mineras no es sólo una suposición; un informe oficial de la Iniciativa Global de la UNODC ha reconocido este fenómeno como una realidad en México, al establecer que los cárteles de drogas, sin señalar a ninguno por su nombre, se han lanzado contra la población civil, incrementando su actividad en delitos como extorsión, secuestro y robo de materiales pétreos de valor comercial.


  Los grupos delictivos en México, dice el informe, por lo general, en primera instancia, intentan la extorsión mediante el cobro de piso a las propias mineras. En el mejor de los casos, los delincuentes obligan a esas empresas a negociar acuerdos económicos, con el fin de preservar la seguridad de las instalaciones y del material extraído.


  Pero también existen indicios de casos en los que son las propias mineras las que buscan acuerdos de colaboración con las células del crimen organizado, para mantener una alianza que les permita enfrentar y reducir las protestas de los grupos inconformes con su actividad extractiva, con lo que crean un estado de inestabilidad social.


  La UNODC reconoce que en México hay una colusión entre mineras y células del crimen organizado, donde las dos partes ganan: por un lado, las primeras obtienen equipos de seguridad irregulares, que les pueden garantizar efectividad sin riesgo en el “combate” a las protestas sociales y contra los líderes comunales que se oponen a sus operaciones. Por otra parte, las células de los cárteles de drogas obtienen un ingreso económico alterno, con un menor riesgo que el trasiego de narcóticos.


  La operación de las células del crimen organizado también incrementa los robos, extorsiones y amenazas contra la población civil y a veces contra otras empresas que están en la misma zona de influencia. Ahí es común el robo de materiales pétreos que los grupos delincuenciales venden a las compañías que los contratan como guardias blancas, lo que incrementa considerablemente las utilidades económicas de las organizaciones criminales.


  El informe de la UNODC —“El Crimen Organizado y el Oro Ilegalmente Extraído en América Latina”— reconoce que el problema generalizado en México en los últimos cinco años también es una realidad en otros países con recursos mineros en Centro y Sudamérica.


  Establece que sólo en Coahuila 12 empresas dedicadas a la extracción y comercialización de carbón fueron investigadas por su posible vínculo con células del crimen organizado. Señala que la presencia de las células criminales instó a las corporaciones a incurrir en ilícitos como lavado de dinero, evasión de impuestos e incumplimiento de las regulaciones federales.


  Aun cuando se expone que el mayor caso de colusión de empresas con el crimen organizado se registró en las carboneras de Coahuila, la Iniciativa Global de la UNODC señala que el mayor número de células criminales asociadas con las mineras se da en el ámbito de la extracción de oro, rubro que México encabeza en todo el continente americano. De los 917 proyectos extractivos que actualmente se ejecutan en el país, al menos 678 son de minas de oro y plata. Del total de proyectos de extracción de oro, hasta septiembre de 2017 por lo menos 543 eran ejecutados por compañías canadienses, 12 de Estados Unidos, tres de empresas chinas, dos más de Japón, uno de Corea del Sur, otro lo explota una empresa suiza y uno más corresponde a una corporación de Holanda. La extracción de oro en México ha puesto al país en el decimotercer puesto de la lista mundial en cuanto a exportadores de ese metal, con un valor aproximado de 5.6 mil millones de dólares al año.


  En todos los proyectos de explotación de oro que a la fecha se llevan a cabo en México existe la presunción de colusión del crimen organizado con las mineras, pero el gobierno federal nunca lo ha reconocido ni ha actuado en consecuencia, pese a que la intervención de las células del crimen organizado ha incrementado las actividades delincuenciales de alto impacto, como lavado de dinero, destrucción del medio ambiente, tráfico de mano de obra, extorsión, homicidio y desplazamiento de comunidades completas.


  Los datos revelados por la ONU indican que el crimen organizado mantiene presencia en proyectos de extracción de oro en Chihuahua, Guerrero, Michoacán, Morelos y Tamaulipas. También en las bases de datos de la PGR se revela la presencia delincuencial en la actividad minera en Coahuila, Sonora, Oaxaca, Veracruz, Puebla, Sinaloa, Nayarit, Baja California, Chiapas y Nuevo León, donde las células criminales lo mismo extraen metales valiosos que explotan materiales de agregados pétreos: grava, basalto, bentonita, arena, mármol, calcita, dolomita y yeso.


  Los principales cárteles de drogas activos en la minería son Los Zetas, Los Caballeros Templarios, Guerreros Unidos, Los Rojos, el Cártel de Sinaloa, el Cártel de Jalisco Nueva Generación y el Cártel del Golfo, que —según datos de la PGR— logran ingresos promedio mensuales de entre 11 mil y 37 mil dólares por cobro de derecho de piso aplicado a otras mineras o por prestar sus servicios para desplazar, amenazar y ejecutar a los opositores de los proyectos mineros.


  Capítulo 2


  ¡Despertemos! ¡Despertemos, humanidad! ¡Ya no hay tiempo!


  BERTA CÁCERES, activista social asesinada


  AMIGOS Y ENEMIGOS DEL SISTEMA


  Al activista Antonio Esteban Cruz, del municipio de Cuetzalan, en la Sierra Norte de Puebla, lo mató la lucha por la defensa de la tierra. Le dieron cuatro tiros por la movilización que organizó en su región, al oponerse a que se instalara una mina a cielo abierto y a la construcción de cuatro hidroeléctricas con las que además se pretende la privatización del agua.


  Su lucha no sólo fue contra la explotación irracional del subsuelo; se dedicó a evitar a toda costa la destrucción de la Sierra Norte de Puebla, que empresas como la Compañía Minera Autlán, Minas Santa Martha y Grupo Ferrominero pretenden. Luchó contra el proceso del fracking, la técnica para la extracción hidráulica de gas y petróleo, de lo que se sabe rica esa parte de la Sierra Madre Oriental, entre Puebla y Veracruz.


  En esa parte del país siguen en marcha los proyectos denominados Atexcaco I y II y Macuilquila, para los que se anunció una inversión de más de 4 mil millones de dólares para explotar la zona por lo menos 60 años, sin importar las afectaciones a la tierra ni el desplazamiento de la población de 90 localidades originarias que viven de la explotación racional de los recursos naturales y la ganadería.


  Antonio Esteban Cruz encabezaba el movimiento de resistencia contra las mineras. Enarbolaba la inconformidad de los vecinos de las regiones de Cuetzalan, Yaonáhuac e Ixtacamaxtitlán, que desde que se supo de esos proyectos expresaron su repudio a los consorcios mineros y a las autoridades federal, estatal y municipal, que avalaron la explotación. Por eso lo mataron.


  La principal denuncia que hizo el líder comunal fue contra la construcción de cuatro plantas hidroeléctricas que suministrarán la energía para la operación del complejo minero de Ixtacamaxtitlán. El proyecto es del grupo ICA, fundado en 1947 por Bernardo Quintana Arrioja y que con la inyección de capital de Carlos Slim hoy tiene concesionado casi 43% de la obra pública del gobierno federal.


  Estos cuatro proyectos pretenden la privatización del cauce del río Apulco, en un tramo de más de 26 kilómetros, lo que dejaría sin agua al río Tecolutla, en el norte de Veracruz, y afectaría la vida de por lo menos 29 comunidades rurales.


  Otra vertiente de la lucha del activista asesinado el 4 de junio de 2014 fue su oposición a la instalación de tiendas corporativas, como Coppel y Wal-Mart, las cuales, consideró en su momento, “atentan contra las formas ancestrales de intercambio y cultura de los pueblos indígenas, y acaban con los pequeños vendedores y con la producción local”. Por eso fue el principal promotor de la insurgencia civil, la que se alzó contra las grandes corporaciones empresariales, a las que encaró con una resistencia pacífica fincada en la denuncia social y plantones frente a las sedes de los tres órganos de gobierno que en Puebla respaldan esos proyectos.


  Eso le costó la vida a Antonio Esteban Cruz, pues tuvo la “osadía” de institucionalizar su protesta al formar el Movimiento Independiente Obrero Campesino Urbano y Popular (MIOCUP), donde agrupó a las voces inconformes, casi 12 mil personas, frente a los proyectos extractivos que él mismo calificó como “proyectos de muerte”.


  No estaba errado en la calificación que dio a los proyectos extractivos contra los que se alzó desde los municipios de Cuetzalan y Ayotoxco. De acuerdo con la información contenida en el expediente de su homicidio, integrado en la Fiscalía de General del Estado de Puebla, el principal móvil de su asesinato fue la lucha de oposición que mantuvo contra los corporativos que recibieron la concesión federal para la explotación del subsuelo de la zona.


  La mañana del 4 de junio de 2014, cuando Antonio Esteban Cruz cruzaba el predio denominado María Cristina, en el municipio de Cuetzalan, fue asesinado de cuatro balazos. Se supo después que sus agresores ya lo esperaban. Desde tres semanas antes él había recibido amenazas de muerte, al negarse a pactar con autoridades del orden municipal para que cesaran las protestas.


  Desde hacía meses la movilización de Antonio ya era molesta para los promotores de los proyectos mineros. En marzo de 2014 promovió el primer foro indígena y campesino Por la Defensa de la Tierra y el Territorio, que se realizó en Cuetzalan con la participación de casi 200 representantes de otras comunidades del país y de Centroamérica que también luchan contra la presencia de mineras en sus suelos.


  A partir de ese encuentro se formó una organización internacional para encarar la presencia de las empresas extractivas en suelos indígenas. Sumó una movilización en toda Mesoamérica para reclamar a los gobiernos federales de México, Guatemala, El Salvador, Honduras, Costa Rica y Nicaragua la participación y consulta de los pueblos indígenas antes de otorgar concesiones mineras, de extracción de agua o generación de energía en sus regiones.


  Y logró el respaldo de la Coordinadora Nacional Plan de Ayala-Movimiento Nacional (CNPA-MN), en el que también están organizaciones como la Asociación para el Desarrollo Integral de las Comunidades y Colonias de Oaxaca (ADICC), el Bloque Popular 29 de Junio de Coahuila (BP-29), la Federación Independiente de Obreros Agrícolas y Campesinos de Hidalgo (FIOAC), la Federación Independiente del Valle de Zumpango del Estado de México (Fivaz), el Movimiento Social Independiente de Veracruz (Mosiv), el Movimiento Campesino Regional Independiente de Chiapas (Mocri), la Organización Campesina Independiente de Oaxaca (OCIO) y la Unión de Comunidades Indígenas Cien Años de Soledad de Oaxaca (UCI-100).


  La fuerza que estaba concentrando Antonio Esteban Cruz en torno a la lucha contra los proyectos extractivos de la Sierra Norte de Puebla se perfilaba como una de las más importantes del continente; el número de agremiados, dentro de la naciente agrupación Por la Defensa de la Tierra y el Territorio, se estimaba en poco más de 36 mil, sólo de las organizaciones con presencia en México. A ello se agregaba la participación de las organizaciones defensoras del suelo de los países centroamericanos.


  Tras la celebración del encuentro Por la Defensa de la Tierra y el Territorio, Antonio Esteban Cruz también logró el respaldo de organizaciones como el Consejo Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras, el Consejo Internacional de Tratados Indios de Centroamérica (CITI) y la Coordinadora Nacional Indígena y Campesina de Guatemala (Conic), todas con vertientes en la lucha contra los proyectos extractivos y por el derecho de los pueblos naturales a la propiedad del agua, bosques y suelo.


  Entre las organizaciones que le brindaron respaldo para su cruzada contra las trasnacionales y los proyectos extractivos en el norte de Puebla también estaba el Consejo Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras (COPINH), fundado en 1993 por la activista Berta Cáceres para defender los derechos al territorio del pueblo lenca, también desangrado por los proyectos de los consorcios mineros internacionales.


  CENTROAMÉRICA, EL MISMO DESTINO


  Berta Cáceres corrió la misma suerte que Antonio Esteban Cruz. Ella fue asesinada el 3 de marzo de 2016. Al menos cuatro hombres armados ingresaron a su domicilio, en la localidad de Intibucá, para ejecutarla. La activista había tocado intereses económicos importantes al frenar proyectos madereros y de explotación irracional del suelo, que afectaban al suministro de agua y alimentos a las comunidades indígenas en Honduras.


  La lucha que la distinguió fue contra la empresa Desarrollo Energético, S. A. (DESA), a la que le logró frenar, entre otros, el Proyecto Hidroeléctrico Agua Zarca, en la zona noroccidental de Honduras, entre los departamentos de Intibucá y Santa Bárbara, a escasos kilómetros de la Reserva Natural de Vida Silvestre Montaña Verde. El proyecto frenado por Berta Cáceres —cinco meses antes de su asesinato— pretendía la privatización del río Gualcarque, un afluente sagrado para la comunidad indígena lenca, que tiene raíces culturales mayas, cuya cosmogonía refiere que es allí el espacio donde habitan los espíritus de las niñas indígenas, un sitio que fue legado por el cacique Lempira, el defensor de los territorios indígenas frente a la colonización española.


  DESA subcontrató a las firmas Sinohydro, de capital chino, y Voith Hydro Holding GmbH & Co. y KG, de capital alemán; nunca consultó al pueblo lenca para la ejecución del proyecto. Tras lograr la concesión del gobierno de Honduras se dispuso a iniciar los trabajos, para los cuales anunció una inversión de 24.4 millones de dólares, aportados por el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE).


  La primera en desistir de su intervención en los trabajos de la represa fue Sinohydro, que reculó tras enfrentarse a los primeros señalamientos por parte del Consejo Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras, que denunció la invasión de suelo indígena.


  Eso hizo que el BCIE, tras evaluar el conflicto, dejara de financiar el proyecto, y obligó a DESA al pago de los recursos entregados, aun cuando el préstamo se había pactado a un plazo de 10 años. Así, el consorcio entró en crisis financiera y se vio obligado a la cancelación temporal del proyecto, hecho que se consideró un triunfo de la organización encabezada por Berta Cáceres. Por eso comenzó a recibir amenazas de muerte.


  Pero el proyecto de la planta hidroeléctrica de Agua Zarca no fue sepultado. Dos años después de que Sinohydro y Voith Hydro Holding GmbH & Co. fueran subcontratadas, DESA retomó el plan, ahora financiado por organizaciones como el Fondo de Desarrollo de los Países Bajos (FMO) y el Banco Holandés, que aportó 15 millones de dólares para las obras. El Finnish Fund For Industrial Cooperation Ltd. (Finnfund) puso cinco millones de dólares y las empresas Siemens y Voith Hydro, de Alemania, también recapitalizaron con 14 millones de dólares a DESA.


  Berta Cáceres volvió a denunciar no sólo el reinicio de los trabajos de la hidroeléctrica sino que documentó el plan invasor en suelo indígena por parte de DESA, a la que le pudo encontrar al menos 40 proyectos de uso ilegal del suelo, de agua y la tierra, que afectaban al pueblo lenca. En algunos de esos proyectos estaba la mano financiera del gobierno de Estados Unidos, a través del USAID, el proyecto estadounidense que, entre otras cosas promueve el comercio y los agronegocios en Centroamérica.


  Otra fuente financiera para DESA fue el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), pero el mayor aporte económico provino de Canadá, mediante el proyecto Profile, que tiene dinero del Fondo Climático Canadiense para el Sector Privado de las Américas.


  El replanteamiento del proyecto Agua Zarca, una vez que DESA logró recapitalizarse, ya no se limitó a la ejecución de la obra sólo en el cauce del río Gualcarque, sino que extendió su dominio hacia los afluentes río Blanco y río Guinse, también dentro del territorio del pueblo lenca, que afectaría a las poblaciones —mayoritariamente indígenas— de Opalaca, Intibucá y Santa Bárbara, en donde se hizo evidente una estrategia de terrorismo contra los defensores del suelo y de los derechos de los pueblos indígenas.


  DESA comenzó a contratar, como guardias de los predios donde pretende construir la hidroeléctrica a ex militares y sicarios a quienes armó, con respaldo del gobierno de Honduras, el cual les proporcionó armas de grueso calibre para la seguridad de las instalaciones. Al frente del grupo paramilitar Tigres, que integró DESA con al menos 200 efectivos, fue designado Jorge Ávila, un ex soldado al que se le atribuye el asesinato de Bernardo Pérez, otro activista contra los proyectos extractivos en ese país.


  Fue precisamente un comando del grupo Tigres el que dio muerte a Berta Cáceres. Ella ya había denunciado las amenazas en su contra. Un año antes de su ejecución, cuando recibió en Washington el premio Goldman por su defensa del medio ambiente, sus palabras advertían: “Me siguen, me amenazan con matarme, con secuestrarme. Amenazan a mi familia. Esto es a lo que nos enfrentamos”.


  De poco sirvieron la denuncia y las medidas cautelares que le otorgó la CIDH: a las 01:00 horas del 4 de marzo de 2016 un comando ingresó a su domicilio, donde estaba reunida con el mexicano y también defensor de los territorios indígenas Gustavo Castro, con quien definía estrategias de lucha contra los megaproyectos en Honduras y México.


  Los hombres que ingresaron a su casa, en la colonia El Líbano de la comunidad de La Esperanza, en la municipalidad de Intibucá, fueron directamente contra ella. Le dieron tres disparos, uno de ellos en la cabeza, mientras que a su acompañante le dispararon en el pecho, dándolo por muerto. Después abandonaron el lugar a bordo de un automóvil que —se supo luego— era propiedad de DESA.


  La participación de DESA en el homicidio de Cáceres se vislumbró tras la detención de los agresores; por la presión de grupos internacionales de derechos humanos, dos meses después de los hechos la policía hondureña ubicó y detuvo como asesinos de la luchadora social a Sergio Ramón Rodríguez, un ingeniero que trabajaba en la represa Agua Zarca; Douglas Geovanny Bustillo, un militar retirado y responsable de la unidad de seguridad de DESA; Mariano Díaz Chávez, ex militar, miembro del grupo Tigres, y Edison Atilio Duarte Mesa, integrante de las fuerzas armadas de Honduras.


  El asesinato de Berta Cáceres no fue el último que cobró el proyecto de Agua Zarca. Al menos otros cinco luchadores sociales hondureños han muerto en condiciones extrañas, y las primeras líneas de investigación apuntan a la lucha que mantuvieron contra las empresas mineras y las desarrolladoras de energías renovables, todas financiadas por el fondo Profile, de Canadá.


  Es precisamente este fondo económico el que financia en México a por lo menos 18 empresas mineras de Canadá, que tienen el control de 70% de los proyectos extractivos de oro y plata, en cuyas inmediaciones se ha registrado el mayor número de asesinatos de defensores de la tierra y líderes de comunidades indígenas.


  MÉXICO, DE LOS EXTRANJEROS


  De acuerdo con la Secretaría de Economía, más de 85% de los proyectos mineros en el país están concesionados directamente a empresas de capital canadiense o, en su defecto, a mexicanas con participación de alguna de las mineras internacionales financiadas por el gobierno de Canadá.


  En los últimos 12 años el gobierno federal ha entregado títulos de concesión de explotación minera sobre 22 millones 313 mil 941.19 hectáreas, lo que representa la cuarta parte del territorio nacional; la mayor cantidad de títulos de explotación minera se dio entre 2003 y 2004.


  Sólo en el sexenio de Vicente Fox se entregó en concesión 60% de los 22 millones 313 mil 941.19 hectáreas que se exploran o explotan en Baja California, Chiapas, Chihuahua, Guerrero, Oaxaca y Puebla. Felipe Calderón Hinojosa puso prácticamente en venta el territorio de Michoacán, su estado natal, donde fueron más de un millón 278 mil 445 hectáreas las cedidas a las trasnacionales para la extracción de hierro, oro, plata y cobre.


  México es el país más flexible del mundo para la entrega de concesiones mineras a empresas extranjeras; de las 25 mil 425 concesiones de exploración y extracción de minerales que desde 1993 ha entregado el gobierno mexicano, 97% ha sido para empresas trasnacionales, que sólo necesitan una participación mínima de alguna empresa mexicana o un representante legal mexicano.


  Eso es lo que ha hecho que nuestro país se coloque a la cabeza en la actividad minera del mundo en cuanto a entrega de los recursos de su subsuelo a la iniciativa privada, lo que ha empujado al alza la devastación ambiental y la violencia contra los pueblos naturales. En número y volúmenes de extracción, la cantidad de minas que operan en México, sólo en el renglón de oro y plata, supera por mucho los proyectos extractivos que se ejecutan actualmente en Guatemala, Perú, Rumania, Filipinas, Honduras, Ecuador, Bolivia, Ghana, Surinam, la República Democrática del Congo, Papúa Nueva Guinea, Tanzania, India, Indonesia, Zambia y Sudán, donde también son las mineras de capital canadiense las que tienen el predominio de la explotación.


  La principal razón por la que se ha dado el crecimiento de las empresas mineras trasnacionales en México es que la legislación se flexibilizó después de la entrada en vigor del TLCAN. Allí se eliminó la normatividad que exigía que para que una empresa extranjera operara en México se requería la asociación con un capital nacional en una proporción de 49 por 51 por ciento.


  Dicha flexibilidad ha hecho posible que a la fecha existan mil 488 proyectos mineros de gran envergadura, sobre una superficie de más de 57 millones de hectáreas, de los que al menos 309 se encuentran en fase de exploración, 958 ya están en producción, 138 se ubican como proyectos en desarrollo y otros 83 se encuentran en aplazamiento, como resultado de los conflictos sociales que han generado.


  De los mil 488 proyectos mineros que oficialmente se reconocen en México, al menos mil 49 son ejecutados por empresas canadienses solas o en alianza con empresas mexicanas, otros 292 son por parte de mineras de Estados Unidos, 59 son de empresas chinas, 45 más están a cargo de empresas inglesas, 21 son de australianas, ocho de empresas de Japón, otras seis de Corea del Sur, una suiza, una de Luxemburgo, una de Chile, tres de la India, una de Italia, una de Holanda y otra de una minera de Perú.


  En suma, son 26 los estados de México que tienen actividad minera concesionada. Desde esas zonas se ha generado un desplazamiento humano forzado sin precedente hacia otras partes del país, por la violación al derecho de la propiedad del suelo y los efectos devastadores al medio ambiente. En estas 26 entidades la violencia que generan las mineras contra los pobladores va en constante aumento ante la mirada preocupada de los organismos internaciones de protección de los derechos humanos.


  Los estados con mayor cantidad de conflictos sociales graves son Sonora, con 163 puntos de disputa; Chihuahua, con 101 sitios en tensión; Durango tiene 73; Sinaloa también registra 73; Zacatecas, 52; Jalisco, 39; Oaxaca tiene 31 minas que ocasionan problmas; Baja California, 16; Nayarit, 15; Guerrero, 14; Guanajuato tiene 10; Michoacán, 13; San Luis Potosí tiene 11; Chiapas, nueve; Coahuila, ocho; el Estado de México, siete; Puebla, seis; Nuevo León, seis; Querétaro tiene cuatro; Baja California Sur, ocho; Colima, seis; Tamaulipas, tres; Hidalgo también tiene tres; Morelos, dos, y Veracruz, uno.


  En todos estos sitios las mineras trasnacionales han aplicado, de manera casi generalizada, como lo hizo DESA en Honduras, la misma técnica de hostigamiento y persecución a los líderes comunales defensores del suelo, a quienes se persigue, intimida y agrede mediante los grupos de seguridad privada legal e ilegalmente constituidos.


  La persecución ha sido sistemática. A muchos líderes se les ha ejecutado, pero a otros se les mantiene en prisión, luego de haber denunciado el robo de las tierras y los efectos contaminantes de la actividad minera y de proyectos paralelos como plantas de generación de energía, represas, complejos industriales y carreteras.


  Uno de los ejemplos de robo del suelo a los pueblos originarios, junto con efectos contaminantes, es el de la Minera San Xavier, en San Luis Potosí; la canadiense New Goldcorp ofreció una derrama económica a favor de la población local por más de 26 millones de dólares a cambio de permitir una mina de tajo a cielo abierto en el cerro de San Pedro.


  A la fecha ese beneficio económico no se ha cumplido, pero el cerro —que es icono del estado de San Luis Potosí y está en el escudo de armas de la entidad— ha sido casi destruido y convertido en un foco de contaminación permanente, por las más de 16 toneladas diarias de cianuro de sodio que se vierten en 32 millones de litros de agua para la lixiviación de los metales.


  Sumado al alto impacto ecológico que ha pasado por alto el gobierno federal, la Minera San Xavier también ha devastado la zona histórica local: más de 340 inmuebles, considerados monumentos arquitectónicos del siglo XVI al XIX, aledaños al cerro, han sido destruidos o dañados por las explosiones de dinamita, mediante las cuales se avanza en la extracción de minerales.


  El caso de la Minera San Xavier es sólo uno de los cientos en el país; un centenar de organizaciones civiles han denunciado sin éxito la forma sistemática en la que operan las compañías extractivas, que con el respaldo del Estado han empujado a cientos de comunidades al desplazamiento forzado o a soportar el trato violatorio a sus derechos humanos fundamentales.


  La ONU tiene conocimiento de lo que sucede en México en relación con los “proyectos de muerte”, pero en realidad poco ha podido hacer ante la ferocidad del capital, que sigue prevaleciendo como eje rector en el mal diseñado proyecto mexicano de desarrollo. El organismo internacional no ha podido intervenir para frenar estos proyectos que atentan contra la población, pese a que las evidencias son muchas en torno a los patrones de violaciones y abusos de las empresas extractivas, del sector energético, de la construcción, la agroindustria y la maquila, como lo reconoció el Grupo de Trabajo sobre Empresas y Derechos Humanos de la ONU, tras una visita oficial de observación que se verificó del 29 de agosto al 7 de septiembre de 2016.


  Tras esa visita, la ONU reconoció que nuestro país atraviesa por una crisis generalizada en materia de derechos humanos. Puso en relieve las recurrentes violaciones en que incurren las empresas que gozan de una concesión del gobierno federal para la explotación del subsuelo —en la mayoría de los casos con oposición de los dueños naturales del suelo—, que recurren con frecuencia a prácticas de tortura, ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzadas para evitar que sus proyectos sean frenados.


  Ése es uno de los factores que ha empujado al alza los niveles críticos de violencia, inseguridad e impunidad que se manifiestan en las principales zonas mineras del país, donde el control de la justicia y las decisiones gubernamentales son dictados por las empresas mineras. Eso hace que regularmente choquen los esfuerzos legislativos y las políticas públicas que se promueven para alcanzar la equidad social.


  PAÍS DE UNOS CUANTOS


  Las cifras de la desigualdad en México se reflejan claramente en un informe de la organización Oxfam México, que refiere que el poder económico del país se concentra en un reducido grupo de personas: sólo cuatro empresarios, los millonarios más importantes del país, concentran casi 9% del producto interno bruto (PIB) nacional y tienen una fortuna similar a la que pudieran sumar más de 34 millones de mexicanos. Casualmente estos cuatro millonarios tienen participación en la minería.


  Los cuatro hombres más acaudalados de México, según la revista Forbes, son Carlos Slim Helú, Germán Larrea Mota Velasco, Alberto Baillères González y Ricardo Salinas Pliego. Los cuatro han sido beneficiados con concesiones mineras que se les comenzaron a entregar durante la administración del presidente Felipe Calderón Hinojosa y fueron rematadas con algunos títulos de concesión energética otorgados por el presidente Enrique Peña Nieto.


  De esa forma, Carlos Slim, un hombre que hizo crecer su emporio dentro del negocio de las telecomunicaciones, afianzó sus más de 77 mil 100 millones de dólares de fortuna en la actividad extractiva, al hacer florecer a la minera Frisco mediante sus subsidiarias Compañía Minera San Felipe, S. A. de C. V., y Minera Real de Ángeles; ésta es la que tiene a su cargo el proyecto de explotación de una mina de oro y otra de plata en la zona de la Sierra Pinta, en Baja California, que opera con disimulo de la autoridad federal y lejos de las miradas de medios de comunicación y grupos de protección al medio ambiente.


  El hombre más rico de México logró la autorización del gobierno mexicano para convertir las minas subterráneas de la Sierra Pinta en proyectos a cielo abierto; en ellos utiliza cianuro para la separación de metales, una práctica que, por los efectos nocivos a la población y al medio ambiente, está prohibida en Estados Unidos, la República Checa, Australia, Alemania y Costa Rica. Las minas de Real de Ángeles, entre San Felipe y Mexicali, en Baja California, operan sin importar que contaminen las inmediaciones de la Reserva de la Biosfera Alto Golfo de California y Delta del Río Colorado.


  La minera Frisco, de Carlos Slim, mediante las subsidiarias Gorrión, S. A. de C. V., y la canadiense Almaden Minerals Ltd., también mantiene en exploración el mayor asentamiento de oro y plata ubicado a la fecha en territorio nacional; desde hace dos años se asentó en las comunidades de Tetela de Ocampo e Ixtacamaxtitlán, en la zona norte de Puebla, para iniciar, antes que la perforación, el trabajo de convencimiento a la población que se opone a que allí opere una mina a cielo abierto.


  Intenta, con las mismas prácticas de intimidación, convencer a los habitantes de la zona de los beneficios económicos que traerá la explotación del suelo. Con insistencia se ha puesto a los pobladores de la localidad frente a una disyuntiva: aceptar la llegada de los grandes consorcios mineros con sus posibles consecuencias ambientales o seguir sobreviviendo en medio de la pobreza y la falta de oportunidades de trabajo.


  La respuesta no ha sido la esperada. Los vecinos de Tetela de Ocampo optaron por un frente abierto para evitar la perforación del suelo, ante el conocimiento de lo que representa una mina a cielo abierto. Además la duda persiste: los pobladores de esta comunidad indígena no creen que la operación de la mina se refleje en desarrollo y beneficios para las familias que viven allí.


  Por su parte, los vecinos de Ixtacamaxtitlán, principalmente de Santa María Sotoltepec, donde está la mayor parte del oro, se dejaron convencer. La gente mira con esperanza la apertura del suelo. Confía en que es verdad lo que los ejecutivos de Gorrión, S. A. de C. V., y Almaden Minerals Ltd. le han dicho: “La mina a cielo abierto traerá desarrollo y progreso a la zona”. Ya les dieron una muestra de lo que es salir de la pobreza: las mineras pusieron en marcha un centro escolar donde cada fin de semana realizan actividades culturales para los niños. Les regalan galletas y aguas frescas. A las mujeres les dan clases de cocina y manualidades. A los hombres les basta con que les hayan rehabilitado la cancha de futbol. Y cuando la mina opere vendrá la bonanza, les han dicho.


  Las concesiones mineras entregadas por el gobierno de Enrique Peña Nieto a las empresas de Carlos Slim avalan la explotación, durante 50 años, de todo lo que se encuentre debajo de una superficie de 100 mil hectáreas, donde se asienta el pueblo de Santa María Sotoltepec; otra concesión avala la explotación en una superficie de 10 mil hectáreas dentro del municipio de Tetela de Ocampo y un tercer permiso es para explotar 12 mil hectáreas en la localidad de Zautla.


  Germán Larrea Mota Velasco es de esos pocos afortunados mexicanos que han afianzado su fortuna en la explotación minera; el origen de sus 13 mil 900 millones de dólares, que le atribuye Forbes, está en el ramo de la construcción, pero a partir de la década de los noventa buscó su nicho en la extracción de minerales, llegando a consolidar el Grupo México, la minera más grande del país, que asociada con empresas trasnacionales como Asarco y Southern Copper Corporation se ha convertido en la tercera más importante del mundo en el ramo del cobre.


  Sólo en Sonora el Grupo México tiene en usufructo una superficie de más de 5 millones 900 mil hectáreas, superior a la extensión conjunta de los estados de Colima, Tlaxcala y Querétaro. En ese polígono está, en Cananea, la mina de cobre más rentable de México. Allí, la subsidiaria Buenavista del Cobre produce anualmente más de 200 mil toneladas de cobre. Pero parece no ser suficiente; se busca aumentar la producción hasta alcanzar, en los próximos cinco años, una generación anual de por lo menos 510 mil toneladas de ese metal.


  El Grupo México se hizo de la mina de Cananea gracias al apoyo del gobierno federal, que en 1990 se la entregó en oferta, sin subastarla, sin oposición comercial; el precio fue de 475 millones de dólares, cuando su valor real era de más de 3 mil 200 millones de dólares. Ése no fue el único golpe de suerte de la familia Larrea para verse beneficiada por la apertura minera del país. Con la llegada de Felipe Calderón las concesiones de explotación del subsuelo crecieron 200% en cuanto a extensión.


  La ampliación de la superficie minera entregada al Grupo México no fue fortuita. El crecimiento de la superficie minera del grupo de Germán Larrea Mota Velasco fue tras la colocación del abogado general del Grupo México, Fernando Gómez-Mont, como secretario de Gobernación en la administración del presidente Felipe Calderón Hinojosa.


  Por su cercanía con el poder, pese a los cuestionamientos sociales, el Grupo México ha operado de manera impune la explotación minera: este grupo empresarial es el responsable de la mayor tragedia ecológica de México. El 6 de agosto de 2014 la minera Buenavista del Cobre ocasionó un derrame tóxico. Más de 40 mil metros cúbicos de sulfatos de cobre acidulado fueron vertidos al cauce de los ríos Bacanuchi y Sonora, afectando el entorno ecológico y a la población de siete municipios de Sonora, incluyendo Hermosillo.


  El Grupo México también tiene en su haber la tragedia minera más grande del país: el 19 de febrero de 2006, 65 mineros quedaron sepultados en la mina de carbón Pasta de Conchos, en el municipio de Nueva Rosita, Coahuila; por fallas de seguridad se derrumbaron varios túneles luego de la explosión de una bolsa de gas. Los mineros trabajaban a una profundidad de 490 metros, en un túnel lineal de 1.6 kilómetros, en condiciones prohibidas por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS).


  La empresa minera salió a declarar que los trabajadores sepultados se encontraban trabajando a una profundidad de 150 metros, pero hubo versiones encontradas. La verdad no se supo. Los cuerpos de los mineros nunca fueron rescatados por un acuerdo de la minera con el gobierno de Coahuila, encabezado entonces por Humberto Moreira Valdez; la Secretaría de Gobernación, representada por Carlos Abascal Carranza, y la STPS, dirigida por Francisco Javier Salazar Sáenz, sin tomar en cuenta los reclamos de las viudas y familiares, que exigían los restos de los fallecidos.


  El Grupo México fue también el primero en el país en lograr, con el respaldo del gobierno federal mediante el entonces secretario de Gobernación, Fernando Gómez-Mont, la eliminación de beneficios contractuales para los trabajadores. Desde 2010 una Junta de Conciliación y Arbitraje determinó que las relaciones laborales entre la minera y el sindicato habían fenecido. Eso dio la posibilidad de contratar a personal mediante el sistema de outsourcing, en el que los trabajadores no acumulan antigüedad, tienen salarios bajos, no cuentan con una base permanente de trabajo y ven reducidos sus beneficios laborales.


  Alberto Baillères González es otro de los mexicanos que han asentado su riqueza en la minería. Su fortuna de 10 mil 400 millones de dólares procede de Industrias Peñoles, considerada la segunda empresa minera más importante de México y la primera en comercialización de plata en el mundo. Actualmente explota en todo el territorio mexicano una superficie de más de 2 millones 900 mil hectáreas, una extensión equivalente a dos veces la Ciudad de México.


  Entre las más importantes de este grupo se encuentran La Velardeña, en Cuencamé, Durango, considerada la segunda mina de zinc más grande de México; la Madero, en Morelos, Zacatecas; Bismark, en Ascensión, Chihuahua, y Tizapa, en Zacazonapan, Estado de México, que se encuentran entre las principales minas de plata primaria del mundo. También tiene El Saucito y Fresnillo, en Zacatecas; San Julián, en Chihuahua, y La Herradura, en Sonora. Ésta, la segunda mina de oro más grande de México.


  Otras minas orgullo de Industrias Peñoles son Sabinas, en Sombrerete, Zacatecas; Milpillas, en Santa Cruz, Sonora, y Naica, en Saucillo, Chihuahua. Las tres dedicadas a la extracción de zinc, plomo, plata y cobre desde 1995, y con reservas probadas por un millón 609 mil toneladas de plomo, 5 millones 579 mil toneladas de zinc y 620 mil 533 millones de toneladas de cobre, que a su vez se suman a las reservas probadas de oro por 10.8 millones de onzas y 675.2 millones de onzas de plata. A la fecha, Industrias Peñoles también tiene en exploración las minas de Humos en Sonora, La Industria en Durango, Rey de Plata en Guerrero, Orysivo en Chihuahua, Juanicipio en Zacatecas y Ricaycocha en Perú.


  Las subsidiarias con las que trabaja Industrias Peñoles son las mineras Bismark, Naica y San Julián, las tres con un dominio de 112 concesiones para la explotación de oro, plata, cobre y zinc en todo el país, aunque su mayor fuerza extractiva se ubica en Chihuahua, estado gobernado por el panista Javier Corral, quien en 2015, en su calidad de legislador, se opuso a que el Senado de la República le otorgara la medalla Belisario Domínguez —máxima distinción de la Cámara Alta para un ciudadano— a Baillères. Finalmente se impuso la propuesta presidencial y el empresario minero fue condecorado por el presidente Enrique Peña Nieto “por su virtud como servidor a nuestra patria”.


  La negativa del entonces senador y luego gobernador de Chihuahua Javier Corral para distinguir la trayectoria de Alberto Baillères se pudo haber fundado en la devastación social y ecológica que ha generado la minera San Julián en la zona tarahumara, donde Industrias Peñoles, por medio de la subsidiaria Corporativo Fresnillo PLC, recibió todas las consideraciones y beneficios económicos por parte de la administración estatal del priista César Duarte, y sólo en 2015 obtuvo 162 millones de onzas de plata y cerca de 783 mil onzas de oro, luego de la extracción diaria de más de 12 mil toneladas de materiales pétreos. De ese beneficio económico, los pueblos tarahumaras afectados no vieron un solo peso partido por la mitad.


  La Minera San Julián es dueña de la concesión para explotar un yacimiento de oro y plata entre los municipios de Guadalupe y Calvo, Parral y El Vergel, Chihuahua, donde de poco ha valido la oposición de los pobladores, pues casi todas las protestas se han silenciado. Nadie dice nada, pues son los grupos del crimen organizado, principalmente del Cártel de Sinaloa, los que actúan como promotores de la mina, de la que aseguran habrá de aportar beneficios económicos a la zona mediante la generación de por lo menos tres mil empleos directos.


  Las protestas contra la operación de esa mina no se han escuchado, porque los inconformes decidieron abandonar esa zona, el Triángulo Dorado, donde confluyen los estados de Chihuahua, Durango y Sinaloa y que durante décadas ha estado bajo control del Cártel de Sinaloa. Ahí, en los años recientes, los secuestros, extorsiones y homicidios se dirigieron a los grupos de ciudadanos quejosos por la presencia del grupo minero. Industrias Peñoles mantiene, exploración en por lo menos otros 12 municipios de Chihuahua, entre ellos Aldama, Samalayuca y Coyame, que tienen importantes filones de cobre.


  En las regiones en que el grupo de Baillères tiene presencia la violencia ha ido al alza; en Chihuahua, Zacatecas, Guerrero y Durango los grupos del crimen organizado han obligado al desplazamiento forzado a los opositores a la operación de las minas. Pero los índices de secuestro, extorsión y homicidios han sido siempre atribuidos por las procuradurías locales a confrontaciones entre cárteles.


  Los pueblos indígenas, que han visto cómo a la par de la llegada de los proyectos mineros se ha incrementado la violencia en sus localidades, han reclamado reiteradamente la intervención del gobierno federal para mejorar la seguridad. El Senado ha visto incontables comisiones de indígenas que han llegado a solicitar un plan de apoyo para la seguridad de los habitantes de las zonas de explotación minera.


  La más reciente fue una comisión de representantes de la etnia rarámuri, de Chihuahua, formada por la agrupación Caravana por la Justicia en la Sierra Tarahumara, que expuso el estado de violencia que se vive en Guadalupe y Calvo, en cuyos más de 32 millones de hectáreas, entregadas en los gobiernos de Vicente Fox y Felipe Calderón, las mineras parecen actuar de la mano de células del crimen organizado para despojar de sus tierras a los ejidatarios. En su momento, el titular de la Comisión para el Diálogo con los Pueblos Indígenas (CDI), Jaime Martínez Veloz, reconoció que en toda la superficie concesionada a las mineras reina la anarquía.


  Ricardo Salinas Pliego, con una fortuna estimada por Forbes en más de 8 mil millones de dólares, es el cuarto hombre más rico de México. Su dinero ha crecido al amparo del negocio de la minería. Se ha podido colocar dentro de ese exclusivo sector gracias a sus relaciones políticas, fortalecidas en los últimos tres sexenios, durante los cuales creó una intrincada red de negocios que le permitió transitar de las telecomunicaciones a los proyectos extractivos.


  A través del consorcio Grupo Dragón ha obtenido algunas concesiones mineras. También entró de lleno al negocio de la generación de energías limpias, abierto al mercado con la reforma energética, impulsada desde el Senado de la República por su hija, Ninfa Salinas Sada, quien llegó al escaño amparada por el Partido Verde Ecologista de México (PVEM). Desde allí, la senadora ha podido facilitar los negocios familiares.


  Salinas Pliego ha decidido afianzar su feudo minero en Chiapas, entidad que le resulta apetecible no sólo por la riqueza del subsuelo, sino porque esa entidad la gobierna uno de sus protegidos, Manuel Velasco Coello, militante también del PVEM. El gobernador ha sido el mejor aliado de Salinas Pliego, pues le ha garantizado protección a la inversión hecha con la adquisición de los resabios de la mina Cristina, ubicada en una superficie de 35 hectáreas en el Ejido Nueva Libertad, en Acacoyagua, donde abundan minerales como ilmenita, rutilio y mica, de los cuales se extrae titanio.


  Otra de las minas que el Grupo Dragón opera en Chiapas es la Nueva Francia, en Escuintla, donde se trabaja desde 2008 en la extracción de minerales base también para la obtención del titanio, cuya lixiviación ha dañado la salud de los vecinos de los municipios aledaños.


  Con el aval del gobierno estatal, el grupo de Salinas Pliego trabaja en proyectos de exploración en los distritos mineros de Simojovel de Allende, Santa Fe-La Victoria, Tecpatán, Tenejapa, Francisco I. Madero, Las Jáquimas, Motozintla, Tolimán, Chicomuselo y La Libertad, en donde se busca, en una superficie de más de un millón 125 mil 828 hectáreas, la obtención de oro, plata, cobre, plomo, zinc, titanio, hierro y barita, materiales muy cotizados en la industria aeroespacial.


  EXTRACCIÓN Y VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS


  La presencia de las mineras no es cuestionable sólo por la explotación irracional del subsuelo, sino también por los atentados a los derechos humanos de los defensores de la tierra; sólo en los últimos cinco años han muerto 78 líderes comunales que luchaban contra grandes proyectos extractivos o turísticos de alto impacto ambiental. Otros 21 aún viven, aunque están presos, sujetos a procesos penales armados a modo, de los que podrían salir sentencias de entre seis y 50 años de cárcel. De otros no se sabe su paradero. Simplemente desaparecieron sin dejar huella. De acuerdo con el Comité de Familiares de Personas Desaparecidas, al menos 11 líderes de movimientos sociales e indígenas de diversas partes del país, que se oponían a la operación de grandes proyectos económicos en sus regiones —principalmente represas y minas—, están en calidad de desaparecidos.


  En ninguno de esos casos —y en muy pocos de los asesinados— se ha hecho justicia. Un manto de impunidad se extiende sobre cada uno de los atentados. Sólo en cuatro casos de homicidio hay detenidos, personas estrechamente vinculadas con las gerencias regionales de algunas de las minas cuestionadas.


  Las grandes corporaciones siempre tienen el respaldo —debido a la compra de espacios publicitarios— de los medios informativos locales de gran influencia; mediante ellos lanzan campañas de desprestigio que hacen ver a sus opositores como delincuentes.


  Y a estos opositores no sólo se les desprestigia y juzga mediáticamente; también los perjudican el marco legal y la falta de leyes adecuadas para que encaren eficazmente su defensa judicial, una vez que son sometidos a procesos penales.


  Gerónimo Matías, del colectivo Nación Purépecha, asegura que lo más lamentable es que el marco jurídico y legal que se ha establecido en México favorece a las grandes empresas que atentan contra los derechos de las comunidades originarias del país. Estima que a medida que ha crecido la inversión privada para la explotación de minas, proyectos turísticos o de generación de energía, también ha ido al alza el número de líderes comunales y defensores de la tierra muertos o desaparecidos.


  Pese a que México ratificó en 1990 el convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), que en el papel garantiza a los pueblos indígenas el derecho a ser consultados en lo que se refiere a proyectos trasnacionales de desarrollo en sus localidades, ese ordenamiento no se cumple.


  Las mineras se llevan todo y no les dejan nada a los pueblos, explica Gerónimo Matías luego de hacer un balance económico de lo que se ha llevado y ha dejado la minería en Michoacán, el estado mexicano más rico en hierro; allí la minera Ternium, de capital italiano y argentino, que explota la mina Las Encinas, mantiene sometidos a por lo menos 467 comuneros, a quienes les “ha expropiado” tierras y a los que se niega a pagar regalías sobre la extracción del mineral de la zona; esto ha hecho a la comunidad de San Miguel de Aquila una de las regiones más violentas y más pobres del país, aunque se asienta en un suelo rico en hierro, oro, plata y cobre.


  El caso Ternium es sólo uno de los muchos que reflejan la condición de preferencia con que se les permite operar a las mineras: no las obligan al pago de regalías a favor de las comunidades en donde se encuentran asentados los yacimientos y ni siquiera se les aplica un cobro equitativo de impuestos, realmente proporcional a sus ganancias.


  Los beneficios con los que trabajan las grandes trasnacionales en México se reflejan en la cifra documentada en 2015 por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), cuando se observó que las mineras asentadas en el país pagaron en impuestos sólo 38 millones de pesos, pero lograron utilidades de más de 15 mil millones de pesos.


  CACERÍA INDÍGENA


  De acuerdo con un informe de la organización internacional Global Witness, la mayoría de los defensores de la tierra que han caído asesinados en los últimos cinco años en México son indígenas que no encontraron protección de los gobiernos locales y federal, luego de sus reclamos para frenar la presencia de las mineras. En casi 60% de los homicidios de los defensores comunales hay una vinculación entre las empresas trasnacionales y células locales del crimen organizado, responsables directas de los atentados.


  El mayor número de asesinatos de líderes que se oponían a los proyectos mineros ha ocurrido en zonas donde operan algunas de las subsidiarias de las 10 empresas más importantes del mundo en el ramo, como BHP Billiton, que ha hecho del aluminio su base de riqueza; Vale, que es el operador logístico más grande de Brasil y se dedica a la explotación de níquel, cobre y aluminio; Río Tinto, que mantiene el dominio en la explotación de hierro, uranio, cobre, carbón y diamantes; Anglo American, dedicada a la explotación de cobre, hierro, níquel y carbón; Freport-McMoRan, líder en explotación de oro, plata y cobre; Barrick Gold, dedicada principalmente a la explotación de oro y cobre; Teck, una canadiense que trabaja la fundición y refinación de minerales; Goldcorp, dedicada a la explotación de oro; Newmont Mining Corp., con presencia líder en la explotación de oro y plata, y Alcoa, principal productor de aluminio en el mundo.


  Aun cuando ya es una tendencia mundial que los líderes indígenas opositores a los proyectos de desarrollo sean asesinados por intereses de las grandes trasnacionales, en México ese índice de homicidios es alarmante, pues ocurren en función de la cantidad de recursos naturales que tienen las comunidades indígenas, dijo Gerónimo Matías.


  Según el conteo que se lleva en Global Witness, sólo en 2014 fueron asesinados 116 defensores de la tierra en 17 países, en los que tienen presencia las cinco empresas mineras más importantes del mundo. El número de defensores de la tierra que han sido asesinados es superior al número de periodistas ejecutados en esos mismos 17 países. México ocupa la tercera posición, apenas debajo de Brasil y Colombia.


  Un ejemplo de la forma en la que actúan algunas gerencias regionales de las grandes mineras contra quienes se atreven a denunciar el saqueo de sus tierras podría ser el caso de Atilano Román, un sinaloense que además de ser defensor de los recursos naturales de su pueblo era comunicador social. Fue asesinado por dos sicarios que ingresaron a las instalaciones de la radiodifusora desde la que transmitía su programa semanal. Sin mediar palabra le dispararon cuatro veces. Los tiros fueron oídos por los radioescuchas que seguían su programa en vivo.


  Ésa fue la rúbrica con la que alguien desde el anonimato intentó finiquitar el conflicto social generado en la comunidad de Picachos, donde el gobierno federal construyó una presa para la generación de energía eléctrica a favor de ciertos proyectos mineros que empezarían a funcionar en 2020. Fue la obra cumbre del gobierno de Felipe Calderón en esa zona de Sinaloa, cuyos vecinos se opusieron a la decisión oficial, y le tocó a Atilano Román dar voz a esa protesta y convertirse, a los ojos de todos, en el principal opositor.


  El movimiento se mantenía activo en la voz de Román; tras su muerte las protestas bajaron de intensidad. Hay miedo entre los vecinos y la exigencia de indemnización de los desplazados por la presa prácticamente se diluyó.


  Otro líder comunal asesinado tras haberse involucrado en la defensa del bosque —un bosque que sería talado para hacer pruebas de exploración en búsqueda de minerales— fue Jesús Sebastián Ortiz, indígena de Cherán, quien reiteradamente denunció la colusión de funcionarios del gobierno michoacano con el cártel de Los Caballeros Templarios, que en la práctica fungían como guardias blancas de las trasnacionales que empezaron a operar en la zona.


  En su última reunión de trabajo Ortiz habló de la forma de frenar la presencia del crimen organizado. Sonriendo, les dijo a sus compañeros de lucha que esa noche se persignaran para que no se les “apareciera el diablo”. Se perdió en lo oscuro de las calles de Cherán. Nunca llegó a su casa. Unos vecinos sólo escucharon que dos vehículos derraparon en el mojado empedrado y se perdieron en la boca de lobo que fueron esa noche las pequeñas calles del poblado. El cuerpo del líder apareció ocho días después. Oficialmente fue un secuestro por el que pidieron un millonario rescate que no se pagó; pero la víctima era tan pobre, como todos en Cherán, que apenas se podía mantener con los magros ingresos que le dejaba el pastoreo menor.


  El cadáver de Ortiz, de 70 años, no movió al gobierno estatal a dar una solución al urgente conflicto de la tala inmoderada en la zona boscosa de la entidad; ahí al menos 32 mineras internacionales hacen labores de exploración. La zona tiene tiene yacimientos de cobre, plata, hierro, zinc, plomo y oro rastreados por emisarios de mineras de capital estadounidense, canadiense, australiano, indio, argentino, italiano y chino.


  Las mineras que hacen esas labores de exploración —cuyos resultados han sido declarados en reserva por el gobierno estatal y de alguna forma han desplazado a grupos indígenas— son Bell Copper Corporation, Fischer Watt Gold, Calissio Resources Group Inc., Catalyst Copper Corp., Kiliwa Mining Group, Cotton & Western Mining Inc., Minerals Resources Group, Endeavour Silver Corp., Geologix Explorations Inc., Global Resources Limited, Amarium Mineral Inc., Arcelor Mittal Steel Company, Ternium, Terra Nova Gold Corp., Tianjin Binhai Harbor Port Int., Us Precious Metals Inc., Ningbo Yinyi Group Co., Ltd. Riverside Resources Inc., Rome Resources Ltd., S2C Global Resources y Silver Shield Resources Corp.


  La presencia de células de Los Caballeros Templarios —que según grupos de autodefensas de Michoacán están financiadas por algunas de las mineras— es lo que hizo que el índice de homicidios de defensores de la tierra en la zona de la Meseta Purépecha creciera entre 2015 y 2016; al cierre del primer semestre de 2017 ya eran 37 los líderes comunales ejecutados ahí. La Procuraduría General de Justicia de Michoacán ha reconocido que una de las principales líneas de investigación sobre esos homicidios lleva a la defensa de los recursos naturales como móvil. “Los mismos recursos que el gobierno estatal entregó al crimen organizado”, acusan algunos de los vecinos de esa localidad, que se dicen “muertos de odio” por el abandono oficial.


  Hasta 2017 el gobierno de Michoacán no había sido capaz de aclarar el asesinato de Moisés Ángel Ramírez. La última vez que se le vio vivo organizaba la resistencia contra dos proyectos de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) que tenían que ver con la tala de árboles en el municipio de Salvador Escalante.


  Moisés había denunciado insistentemente la colusión entre el crimen organizado y el gobierno de Michoacán; incluso atribuyó las acciones de deforestación en Salvador Escalante, y en gran parte de la zona lacustre de Pátzcuaro, a una acción de beneficio mutuo para el crimen organizado y algunos funcionarios del gobierno de Fausto Vallejo Figueroa.


  Lo asesinaron de siete balazos. Ya estaba amenazado de muerte. Él mismo así se lo hizo saber al gobierno de Michoacán. Pidió protección para él y otros líderes comunales de la zona. En la Dirección de Gobernación no le hicieron caso. Fueron a buscarlo para ofrecer protección cuando su cuerpo ya estaba tendido. Lo único a lo que se comprometió el gobierno fue a esclarecer su crimen, pero a la fecha nada se sabe de sus agresores.


  Otra víctima de la defensa de la tierra fue Miguel Ángel Jiménez Blanco, quien fuera comandante y fundador de la policía comunitaria en Xaltianguis, en el municipio de Acapulco. Este activista se distinguió por ser uno de los buscadores de los 43 normalistas de Ayotzinapa desaparecidos en 2014, pero antes ya encabezaba la lucha contra las mineras Media Luna, Goldcorp, Peñoles, Nyrstar y Timmins, a las que les logró frenar proyectos de exploración en diversos puntos de Guerrero, en el llamado Cinturón de Oro, y que hace de este estado el quinto lugar nacional en cuanto a la producción de ese metal, luego de Sonora, Zacatecas, Chihuahua y Durango.


  Las empresas que mantienen labores de exploración en el Cinturón de Oro, que abarca los municipios de Teloloapan, Arcelia, Cocula y Eduardo Neri, no están de manera fortuita en la zona; se disputan vetas que tienen un potencial de más de 2 mil millones de dólares por año durante la próxima década; la que lleva la delantera es Media Luna, subsidiaria de la canadiense Torex Gold.


  Por eso los compañeros de Miguel Ángel Jiménez Blanco están convencidos de que fueron las mineras, en colusión con el Estado, vía crimen organizado, las que lo ejecutaron. “La forma en que fue asesinado. La manera en que fue encontrado el cuerpo. Los dos disparos que presentaba. Eso lo dice todo: una muerte sin mayores pistas, como hacen el Estado o los emisarios de las mineras”, dice Manuel Solorio, uno de los más allegados al caído líder comunal.


  “A Miguel Ángel Jiménez Blanco no se le perdonó que haya enseñado a todo un pueblo a luchar”, dicen algunos de sus compañeros de defensa de la tierra. Por eso, el agradecimiento de toda la comunidad de Xaltianguis hacia su líder caído es evidente. Más de 100 mujeres que él organizó siguen armadas. Cuidan noche y día a sus familias. Los robos, extorsiones y asesinatos en esa localidad han disminuido desde 2013, cuando Miguel Ángel alzó la voz y convocó a armarse contra el crimen organizado, el que —siempre insistió— es una representación del gobierno y de las mineras en esa localidad.


  Al defensor de la tierra Andrés Rosales Aguirre lo mataron ante los ojos del gobierno estatal y su caso todavía no ha sido resuelto. Él fue el principal promotor de la presencia política de Andrés Manuel López Obrador en la zona de Cutzamala de Pinzón. Allí comenzó a organizar a la gente para integrar los grupos de autodefensa, con los que frenó media docena de proyectos turísticos de alto impacto ambiental. También se opuso a la exploración minera del Cinturón de Oro.


  Su lucha la centró en la defensa de la tierra y en mantener a raya a las mineras que comenzaron a expropiar terrenos ejidales. El aparato de inteligencia del gobierno de Ángel Aguirre lo calificó de “comunista guerrillero”, por eso le dieron seguimiento día y noche. Hoy se sabe que el día que lo asesinaron estaba siendo seguido de cerca por agentes de inteligencia del gobierno estatal. Pese a ello, oficialmente no se sabe cómo fueron los hechos que terminaron en su muerte. Su asesinato sigue sin aclararse.


  Otro que fue calificado de “revoltoso” por el aparato de inteligencia, pero del gobierno de Veracruz, fue Noé Salomón Vázquez Ortiz, que se alzó con la bandera de la movilización social de Amatlán de Los Reyes, donde la protesta surgió contra los proyectos hidroeléctricos de El Naranjal y Bandera Blanca, que desplazaron a medio centenar de familias para ocupar sus predios.


  Días antes de su muerte, Vázquez Ortiz había denunciado “el deterioro ecológico” que convalidaba el gobierno de Veracruz mediante las empresas privadas a las que se les entregó la concesión para las obras hidrológicas en Zongolica. Noé Salomón ya no pudo asistir al décimo Encuentro Nacional del Movimiento Mexicano en contra de las Presas y en Defensa de los Ríos; lo mataron a pedradas.


  Para la Procuraduría General de Justicia del estado de Veracruz, el homicidio de este líder agrario fue “una riña personal entre él y cuatro de sus agresores”. El gobierno de Javier Duarte de Ochoa se deslindó de la responsabilidad, hablando de razones personales en la muerte del luchador social. Oficialmente se dijo que su muerte fue el resultado “de la mala convivencia que sabía hacer el occiso con las personas que le rodeaban”, descalificando su lucha de defensa de la tierra. Lo que nunca dijo el gobierno de Veracruz es que con fondos oficiales se paga la defensa de los cuatro agresores que siguen aún en prisión y eran funcionarios de la administración estatal priista.


  Otros homicidios aún no resueltos de líderes comunales son los de Mariano Abarca Roblero, de Chiapas; Bernardo Vázquez, de Puebla; Ramón Corrales Vega, de Sinaloa; Jorge Torres y Efraín Moreno, de Tabasco, así como el de Jazmín Rosario Azamar de Rosas en Veracruz, con lo que se pone en evidencia el riesgo que representa en México la defensa de la tierra.


  Capítulo 3


  La tierra es de nuestros hijos, no nos pertenece a nosotros, mucho menos a las mineras.


  JOSÉ TRINIDAD DE LA CRUZ CRISÓSTOMO, activista social asesinado


  EL NARCO, ALIADO DE LOS MINEROS


  El caso más evidente de la perversa alianza de las empresas mineras con el crimen organizado para contrarrestar las protestas contra sus proyectos ocurre en Michoacán. Ahí la empresa Ternium, que explota la mina de hierro más grande de México, se alió con Los Caballeros Templarios para proteger sus intereses, denuncian activistas.


  Según los señalamientos, las células del cártel inicialmente pactaron con Ternium garantizar la seguridad de la periferia de la mina —que extrae a diario más de mil toneladas de hierro—, operada por la subsidiaria Las Encinas. El objetivo era desalentar a los comuneros que insistían en el reclamo de regalías y que varias veces cerraron el acceso a las instalaciones. Ternium, en su afán por apagar la protesta social, también se valió de la presencia de las fuerzas federales y estatales.


  Así se desató una serie de persecuciones y amenazas contra los líderes comunales que encabezaron las manifestaciones. Se llegó al asesinato de algunos de los defensores de la tierra que se habían tornado incómodos para la trasnacional; los homicidios de al menos cinco de esos líderes comunales han quedado impunes, pues las autoridades ministeriales de Michoacán desviaron las investigaciones asegurando que eran otros los móviles de los crímenes.


  El caso más representativo es el de José Trinidad de la Cruz Crisóstomo, asesinado el 7 de diciembre de 2011 cuando se dirigía a una reunión para organizar una protesta contra Ternium. A José Trinidad lo ejecutó un comando en el predio Barranca de Los Reyes. Su cuerpo fue encontrado por marinos que hacían rondines de vigilancia en la zona y también ayudaban en las labores de vigilancia perimetral de la mina de hierro.


  José Trinidad de la Cruz, de 72 años, era el organizador del movimiento Marcha por la Paz, que en no menos de 15 ocasiones había tomado las calles del municipio de Aquila para denunciar la presencia de Los Caballeros Templarios como grupo de seguridad de Ternium.


  El cuerpo del líder comunal fue encontrado a bordo de su camioneta; presentaba cuatro impactos de bala de al menos tres calibres distintos. Tenía una bala —el tiro de gracia— disparada de una pistola calibre .9 milímetros; en el pecho recibió un impacto de calibre .38 súper, y el hombro izquierdo tenía otros dos tiros de arma larga, del tipo del fusil AK-47, que comúnmente utilizan los grupos del crimen organizado.


  En la averiguación previa 215/2011-U que abrió el agente del Ministerio Público del fuero común se estableció como principal línea de investigación un problema familiar: se dijo que el líder comunal tenía una disputa con otros ejidatarios por las colindancias de sus predios; en ningún momento se manifestó la posibilidad de que su homicidio fuera resultado de la confrontación directa con la empresa minera, a la que mantuvo en jaque con sus actos de resistencia.


  La alianza entre Los Caballeros Templarios y Ternium también se evidenció en la persecución de Cemeí Verdía Zepeda, líder comunal que se alzó contra la explotación irracional que ha perpetrado Ternium en Aquila. Cemeí finalmente se convirtió en el comandante de los grupos de autodefensa en esa parte de Michoacán, donde “alguien” ofreció 500 mil pesos por su cabeza, lo que hizo que las células del crimen organizado buscaran cazarlo.


  Tras dos atentados en su contra, Cemeí Verdía Zepeda terminó encarcelado, acusado por el alcalde de Aquila, Juan Hernández Ramírez, de haber robado dos rollos de alambre propiedad del gobierno municipal. A ello se sumó la acusación del Instituto Electoral de Michoacán (IEM) por delitos electorales, y una más, de la Procuraduría de Justicia, que lo responsabilizaba de un asesinato. Las acusaciones en su contra nunca prosperaron, pero lo hicieron pasar más de cinco meses en el penal David Franco Rodríguez, de Morelia, de donde finalmente salió absuelto.


  Llama la atención que la primera de las acusaciones contra Ceme Verdía proviniera del alcalde priista Juan Hernández Ramírez, quien luego habría de ser exhibido públicamente por una serie de fotografías en las que aparece reunido con el líder de Los Caballeros Templarios, Servando Gómez Martínez, la Tuta; eso le permitió a la PGR abrir un expediente penal contra el edil por los delitos de cohecho, tentativa de homicidio y encubrimiento, demostrándose posteriormente que él había ordenado en dos ocasiones los atentados contra Verdía Zepeda.


  De acuerdo con las investigaciones de la PGR, el alcalde de Aquila era la conexión con las células del crimen organizado y directivos de Ternium, por lo que se había comprometido “a las acciones necesarias” para desarticular las manifestaciones contra la minera en esa parte de Michoacán.


  El alcalde fue tan celoso de su deber que solicitó la presencia del Ejército para disolver la manifestación de comuneros que protestaba por la detención de Verdía, la que terminó con disparos de los militares contra la población civil y con la muerte de tres personas: Heriberto Reyes García, Melesio Cristiano y la niña de seis años Neymi Natali Pineda Reyes.


  Desde la federación se abrió una carpeta de investigación para deslindar responsabilidades sobre los tres homicidios. Todas las actuaciones fueron contra el edil, pero no se actuó contra los militares que dispararon ni contra los ejecutivos de Ternium, que supuestamente solicitaron el sofocamiento de la protesta de acuerdo con la declaración ministerial de Juan Hernández Ramírez.


  En Michoacán hay otro caso similar al anteriormente señalado y que también vale la pena analizar el de la empresa Minera del Norte, S. A., que opera las minas de hierro El Conejo, Palos Bobos y Pinalopa, en los municipios de Tepalcatepec y Coalcomán.


  Desde hace al menos cinco años Minera del Norte, S. A., subsidiaria de Altos Hornos de México —a la que envía el hierro extraído en Michoacán para su refinamiento a la planta de Minerales Monclova, S. A. (Mimosa), propiedad de Alonso Ancira—, ha venido pagando al cártel de Los Caballeros Templarios dos dólares por cada tonelada de hierro que logra extraer de acuerdo con activistas. Según esos señalamientos, los pagos se hacen en función del “servicios de seguridad” que las células del cártel hacen para la empresa.


  Este hecho fue denunciado en su momento —mediante actas circunstanciadas presentadas al comisionado para la Seguridad y el Desarrollo de la entidad, Alfredo Castillo— por quien fuera vocero de los grupos de autodefensa de Michoacán, José Manuel Mireles Valverde, quien dijo que los fondos aportados por la minera para el crimen organizado que le han “permitido al cártel de Los Caballeros Templarios mantenerse activo”. De acuerdo con las cuentas hechas por Mireles Valverde, Los Caballeros Templarios recibirían una suma cercana a los 20 mil dólares semanales, algo así como 400 mil pesos al tipo de cambio promedio de 2017.


  Otra empresa que ha comprado los servicios (siempre según las versiones de los autodefensas) no sólo de Los Caballeros Templarios sino de otros grupos delincuenciales que actúan en Michoacán —como La Familia Michoacana, La Nueva Familia Michoacana, el Cártel de Jalisco Nueva Generación y la Tercera Hermandad (H3)— es Mittal Steel, que trabaja las instalaciones que alguna vez fueron de la paraestatal Siderúrgica Lázaro Cárdenas y de la trasnacional Pacific Coast Miner. Arcelor mantiene minas en activo y trabaja en por lo menos una docena de proyectos de exploración.


  TODOS LOS CÁRTELES EN EL NEGOCIO


  Si se ha de creer a las fuentes consultadas y a la observación directa de la violencia, a nivel nacional la lista de empresas trasnacionales que se valen del crimen organizado para la protección de sus intereses es larga; el recuento alcanzaría a por lo menos 915 regiones de todo el país, donde la protección de los intereses de los corporativos mineros posiblemente recaería en células de los cárteles de Los Zetas, La Familia Michoacana, el Cártel del Golfo, el Cártel de Jalisco Nueva Generación, el de Sinaloa, Guerreros Unidos y el de los hermanos Beltrán Leyva.


  Otro ejemplo se da en la región de Ixtacamaxtitlán, en el norte de Puebla: la empresa Almaden Minerals Ltd., por medio de la subsidiaria Compañía Gorrión, S. A. de C. V., descubrió el yacimiento de oro más grande —y uno de los más importantes de plata— de México, en la cuenca alta del río Apulco, sobre una extensión de más de 88 mil hectáreas. La mayor parte del banco de oro se ubica en la comunidad de Santa María Sotoltepec; tiene una proyección productiva de 130 mil onzas de oro y cerca de 8 mil onzas de plata por año.


  En esa localidad, los opositores al proyecto minero han recibido amenazas y persecución por parte de las células de Los Zetas con el presunto respaldo de los gobiernos locales, los cuales supuestamente han puesto a disposición del crimen organizado los cuerpos de la policía municipal; los comandos han llegado hasta las casas de opositores al proyecto para hablarles sin tapujos. Les han marcado las alternativas que tienen: desisten de la resistencia, se marchan del pueblo o serán ejecutados.


  La práctica de hostigamiento contra quienes se oponen a las minas de Almaden Minerals Ltd. no se ha limitado a la zona de Ixtacamaxtitlán, también se ha denunciado la presencia del crimen organizado en los municipios poblanos de Libres, Zautla, Ahuazotepec y Xicotepec, donde la minera de capital canadiense realiza proyectos de exploración ejecutables en los próximos cinco años, en algunos casos con la participación de la poderosa empresa canadiense Goldcorp.


  En el municipio de Guadalupe Victoria, Puebla, donde Goldcorp. explora la mina La Preciosa, se ha intensificado también el fenómeno de hostigamiento social. En esta localidad, grupos identificados como parte de Los Zetas han hecho presencia entre la población con prácticas de extorsión; exigen una cuota de cinco pesos diarios a cambio de respetar vidas y propiedades. Obviamente el objeto de la extorsión no es el dinero en sí, sino el terror que siembran entre los habitantes, quienes han comenzado un éxodo silencioso que los obliga a malbaratar sus predios, los ambicionados por Goldcorp.


  El mismo fenómeno ocurre en Tlatlauquitepec, Puebla; desde 2014 la federación ha entregado concesiones para la exploración y explotación de nueve minas de oro, plata, cobre, zinc, plomo y manganeso en casi la mitad del territorio de esa localidad, a cuyos habitantes se les ha dicho que los proyectos mineros serán para impulsar el desarrollo de la zona y mejorar su condición económica.


  Con la llegada de las mineras a Tlatlauquitepec, ocho canadienses y una china, también llegaron los grupos del crimen organizado que han amenazado a los opositores y los han forzado a desplazarse. La delincuencia se hace presente entre los vecinos de este municipio con actos de intimidación cada vez que hay manifestaciones públicas de repudio a la exploración minera de la zona, la cual se realiza en una superficie de casi 10 mil hectáreas.


  Los vecinos de Tlatlauquitepec han denunciado que comandos, a veces acompañados por la Policía Municipal, se han convertido en emisarios de las empresas mineras para disuadir las protestas; en al menos tres ocasiones se han tenido que suspender las manifestaciones por las amenazas a los dirigentes del movimiento.


  Aquí el Grupo Ferrominero, S. A. de C. V., es el de mayor presencia. Tiene dos concesiones para explotar hasta 50 años cualquier yacimiento de metal encontrado en una extensión de 915 hectáreas, dentro de los predios identificados como Atexaco III, Guadalupe y Guadalupe II, con permisos oficiales que fueron entregados sin importar que en la zona haya población rural.


  La Compañía Minera Autlán, subsidiaria del Grupo Ferrominero, S. A. de C. V., también obtuvo dos concesiones para la explotación del subsuelo de Tlatlauquitepec; se le otorgó derecho de dominio sobre los predios La Galera, Tecopizacta, Calatepec y El Canal, donde se asentaban varias familias, al menos una docena, que finalmente han sido desplazadas por la extorsión y las amenazas de secuestro del crimen organizado, que llegó a cobrar “derecho de piso” a razón de dos pesos por persona.


  Los predios conocidos como La Joya y La Joya I, en las inmediaciones de los poblados de Tlatlauquitepec, Acamalotla y Tepeícan, ricos en zinc, plomo y cuarzo, fueron entregados en concesión a la minera Mexican Silicates, S. A. de C. V., donde se permite la explotación de cuarzo y zinc y “toda sustancia permisible que se encuentre en el subsuelo”.


  Frente a la resistencia de los vecinos, que se niegan a la entrega de sus predios y viviendas, surgió el llamado Grupo Negro, un comando que en la práctica vela por los intereses de la minera y que en primera instancia “dialoga” con los inconformes, luego amenaza y finalmente ejecuta a los opositores, según denuncia el Movimiento por Tlatlauquitepec.


  A Minas Santa Martha, S. A., el gobierno federal le otorgó la concesión para explorar y extraer todo el oro, plata, cobre, plomo y zinc del predio conocido como Macuilquila, donde también hay un manto profundo de gas, por lo cual no se descarta que se use la técnica de fractura hidráulica, lo que ha provocado el rechazo de los vecinos. En respuesta, células de Los Zetas han comenzado a realizar recorridos nocturnos para “convencer” a los pobladores de los “beneficios del proyecto”; esto ha generado un lento éxodo, reconocido por la autoridad municipal como “un fenómeno de migración hacia Estados Unidos, de familias que buscan una mejora económica”.


  En esta misma localidad de la Sierra Norte de Puebla, la empresa Real de Gemas, S. A. de C. V. tiene permiso para explotar el predio denominado Paraíso, en el cual hay reservas probadas de oro, plata, cobre, plomo y zinc. La minera también se ha valido de grupos del crimen organizado para empujar a la población a irse, según denuncias de pobladores. No es fortuito que en los últimos dos años se hayan incrementado, según datos de la Fiscalía General del Estado, los delitos de secuestro y extorsión a razón de 12 denuncias por mes. Los habitantes de esta parte del municipio de Tlatlauquitepec no sólo se han opuesto a la exploración y explotación minera, sino también a las intenciones de construir una hidroeléctrica en Tahictic, comunidad del municipio de Zacapoaxtla, obra que eventualmente dejaría sin agua para uso doméstico a cerca de 20 mil personas.


  El conflicto social en torno a las minas se agrava con el silencio de la autoridad estatal poblana y el desplazamiento forzado de la población no es reconocido por el gobierno federal. Ni por error las autoridades mencionan la posibilidad de que detrás de los grupos criminales esté la protección de los intereses de las mineras.


  La zona norte de Puebla se ha convertido en un foco rojo de violencia. Oficialmente se sabe que en los municipios poblanos que limitan con Veracruz las células actuantes pertenecen a los cárteles de Los Zetas y del Golfo, pero la región ni siquiera está considerada zona de producción de drogas ni es paso para el trasiego de éstas hacia la frontera norte, por lo que especialistas del Centro de Investigación y Seguridad Nacional (Cisen) no conocen una causa que justifique ahí la intensa actividad del crimen organizado.


  Las estadísticas de la Fiscalía General del Estado revelan que el mayor índice de violencia —extorsiones, secuestros, lesiones y cobros de piso— se da en las regiones de la zona norte de Puebla: Ixtaca, Rosa, Torrerillo, Zapotec y Tuligtic, donde se asientan precisamente las minas con esos nombres, todas propiedad de Almaden Mineral Ltd., que explora yacimientos de oro, plata, cobre y molibdeno.


  También los índices de violencia se han disparado en los últimos dos años en la zona de la Caldera, donde Almaden Mineral Ltd., de la mano de la subsidiaria Windstorm Resources, hace labores de exploración en el yacimiento de oro y plata que se encuentra en la zona. Lo mismo ocurre en el predio conocido como La Preciosa, donde se ubicará la mina del mismo nombre, sitio que es una gran reserva de oro y plata y que los vecinos se niegan a entregar.


  La región de Pórfido, también en la zona norte de Puebla, está catalogada por la Fiscalía General del Estado como sitio de violencia, pero lo único extraordinario que ha ocurrido en esa región en los últimos cinco años es el hallazgo de un yacimiento de oro, concesionado a la minera Minaurum Gold Inc., la cual se ha confrontado con los pobladores de la región. Lo mismo ocurre en el sitio del Cerro de los Dolores, donde las mineras Starcore International Mines y Goldcorp iniciaron hace dos años la exploración de un banco de plata, plomo y zinc. Caso similar es el de la región de La Lupe, en la comunidad de Zautla. La empresa china JDC Minerals insiste ahí en la exploración de un yacimiento de oro y tiene el permiso federal para hacerse de los predios particulares que se extienden sobre las vetas.


  Y esa violencia no es privativa de Michoacán o Puebla. Se extiende a entidades como Chihuahua, Sinaloa, Nayarit, Coahuila, Tamaulipas, Veracruz, San Luis Potosí, Guerrero y Oaxaca, donde tienen proyectos operativos al menos 15 mineras, muchas de ellas subsidiarias de la canadiense Almaden Minerals Ltd.


  SILENCIO Y COMPLICIDAD OFICIAL


  La violencia contra la población civil asentada en las zonas mineras del país, desatada tanto por las empresas como por los grupos del crimen organizado, ha sido insistentemente denunciada por el Observatorio de Conflictos Mineros en América Latina (OCMAL), que ha identificado al menos 15 casos muy graves.


  Entre los casos que evidencian la violencia desatada por las mineras, focalizada sobre los líderes comunales que se oponen a sus proyectos, destaca el de David Pérez Sosa, un luchador social que desapareció de la noche a la mañana luego de iniciar la resistencia contra el proyecto Los Cardones, de la empresa Desarrollo Zapal, S. A. de C. V., que proyecta una mina de oro a cielo abierto, autorizada por el gobierno federal, en el corazón del Área Natural Protegida Sierra La Laguna, en Baja California Sur. El proyecto minero pretende 58% de esa reserva de la biosfera reconocida por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO).


  David Pérez Sosa fue el impulsor del movimiento antiminero, mediante la agrupación Sociedad Organizada Sudcaliforniana (SOS), con la que varias veces logró frenar los trabajos de exploración que Desarrollo Zapal realizaba por conducto de subsidiarias: primero la empresa Paredones Amarillos y después Minera Concordia, la que finalmente puso en marcha una parte del proyecto programado a 20 años.


  La tierra que defendió David Pérez Sosa es una extensión de más de 44 mil hectáreas de suelo protegido en el municipio de La Paz, en las inmediaciones del Mar de Cortés, que la Secretaría de Energía entregó en concesión a la canadiense Pediment Incorporated.


  Tras la desaparición de David Pérez Sosa y ante el silencio oficial del gobierno mexicano, el OCMAL ha sido incisivo: desde su página de internet no inquiere al gobierno mexicano por el paradero de David Pérez Sosa, sino que le pregunta cuáles fueron las razones por las que desapareció al activista, que se distinguió por movilizar a toda la sociedad contra los intereses económicos de la minera canadiense. Ésta no ha sido mencionada en la investigación abierta por la desaparición del ecologista y defensor de la tierra.


  Otro caso denunciado por el OCMAL es el de Ramón Corrales Vega, cuya muerte se atribuye a la lucha frontal que tuvo con la minera Paradox Xingye, explotadora de un banco de hierro en el predio Cuauhtémoc, municipio de Choix, Sinaloa. El terreno era propiedad de María Hermila Márquez Rodríguez y Rodrigo Herrera Franco, quienes habían acordado que hubiera regalías para los vecinos del lugar, beneficios que nunca fueron entregados.


  Paradox Xingye es un consorcio minero chino que se asentó en Choix con la coparticipación de inversionistas mexicanos. Recibieron el aval para sus operaciones de parte del gobierno estatal de Mario López Valdez, a quien habitantes de la entidad acusan de haber establecido nexos con miembros del Cártel de Sinaloa para sofocar las protestas de los ejidatarios opuestos a la extracción semanal de más de 350 mil toneladas de tierra de una extensión de 29 hectáreas.


  El activismo de Ramón Corrales Vega obligó a la minera a dialogar. Se llegó a un acuerdo para el pago de cinco millones de pesos a la comunidad, además del compromiso de mejorar la clínica de salud y repavimentar las calles, en compensación por los daños ambientales ocasionados. Pero esos acuerdos nunca fueron cumplidos.


  El 22 de mayo de 2014 a Corrales Vega lo secuestró un comando, identificado por los vecinos como parte de la estructura delictiva del Cártel de Sinaloa; el activista fue ejecutado con disparos de AK-47 y R-15. Su cuerpo, con signos de tortura, fue encontrado en la comunidad Huizachapoa casi 18 horas después de su desaparición. En la carpeta de averiguación abierta por la procuraduría sinaloense se manejó como principal móvil del asesinato el secuestro, pero los deudos de Corrales Vega nunca recibieron una llamada que exigiera el pago de un rescate.


  Las represalias de Paradox Xingye contra los pobladores de Choix no terminaron; una treintena de campesinos, entre ellos el líder de la Confederación Nacional Campesina (CNC) en la región, Gervasio Osuna Contreras, fueron encarcelados, acusados de causar daños económicos a la minera.


  Ese modus operandi se replicó en el municipio poblano de Huehuetlán El Grande. Unos 50 campesinos que protestaban por los trabajos de la Minera Autlán —la que explota un yacimiento de manganeso bajo una superficie de mil 100 hectáreas— fueron reprimidos por las fuerzas estatales. Los inconformes exigían que la minera dejara de usar dinamita en sus procesos de excavación, para no afectar los mantos freáticos. Pero su manifestación fue disuelta a base de golpes y gas lacrimógeno.


  La protesta de los vecinos fue vista, desde la cúpula del gobierno estatal, entonces encabezado por el priista Mario Marín Torres, como “un atentado a la paz pública y a la posibilidad de la ejecución de proyectos de desarrollo”. Por eso los comuneros que protestaban fueron sometidos a procesos penales.


  Una vez sofocada la resistencia social, la minera Autlán, ahora por conducto de la subsidiaria Australian Minerals Group, regresó a los trabajos de explotación de los predios La Luz II, La Luz III y San José, lo que hizo que, a la falta de agua, decenas de familias de Huehuetlán el Grande tuvieran que abandonar la localidad; en eso influyó la presencia del crimen organizado, que comenzó con extorsiones a los vecinos de los predios mineros, a quienes se les obligó a vender sus tierras a la minera a 600 pesos por hectárea.


  Un año después, a finales de agosto de 2012, se repitió la situación, con otro escenario y otros actores. Ahora fue el Ejército el que reprimió la manifestación de un grupo de ejidatarios que plantaron cara a la minera Excellon de México, S. A. de C. V., filial de la canadiense Excellon Resources Inc., a la que le fue entregada la concesión para explotar la mina La Platosa, con yacimientos de plata, plomo y zinc —de donde se extraen anualmente unas 72 mil toneladas de minerales—, en los municipios de Bermejillo y Mapimí, Durango.


  Allí, los comuneros decidieron cerrar el acceso a la mina, en reclamo por el cumplimiento de los acuerdos establecidos apenas un año antes, cuando la minera se asentó en esa región. Existía el compromiso de generar empleo para los vecinos de la zona, mediante la entrega de concesiones para el acarreo del mineral extraído; además se acordó construir espacios dignos y áreas de descanso y comedores para los trabajadores locales de la mina, además de la instalación de una planta de tratamiento de aguas residuales para evitar que los desechos del lavado de minerales fueran a dar a los terrenos de cultivo.


  La protesta de los vecinos fue sofocada por el Ejército, que irrumpió en el plantón pacífico de un centenar de habitantes del ejido La Sierrita, respaldados por trabajadores de la sección 309 del Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos, Siderúrgicos y Similares de la República Mexicana (SNTMMSSRM), quienes también fueron sometidos a golpes no sólo por los militares sino por grupos de la Policía Federal y de la policía estatal de Durango.


  Tras la represión, cinco de los organizadores del movimiento fueron detenidos, encarcelados y luego presentados ante el Ministerio Público del fuero común, que inicialmente había fincado los cargos de invasión a la propiedad y despojo. Esos cargos fueron desechados después, cuando la minera decidió no presentarlos a cambio de que se le dejara continuar con los trabajos de explotación.


  En el municipio de Soyopa, Sonora, el rostro de la represión se volvió a asomar el 7 de abril de 2013: un comando de policías ministeriales, al lado de militares, disolvió una manifestación de comuneros en el ejido San Antonio de la Huerta que reclamaban por la contaminación provocada por la mina La Libertad, concesionada a las compañías Zaruma Resources, Inc. y Minerales Libertad, S. A. de C. V.


  La molestia de los vecinos se fincó en la presencia de derrames de aguas negras sobre las tierras de cultivo, y en la omisión de las dos firmas trasnacionales para sentarse a dialogar con los ejidatarios. Ellos pedían el pago único de 60 mil pesos por persona para permitir la operación de la mina, pero a las trasnacionales les resultó más barato conseguir los servicios de la policía de Sonora y de una partida de militares para disolver la protesta.


  Tras la represión, el gobierno de Sonora, encabezado por Guillermo Padrés Elías, ordenó la apertura de expedientes penales contra cinco organizadores del movimiento. Se les acusó de daños a la propiedad y se logró el encarcelamiento de todos los integrantes de la mesa directiva del comisariado ejidal de San Antonio La Huerta, entre ellos Sergio Acedo Miranda, presidente del comisariado; Ramón Antonio Acedo Espinoza, secretario, y Manuel Ignacio Yáñez Espinoza, tesorero; así como de David Guadalupe Valenzuela, del Frente Amplio Democrático del Estado de Sonora (FADES), y el abogado Ramsés Valenzuela.


  Con los líderes comunales encarcelados y las protestas sofocadas, Zaruma Resources, Inc. y Minerales Libertad, S. A. de C. V., ampliaron más que exponencialmente la superficie de explotación minera en ese ejido. De tener permiso para explorar una superficie de nueve hectáreas, se llegó a la extensión de mil 39 hectáreas y la vigencia de explotación se amplió hasta el 15 de diciembre de 2035.


  Las concesiones crecieron en espacio y en tiempo gracias a la ligereza o corrupción de los funcionarios que se entregaron a los intereses de las mineras. Ocurrió así durante los gobiernos de Vicente Fox y Felipe Calderón, cuando la minería creció en forma desproporcionada y errática en todo el territorio nacional. Un ejemplo es Michoacán, donde de 2004 a 2011 fueron entregadas a empresas trasnacionales un millón 278 mil 444 hectáreas, casi la sexta parte del territorio estatal.


  TERRITORIOS EN VENTA


  De acuerdo con la CDI, que encabeza Jaime Martínez Veloz, en 2004 sólo 6.01% de la superficie michoacana estaba entregada en concesiones para la minería; para 2011 ya era 18.49% en manos de al menos 12 trasnacionales.


  En Michoacán, 80% de las concesiones para la explotación minera, entregadas sin mayor trámite que la autorización del gobierno federal, fueron para Amarium Mineral Inc. —subsidiaria de Amarium Technologies Inc.—, Calissio Resources Group Inc., Catalyst Copper Corp., China Minerals Resources Group., Endeavour Silver Corp., Geologix Explorations Inc., Rome Resources Ltd., Silver Shield Resources Corp., S2c Global Resources, Ternium Arcelor Mittal Steel Company, Canasia Industries Corporation, Bell Copper Corporation, Cotton & Western Mining, Terra Nova Gold Corp., Tianjin Binjai Harbor Port., y Us Precious Metals Inc., que según activistas, para poder operar se aliaron primero con La Familia Michoacana y luego con Los Caballeros Templarios.


  Michoacán ilustra claramente el crecimiento de la entrega de concesiones, que sigue imparable, pues, de acuerdo con el Sistema de Administración Minera (Siam) del gobierno federal, al cierre de 2016 sólo en esta entidad se habían entregado ya mil 933 títulos de concesión.


  El fenómeno no se reduce a Michoacán. A los gobiernos de Vicente Fox y Felipe Calderón Hinojosa se les atribuye la entrega de concesiones que abarcan una extensión de más de 8 millones 346 mil 890 hectáreas en Baja California, Chiapas, Chihuahua, Guerrero, Oaxaca y Puebla. Si se suma Michoacán, la cuenta llega a 9 millones 721 mil 432 hectáreas, cedidas gracias a 4 mil 952 permisos entregados por la federación entre 2000 y 2011.


  Llama la atención la superficie concesionada en el municipio de Ensenada, Baja California —uno de los más grandes del país—, al que le arrebataron 2 millones 288 mil 887 hectáreas para proyectos extractivos, lo que representa casi la mitad de su territorio. Ensenada también cuenta con el récord de mayor número de permisos mineros aplicados, que al cierre de 2016 ya eran 780 concesiones de exploración y explotación de yacimientos minerales; sólo en lo que va de la administración del presidente Enrique Peña Nieto se han entregado en concesión 295 mil 281 hectáreas en esa entidad.


  Los presidentes Fox y Calderón también abrieron de par en par las puertas de Chiapas a las mineras; allí se entregaron, sólo en los dos gobiernos panistas, un millón 78 mil 131 hectáreas, a las que se suman las 54 mil 890 que ha concesionado la administración de Enrique Peña Nieto, todas a favor de empresas con capital canadiense. Lo mismo sucedió en Guerrero, donde al millón 287 mil hectáreas entregadas por las dos administraciones panistas se suman las 32 concesiones del actual gobierno federal, que comprenden 127 mil 760 hectáreas concedidas a mineras canadienses.


  En Puebla los gobiernos de Fox y Calderón hicieron entrega de 320 permisos de exploración y explotación de yacimientos minerales, la mayoría de ellos a filiales de la minera Frisco, de Carlos Slim. El total de hectáreas enajenadas en las administraciones panistas en esa entidad fue de 248 mil 323, arrebatadas a sus poseedores originales. A la superficie entregada por los gobiernos panistas se suma la que el actual ha concesionado: al cierre de 2017 son ya poco más de 34 mil 252 hectáreas.


  En Chihuahua las administraciones panistas de Fox y Calderón entregaron 2 mil 890 concesiones para el usufructo de 2 millones 734 mil 127 hectáreas, a las que se suman las 182 concesiones otorgadas por Enrique Peña Nieto para explotar una superficie de 223 mil 372 hectáreas, que es un caso muy similar al de Oaxaca, donde los panistas entregaron 267 concesiones para hacer minas en una superficie de 698 mil 198 hectáreas, a las que se suman las 26 concesiones para una superficie de 47 mil 422 hectáreas, entregadas por la administración priista de Peña Nieto.


  Para comprender la forma en la que ha venido creciendo la entrega de concesiones en México, basta ver el registro histórico michoacano desde 1940, cuando los primeros títulos de explotación fueron entregados por Lázaro Cárdenas del Río, quien enajenó una superficie de 20 hectáreas para la extracción de hierro. La siguiente entrega de concesiones fue hecha por el presidente Gustavo Díaz Ordaz, que entregó en Michoacán 248 hectáreas con yacimientos minerales. Posteriormente el presidente José López Portillo cedió títulos para la explotación minera en 704 hectáreas. Siguió el presidente Miguel de la Madrid Hurtado, quien concesionó mil 12 hectáreas de suelo michoacano.


  Carlos Salinas de Gortari hizo entrega de títulos de concesión en suelo michoacano para una superficie de 7 mil 54 hectáreas, ejemplo que fue seguido por la administración de Ernesto Zedillo Ponce de León, que concesionó 19 mil 206 hectáreas; el panista Vicente Fox entregó 380 mil 709. Por su parte, Felipe Calderón Hinojosa dio a las mineras internacionales 897 mil 735 hectáreas y, hasta el cierre de 2017, Enrique Peña Nieto ya había entregado títulos de explotación minera para otras 70 mil.


  Si bien 80% de las concesiones mineras en Michoacán ha ido a parar a manos de grandes trasnacionales de capital estadounidense, canadiense, indio, chino, australiano, argentino e italiano, también una parte de esos títulos de explotación, principalmente de derivados pétreos, ha quedado en manos de algunos de los jefes de células de los cárteles de drogas que operan en la entidad.


  Por eso, ante la facilidad con la que se puede obtener un permiso para la explotación minera, que no requiere mayores trámites que comprar la voluntad de los funcionarios en turno, y ante la rentabilidad económica que representan las minas, se ha dado paso a un nuevo fenómeno dentro del crimen organizado: cada vez son más los cárteles que se alejan del trasiego de drogas para incorporarse a la explotación minera, sin dejar de lado sus operaciones de secuestro, extorsión, cobro de piso y homicidio por encargo.


  Sólo en la Tierra Caliente de Michoacán son cerca de 200 las minas —la mayoría de extracción de materiales pétreos— operadas por células escindidas del Los Caballeros Templarios y La Familia Michoacana; en Coahuila, de acuerdo con datos del Cisen, Los Zetas controlan la explotación de por lo menos 18; en Sinaloa, el cártel que una vez fue de Joaquín el Chapo Guzmán, tiene presencia en la explotación de 39 minas de materiales pétreos, mientras que el Cártel de Jalisco Nueva Generación se ha apropiado de por lo menos 79 de materiales pétreos y metales en Colima, Jalisco, Nayarit y Guerrero. Este cártel domina la extracción mineral y también controla los sistemas de compraventa y ha podido infiltrar el puerto de Manzanillo para hacer más fácil la exportación de los minerales a China.


  Para medir la rentabilidad de la minería para el crimen organizado basta saber que en 2015 la PGR decomisó en el puerto de Lázaro Cárdenas 119 mil toneladas de hierro. El cargamento era propiedad de Los Caballeros Templarios y fue tasado en un valor comercial de más de un millón de dólares.


  Para entender esa realidad hay que señalar que el monto anual de riqueza que se genera en Michoacán por la explotación de las minas, según un estudio del Servicio Geológico Mexicano, es de más de 5 mil 826 millones 982 mil 900 pesos, casi 10% del presupuesto que aplica el estado en sus 113 municipios. A esa suma que deja la explotación de oro, plata cobre, bronce, zinc, plomo, manganeso y hierro, se deben agregar otros 500 millones de pesos anuales por la explotación de agregados pétreos de arena, barita, calcita, cantera, caolín, yeso y tezontle.


  Los ingresos de las mineras en Michoacán están casi exentos de pagos tributarios, pues menos de 1% de las utilidades es lo que se aporta a la federación por el impuesto de la explotación de los yacimientos, y en la práctica no hay obligación de resarcir daños a las comunidades en donde se asientan las minas.


  SUELO RICO, GENTE POBRE


  La exención fiscal para las mineras es obra de Felipe Calderón Hinojosa, impulsor de la ratificación del convenio entre los gobiernos de México y Canadá para evitar la doble tributación de las empresas canadienses asentadas en nuestro país. Eso hizo posible que a esas compañías les baste pagar impuestos en su país de origen para recibir la condonación del gobierno mexicano, aun cuando extraen sus riquezas de nuestro suelo.


  De ahí la gran contradicción en México: las regiones con mayor riqueza minera son a la vez las que mayor pobreza registran; los más pobres del país pisan a diario miles de millones de dólares que están en los yacimientos minerales de sus comunidades. Pero no tienen posibilidades de acceder a esa riqueza.


  Zacatecas también ilustra esta situación. En el municipio Mazapil, en pleno semidesierto del centro del país, los vecinos viven en una de las pobrezas más extremas, aun cuando, como refiere el director de La Jornada Zacatecas, Raymundo Cárdenas, “esta gente debería vivir como lo hacen los habitantes de Dubái”, simplemente porque dentro de ese municipio está la mina de oro más grande de México, Peñasquito, operada por la canadiense Goldcorp Inc., asociada con Frisco.


  Sólo en 2015 Peñasquito logró una producción de 860 mil 300 onzas de oro, que hicieron que los títulos de valor de ambas empresas crecieran casi 95%. El alto rendimiento de esa mina se ha logrado a pesar de las acciones de algunos de sus trabajadores, quienes en reclamo de mejores condiciones de trabajo realizaron entre 2015 y el primer semestre de 2016 al menos tres paros de labores y bloqueos, que fueron disueltos por la intervención del gobierno federal en favor de las trasnacionales.


  Aun así, al término de 2016 Frisco y Goldcorp fueron las empresas que mejor cerraron el año en México en lo referente a ese metal, pese a que el valor total de las extracciones de oro cayó, en términos generales, 17% a nivel mundial, lo que hizo que todas las trasnacionales con proyectos mineros no sólo limitaran su inversión en sus propias minas, sino que cerraron todavía más la posibilidad de entregar regalías a los habitantes de las zonas explotadas.


  Y pese a las altas utilidades de Peñasquito, en Mazapil no se ha hecho ni la mínima inversión para mejorar las condiciones de vida de sus casi 36 mil habitantes. La obra más trascendental en ese municipio en los últimos cinco años fue la construcción del Monumento al Minero.


  Fuera de esa obra, anunciada por la dirigencia local del sindicato minero como parte de los trabajos de mejoramiento urbano de Mazapil, las dos grandes trasnacionales que explotan la zona no han atendido los reclamos de la comunidad, que pide mejoras al alumbrado público y pavimentación de por los menos dos de las principales calles del área urbana. Las empresas sugieren que se haga una gestión directa ante el gobierno federal para que se aporten recursos desde el Fondo Minero de la federación.


  La postura de Frisco y Goldcorp no ha sido distinta de la manifestada por Ternium, que en el municipio de Aquila, Michoacán, opera la mina de hierro ubicada en el predio El Tenamaztle, donde se ha negado a entregar recursos para el mejoramiento urbano de la cabecera municipal.


  Ternium, de capital argentino e italiano, se ha negado a realizar las obras reclamadas por autoridades locales y los comuneros: mejoras a los caminos vecinales, mantenimiento al sistema de agua potable y rehabilitación ecológica de la zona. La minera aceptó pagar regalías a 467 comuneros, dueños de las tierras explotadas, a quienes se les entregaban mensualmente cantidades que van de 12 mil a 15 mil pesos. Pero esa entrega no se ha cumplido desde hace dos años.


  Al contrario, Ternium y su filial Las Encinas extendieron el área original de explotación minera, de 73 a 500 hectáreas, arrebatadas por la fuerza con el supuesto apoyo de Los Caballeros Templarios. Esta práctica comenzó desde la década de los noventa, cuando el gobierno federal entregó la concesión de explotación de hierro a la empresa Hylsa, S. A. de C. V., que posteriormente la vendió a Las Encinas, S. A. de C. V., la cual finalmente se asoció con Ternium.


  Y en Cananea, Sonora, el Grupo México tampoco ha derramado utilidades hacia la población local; a los vecinos de ese municipio de nada les sirve que del subsuelo se extraigan anualmente entre 450 mil y 500 mil toneladas de cobre. Los avances en la mejora de la infraestructura urbana vienen sólo del presupuesto municipal y algunas aportaciones extraordinarias que a veces llegan desde los gobiernos estatal y federal.


  Y así como se niega a invertir en el mejoramiento urbano en Cananea, el Grupo México no repara en los montos de inversión para extender sus trabajos de extracción de cobre, pese a la afectación al medio ambiente y a la oposición de algunos grupos defensores de la tierra. Se ha proyectado para los siguientes dos años (hasta 2019) una inversión de 3 mil 500 millones de dólares, con los que se pretende acelerar los trabajos de extracción, que vencen en 2035; se presume que de continuar con el ritmo actual de excavación, ese plazo se cumplirá cuando la mina esté explotada sólo en 70 por ciento.


  Por eso a la minera Buenavista del Cobre, del Grupo México, no le ha importado realizar prácticas desleales para cumplir con el cometido de explotación total del subsuelo concesionado. Un ejemplo es la forma en que corrompió a la administración estatal del panista Guillermo Padrés Elías, para poder gestionar, mediante la intervención directa del propio gobernador, una serie de permisos federales con el fin de hacerse de agua para las actividades industriales, sin importar que el de por sí escaso líquido les fuera arrebatado a los vecinos de las áreas de excavación.


  MINERAS SEDIENTAS


  Con la intervención del gobernador Guillermo Padrés, quien durante su periodo actuó como una especie de garante de los intereses de todas las empresas mineras asentadas en Sonora, Buena Vista del Cobre, del Grupo México, obtuvo 10 concesiones para el uso de agua de los ríos Bacanuchi, Bacoachi y Cuitaca, sobre los que existen decretos de veda para el uso del líquido con fines industriales; en 2013 la Comisión Nacional del Agua (Conagua) hizo entrega de títulos a la minera para el uso de hasta 21 millones de metros cúbicos de esos cauces, lo que representó un volumen superior en más de 70% al entregado a siete municipios de la zona.


  Todas las concesiones que recibió la minera del Grupo México con el fin de hacerse de agua para sus labores industriales, fueron títulos de concesión emitidos bajo el estatus de “uso público urbano”, aunque evidentemente el manejo del líquido no es público ni urbano sino que se destina al tratamiento de los minerales extraídos, y los desechos del proceso industrial son luego arrojados hacia algunas partes de esos mismos cauces.


  De tal forma ha sido el apropiamiento del Grupo México del agua en todas las regiones donde actualmente explota algún tipo de yacimiento, que esa empresa es considerada por el OCMAL como una de las más devastadoras del entorno ecológico; sólo en Sonora ha perforado por lo menos 72 pozos de agua potable, sin contar con el debido permiso del gobierno federal y aun cuando se trata de una zona en donde el suministro del líquido está restringido a la población.


  Esta situación fue denunciada en su momento por la senadora Silvia Garza Galván, quien fue incisiva en el reclamo a los funcionarios de la Conagua para que explicaran las razones por las que el Grupo México perforaba pozos en áreas vedadas. La legisladora obtuvo la respuesta que siempre emite el gobierno federal cuando se cuestiona a la industria minera: silencio absoluto.


  La queja de la senadora por Coahuila ante la Conagua se fincó en el hecho de que el Grupo México pudo hacerse de 93 pozos de agua potable, destinada al uso industrial, pese a tener sólo 14 títulos de explotación, en tanto que de manera ilegal también se apropió de otros 30 pozos —de usos agrícola y pecuario— para el lavado de minerales.


  Esa práctica ya no sorprende. Se realiza al amparo de los funcionarios en turno. Sólo en 2015 fueron más de 462 millones de metros cúbicos de agua potable los que utilizó fraudulentamente la industria extractiva del país; es decir, para actividades mineras se utilizó el agua suficiente como para atender la demanda de una población equivalente a la de los estados de Baja California Sur, Colima, Campeche y Nayarit.


  De acuerdo con el Registro Público de Derechos del Agua, al cierre de 2016 eran 536 las empresas del ramo minero que habían logrado un título de concesión del gobierno federal para explotar una o varias partes de un manto freático o el cauce de algún afluente; es decir, mil 321 títulos de explotación, lo que le garantiza a esa industria un suministro de por lo menos 462 millones 382 mil 283.39 metros cúbicos anuales de agua, suficientes para para atender la demanda de una población de por lo menos 12 millones 292 mil 980 personas.


  La cifra en sí puede no decir nada, pero cobra dimensión al compararla con la población que actualmente no tiene acceso ni posibilidad remota al suministro del líquido, que se calcula, de acuerdo con las cifras del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), en 12.9 millones de personas.


  Irónicamente la entrega de concesiones de agua potable para la actividad minera se acentúa en los estados en los que es mayor la falta del líquido para la población, lo que convierte en doblemente criminal la acción del gobierno federal.


  Según cifras del Registro Público de Derechos del Agua, el mayor volumen de uso del líquido para actividades mineras se registra en Sonora, Zacatecas y Michoacán; son los tres estados que concentran a la mayor parte de la población pobre de todo el país, que tiene como principal carencia la del agua.


  Capítulo 4


  La mejor protección que podrían tener (los defensores de la tierra) es que se otorgue justicia y los agresores rindan cuentas.


  MICHEL FORST, relator especial de la ONU


  EL AGUA, MÁS VALIOSA QUE EL ORO


  El conflicto minero en México ha evolucionado a niveles que hasta hace 20 años no se podían imaginar; la disputa por el agua potable ente mineras y pueblos naturales avanza imparable ante la omisión de la autoridad federal y el silencio cómplice de los medios de comunicación masiva. En casi la totalidad de la prensa mexicana no se toca el grave conflicto que se vive por el robo del líquido en todos los estados del país. En 2017 había en todo el país más de 738 conflictos por el agua.


  Llama la atención que las disputas de las mineras con los pueblos originarios no sólo se llevan a cabo con la participación de funcionarios del gobierno federal, sino que en la mayoría de los casos se cuenta con el apoyo de las embajadas de los países de origen de esas empresas. El caso más evidente es la participación de la embajada canadiense en México, la que mediante su política de economic diplomacy se ha dedicado a proteger los intereses económicos de las mineras, como gestora de acciones de represión contra los pueblos que defienden su derecho al uso del agua.


  Organizaciones civiles como Proyecto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Prodesc) y Minning Watch han documentado la participación de la embajada canadiense en México en agresiones contra los pueblos originarios. Desde 2004 esa embajada había impulsado, ante esferas del gobierno federal mexicano, acciones a favor de las mineras y consecuentemente contra los opositores a las mismas en al menos 200 puntos del país.


  El caso más evidente de la intervención de la embajada canadiense en apoyo a una minera, con la finalidad de despojar de agua potable a una comunidad, es el que se registró en el ejido La Sierrita, en Mapimí, Durango, en 2012; ahí la representación diplomática gestionó ante el gobierno encabezado entonces por Felipe Calderón, acciones de desalojo violento de los comuneros que se alzaron contra la minera Excellon Resources.


  En 2004 Excellon Resources se asentó en La Sierrita, con la promesa inicial de rentar sólo cuatro hectáreas para la explotación de “un reducido banco de plata”; pero en menos de dos años la oferta de renta de tierra creció a una superficie de 27 hectáreas. Con un monto de un millón 200 mil pesos se “benefició” a 127 ejidatarios con el pago único de 9 mil 500 pesos, ofreciendo de la mano hacer obras de infraestructura para la comunidad.


  Lo que los representantes de Excellon Resources nunca dijeron es que, como parte de la compra de los predios, también tenían interés en la explotación total e irracional de los mantos freáticos. Pese a vivir en una zona desértica, los pobladores de La Sierrita ya contaban con sus propios pozos, excavados a pocos metros de profundidad, que apenas daban sustento económico al lugar. Pero Excellon Resources cavó tan profundo que secó los pozos comunales. Además llegó a un verdadero mar subterráneo con el que no sólo atendió sus necesidades de lavado de minerales, sino que encontró un negocio: vendió el agua a los terratenientes de la zona, incluida la empresa lechera Lala. La extracción del agua fue a razón de mil 370 metros cúbicos por segundo, cuando los habitantes de La Sierrita apenas subsistían con 300 litros por segundo.


  Al secarse los pozos comunales el reclamo llegó: los habitantes de La Sierrita exigieron al gobierno federal el cese de la concesión de los mantos acuíferos a Excellon Resources. No les hicieron caso. Por eso los ejidatarios despojados de sus tierras se plantaron en los accesos a la mina La Platosa, sin imaginar la violenta reacción del gobierno federal mexicano, que recibió presión diplomática por parte de la embajada canadiense según asienta el informe “Las entrañas de la complicidad canadiense: Excellon Resources, la Embajada de Canadá, y la violación de los derechos laborales y territoriales en Durango, México” de la organización MiningWatch Canadá, publicado en febrero de 2015.


  Antes de la represión sufrida por los 127 ejidatarios que se apostaron en un campamento a las afueras de las mina La Platosa, asevera el citado informe, la embajada canadiense maniobró en coordinación con el gobierno federal mexicano y con el estatal de Durango, a efecto de terminar con la protesta, que sumaba ya más reclamos, por el incumplimiento de los acuerdos establecidos con la minera para la construcción de infraestructura urbana que nunca se concretó, e insistieron en la exigencia del cese de la explotación de los mantos freáticos, luego de reconocer que el pueblo completo se estaba “muriendo de sed, por culpa de la minera”.


  El informe de MiningWatch Canadá indica que en días previos al desalojo del plantón, cuando intervinieron el Ejército, la Policía Federal y la Ministerial de Durango, la embajadora de Canadá en México, Sara Hradecky, tuvo comunicación, por conducto del delegado comercial de la embajada, Wayne Robson, con el presidente Felipe Calderón, el gobernador de Durango, Jorge Herrera, con el entonces secretario de Gobernación, Alejandro Poiré, y con el de Economía, Bruno Ferrari, a quienes se les solicitó apoyo con el fin de proteger los intereses de la minera; el cuerpo diplomático de Canadá en México pidió expresamente el uso de la fuerza para apagar el movimiento. La embajada canadiense garantizó a Excellon Resources todo el respaldo y puso a su disposición los “vínculos institucionales” necesarios para salvaguardar sus intereses económicos.


  La intervención de la embajada en favor de Excellon Resources fue más allá de la puesta a su disposición de los “vínculos institucionales”, también maniobró una serie de reuniones entre el director de esa empresa en México, Brendan Cahill, con funcionarios federales de alto nivel, para plantear la “necesidad urgente” de sofocar el movimiento social que mantuvo paralizadas las actividades de la mina casi cuatro meses. De igual forma, la embajadora de Canadá en México dispuso una serie de acciones para realizar espionaje político contra los ejidatarios, con el fin de recabar información que pudiera ser útil para el cometido de la empresa, señala el referido informe.


  Las gestiones de la embajada ante el gobierno federal terminaron con el desalojo violento de la manifestación de los ejidatarios. La expulsión fue ejecutada por el gerente de la mina La Platosa, el canadiense Rob Moore, al que —presumen los ejidatarios afectados— en la práctica se le cedió el mando de las fuerzas del orden. También se dispuso de un grupo de golpeadores traídos de las minas de Zacatecas, operadas por la misma empresa, haciendo que el movimiento de protesta fuera disuelto y reconocido como un acto ilegal.


  Como propietaria del agua, Excellon Resources no sólo ha hecho un uso irracional de los mantos freáticos, sino que al utilizarlos indiscriminadamente en sus actividades industriales pasa por encima de todas las normas oficiales establecidas para el desecho de aguas negras.


  Así, los vecinos de la comunidad La Sierrita —en la zona conocida como Bolsón de Mapimí, donde antes de la llegada de la minera la actividad primordial era el cultivo de algodón— están expuestos al riesgo sanitario que representa el uso doméstico del agua de desecho que genera la explotación de la mina de plata.


  Por falta de agua potable, la mayoría de los vecinos de La Sierrita han abandonado la ganadería y el cultivo de algodón. El exceso de arsénico y plomo ha comenzado a dejar estériles las tierras. El 90% de quienes decidieron quedarse, afrontando las condiciones de sequía a las que las ha empujado Excellon Resources, han vendido sus cabras y vacas. Casi todos se las ingenian para sobrevivir con la magra cacería silvestre que ofrece el desierto, porque el agua envenenada ha terminado también con la fauna, principalmente con los pequeños roedores que en periodos de crisis fueron el sustento de algunas familias de jornaleros.


  Otro caso de apropiación del agua por parte de una minera es el de la zona de Mazapil, en el semidesierto zacatecano, donde está la mina Peñasquito de Goldcorp, a la que no le ha importado la contaminación de los mantos freáticos destinados al consumo humano. La operación de la mina mantiene filtraciones de residuos tóxicos desde 2013, pero no hay respuesta oficial pese a la denuncia pública del hecho. Nadie ha atendido la presencia de selenio en el agua que usan los pobladores cercanos a la mina, en los poblados de Nuevo Salaverna y Mazapil, donde las enfermedades de la piel y de las vías respiratorias se han incrementado.


  Pese a que en esa parte del estado también han ido en aumento los casos de cáncer en mujeres y niños, la Secretaría de Salud de Zacatecas no ha emitido ninguna recomendación a la firma canadiense. Como si se tratara de defender la actividad de la minera, funcionarios de la dependencia más bien han salido al paso del conflicto de salud señalando que no existe ninguna relación entre las enfermedades y la actividad de la mina de oro.


  El gobierno federal, por medio de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa), también ha deslindado a Goldcorp y a su subsidiaria Frisco, con el argumento de que la contaminación de los mantos freáticos que abastecen a más de 120 mil personas no es resultado de la actividad minera, toda vez que los pozos contaminados están fuera de los límites de los suelos en explotación. Esta postura está respaldada por la versión oficial de Goldcorp, que ha insistido, mediante informes oficiales entregados a la Profepa, en que su programa de monitoreo de desastres ecológicos se encuentra operante y no se ha registrado ningún caso de contaminación de mantos de agua a causa de algún escurrimiento.


  Pero en Mazapil y Nuevo Salaverna no se piensa lo mismo. Allí, vecinos integrados en la agrupación En Defensa del Semidesierto Zacatecano han solicitado la intervención de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos (CEDH) y de la CNDH, con el fin de que se revise la violación al derecho a la salud que, aseguran, les ocasiona la operación de la mina Peñasquito.


  Según las estadísticas manejadas por En Defensa del Semidesierto Zacatecano, desde 2006, cuando Goldcorp y Frisco empezaron a explotar la mina de Mazapil, las enfermedades de las vías respiratorias han aumentado; los padecimientos de bronquitis son los más elevados de todo Zacatecas y los problemas de asma también se han agudizado entre la población infantil, lo que ha llevado a la autoridad sanitaria estatal a lanzar una campaña de prevención, considerando causas ajenas a la presencia de selenio en el agua.


  Otros padecimientos infantiles al alza en Mazapil y Nuevo Salaverna, atribuidos al consumo de selenio en el agua, son los mareos, fatiga e irritación de mucosa; incluso se han encontrado algunos menores con padecimientos crónicos en los pulmones, además de problemas musculares y cardiacos. A la par, se ha denunciado que cada vez son más los niños con afectaciones en la piel, sarpullidos e inflamación de la dermis, sumado a otros efectos, no mortales pero sí preocupantes, como irritación de los ojos.


  Pese la postura oficial de Goldcorp y Frisco, que aseguran que es imposible que sus filtraciones hayan dañado la salud de los habitantes, los dos corporativos anunciaron en marzo de 2016 “medidas ambientales para el mejor cuidado del entorno” y prometieron la reubicación de una de las represas que contiene los lixiviados derivados del lavado de minerales, cuyas concentraciones de arsénico, plomo y selenio están por encima de los niveles permitidos. Sólo los niveles de selenio y plomo —que ambas empresas han negado que sean elevados— en los últimos dos años han llegado a concentraciones que superan hasta seis veces los niveles permitidos por la Organización Mundial de la Salud (OMS).


  Por eso, un centenar de ejidatarios de 20 comunidades de los municipios de Mazapil y Nuevo Salaverna, ahora integrados en el Frente Común de Afectados por la Minera Peñasquito, han comenzado a reclamar el cese de la contaminación de los mantos acuíferos, a la que se atribuyen ya al menos 10 casos de ceguera y cerca de 30 abortos.


  Al reclamo del cese de la contaminación del agua, de la que Goldcorp y Frisco se han apropiado mediante concesiones de explotación otorgados por el gobierno federal, se suma la demanda de los campesinos de los ejidos Cedros, El Vergel, Cerro Gordo, Las Palmas, Matamoros, Ciénega y Tecolotes, que rentaron sus tierras a la minera y que hasta la fecha no han recibido ningún pago.


  También en Colima hay despojo de agua. La empresa Gabfer, S. A. de C. V., se ha apoderado de los mantos freáticos que abastecen a más de 300 mil personas de los municipios de Comala, Colima y Villa de Álvarez. La minera se ha adueñado del agua de uso doméstico para sus actividades industriales, con el fin de mantener en operación una mina a cielo abierto con reservas probadas de oro, plata, cobre y manganeso para más de 20 años.


  La estrategia que ha empleado la empresa en esta parte de Colima es la misma que se ha visto en otros estados —Sonora, Michoacán, Oaxaca o Coahuila—: se divide a la población mediante la compra de autoridades locales, a las que se les ofrecen unos cuantos miles de pesos a cambio de los permisos para la explotación de los mantos acuíferos; en contraparte, se genera una resistencia civil que lucha contra la presencia de la minera y clama por el cambio de autoridades locales.


  El robo del agua potable por parte de Gabfer, S. A. de C. V., que comenzó con el apropiamiento del ojo de agua en la comunidad de Zacualpan, en el municipio de Comala, no se limita a la explotación de los mantos subterráneos: pretende el aprovechamiento del cauce hidrológico del río Armería, que también suministra agua a los municipios de Manzanillo y Armería.


  Gabfer está asociada con Generación Enersi, S. A. de C. V., empresa que tiene los permisos del gobierno federal y ha invertido 320 millones de pesos para la construcción de una represa en el río Armería, la que eventualmente habrá de suministrar energía eléctrica al proyecto minero de Comala. Estos planes han sido enfrentados por el Consejo Indígena por la Defensa del Territorio de Zacualpan (CIDTZ), que tiene el apoyo de la organización ambientalista Bios Iguana.


  El proyecto de la hidroeléctrica, según la denuncia de los integrantes del CIDTZ, consumirá el agua del río Armería y dejará secos al menos 20 pozos que tienen una capacidad constante de suministro del líquido de 200 pulgadas cubicas por segundo, con las que actualmente se abastece a la población de Manzanillo. También se afectará al entorno ecológico y faunístico en un trayecto de más de 12 kilómetros, lo que resulta contradictorio, pues la obra se presentó, desde los gobiernos estatales de Mario Anguiano Moreno y Ramón Pérez Díaz, como de bajo impacto ambiental y de generación de energía limpia, además de desarrollo comunitario.


  De acuerdo con los estudios de Bios Iguana, el proyecto de la hidroeléctrica en el río Armería afectará también al sistema ecológico de la Laguna de Cuyutlán, extendida sobre una superficie de más de 3 mil hectáreas, donde la pesca es el sustento de cerca de mil familias. Se presume que la modificación de la acidez del agua y la disminución de los volúmenes de líquido que reciba la laguna afectarán directamente la vida en los manglares, que se encuentran registrados dentro del mapa de conservación de la biosfera.


  Pero eso parece no importar a los directivos de Generación Enersi y menos a los funcionarios del gobierno federal que ya han establecido convenios para que esa empresa suministre energía a la Comisión Federal de Electricidad, mediante una línea que llegará a la subestación Colima II con un tendido de cables que comprenderá la instalación de 42 torres con derecho de vía, alrededor de las cuales no se podrá utilizar el suelo con fines agrícolas ni de pastoreo. Enersi pretende generar apenas 10 mil 477 kilowatts, cantidad mínima e innecesaria, pues la termoeléctrica de Manzanillo genera actualmente 706 megawatts, suficientes para abastecer de energía a todo el estado de Colima.


  Aquí más bien, como han denunciado los directivos del CIDTZ, se pretende dotar a Gabfer de su propia planta de electricidad para mantener una autonomía real de producción, no sujeta a la intervención del Estado mexicano, para poder extraer los minerales que fueron declarados explotables desde 2010 y que garantizan utilidades de más de 2 mil millones de dólares al año, al menos para las próximas dos décadas.


  AMENAZAS AL MAYOREO


  Generación Enersi y Gabfer no han tenido empacho en lanzarse contra la población que se opone al proyecto hidroeléctrico y a la mina, para lo cual —según miembros de organizaciones sociales— se han valido de células para amedrentar a los líderes del movimiento opositor.


  Las amenazas de muerte, expresadas por miembros del crimen organizado por instrucción de los directivos de las empresas que manejan los dos grandes proyectos —anunciados por el gobierno de Colima como “detonantes para el desarrollo del suroeste del estado”—, han sido hechas a los defensores de la tierra, y también a por lo menos tres periodistas que han tenido el valor de hacer eco de las denuncias de Bios Iguana y del CIDTZ.


  De acuerdo con la denuncia recibida por Michel Forst, los defensores de la tierra amenazados por luchar contra la minera y la empresa generadora del proyecto de energías renovables son: Esperanza Salazar Zenil, Alejandro Bueno, Gabriel Martínez Campos, Víctor Andrés Cruz Chi, Giovanna Jazmín Ramírez Pimentel, Jonathan Fernando Ochoa Hernández, María Vanessa Gómez Pizano, Ana Monserrat Cárdenas Rojas, José García Zepeda y Monserrat Virgen Galindo, miembros de Bios Iguana, A. C.; también Dilva Uliceth Peña Velázquez, Jesús Santos Quirino, Olivia Teodoro Aranda, Francisco Santos Quirino, José Martín Peña, Gabriel Santos Peña, Francisca Quirino Guzmán, Paula Alonzo Máximo y Rosalío Martínez Carpio, del CIDTZ; además los periodistas Óscar Adrián Galindo Luna, director del portal Periodismo.com.mx; Monserrat Palacios Ramírez, colaboradora de ese mismo medio, y Jonathan Núñez Campos, colaborador del portal informativo Revolución 3.0 Colima.


  En la lista de amenazados por la minera y la promotora de la hidroeléctrica también estaba Epitacia Zamora Teodoro, fundadora del CIDTZ y quien murió en 2015, a los 57 años, por anemia mielodisplásica, enfermedad que adquirió como resultado de más de una década de trabajo en una plantación de papaya, donde estuvo expuesta a agroquímicos que menguaron su salud.


  A Epitacia Zamora la lanzó a la lucha social la muerte de uno de sus hijos, víctima de la policía del municipio de Villa de Álvarez, que lo detuvo arbitrariamente. Su fallecimiento fue justificado oficialmente como “suicidio dentro de los separos”. El coraje y la impotencia ante la autoridad hicieron que su madre se rebelara; su primer acto fue integrarse a las Comunidades Eclesiales de Base.


  Luego fue promotora de los comités de apoyo del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) en Colima, y ayudó a la organización indígena de apoyo al zapatismo en Jalisco y Michoacán. Su última encomienda fue la defensa del suelo de Zacualpan frente a la presencia de Gabfer; constituyó el Consejo Indígena por la Defensa del Territorio de Zacualpan, desde donde declaró a su localidad “primer territorio mexicano libre de minería”.


  La lucha de Epitacia Zamora fue contra la minería. Ella reveló que desde 2007 el gobierno federal, con la participación de las autoridades estatales y municipales de Colima, ya había cedido más de 44% del territorio del estado para la explotación minera.


  También en Baja California Sur el agua es motivo de disputa entre mineras y vecinos. El agua vale más que el oro, dicen en una especie de verdad absoluta los opositores al proyecto Los Cardones, que se pretende instalar con una mina a cielo abierto en las inmediaciones de la Reserva de la Biosfera Sierra La Laguna, donde se han encontrado yacimientos de oro con reservas probadas para más de 20 años.


  Este proyecto es ejecutado en la comunidad de San Antonio, del municipio de La Paz, por la empresa Desarrollos Zapal, subsidiaria de la firma Invecture Group, que a su vez está asociada con el director del Grupo Salinas, Ricardo Salinas Pliego, propietario de TV Azteca; éste se ha valido de la empresa Adamantium Security para desalojar por la fuerza a los propietarios originales del predio donde se pretende abrir la mina, de acuerdo con lo observado directamente en el transcurso de esta investigación.


  Frente a la propuesta de inversión de 2 mil 800 millones de pesos que ha hecho Invecture Group para extraer más de 40 toneladas de oro en los primeros 10 años, se han alzado las voces de los vecinos de los municipios de La Paz y Todos Santos, quienes han señalado como “proyecto de muerte” las acciones de la minera, que pretende usar la escasa agua de la región.


  Organizaciones como el Frente Ciudadano en Defensa del Agua y la Vida han denunciado que con la puesta en operación de la mina a cielo abierto en esa parte del estado se iniciaría el deterioro ambiental de la Sierra La Laguna, pues el proyecto prevé el uso de los mantos freáticos, actualmente utilizados para el abasto de una población de más de 200 mil personas.


  Los Cardones es repudiado también por ser uno de los proyectos más oscuros que se promueven en el país. Los vecinos que serían afectados por la actividad de la mina a cielo abierto conocen poco de los estudios de impacto ambiental, que los funcionarios federales debieron aprobar antes de otorgar los permisos para la extracción de oro en esa parte del país.


  Lo poco que se sabe de la manifestación de impacto ambiental (MIA) presentada ante la autoridad federal carece de credibilidad, reconoce el Centro Mexicano de Derecho Ambiental (Cemda), pues dicho estudio no informa sobre la química de los materiales que se habrán de extraer; esto es un problema, “ya que en la etapa de cierre y abandono se puede formar un lago en el tajo, expuesto a evaporación”, lo que eventualmente habrá de afectar el entorno ecológico.


  Especialistas en derecho ambiental también han dicho que Invecture Group no ha considerado “los costos económicos y sociales de una falla catastrófica” en la presa de jales, lugar en el que se acumulan las aguas residuales de los procesos de lavado de minerales con sustancias toxicas.


  En la escueta MIA que Invecture Group presentó ante instancias del gobierno federal para acceder a los permisos de explotación de la mina Los Cardones se expone que “no se aumentarán los niveles de arsénico en el agua subterránea”. El Centro Mexicano de Derecho Ambiental desmiente lo anterior, pues considera que “la presencia natural de arsénico en el yacimiento provocará que al someterlo al proceso de cianuración se libere químicamente y se distribuya a todo el sistema ambiental a través de la dispersión por aire y agua”, por lo que se considera que el proyecto tendrá “una gran huella ecológica que no es evaluada”.


  Los efectos nocivos sobre el ambiente que dejará la operación de la mina Los Cardones, en Baja California Sur, expuestos públicamente por el Centro Mexicano de Derecho Ambiental en colaboración con la Environmental Law Alliance Worldwide (ELAW), también fueron avalados por el doctor Ezequiel Ezcurra, ex director del Instituto Nacional de Ecología. En un documento enviado a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), Ezcurra expone que el estudio presentado por Invecture Group tiene “deficiencias extremas y no reúne los requisitos básicos” que cualquier estudio de impacto ambiental debe tener.


  Ese ha sido el argumento base de las organizaciones civiles para exigir al gobierno federal que retire el permiso de explotación de la mina Los Cardones, pero a la fecha no hay una postura oficial de las autoridades mexicanas e Invecture Group seguía adelante con su proyecto.


  La empresa ha aplicado en Baja California Sur el mismo modelo de falsificación de estudios de impacto ambiental y despojo de tierra a sus propietarios originales que han aplicado otras mineras en el país. Y es la misma táctica que ha puesto en práctica en el municipio de Piedras Verdes, Sonora, de la mano de sus filiales Kupari Metals y Frontera Copper Corporation, para mantener en explotación la mina Piedras Verdes, cerca del municipio de Álamos, de la cual extrae anualmente más de 43 mil toneladas de cobre.


  MENTIRAS Y ENGAÑOS


  En Piedras Verdes, Invecture Group y Frontera Copper Corporation engañaron a los vecinos: les aseguraron que la explotación de la mina de cobre —la cual ya era rudimentariamente trabajada por los propios habitantes de la localidad desde 1950— traería beneficios económicos a la población, si se permitía que el sitio fuera explorado y explotado a gran escala. Ofrecieron mejorar la infraestructura urbana y pagar buenos dividendos a los vecinos —garantizaban riqueza para todos—; prometieron escuelas, un hospital, centros comunitarios y hasta una unidad deportiva, a cambio del permiso para asentarse en ese sitio.


  Convencidos de que los representantes de las dos empresas hablaban con seriedad, los vecinos de Piedras Verdes acordaron en asamblea popular ceder los derechos de la mina conocida como El Cinco o Cobre de Mayo, pues a la oferta de mejora social a la población también agregaron que habría suministro suficiente de agua, tan escasa en esa parte de Sonora; los 48 ejidatarios, propietarios del suelo bajo el que se encuentra el yacimiento de cobre, cedieron al conocer la inmejorable oferta de desarrollo urbano para su localidad.


  Con la aceptación de los pobladores de Piedras Verdes nació la minera Cobre de Mayo, S. A. de C. V., que inició trabajos apenas una semana después de que los vecinos cedieron los predios. Fue cuando afloró la verdadera intención del consorcio minero: de entrada, el pozo que surtía a la población fue cancelado. Se suspendió el suministro con el argumento de que el agua estaba contaminada y era un riesgo para la salud.


  Los predios cedidos en propiedad a la minera fueron cercados y se impidió el paso peatonal; el pueblo quedó fraccionando en tres partes. Se comenzó a instalar una red de alumbrado público, pero sólo comprendió el perímetro de lo que sería la mina. Se rehabilitó un camino, pero era el de acceso a la bocamina.


  A la minera le resultó más barato comenzar a comprar las propiedades de cada uno de los habitantes de Piedras Verdes que vivían cerca del yacimiento. Primero lo intentó por convencimiento, alegando que la polución de la mina les impediría llevar la vida de tranquilidad que durante décadas habían tenido; después lanzó una “campaña de información” que alertaba sobre los riesgos a la salud, principalmente para los niños, por la presencia de sustancias tóxicas en el aire. Y finalmente llegaron las amenazas: grupos armados fueron a cada una de las casas para exigirles a los pobladores que abandonaran el lugar.


  En febrero de 2005, mientras a los ojos de los pobladores de Piedras Verdes la infraestructura de la mina seguía creciendo, se suspendió en definitiva el suministro de agua. La minera hizo otras tres perforaciones de pozos profundos, pero fue porque su proyecto así lo requería. Y a los habitantes de la localidad no se les abandonó del todo: por gestiones de funcionaros federales y del gobierno de Sonora, se logró que la empresa entregara diariamente cinco pipas de agua para los 12 mil 472 habitantes.


  El gobierno de Sonora, encabezado entonces por Eduardo Bours Castelo, fue claro con los vecinos inconformes: les ofreció la alternativa de reubicarse. Puso a disposición de los pobladores de Piedras Verdes vehículos de mudanza para quienes no quisieran quedarse a vivir en el sitio con las nuevas condiciones impuestas por las dos trasnacionales. El servicio de mudanza, por cierto, se limitaba a un radio de 200 kilómetros. Cualquiera que quisiera ir más lejos tendría que pagar el combustible utilizado por el camión.


  Apenas unas 10 familias aceptaron la oferta de mudanza. Los demás vecinos optaron por quedarse, a sabiendas de que tendrían que vivir con la poca agua que les daba la minera, y con los consecuentes riesgos para la salud. Luego vino la depreciación de sus viviendas y predios. Cuando el consorcio dejó de comprar tierra —ya tenía la que le interesaba—, comenzó a empujar los precios a la baja.


  De esa forma, Piedras Verdes, una localidad que intentaba ser incluida en el atlas turístico de Pueblos Mágicos, fue obligado a convertirse en un pueblo desangelado, seco y sin atractivos. Fue el primero de una docena de poblados a lo largo de todo el territorio nacional condenados a convertirse en pueblos fantasma.


  Sin embargo, frente al problema social que se generó con el desplazamiento de la población necesitada del agua potable para su subsistencia, Cobre de Mayo, S. A. de C. V., mediante convenios publicitarios con medios informativos de Sonora y algunos de la capital del país, lanzó una campaña de “información” sobre los beneficios que estaba dejando la actividad minera en esa localidad. Decenas de reporteros, sin siquiera poner un pie en la localidad, dieron cuenta de “las bondades económicas” que dejaba la mina, desestimando las denuncias de los lugareños que señalaban la forma en que habían sido engañados y desplazados.


  Pese a la evidencia del deterioro en que sumió a Piedras Verdes, Cobre de Mayo, S. A. de C. V. no tuvo empacho en reconocerse —en los medios de comunicación, con insertos publicitarios pagados— como “un ejemplo de la minería responsable en México”, aludiendo al reconocimiento tácito que le otorgó el gobierno federal en 2012, al no emitirle ninguna recomendación por afectación al medio ambiente. La minera fue reconocida en la administración de Felipe Calderón como “una empresa limpia y responsable con el medio ambiente y su entorno social”.


  La campaña “informativa” de Cobre de Mayo destacó “la relación armónica que mantiene con el entorno, con su vecindad, con una presa que funciona con toda normalidad, y la convivencia con el turismo”. La perversidad en el manejo de la información por parte de algunos directivos de medios nacionales de comunicación no dejó ver siquiera la inconformidad de los vecinos privados del agua.


  También se engañó a la opinión pública, siempre en comparsa con algunos directivos de medios informativos nacionales, al señalar “la intensa interacción que mantiene (la minera) con la comunidad, dado que es un excelente vecino, una excelente fuente de empleo de calidad y un gran catalizador de la actividad económica en una zona que tenía pocas oportunidades de desarrollo”. En los medios no se dijo que a los vecinos de Piedras Verdes no se les cumplió la oferta de empleo, oferta hecha al negociar la cesión de derechos de los predios bajo los que se encuentra uno de los yacimientos de cobre más importantes de Sonora.


  A pesar de ello, en la campaña de limpieza de imagen Cobre de Mayo aseguró que “más de 10% de la población de Piedras Verdes colabora con la mina directa o indirectamente”. “[La minera] ha contribuido de manera sensible a mejorar la economía en la región donde opera. Algunos datos relevantes de esta contribución son la creación de 720 empleos directos y 3 mil 600 indirectos, así como el desarrollo de proveedores locales”, publicaron algunos medios de comunicación. “En este sentido —siguieron los desplegados pagados—, existe un padrón de 150 contratistas de las comunidades vecinas que han fortalecido sus negocios gracias a la interacción con esta empresa minera. Asimismo, cabe resaltar que la minería genera empleos de calidad en los que, en promedio, se paga 35% más que en otros sectores”.


  Ninguno de los medios informativos que aceptaron a ciegas el boletín pagado por la minera tuvo la honestidad periodística de constatar la realidad, pues los pocos empleos generados para los vecinos de esa localidad fueron tasados con salarios muy por debajo de los que establece el Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Similares de la República Mexicana; ni siquiera se permitió la subcontratación por parte de terceras empresas, pero sí se permitió el empleo de menores de edad con jornadas completas de trabajo, en condiciones de alto riesgo y vulnerabilidad, al no contar con el equipo de protección necesario.


  Frente a esa realidad la minera destacó, siguiendo con su campaña publicitaria, el uso de la tecnología más moderna para cuidar el medio ambiente, presumiendo normas que “se apegan a los más estrictos estándares nacionales e internacionales en la materia y que observan escrupulosamente las leyes y normas de seguridad ambiental”, asegurando estar pendiente de “la salud de los habitantes de las comunidades aledañas”, cuando esa misma empresa fue la que recomendó la salida de los vecinos de Piedras Verdes por el riesgo que implicaba la actividad en la mina de cobre. “El gran éxito de este proyecto minero —siguió la campaña de imagen— radica en el aval social que ha encontrado y que le permitió mover todo un pueblo para hacer posible la extracción minera con el apoyo de la comunidad.” Sólo en eso no mintió la trasnacional: en mover a un pueblo, pues efectivamente, todo el pueblo de Piedras Verdes fue desplazado de su sitio original.


  Capítulo 5


  México es un país fantástico: hay fantasía en todo, menos en la aplicación de la justicia.


  ERWIN SLIM, activista social


  JUSTICIA CIEGA


  Sumado a la corrupción del sistema político mexicano, la actuación de las mineras sin rostro es lo que favorece al despojo de los pueblos. En todos los casos en donde se hace presente esta industria, ninguna de las firmas a las que se les otorgan las concesiones de explotación del subsuelo revelan los nombres de las personas responsables de las actividades. Siempre la lucha de los pobladores es contra una fría razón social, de la que, en el mejor de los casos, se puede encontrar un domicilio o un teléfono en alguna página de internet, pero nunca el nombre de alguien a quien hacerle el reclamo directo.


  No hay ni un caso documentado en México, dentro de los conflictos que por la tierra y el agua encaran los pueblos frente a las mineras, en el que los verdaderos dueños de las empresas se hayan sentado a dialogar con los vecinos afectados; siempre son algunos abogados o representantes los que hablan con los defensores de la tierra; en la mayoría de los casos, esos representantes de los intereses de las mineras no tienen facultades para hacer acuerdos que se puedan sostener.


  Por esa razón los diálogos siempre quedan rotos; las decisiones finales sobre los reclamos de los pueblos afectados no se resuelven en coparticipación. Siempre son decisiones unilaterales e inflexibles, dictadas desde la cúpula de las trasnacionales, a las que lo último que les interesa es el beneficio de la población.


  Las mineras sin rostro engañan a la población; su llegada siempre se anuncia como parte de una serie de acciones de desarrollo y progreso para la zona. Pero a la fecha no hay una sola localidad en el país en la que las trasnacionales exploten el subsuelo en armonía con la población local y el cuidado al medio ambiente.


  Los llamados “proyectos de muerte”, como han calificado los pueblos indígenas a los planes de explotación minera irracional, se han triplicado desde 2015, a consecuencia de la entrada en vigor de la Reforma energética, que posibilita la explotación del subsuelo nacional dando preponderancia a los proyectos extractivos frente a la vocación agrícola de las zonas rurales del país.


  El artículo 6 de la Ley Minera, decretada por el presidente Carlos Salinas de Gortari el 26 de junio de 1992 —su última reforma se hizo el 11 de agosto de 2014—, establece claramente la preponderancia de la minera frente a otras actividades en el uso del suelo, al declarar que “la exploración, explotación y beneficio de los minerales o sustancias a que se refiere esta Ley son de utilidad pública, serán preferentes sobre cualquier otro uso o aprovechamiento del terreno, con sujeción a las condiciones que establece la misma, y únicamente por ley de carácter federal podrán establecerse contribuciones que graven estas actividades”.


  Ese párrafo es el que ha dado sustento a la expansión de las mineras en el país, pese a que la mayoría de los proyectos denunciados afectan el medio ambiente con daños severos e irreversibles, principalmente a los mantos acuíferos.


  El gobierno federal ha sido omiso frente al impacto ambiental de la minería. En 2016 la Profepa emitió sólo cinco sanciones de daño ambiental, pese a que los vecinos de las minas levantaron al menos 322 denuncias por afectación al entorno ecológico.


  La radiografía de la minería sin rostro en México aporta otro dato revelador: la mayor parte de los miles de permisos otorgados durante los gobiernos de Vicente Fox, Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto fueron a parar a manos de los grupos empresariales Peñoles, de la familia Baillères; Grupo México, de Germán Larrea, y Frisco, de Carlos Slim, cuyos grupos abanderan los proyectos de muerte, sin dar la cara a la población afectada.


  Son las mineras de estos empresarios las que tienen la concesión de por lo menos 70% de la superficie explotable del país entregada a trasnacionales, y en sus proyectos no participan agrupaciones gremiales o sindicales que procuren la seguridad laboral de quienes son empleados para la excavación del subsuelo.


  Como ejemplo, baste recordar casos como el de la comunidad colimense de Zacualpan, en Comala; en esa localidad se incrementaron los índices de cáncer entre la población y, según estudios de la universidad local, hay lluvia ácida. Los pobladores ya han intentado hablar de esto con Gabfer, pero como la empresa no tiene rostro, no se ha podido concretar ningún acuerdo para que la trasnacional pague los servicios médicos de los afectados por su proyecto extractivo.


  Michoacán es otro ejemplo de la presencia de mineras sin rostro; en el entorno de la mina de Aquila, de Ternium, los índices de enfermedades en la piel y vías respiratorias en menores han ido al alza en los últimos cinco años, según las estadísticas del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), y a pesar de que los habitantes del lugar han intentado hablar con los representantes de la firma, para reclamar un programa de asistencia médica para la población, sólo se han encontrado con empleados que no tienen poder de decisión.


  Como única respuesta, los vecinos de Aquila han encontrado, cada vez que pretenden un acercamiento con Ternium, una infranqueable barrera de guardias privados que les impiden el acceso a las instalaciones administrativas de la mina, y que además los amenazan de muerte; esos guardias privados que amedrentan a la población inconforme son el mismo grupo de autodefensas que la trasnacional integró, con respaldo del gobierno federal, para poner a salvo sus intereses económicos.


  Pero Puebla es la entidad donde mayor sordera muestran las mineras. Sólo en ese estado se han denunciado públicamente 174 proyectos mineros, de los cuales al menos 12 tienen obras simultáneas de construcción de hidroeléctricas y termoeléctricas que atentan contra la salud de la comunidad, pero sobre todo contra los recursos naturales que ancestralmente han pertenecido a los pueblos originarios.


  Por esa razón los vecinos afectados no le dan a las actividades mineras el cariz que quiso resaltar el gobierno estatal y que fue una de las banderas del entonces gobernador Rafael Moreno Valle, quien las presentaba como proyectos de desarrollo.


  La voracidad de las mineras internacionales se refleja en el número de concesiones que han logrado para la explotación del subsuelo mexicano en los últimos años; Miguel Reyes Hernández, investigador de la Universidad Iberoamericana, estima que la superficie entregada en concesión para su explotación irracional ya llega a la cuarta parte del territorio nacional.


  La cifra cobra mayor relevancia si se hace una comparación con otros países mineros de América Latina: Bolivia o Chile, con una superficie menor a la mexicana, han entregado a las mineras internacionales apenas la octava parte de su suelo.


  En la mayoría de los casos las mineras no respetan los límites establecidos en las concesiones otorgadas, y extienden su explotación a radios mayores que llegan a triplicar la superficie entregada inicialmente, con la finalidad de abarcar yacimientos cercanos a los entregados legalmente. En el caso de México, la extensión arbitraria de los radios de explotación minera, estima Miguel Reyes Hernández, obedece al plus que otorga la reforma energética impulsada por Enrique Peña Nieto, que autoriza a las mineras a explotar los yacimientos minerales en el radio original, y también los hidrocarburos y agua que se pudieran encontrar en el subsuelo de la superficie entregada en la concesión.


  Como ejemplo de la voracidad minera está el caso de la canadiense Almaden Minerals, que este año realizaba trabajos de exploración en una superficie de más de 2 mil hectáreas de terreno comunal de Ixtacamaxtitlán, Puebla; inicialmente la concesión otorgada sólo comprendía una superficie de 16 hectáreas de un suelo utilizado por los pobladores locales para el pastoreo, la siembra y la explotación forestal, pero que de la noche a la mañana, con el beneplácito del gobierno federal y el aval del estatal, el de Rafael Moreno Valle, se vio invadido de trabajadores colocando barrenos sobre la superficie para detectar vetas de oro, sin ningún tipo de consideración sobre el impacto ambiental.


  Pero Almaden Minerals no se ha conformado con la extensión de su dominio a 2 mil hectáreas. Amparada por la reforma energética, la minera canadiense ha puesto los ojos en una superficie de más de 20 mil hectáreas, sin importar que ese suelo sea propiedad legítima de los comuneros.


  Almaden Minerals tiene presencia en la industria minera de Canadá, Estados Unidos y México, pero es aquí donde ha logrado sus mayores utilidades: creció considerablemente en los últimos seis años gracias a concesiones para explotación de suelo con yacimientos minerales para los próximos 50 años. En 2008 se dieron las concesiones más importantes a la empresa canadiense, cuando obtuvo permisos para la exploración y explotación de 16 hectáreas, con la posibilidad de extender su dominio, si así le convenía, a 55 mil 990 hectáreas en la zona de Ixtacamaxtitlán, principalmente en la comunidad Tulgtic, en la Sierra Norte de Puebla, donde ya se establece el llamado proyecto Ixtaca, el más ambicioso del país para la extracción de oro.


  LA REFORMA, PARA LOS RICOS


  Gracias a la reforma energética, las mineras de las familias Slim, Larrea, Salinas y Baillères, favorecidas desmedidamente desde 10 años antes de que entrara en vigor la nueva legislación federal en materia de energía, son las que más se han beneficiado de esa ley y las han convertido en las más rentables del país; a eso contribuyen los bajos salarios que pagan a sus trabajadores y la condonación de impuestos federales y locales con que se les privilegia. Además, otras prebendas, como el servicio de energía eléctrica, el suministro de agua potable y otros servicios locales, además de derechos federales no declarados, como el pago de cuotas al IMSS, hacen que las utilidades de las empresas crezcan desmesuradamente.


  Ésa es la razón por la que los conflictos sociales —causados por la presencia de mineras en comunidades indígenas, a las que despojan de los recursos naturales— aumentaron durante 2017. En Michoacán hay 18 proyectos con graves confrontaciones sociales; en Colima se han denunciado 11 proyectos que atentan contra el medio ambiente; en Oaxaca son 23 las explotaciones de minas que afectan a los pobladores; en Durango se registran 10 proyectos de muerte, en tanto que en Zacatecas, Colima, San Luis Potosí, Chihuahua y Coahuila son 48 las minas que atentan contra la población, y que han creado división y muerte entre sus pobladores.


  La mayoría de los conflictos mineros que aún persisten fueron generados durante los gobiernos de Vicente Fox y Felipe Calderón. La cuarta parte de ellos en el sexenio de Enrique Peña Nieto, pues la reforma energética se ha visto como una oportunidad para los planes de explotación del subsuelo nacional por parte de estos conglomerados trasnacionales, sin importar que la mayor parte de la superficie que se les entrega está en zonas indígenas, lo que ha generado el brote de por lo menos 73 conflictos sociales, donde las comunidades originarias han aportado muertos y desplazados.


  Los órganos de justicia en México, dentro de los conflictos que representan las comunidades naturales frente a la lucha contra las mineras, se ponen del lado del capital. Así ocurrió en el municipio de Huauchinango, Puebla, donde la comunidad nahua de Cuacuila solicitó el amparo de la justicia federal al verse afectada por las empresas Gasoductos del Altiplano Termigas, S. A. de C. V., y Gasoductos Mexicanos, S. A. de C. V., que les arrebataron parte del territorio.


  Un juez federal decidió no atender la demanda por violación de garantías a la comunidad, sólo porque la población no tuvo dinero para publicar un edicto, por cuya inserción se cobraban 40 mil pesos. Ésa fue la razón por la que el juez de la causa determinó finalizar anticipadamente el juicio de garantías iniciado por los indígenas. Ese juicio era la única esperanza que tenían para impedir el proyecto de muerte en su comunidad, el denominado Gasomex, que consiste en el transporte de gas propano comercial por ducto, desde Tuxpan de Rodríguez Cano, Veracruz, hasta Atotonilco de Tula, en Hidalgo, con una extensión de 300 kilómetros, a lo largo de los cuales se suministrará combustible a las empresas mineras asentadas en la zona.


  Este proyecto de gasoducto, que no quiso ser frenado por la justicia federal, cruza por Hidalgo, Estado de México, Puebla y Veracruz, y afecta al entorno ecológico y las condiciones de seguridad de la población de 24 municipios, así como las tierras productivas de mil 500 pequeños propietarios con perjuicio a por lo menos 219 campesinos de 70 ejidos.


  Éste no es el primer caso en el que el sistema judicial federal se pone del lado de las empresas. Sólo durante 2016 al menos 19 comunidades indígenas de la Sierra Norte de Puebla buscaron su protección para frenar los proyectos de explotación del subsuelo. En ninguna de esas demandas de amparo la justicia falló a favor de los quejosos.


  En la mayoría de los casos los proyectos de amparo ni siquiera fueron admitidos en los juzgados; los juzgadores alegaron que dichos recursos legales no cumplieron los requerimientos técnicos, principalmente en su estructura de petición, lo que hace más cuestionable la aplicación de la justicia federal, declaró para esta investigación el maestro Juan Romero, especialista en derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México, quien aseguró que la negativa de los amparos para las comunidades indígenas es casi general, sobre todo cuando se trata de proyectos de explotación del subsuelo, “porque los jueces buscan fallas técnicas en la demanda de amparo, en lugar de ver las razones que les asisten a los demandantes. Por eso se dan casos en donde se suspende el juicio, porque no se cumplió con la publicación de un edicto, que es algo técnico”.


  Eso es lo que ha hecho que de los 37 casos más graves de conflictos que ha registrado en México el OCMAL hasta 2017, en ninguna de las comunidades afectadas pudieron contar con el amparo de la justicia federal. Por esos 37 conflictos el Poder Judicial mexicano ha recibido 83 solicitudes de amparo, en reclamo del cese de la actividad minera; todos fueron rechazados por los jueces federales de distrito, principalmente con el argumento de falta de motivación de los escritos o inexistencia jurídica del acto reclamado.


  Esto se evidencia claramente con el caso de la Minera San Xavier, subsidiaria de New Gold Inc., en San Luis Potosí: tres distintos jueces federales desoyeron el reclamo colectivo para frenar las actividades mineras con el mismo argumento: el escrito legal presentaba fallas de origen, se carecía de fundamentación.


  A los juzgadores no les importó la evidente devastación ecológica ocasionada por la minera, sólo centraron su atención en las formalidades del escrito, sin atender la exposición que hablaba de que cientos de viviendas dentro del radio de explotación se veían afectadas por el uso de dinamita, que cimbraba las estructuras y también destruía las fuentes internas de agua que abastecen a la población.


  El principal opositor a la destrucción del Cerro de San Pedro es Mario Martínez Ramos, fundador del Frente Amplio Opositor (FAO) a la Minera San Xavier e integrante fundador de la Red Mexicana de Afectados por la Minería (Rema), quien comenzó la defensa del cerro y del pueblo de San Pedro en 1995, cuando las primeras exploraciones de la riqueza del subsuelo las realizó Metallica Resources Inc., que luego se transformó en New Gold Inc., que hace sus trabajos de explotación mediante la subsidiaria Minera San Xavier, S. A. de C. V.


  Desde que supo de la forma devastadora que se pretendía para extraer las vetas de oro y plata en la región, Mario Martínez Ramos comenzó a convocar a la comunidad para llevar a cabo una lucha organizada y legal “a fin de alcanzar la defensa de la tierra que por siglos ha pertenecido a los pobladores”, pues de primera intención Metallica Resources Inc. había anunciado la necesidad de desalojar toda la zona, obligando al desplazamiento a todo el pueblo, “porque la tierra como se conocía iba a desaparecer”.


  Como en todos los casos en donde se asientan las mineras, Metallica Resources Inc., por conducto de sus representantes legales, expuso a los habitantes de San Pedro, en San Luis Potosí, todos los “beneficios” que traería la instalación de la mina a tajo abierto. Se habló de empleos, generación de riqueza, mejoras en la infraestructura urbana y de un nuevo sitio al que sería desplazada la población. Pero sobre todo, se insistió en el fin de la pobreza. A la fecha la pobreza en San Pedro sigue sin moverse. Es una de las más lacerantes de todo el país, según datos del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval).


  Los beneficios económicos y sociales anunciados por la minera nunca llegaron. Por el contrario, lo que se comenzó a observar, al comenzar la explotación, fue la destrucción del medio ambiente y de una parte de San Pedro; entre 1996 y 2011 los funcionarios de alto nivel se hicieron de la vista gorda y no frenaron los trabajos de la empresa, la cual amenazaba la existencia de un pueblo fundado hace más de 400 años. En San Pedro, si bien es cierto que ya había trabajos de minería para la extracción de oro y plata, también se debe considerar que esos trabajos, realizados por algunos pobladores de la zona, se llevaban a cabo con absoluto respeto al entorno social y ambiental.


  A la lucha de Mario Martínez Ramos, que se destacó por la defensa del patrimonio histórico y cultural de San Pedro, se sumó El Foro San Luis Ecológico, que hizo despertar a la población, pues expuso en una serie de asambleas populares el daño que la industria extractiva causaba al patrimonio histórico y al entorno, principalmente a los veneros de agua que comenzaron a disminuir su capacidad de abasto a la población.


  Tanto el Frente Amplio Opositor a la Minera San Xavier como la Red Mexicana de Afectados por la Minería y El Foro San Luis Ecológico intentaron demostrarle al gobierno de San Luis Potosí, primero al encabezado por Horacio Sánchez Unzueta y después al de Fernando Silva Nieto, el daño ambiental y social que causaba la industria minera. Pero los encargados de la Secretaría de Gestión Ambiental de San Luis Potosí y de la propia Semarnat se negaron a cuestionar los estudios de impacto ambiental que fueron emitidos por Metallica Resources Inc.


  La negativa del gobierno estatal y de la delegación de la Semarnat en San Luis Potosí para dialogar con la población de San Pedro obligó a la población a organizar manifestaciones, que fueron sofocadas violentamente por los cuerpos de seguridad pública del estado. Se criminalizó la gestión de los líderes del movimiento, iniciándose al menos 21 carpetas de investigación criminal contra igual número de opositores, entre ellos el propio Mario Martínez Ramos y la doctora en biología Angelina Núñez Galván, quienes comenzaron a ser perseguidos.


  La persecución del gobierno de San Luis Potosí, en contubernio con Metallica Resources, a Martínez Ramos y Núñez Galván, así como a otros 19 activistas, se debió a que éstos pudieron demostrar, con base en un minucioso desglose del estudio de impacto ambiental de la zona, que la labor extractiva pretendida ponía en riesgo el entorno y la vida de los habitantes de San Pedro, y que atentaba contra todo el ecosistema y asentamientos urbanos dentro de la zona del Valle de San Luis, incluida la capital del estado y el municipio de La Soledad.


  Frente a esa evidencia, arreció la persecución dictada desde la gerencia de Metallica Resources y ejecutada por los gobiernos del estado —ahora los encabezados por Marcelo de los Santos y luego por Fernando Toranzo Fernández— contra los activistas. Pero el gobierno estatal les ofreció a ellos y a todos los integrantes del Frente Amplio Opositor a la Minera San Xavier, de la Red Mexicana de Afectados por la Minería y del Foro San Luis Ecológico, hacer un nuevo estudio de impacto ambiental para demostrar que las conclusiones de los defensores de la tierra estaban erradas.


  El gobierno de San Luis, por instrucción de la gerencia de la minera, mandó llamar a un grupo interdisciplinario de académicos del Instituto Politécnico Nacional (IPN), a quienes se les pidió que realizaran estudios sobre los efectos de la extracción minera en San Pedro, desde el punto de vista histórico, cultural, geológico e hidrológico; los académicos sólo pidieron trabajar libremente y con apego a la realidad del problema. El resumen de nueve meses de trabajo cupo en una frase: “Este proyecto es criminal”.


  La conclusión de los científicos y académicos se fincó en el hecho de que para la explotación de la mina de San Xavier en el Cerro de San Pedro, a sólo ocho kilómetros de la capital de San Luis Potosí, se utilizarían diariamente 16 toneladas de cianuro de sodio, cuyos lixiviados afectarían los mantos freáticos, en perjuicio de más de 800 mil habitantes de esa zona conurbada, que representa casi 40% de la población del estado.


  También se determinó que la minera no tenía la capacidad técnica ni económica para manejar los desechos sólidos contaminados, derivados del lavado de minerales; se estableció que la extracción promedio semanal de 100 toneladas de tierra dejaría al menos una tonelada de lodo contaminado con cianuro, cuyos escurrimientos se filtrarían a los mantos acuíferos, mientras que otra parte se dispersaría por el aire, en afectación directa a la salud de los habitantes de San Pedro y a las colonias suburbanas de la capital potosina.


  Los estudios de los científicos y académicos del IPN también determinaron que la intención del proyecto minero era la demolición de 80 mil toneladas de cerro, para lo que se utilizarían, cada día, casi 25 toneladas de explosivos a base de nitrato de amonio y detonantes, que por sí mismos son altamente contaminantes del aire y afectan las vías respiratorias provocando asma y bronquitis.


  Otro dato que quedó al descubierto, tras la intervención de los especialistas del IPN, fue algo que había ocultado Metallica Resources: tras la extracción de tierra del cerro de San Pedro, luego del lavado con cianuro de sodio para la extracción de oro y plata, ese mismo material terroso sería reutilizado y lavado con otros compuestos químicos, hasta lograr la extracción de por lo menos otros 12 minerales de alto valor en el mercado, como manganeso, cobre, cobalto, zinc y plomo, lo que incrementaba la posibilidad de contaminación de los mantos acuíferos, además del agotamiento de esas reservas, pues la demanda de agua sería muy alta.


  Ésa fue la gota que derramó el vaso; el estudio del IPN reveló que sólo para el empleo de 16 toneladas de cianuro de sodio para separar el oro y la plata de las rocas se necesitan 32 millones de litros de agua, cantidad equivalente a la que utilizan más de 100 mil familias diariamente. La solución de agua y cianuro de sodio se aplica, por aspersión, a las montañas de material terroso, para extraer el mineral buscado, pero el proceso genera la evaporación de por lo menos 45% de ese compuesto, lo que crea la lluvia ácida; el restante 55% escurre y se filtra a los mantos acuíferos en un proceso de percloración, con la consecuente contaminación.


  Todo eso fue desoído por el gobierno de San Luis Potosí. Pese a que tuvo los resultados de los estudios de impacto ambiental de los especialistas del IPN, no se hizo nada para frenar la devastación en el cerro de San Pedro. Fue lo que obligó a la comunidad a buscar el amparo de la justicia federal. No lo logró. En dos juzgados los reclamos fueron desechados con el argumento de que el hecho reclamado ya había cesado. En efecto, a principios de 2017 la Minera San Xavier anunció el cese de actividades en la zona; pero para entonces la región en donde se asentó desde hacía 22 años ya estaba totalmente devastada.


  La explotación minera de Metallica Resources durante más de dos décadas, por medio de la subsidiaria Minera San Xavier bajo las directrices empresariales de New Goldcorp Inc., sólo dejó a la población de San Pedro pobreza y desolación; frente a los casi 2 mil millones de dólares que el corporativo logró como utilidad durante cada uno de los años de las últimas dos décadas, resalta el índice de marginación y pobreza de esa región, que según el INEGI se ha mantenido en los mismos estándares de 1995.


  Las cifras del Coneval revelan que de nada ayudó la explotación minera de la zona para mejorar la situación de vida en San Pedro, donde se registra como única variante un decremento en el número de sus habitantes, a causa de la emigración de familias desplazadas por la destrucción del cerro. Todos siguen igual de pobres que antes; no recibieron ningún beneficio económico, pese a ser propietarios del yacimiento de oro más grande del centro de país.


  Otros casos en los que se evidencia aún más claramente la omisión de los órganos de justicia en nuestro país, cuando se trata de valorar los intereses sociales de los pueblos afectados frente a los económicos de los grandes corporativos mineros, son los municipios de San Luis Acatlán, Zapotitlán Tablas, Malinaltepec y Tlacoapa, Guerrero. Los habitantes de esa zona de la montaña mantienen desde hace más de cinco años una disputa con la minera de origen peruano y capital británico Hochschild Mining, que explota los proyectos mineros Corazón de Tinieblas y Reducción Norte de Corazón de Tinieblas, donde, bajo una superficie de poco más de 59 mil hectáreas, hay reservas probadas de oro, plata, plomo, zinc, cobre y hierro viables para su explotación permanente los próximos 30 años.


  El gobierno federal entregó las dos concesiones mineras durante la administración de Felipe Calderón, sin importar que el polígono reclamado para proyectos extractivos afectaba el suelo agrícola y de pastoreo de poco más de 230 ejidatarios de las comunidades indígenas de Totomixtlahuaca, Tenamazapa, San Miguel El Progreso, Tierra Colorada, Tilapa, Pascala del Oro y Acatepec. Las estimaciones de la Secretaría de Economía revelan que la explotación del subsuelo de esa zona dejará una utilidad neta de casi 3 mil millones de dólares por cada año de perforación.


  Los principales conflictos mineros en Guerrero se concentran en la zona de La Montaña. Allí ha escalado el número de concesiones mineras, otorgadas ya en la administración de Enrique Peña Nieto; el número de permisos para la extracción de minerales ha crecido más de 20% en relación con los otorgados por el gobierno anterior.


  Los permisos han sido entregados con base en el criterio el emitido por la Secretaría de Economía, que en 2011 estableció: “El potencial geológico-minero sigue siendo muy amplio y favorable, considerando que el territorio guerrerense no ha sido suficientemente explorado y cuenta con grandes posibilidades para la localización de nuevos yacimientos de interés económico, en zonas geológicamente prospectivas con evidencias de mineralización, que justifican trabajos exploratorios de mayor detalle, y que representan un gran atractivo para la inversión nacional y extranjera”.


  Ésa ha sido la principal justificación oficial en Guerrero para pasar de 583 concesiones hasta el último día de gobierno de Felipe Calderón, a 702 hasta septiembre de 2017. Las beneficiarias de esa política económica son Guerrero Exploration Inc., Riverside Resources Inc., Lucky Minerals Inc., Cortez Gold Corp., First Gold Exploration Inc., Camsim Minas, S. A. de C. V., Goldgroup Mining Inc., Agnico-Eagle Mines Limited, Alamos Gold Inc., Guerrero Ventures Inc., Minaurum Gold Inc., Alianza Minerals Ltd., Alphamin Resources Corp., Minera Camargo, S. A. de C. V., Minaurum Gold Inc., Newstrike Capital Inc. —de capital canadiense—, Dowa Mining Co. Ltd., Sumitomo Metal Mining y Compañía Minera Parreña, S. A. de C. V.


  DESARROLLO Y CONFLICTOS SOCIALES


  La creciente presencia de las mineras en Guerrero, que ha pasado sobre el derecho de los pueblos naturales a sus tierras, es una de las causas por las que los conflictos sociales han ido al alza en los últimos tres años. Ante la organización colectiva y pacífica de los pueblos indígenas han surgido movimientos armados, como los grupos de autodefensa financiados por las propias mineras, para tratar de mantener a raya a los defensores de la tierra.


  Uno de los grupos que representan los intereses de sobrevivencia de los pueblos indígenas y se ha alzado contra las mineras es la Coordinadora Regional de Autoridades Comunitarias-Policía Comunitaria (CRAC-PC), que lucha para frenar las minas Corazón de Tinieblas y Reducción Norte de Corazón de Tinieblas, que Hochschild Mining ha defendido con el apoyo de grupos de células de los cárteles de los hermanos Beltrán Leyva y del Cártel de Jalisco Nueva Generación (CJNG).


  Hochschild Mining también ha creado sus propios grupos armados, que han saltado a la escena pública como autodefensas y que, de la mano de las células de los cárteles se han lazando en una guerra abierta contra los grupos de resistencia armada de la CRAC-PC, ocasionando sólo en 2016 más de 650 muertos, casi dos mil desplazados y cerca de 730 desaparecidos.


  En esta guerra el narcotráfico es sólo un pretexto; en realidad tiene su origen en la disputa por la riqueza del subsuelo. En Guerrero la actividad extractiva genera una utilidad anual cercana a los 8 mil 837 millones de dólares, casi 5% de la riqueza que obtienen las mineras en todo el país. Esta cifra cobra mayor dimensión cuando se compara con las utilidades generales del narcotráfico en esta entidad. Según el Departamento del Tesoro de Estados Unidos, el trasiego de drogas aquí deja una utilidad del orden de dos mil millones de pesos al año.


  Un informe del Cisen revela que en 2016 el crimen organizado, distribuido en siete cárteles y cerca de 18 células criminales independientes en Guerrero, tuvo ingresos por casi 300 millones de dólares, lo que equivale a 11% de la riqueza generada por la industria minera en la entidad.


  La mayoría de los cárteles y células criminales independientes, aun cuando participaron en labores al servicio de los corporativos mineros, no dejaron de realizar actividades ilícitas —secuestro, extorsión y ejecuciones por encargo—, lo que ayudó también a los intereses de esas empresas al propiciar el desplazamiento poblacional.


  Como a Hochschild Mining, también a la minera Exploration Inc. se le acusa de tener nexos con las células delincuenciales de Los Pelones, que tienen asolada la zona de exploración en el sur del estado, donde el número de homicidios en 2016 llegó a 39, en tanto que la cifra de secuestros —en los que no se pedía rescate y sólo se exigía la salida de familias completas de la zona— llegó 37, de acuerdo con el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SESNSP).


  Según algunos líderes de grupos de autodefensa, también a las empresas Cortez Gold Corp., Alphamin Resources Corp., Alphamin Resources Corp. y Agnico-Eagle Mines Limited se les relaciona con la actividad delincuencial que en esa parte del estado realizan los minicárteles La Barredora, Cártel Independiente de Acapulco, Los Granados, La Tercera Hermandad y Fuerza Guerrerense, que han hecho que el índice de homicidios se haya elevado a 382 sólo en las regiones perimetrales de los predios mineros en exploración, entre el centro y el sur-poniente de la entidad. Con las estadísticas del SESNSP, el gobierno federal reconoce que el número de secuestros en esa región promedia siete cada mes.


  A esta estadística se deben sumar las cifras de la CRAC-PC, que hablan de un promedio mensual de 140 desplazados, quienes son intimidados por el crimen organizado tras recibir reclamos de extorsión. “Una extorsión casi simbólica”, contó para esta investigación Juan Andrés Hernández, un desplazado de la zona de La Montaña al que un grupo del crimen organizado le reclamó el pago semanal de 50 pesos para respetar la vida de cada uno de los seis integrantes de su familia.


  Juan Andrés Hernández no pudo pagar esa cantidad y optó por irse.


  ALIANZAS INMORALES


  El gobierno federal conoce, pues así lo revelan algunos informes del Cisen, la relación entre empresas como Minaurum Gold Inc., Alamos Gold Inc., Alianza Minerals Ltd., Roveside Resources Inc. y las células criminales Comando del Diablo, La Empresa, Comando Especial Zeta y La Guardia Michoacana. Los grupos criminales son responsables de las amenazas y desplazamientos forzados de los líderes comunales, lo que los convierte en guardias particulares de los intereses mineros. Pese a ello no hay una política encaminada a la protección de la comunidad; más bien pareciera que desde la federación, y con apoyo de funcionarios del gobierno estatal, se tolera esta situación. Esto ha sido desestimado por el gobernador guerrerense Héctor Astudillo, quien en repetidas ocasiones ha referido que la violencia en la que se ha sumido el estado “obedece a disputas entre los grupos del crimen organizado por el control de las plazas para el trasiego y comercialización de drogas”.


  Esa postura fue la que en su momento esgrimió el entonces gobernador Ángel Aguirre Rivero, quien apoyó a la minería internacional para que se estableciera en Guerrero con por lo menos otras 250 concesiones de explotación del subsuelo para beneficio de empresas, mayoritariamente de capital canadiense, chino, estadounidense e inglés, siempre asociadas con inversionistas mexicanos, entre ellas Lucky Minerals Inc., First Gold Exploration Inc., Camsim Minas, S. A. de C. V., Guerrero Ventures Inc., Minera Camargo, S. A. de C. V., Dowa Mining, Co. Ltd., Sumitomo Metal Mining, Compañía Minera Parreña, S. A. de C. V. y Newstrike Capital Inc.


  Coahuila es el ejemplo por antonomasia de la relación del crimen organizado con las mineras. Esa relación la evidenció el ex gobernador coahuilense Humberto Moreira Valdez, al revelar en una entrevista con Joaquín López Dóriga en Radio Fórmula las posibles causas del asesinato de su hijo José Eduardo Moreira Rodríguez, ocurrido en Ciudad Acuña el 6 de octubre de 2012.


  Humberto Moreira señaló que el fallecimiento de su hijo fue a causa de una venganza de Miguel Ángel Treviño Morales, el Z-40, quien habría ordenado el asesinato de José Eduardo Moreira en venganza por la muerte de Alejandro Treviño Chávez, sobrino del capo, abatido con otras cuatro personas en un enfrentamiento con las fuerzas estatales de seguridad en el municipio de Piedras Negras.


  La venganza de Los Zetas contra la familia Moreira, ya con Rubén Moreira Valdez al frente del gobierno de Coahuila, fue anunciada públicamente: tras la ejecución de Alejandro Treviño aparecieron mantas y pancartas por todo el estado con la leyenda “familia por familia”.


  La venganza, en apariencia, no tiene ninguna relación más que la intención criminal del entonces jefe de Los Zetas, pero en realidad revela una confrontación entre la familia gobernante de Coahuila y el cártel que en esa entidad se pudo posicionar, según la procuraduría estatal, desde la gubernatura de Enrique Martínez y Martínez, a partir de 1993.


  Los Zetas comenzaron a transitar del ilegal trasiego de las drogas al rentable y lícito negocio de la minería. Esa vertiente fue fortalecida por Miguel Ángel Treviño Morales, quien al ver las dificultades que le representaba el programa oficial de combate a las drogas decidió darle un giro a la actividad delincuencial: encontró una verdadera “veta de oro” en los yacimiento carboníferos de Coahuila, principalmente en la zona de Progreso, donde el cártel se apropió de por lo menos 138 pocitos, minas rudimentarias de carbón de donde se extrae el mineral a base de pico y pala.


  Miguel Ángel Treviño Morales extendió el dominio sobre los pocitos de toda la zona carbonífera del estado luego de la muerte de Heriberto Lazcano, quien también creía en la posibilidad económica de la minería. Durante su reinado al frente del cártel, Lazcano no sólo había dado prioridad al trasiego de drogas y al cobro de piso “por protección” a algunas de las mineras con las que mantuvo relación, sino que se adentró en la extracción y comercialización de carbón.


  Humberto Moreira, en la entrevista con Joaquín López Dóriga, reveló la condición “empresarial” de Los Zetas en Coahuila: “Desde hace unos meses es un secreto a voces que en la región carbonífera del estado los narcotraficantes empezaron a cambiar de giro. En lugar de secuestros, levantones o cuotas a los giros negros, les dio por extraer carbón”, expuso. Lo que no dijo el que también fuera presidente del Comité Ejecutivo Nacional del PRI es que durante su administración la actividad “empresarial” de Los Zetas, en el giro de la extracción y comercialización de carbón, creció notablemente.


  Un informe del Cisen, emitido por su oficina en Satillo, refiere que de 2008 a 2010 Los Zetas tenían negocios con mineras de Coahuila, lo que les dejaba beneficios del orden de 200 millones de dólares al año. Mucho de ese carbón fue a dar, vía empresas legales, a la CFE para su uso en la generación de electricidad.


  Humberto Moreira refirió esa misma situación cuando dijo que “en la región carbonífera hay gente que tiene una producción de 100 mil toneladas (de carbón) y vende 200 mil, las otras 100 mil, ¿a quién se las compran?” La pregunta quedó en el aire, pero la respuesta apunta a la relación corrupta que mantienen las mineras de esa entidad con el cártel. En Coahuila el predominio de la producción carbonera lo tienen empresas como Grupo Acerero del Norte, Minsa, Grupo México, Carbonera San Patricio y Energía y Minera del Noreste, que absorben 95% de la producción estatal de carbón.


  Estos grandes corporativos se hacen de casi toda la producción de carbón en Coahuila, por medio de por lo menos medio centenar de empresas locales que se dedican sólo a la recolección y venta de material de carbón, que se comercializa sin que se investigue su procedencia; la mayor parte de ese mineral proviene de los pocitos, que pese a estar prohibidos por la Secretaría del Trabajo siguen operando.


  Una de las características de las comercializadoras de carbón es que, pese a los miles de toneladas de mineral que colocan en el mercado, no tienen trabajadores registrados ante el IMSS, lo que apunta a la posibilidad de que el material comercializado provenga de fuentes ilícitas. Pero nadie investiga a esas empresas porque las amparan organizaciones gremiales como la Unión Mexicana de Productores de Carbón (UMPC) y la Unión Nacional de Productores de Carbón (UNPC), las dos centrales empresariales más importantes de Coahuila, no sólo porque por intermediación se suministra carbón para las actividades de la CFE por conducto de la paraestatal Promotora para el Desarrollo Minero (Prodemi) —que hace posible el funcionamiento de las carboeléctricas José López Portillo y Carbón II—, sino porque tienen presencia en la vida política de la entidad: aportan recursos a los candidatos a cargos de elección popular en los niveles estatal y municipal.


  Entre 2009 y 2010 la PGR abrió diversas carpetas de investigación contra 11 de esas empresas. Los indicios llevaron a suponer la colusión de algunos de los mandos empresariales con células de Los Zetas. Sospechosamente —de acuerdo con una fuente de la PGR—, las investigaciones sobre esas mineras fueron abandonadas “por decisión presidencial” y varios de los agentes que las llevaban fueron reasignados a otras tareas; incluso algunos de ellos, como el comandante Antonio Mejía Robles, fueron implicados en hecho delictivos.


  Las comercializadoras de carbón puestas bajo la mira, sin ninguna acusación formal por parte de la PGR, fueron Minera Zapalinamé, Minera Río Álamo, Mantos Carboníferos, Carbón Mexicano, Comercializadora de Productos Minerales, Minera 2G, Minera Génesis, Minera Dalma, Combustibles Fósiles, Perforaciones Técnicas Industriales y La Misión, que en conjunto pudieron comercializar con la CFE, entre 2008 y 2011, volúmenes de carbón por más de 2 mil millones de pesos.


  Otras comercializadoras que estuvieron bajo la mira de la autoridad federal fueron El Progreso, Rodensa y Carbón y Derivados, Minería Internacional, Binsa, Carbonífera Las Dos Glorias, Corporativo 3 Potrancas y Primero Mining, porque en averiguaciones previas fueron mencionadas por algunos detenidos, sospechosos de pertenecer a Los Zetas y recluidos en el penal federal de Puente Grande entre 2008 y 2011.


  Como escribió Arturo Rodríguez García en Proceso, en el reportaje “Los ‘pocitos’, negocio de políticos, empresarios… y Zetas” (10 de noviembre de 2012), en 2010 todas las comercializadoras de carbón que operan en Coahuila sólo “registraron (ante el IMSS) a 346 empleados, cuyo salario promedio era de 156 pesos diarios. Esto es: gastaron alrededor de 20 millones de pesos en nómina, un año que tuvieron ingresos por más de 400 millones”. Al cierre de 2016 la Unión Mexicana de Productores de Carbón tenía registradas 59 empresas, de las que sólo 38 cuentan con registros de alta de trabajadores ante el IMSS, lo que lleva a la insostenible existencia de empresas comercializadoras de carbón sin minas de carbón.


  La actividad de las carboneras en Coahuila y Sonora tiene trasfondos oscuros, desde el momento en que se sabe que la Promotora para el Desarrollo Regional de la Minería en Sonora fue creada por gestiones del entonces diputado y compadre de Felipe Calderón, Guillermo Anaya, quien fue mencionado infinidad de veces dentro del penal de Puente Grande por el propio Sergio Enrique Villareal Barragán, el Grande, como su principal protector y amigo.


  La gestión de Guillermo Anaya para la creación de la Promotora para el Desarrollo Regional de la Minería en Sonora fue finalmente avalada por el entonces gobernador de esa entidad, y hoy procesado por nexos con el crimen organizado, Guillermo Padrés Elías, quien a través de esa paraestatal comenzó a disputar la comercialización del carbón a la Promotora para el Desarrollo de Minero de Coahuila.


  Cabe recordar que la Promotora para el Desarrollo Minero de Coahuila, también paraestatal que impulsa y facilita la comercialización de carbón para la operación de las plantas carboeléctricas de la CFE, fue creada en 2002, cuando era gobernador de esa entidad Enrique Martínez, quien facilitó a las comercializadoras la posibilidad de colocar en el mercado nacional todo el carbón a su alcance, sin importar el origen y procedencia del mineral.


  Así, no pasan por alto datos como los que revelan que las comercializadoras de carbón El Progreso y Rodensa y Carbón y Derivados son propiedad del ex alcalde priista del municipio de Progreso, Federico Quintanilla Riojas, cuyos pocitos han estado bajo la lupa de las autoridades, pues no tienen las condiciones mínimas requeridas por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y al menos ocho mineros han fallecido en ellos.


  De la Promotora para el Desarrollo Regional de la Minería de Sonora y de la Promotora para el Desarrollo Minero de Coahuila han salido fondos para campañas electorales de candidatos de diversos partidos políticos. Las dos instituciones han sido señaladas de operar como caja chica, la de Sonora a favor de los candidatos panistas y la de Coahuila a favor de los candidatos del PRI.


  Eso no es extraño, si se toma en cuenta que, por ejemplo, la Carbonífera Las Dos Glorias, una de las más cobijadas por la Promotora para el Desarrollo Minero de Coahuila, pertenece a Gloria Yutani, hermana de David Yutani Kuri, fundador de la Unión Mexicana de Productores de Carbón y exalcalde de Sabinas por el Partido Convergencia Nacional. David Yutani se afilió a ese partido luego de ser rechazado por el Comité Directivo Estatal del PRI, encabezado entonces por David Aguillón Rosales, quien lo llamó “el presidente más corrupto que ha tenido el municipio de Sabinas”.


  Otro caso: la empresa Binsa, propiedad de Melchor González Vélez, opera con la concesión minera de un socio de su padre, Jesús María Montemayor Seguy, hermano de Rogelio Montemayor, quien fue gobernador de Coahuila y director de Pemex. A su amparo, Binsa extendió su presencia en el mercado del carbón, al cual han entrado otros políticos y funcionarios públicos como Rodolfo Rábago y Eliseo Jesús Aguilar, ex delegado de la PGR en Coahuila y ex agente del Ministerio Público, respectivamente, o el ex diputado panista Jesús Ramírez Rangel, quienes súbitamente pasaron de la burocracia federal a la actividad empresarial dentro del ramo minero.


  La versión del exgobernador Moreira se fortaleció con lo que el entonces comisionado para la seguridad de Michoacán, Alfredo Castillo Cervantes, dijo a principios de 2014: que en esa entidad Los Caballeros Templarios habían pasado del trasiego de drogas a la comercialización de minerales.


  MINERÍA, LA OTRA OPCIÓN DE LOS CÁRTELES


  Datos de la Comisión para la Seguridad y el Desarrollo Integral de Michoacán, que hasta septiembre de 2017 no habían variado, revelan que el cártel de Los Caballeros Templarios participa en la actividad minera, a veces como prestador de servicios de seguridad para las empresas, a veces como brazo ejecutor para la protección de los intereses de algunas corporaciones, pero principalmente como comercializador de mineral de hierro en la zona de Tierra Caliente, donde están los bancos de ese producto más importantes de todo el país.


  Si bien es cierto que para el gobierno federal el cártel de Los Caballeros Templarios dejó de ser una preocupación tras la captura de Servando Gómez Martínez, la Tuta, también es cierto que las células de esa organización no fueron totalmente desarticuladas y a la fecha son controladas por Homero González Silva, el Gallito, sobrino de Nazario Moreno González, el Chayo.


  De acuerdo con la Procuraduría General de Justicia de Michoacán, hasta principios de 2017 Homero González Silva era el principal jefe de Los Caballeros Templarios y se le relacionaba con la movilización de por lo menos 12 células criminales dentro de esa entidad, que mantienen algún tipo de relación con las empresas mineras ahí, como Arcelor Mittal Steel, Compañía Minera El Baztán, Ternium o Las Encinas, S. A. de C. V., Compañía Minera los Encinos, S. A. de C. V., y Sago Import Export, a las que les presta servicios de seguridad perimetral.


  Ésa es la razón, dijo para esta investigación un funcionario de la procuraduría michoacana, por la que no ha cesado la violencia en la entidad, pues “las células del cártel de Los Caballeros Templarios son en realidad las guardias de muchas mineras, que explotan los bancos de hierro, plata, cobre, oro, bronce y plomo que se extienden por todo el territorio estatal”.


  La presencia de las células del cártel que ahora comanda Homero González Silva es evidente y notoria en más de 63 comunidades rurales de los municipios de Aguililla, Tumbiscatío, Arteaga, Huetamo, Lázaro Cárdenas y Apatzingán, sitios obligados para el paso de minerales hacia el puerto michoacano. El resguardo de las cargas de las mineras representa para el cártel una utilidad de 20 dólares por tonelada, por “paso seguro”, a fin de evitar que la carga sea secuestrada por los grupos de autodefensa, que también han comenzado a interesarse en esta actividad económica, ante la oferta que algunas empresas chinas han lanzado para comprar todo el mineral que se les entregue.


  La posibilidad de ingreso al negocio de la minera, tanto para Los Caballeros Templarios como para los grupos de autodefensa, ha sido impulsada por empresas chinas como Tianjin Binhai Harbor Port Int. Trad., Ningbo Yinyi Group Co. Ltd. y Minerals Resources Group, que compran todo tipo de mineral en greña, sin importar su procedencia o quién lo venda.


  La relación comercial de Los Caballeros Templarios con las empresas chinas no es reciente. Tiene más de siete años. De acuerdo con datos del Cisen, desde 2015 el cártel de Los Caballeros Templarios registró una baja en sus ingresos económicos por actividades de narcotráfico, pero aumentó sus recursos derivados de otras actividades, como secuestro, extorsión y comercialización de minerales.


  Datos extraoficiales de funcionarios de inteligencia militar desplegados en Michoacán señalan que sólo en 2016 el cártel de Los Caballeros Templarios tuvo ingresos por más de 320 millones de pesos como resultado del transporte de cocaína hacia el centro y norte del país, en tanto que por secuestros, extorsión y ejecuciones pagadas se estima que obtuvo utilidades por más de 110 millones de pesos. Por servicios a la minería, como protección perimetral a las empresas, vigilancia y resguardo de cargamentos y comercialización de mineral de hierro, se calcula que las ganancias del cártel fueron del orden de 550 millones de pesos.


  Los ingresos de Los Caballeros Templarios por su participación en la actividad minera han venido al alza desde 2009. Se estima que durante el periodo de predominio de Nazario Moreno el cártel tenía utilidades por más de 120 millones de pesos al año. Cuando Servando Gómez Martínez, la Tuta, siguió el negocio con las mineras, las utilidades llegaron casi a 260 millones de pesos anuales; ahora, con Homero González Silva, el Gallito, la rentabilidad alcanza casi 550 millones de pesos anuales.


  El gobierno federal ha pasado por alto las ganancias del cártel de Los Caballeros Templarios. Pese a que se conoce la intervención del grupo criminal en la minería, no se ha llevado a cabo una política de combate a esa forma de sustentabilidad económica, ni se han restringido las relaciones comerciales de las mineras con ese grupo criminal.


  Más bien han sido organizaciones civiles, como Nación Purépecha, las que han alzado la voz para denunciar esa relación perversa, que ha propiciado el saqueo hormiga de los recursos naturales en al menos 12 estados del país, principalmente Michoacán. Y es que las 10 mineras asiáticas registradas en esta entidad no se han limitado a la exploración y desarrollo de los yacimientos minerales, sino que van por todo, incluyendo la apropiación de suelo y explotación de bosques y zonas de reserva ecológica.


  El gobierno federal no conoce el tema. La Profepa oficialmente no tiene ninguna investigación en curso contra las mineras por sus efectos ecológicos negativos, pese a que existen denuncias púbicas que apuntan a la actividad irregular de los consorcios chinos, que además de saquear asentamientos minerales también arrasan con madera y animales exóticos. En las zonas de operación de esas empresas no hay equipos de supervisión gubernamental que las mantengan dentro de los límites territoriales que les fueron entregados en usufructo.


  Sólo Nación Purépecha, que agrupa a los pueblos indígenas de Michoacán, ha solicitado reiteradamente la presencia de la Profepa —desde hace cinco años— en la zona de la Meseta Purépecha, donde gran parte de la deforestación y la tala clandestina se atribuye a un grupo de chinos, que se apoyan en Los Caballeros Templarios y han ocasionado ya muerte y desolación. En 2016, a esa perniciosa simbiosis, de violencia y ambición económica, se atribuyó la muerte de cinco activistas indígenas, defensores de los bosques, cuyos homicidios fueron calificados por la procuraduría michoacana como resultado de riñas personales.


  Capítulo 6


  No nos callaremos, aunque nos partan la madre y nos quiebren el hocico.


  JAVIER VALDEZ CÁRDENAS, periodista asesinado


  LOS OTROS PERSEGUIDOS


  México es un país altamente rentable dentro de la actividad minera; en su subsuelo se encuentran grandes yacimientos de algunos de los minerales más codiciados en el mundo. De acuerdo con la Cámara Minera de México (Camimex), este país es el segundo productor mundial de plata, bismuto y fluorita; tercero en la producción de celestita; cuarto en extracción de wollastonita y diatomita; quinto productor de plomo; sexto de cadmio y molibdeno; séptimo de zinc, sal y grafito; octavo en manganeso y barita, y duodécimo en cuanto a producción y comercialización de feldespato, oro y cobre.


  Esos logros se deben, en 83%, a la participación de las empresas de capital canadiense; 11% obedece a la participación de las mineras estadounidenses; 4% a las chinas y europeas, y sólo 2% a las de capital mexicano. Sin embargo, la represión de las mineras contra los defensores de la tierra y periodistas —quienes dan voz a los opositores de los proyectos extractivos— no presenta la misma proporción: es generalizada.


  Eso es lo que ha hecho que México sea un país altamente productivo en minerales y, al mismo tiempo, uno de los más peligrosos del mundo para ejercer el periodismo. Las razones del riesgo del ejercicio periodístico no sólo están supeditadas a la creciente ola de violencia que genera la delincuencia organizada. También influye la actividad represora de las mineras que intentan callar la difusión de sus programas extractivos.


  No es fortuito que el mayor número de periodistas asesinados en México en los últimos 10 años se haya presentado en los estados con mayor actividad minera, en los que también se han diseñado políticas de silencio mediante la entrega de prebendas a los directivos de medios informativos locales y nacionales para que no difundan la inconformidad de los grupos sociales que se oponen a sus proyectos. Sin embargo, siempre existen comunicadores convencidos de su papel social que se niegan a la censura; es el grupo de comunicadores más vulnerable.


  La ejecución de periodistas, que va a la par de la de los defensores de la tierra, no es exclusiva de México, es un hecho que ha reconocido la organización no gubernamental Proyecto Justicia y Responsabilidad Corporativa (JCAP) de Canadá, que ha hecho énfasis en las prácticas persecutorias de las compañías mineras canadienses en toda América Latina, “la que —se asegura— es sólo una muestra de la violencia que se perpetra en las minas propiedad de consorcios canadienses en todo el mundo”.


  De acuerdo con la organización internacional Reporteros Sin Fronteras, 2016 cerró con una cifra récord de periodistas asesinados en todo el mundo en razón de su ejercicio periodístico: fueron 60, 10 de ellos en México, tres en Brasil, dos en Guatemala, uno en Perú y otro más en El Salvador. Lo que no dice el reporte de la agrupación internacional de defensa de la libertad de expresión es que de los 10 periodistas asesinados en México, al menos siete alguna vez fueron amenazados por agentes que defendían los proyectos extractivos. Siete de esos 10 periodistas ejecutados en México durante 2016 se distinguieron por difundir información de las comunidades inconformes con las mineras establecidas en sus regiones; lo mismo ocurrió con los tres asesinados en Brasil, los dos de Guatemala, así como los de Perú y El Salvador.


  Sin embargo, según las averiguaciones previas iniciadas en las policías de cada uno esos países, principalmente en México, en las primeras líneas de investigación nunca se mencionó la posibilidad de intervención de las mineras trasnacionales, pese que los nombres de algunas de las empresas fueron mencionados en primera instancia por testigos. Hasta septiembre de 2017 ya eran 14 los periodistas asesinados en México.


  La mayoría de los periodistas ejecutados en 2016 en el continente americano tenían un factor en común: trastocaron los intereses de las empresas mineras y denunciaron la invasora presencia del crimen organizado. Éste, al no tener rostro, nunca se ha deslindado del asesinato de un periodista, y en ello recae la cómoda posibilidad de que todos los homicidios cometidos contra comunicadores, no sólo en México, sean siempre atribuidos al crimen organizado.


  De los 17 homicidios de periodistas en el continente americano en 2016, en al menos 14 casos se encontró evidencia del trabajo periodístico realizado por las víctimas en favor de las comunidades afectadas por la minería, pero sólo en 11 casos se cuenta con el antecedente de amenazas directas lanzadas por representantes de las mineras o emisarios que cuidaron sus intereses; son las empresas de capital canadiense las más señaladas por su posible relación con esos homicidios.


  De los 14 periodistas ejecutados en México en 2017, hasta septiembre, en al menos cinco casos se encontró evidencia no oficial de que habían abordado denuncias relacionadas con las mineras, al dar voz a grupos comunitarios que intentaron denunciar la perniciosa presencia de los proyectos mineros.


  De esos 14 periodistas asesinados, el gobierno federal y las organizaciones defensoras de los derechos de periodistas en México —como Artículo 19, Reporteros Sin Fronteras y La Casa de los Derechos de Periodistas— sólo reconocen que han sido 10. Y en los casos de Cecilio Pineda Brito, Ricardo Monlui Cabrera, Miroslava Breach, Maximino Rodríguez Palacios y Salvador Adame Pardo hay evidencia de que denunciaron actos de devastación de las mineras en sus regiones.


  DOBLE MORAL DE LAS MINERAS CANADIENSES


  En el estudio “La marca canadiense”, elaborado en octubre de 2016, la organización JCAP reconoce que “la violencia generalizada es común y corriente en las actividades de las compañías mineras”.


  Y si bien es cierto que la mayoría de las víctimas de la política agresiva e intimidatoria de los corporativos mineros son los defensores de la tierra, también se establece en el estudio que colateralmente, y a veces en forma intencionada, otro sector afectado es el de los comunicadores. Frecuentemente los periodistas se convierten en voceros de las comunidades indígenas; llegan a trastocar el límite deontológico de la comunicación para pasar al activismo social, lo que hace que en muchas ocasiones los propios periodistas sean reconocidos no por su actividad informativa, sino más bien por su labor social activa en la defensa de los derechos indígenas. Dejan de ser comunicadores y se convierten en defensores.


  El relator especial de la ONU Michel Forst confirmó este hecho que se generaliza en México. En su informe de cierre de misión 2017, asentó que “los defensores de derechos indígenas indican un intento deliberado, por parte de las autoridades y las empresas, de aplicar estrategias de ‘divide y vencerás’, para lograr la aprobación de proyectos a gran escala”. Reconoció la presión ejercida sobre los integrantes de las comunidades para que acepten proyectos a cambio de dinero o proyectos sociales; los defensores que se oponen a la presencia de las empresas son frecuentemente calificados de “una minoría que se opone y actúa en contra del interés general”, por lo que observa que “las divisiones causadas por estos proyectos tienen efectos profundos y negativos en las comunidades afectadas, en las que normalmente existe una fuerte cultura de consenso y solidaridad colectiva”.


  Pese a existir evidencias sobre la violencia generalizada por parte de las mineras que operan en México y en otros países de América —la mayoría de ellas de capital canadiense—, nadie se atreve a señalarlas directamente como responsables o copartícipes de los homicidios de periodistas.


  Por eso Proyecto Justicia y Responsabilidad Corporativa, en su informe “La marca canadiense”, coordinado por Shin Imai, profesor de la Osgoode Hall Law School, muestra cautela al señalar que “no llegamos a conclusiones sobre si existe algún comportamiento inadecuado por parte de cualquier compañía en cualquier caso específico, sino que mostramos la magnitud de los daños y las consecuencias que suscitan inquietudes generalizadas”, lo que hace que dicho informe sólo sea una referencia de recomendación para que el gobierno de Canadá “cree un nuevo mecanismo para investigar casos específicos de violencia en que estén involucradas compañías mineras que operan en jurisdicciones extranjeras, a fin de determinar si existe o no una responsabilidad corporativa”.


  El reporte, que evidencia la forma de actuar de las principales mineras de Canadá y su posible relación con actos de violencia que han llegado a terminar en asesinatos de líderes comunales, opositores a los proyectos extractivos y periodistas que dieron voz a las denuncias de la población inconforme, fue elaborado por los profesores Shin Imai; Leah Gardner, de la Facultad de Derecho de la Universidad McGill, y Sarah Weinberger, de la Facultad de Derecho de Osgoode Hall, quienes contaron con el apoyo de Leora Smith, de la Facultad de Derecho de la Universidad de Harvard, y de un grupo de estudiantes de la carrera de derecho coordinados por Joshua Abraham, Elsa Ascencio, Maya Duvage, Vanessa Hope, John Hulstein, Kim Jensen, Sally Kang, Jordana Keslassy, Grace Kim, Vanessa Leigh, Sarah Loewen, Susana Mijares, Roxana Necsulescu, Peewara Sapsuwan, Amanda Spitzig y Caitlin Stockwell.


  Éste es uno de los reportes más valientes que se han hecho a la fecha; como ninguna otro expone claramente la doble moral de las mineras asentadas fuera de territorio canadiense, las cuales, como fue denunciado tras el asesinado líder rarámuri Isidro Baldenegro López, “por un lado ofrecen desarrollo y crecimiento económico para mejorar la vida de los pueblos, pero por otra parte sólo llevan muerte, desolación y deterioro ecológico a todas las zonas en donde se extienden sus minas”.


  La radiografía que expone el informe es una realidad que, incluido México, ningún gobierno de América quiere reconocer. Y es que los datos contenidos exponen claramente la realidad bajo la que se llevan a cabo los proyectos de minería. Estos datos pueden ser perturbadores, pues revelan que de los 14 países americanos con actividad minera que fueron estudiados, resaltan México y Guatemala por sus índices de violencia y criminalización ligados a la minería de empresas canadienses, y donde se detectaron muertes, desapariciones, lesiones, violencia sexual, órdenes de arresto y acusaciones, así como detenciones arbitrarias y falsos cargos penales.


  Los 14 países mineros revisados para el informe, donde los corporativos canadienses tienen presencia, son: Guatemala, México, El Salvador, Bolivia, Perú, Guyana, República Dominicana, Honduras, Nicaragua, Colombia, Panamá, Argentina, Chile y Ecuador. En 11 de éstos se detectaron ejecuciones, en 13 hubo defensores de la tierra lesionados y en 12 se documentaron órdenes de arresto, detenciones y presentaciones de cargos penales contra los opositores a los proyectos mineros.


  “La violencia física predominó en Guatemala, representando 27.3% del total de las muertes registradas, 50% de las desapariciones, 23% de los heridos y 73% de los casos de violencia sexual. En contraste, la criminalización prevaleció en México, con un balance de 42.3% del total de las órdenes de arresto y acusaciones, y 13.2% de arrestos y presentaciones de cargos penales. Debe resaltarse que México fue receptor del mayor número de proyectos mineros vinculados con la violencia reportada.”


  De acuerdo con el informe, hasta octubre de 2016 a las mineras canadienses que mantienen actividades extractivas en todo el continente americano se les relaciona con 44 ejecuciones de opositores a sus proyectos, cuatro desapariciones, 403 lesionados, 15 ataques sexuales contra opositoras, 196 órdenes de arresto y acusación, además de 537 arrestos con fincamientos de cargos penales. De los 44 homicidios relacionados con las mineras canadienses, 12 ocurrieron en Guatemala, ocho en México, seis en Colombia, cinco en El Salvador, cuatro en Perú, tres en República Dominicana, dos en Panamá, uno en Honduras, uno en Nicaragua, uno en Bolivia y uno en Ecuador.


  De las cuatro desapariciones documentadas, con indicios que apuntan a la participación de las mineras canadienses, dos ocurrieron en México y dos en Guatemala; de los 403 lesionados por golpes, arma de fuego y arma blanca, en donde se tiene la presunción de participación de actores ligados directamente con las mineras, 89 casos se registraron en Guatemala, 85 en Perú, 53 en Nicaragua, 50 en la República Dominicana, 39 en Panamá, 27 en Argentina, 15 en Ecuador, 14 en México, nueve en Colombia, seis en Bolivia, cuatro en El Salvador y dos en Guyana; del total de agresiones sexuales documentadas, 11 fueron en Guatemala, tres en Ecuador y una en Panamá.


  Sobre los casos de criminalización a los defensores de la tierra, las mineras canadienses son expertas. Al menos así lo demuestran los datos aportados por Proyecto Justicia y Responsabilidad Corporativa, que establece que de las 196 órdenes de arresto con acusaciones penales contra sus opositores, sólo en 2016, fueron 83 en México, 75 en Ecuador, 23 en Guatemala y 15 en Honduras, donde a los opositores a las minas se les fincaron cargos que fueron desde despojo, invasión de propiedad privada y portación de armas, hasta lesiones, homicidios en grado de tentativa y narcotráfico. De las 537 órdenes de aprehensión y detenciones con cargos penales contra líderes comunales y defensores de la tierra, 114 fueron en Argentina, 85 en Honduras, 71 en Guatemala, 70 en Panamá, 56 en Perú, 40 en Chile, 35 en México, 33 en Ecuador, nueve en Colombia, seis en la República Dominicana y una en Bolivia.


  De todo el continente americano es México donde más se evidencian las agresiones a periodistas que manejan la información de las protestas de las comunidades indígenas contra los proyectos mineros, Sólo en 2016, siete homicidios de comunicadores se vieron estrechamente vinculados con la denuncia social contra proyectos extractivos y filiales de desarrollo, como plantas hidroeléctricas, represas, carreteras y gasoductos.


  El mayor número de asesinatos de periodistas en México durante 2016 se ubicó en Veracruz, donde también se dan los mayores volúmenes de producción minera de materiales no metálicos, que se derivan de la explotación pétrea, como arcilla, arena, azufre, grava, calcita, caliza, caolín, sal, sílice y yeso, cuya producción en esta entidad representa casi 12% del volumen nacional.


  Si bien es cierto que, en primera instancia, la mayoría de los asesinatos de periodistas ocurridos en Veracruz fueron atribuidos al crimen organizado, por ser esa entidad una de las principales plataformas de tráfico de drogas, controlada por dos de los cárteles más poderosos del país —el Cártel de Jalisco Nueva Generación y Los Zetas—, también hay que destacar que Reporteros Sin Fronteras —en su informe “Veracruz: Los periodistas frente al estado de miedo”, presentado en febrero de 2017— establece el vínculo de las agresiones a periodistas con intereses comerciales, pues esa entidad “cuenta con un amplio litoral en el Golfo de México y un inmenso puerto industrial, el principal del país, lo que lo convierte en un importante lugar de comercio y transporte de mercancías”. Pero lo que omite decir el informe de Reporteros Sin Fronteras es que entre las mercancías más valoradas dentro del comercio negro de Veracruz, después de drogas, están los productos minerales no metálicos, de cuyo comercio se han apropiado los cárteles de drogas. Ésa es una de las razones que apuntan a la posibilidad de agresión a los comunicadores.


  Según el informe de Reporteros Sin Fronteras, sólo entre enero de 2000 y septiembre de 2016 se registraron en esa entidad 19 asesinatos de periodistas, lo que representa 20% de los comunicadores ejecutados en todo el país en ese lapso. Pero la cifra es más alarmante cuando se establece que durante el gobierno de Javier Duarte de Ochoa, de diciembre de 2010 a diciembre de 2016, se pudieron documentar 17 asesinatos de periodistas, 40% de todos los comunicadores ejecutados en todo el país. También en ese mismo periodo de gobierno, en Veracruz se registró la desaparición de cuatro periodistas, casi 25% de las desapariciones de comunicadores en todo el país, que llegó a la cifra de 20 desapariciones, de acuerdo con datos de la CNDH.


  Otro dato escalofriante que apunta al grado de vulnerabilidad en el que se encuentran los comunicadores en México, pero particularmente en Veracruz, es el que refiere Reporteros Sin Fronteras: entre enero de 2011 y septiembre de 2015 la PGR abrió 744 investigaciones por delitos cometidos contra periodistas en ese estado. Es decir que en Veracruz se inició casi 10% de todas las averiguaciones de este tipo en el país, al tener casi 13% de las agresiones a la prensa mexicana. Y 269 de esos casos investigados ocurrieron en el gobierno de Javier Duarte de Ochoa, lo que hizo que entre octubre de 2012 y septiembre de 2015 el Mecanismo de Protección a Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, de la Secretaría de Gobernación, otorgara medidas cautelares y de protección a 34 comunicadores en Veracruz, 18.6% de los periodistas que gozaban de medidas de protección en el país se encontraban en Veracruz.


  Pero ¿por qué tantas agresiones a los periodistas en ese estado? La respuesta es simple: si las agresiones vinieran por la propia naturaleza del crimen organizado, que en la hipótesis de las autoridades federales atenta contra los comunicadores porque trastocan sus intereses con la sola publicación de información periodística, serían otros estados los que mayor cantidad de periodistas muertos aportarían al barómetro fatal de la libertad de expresión. Pero no es así.


  La ola de ataques a los periodistas en Veracruz atiende a simples razones económicas; es el resultado de la colusión entre células del crimen organizado y mineras que ven amenazados sus proyectos extractivos, que de manera frecuente fueron denunciados por las víctimas.


  DENUNCIA, CAUSA DE MUERTE


  Todos los informes de investigación sobre asesinatos de periodistas en Veracruz refieren la posible intervención del crimen organizado. Y puede que tengan razón. Pero en donde no se han adentrado los investigadores de esos casos es en las razones que tuvieron las células criminales para cometer los crímenes. La mayoría de los asesinatos de periodistas registrados en esa entidad parecen haber sido por encargo, para proteger los intereses económicos de las grandes trasnacionales. De otra forma no se entiende la necesidad de callar las voces de los que creyeron en el periodismo como herramienta de denuncia social.


  La tesis de Rafael Caro Quintero, tal vez el más importante de los narcotraficantes mexicanos de los últimos 50 años, puede tener sentido y ayudar a esclarecer los asesinatos de decenas de periodistas: “El narco no mata porque sí. Tiene que haber causa para ello. Y sólo hay tres razones para que el narco ejecute a un periodista: porque robó al cártel, denunció la ubicación de un líder o por encargo”. Fuera de allí, no hay razón para matar a un periodista, explicó en alguna ocasión, en prisión.


  La investigación de la Iniciativa Global contra la Delincuencia Organizada de la ONU, que desentraña vínculos entre mineras y el crimen organizado, deja en claro la forma de actuación de esas empresas y sus guardias blancas en países como Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Guyana, México, Nicaragua, Perú y Venezuela. Ahí el crimen organizado no sólo se fondea con la minería ilegal, sino que también utiliza esa plataforma para blanquear dinero y generar un mercado de explotación laboral, que finalmente beneficia a los grandes corporativos; también aparecen otros delitos colaterales, como el tráfico de mano de obra y el tráfico sexual, nichos económicos inmejorables para el crimen organizado.


  Basta recordar que en Veracruz, durante el gobierno del priista Javier Duarte de Ochoa (2010-2016), el número de concesiones mineras aumentó considerablemente: pasó de 84 permisos para la explotación minera a 122, otorgadas sobre territorios de pueblos naturales que de la noche a la mañana vieron cómo fueron despojados de sus recursos, principalmente suelo y bosques.


  En ese periodo de gobierno la superficie entregada en usufructo a las mineras pasó de 115 millones 379 mil a más de 256 millones 884 mil hectáreas. La mayoría de las concesiones fue para mineras canadienses que obtuvieron del gobierno federal los permisos correspondientes para la explotación de yacimientos de oro, plata, cobre, bronce, plomo, zinc y estaño. Las concesiones otorgadas en el gobierno de Duarte de Ochoa también incluyeron una ampliación de casi 20% de la superficie de explotación de minas de derivados pétreos.


  La entrega de concesiones para la explotación minera que hizo el gobierno federal, con el aval del gobernador Javier Duarte de Ochoa, trajo un incremento en los índices de violencia, no sólo para la población civil, sino específicamente focalizada contra los defensores de la tierra y los promotores de los derechos de los pueblos indígenas, entre los que se encontró el universo de los periodistas.


  Las mineras beneficiadas con la entrega de nuevas concesiones de exploración y explotación, algunas de ellas con ampliación de las extensiones territoriales hasta en 50% y con ampliación de plazos para la explotación de hasta por 70 años, fueron la Almaden Minerals Ltd., que se le autorizó un proyecto de extracción de cobre en el municipio Las Minas; Gold Group Mining Inc., que se le autorizó una mina de cobre, aluminio y plata —el proyecto Caballo Blanco— en el municipio de Alto Lucero, y Source Exploration Corp., subsidiaria de Chesapeake Gold Corp., que se le entregó la concesión para poner en marcha el proyecto Miqueta-Las Minas para la explotación de oro, plata y cobre en el municipio de Tatatila.


  Esta situación hizo que en Veracruz comenzara a prevalecer la ley del silencio, condición que fue reconocida por Reporteros Sin Fronteras, organización que estableció que “frente a la violencia, la corrupción y la estricta vigilancia a la que están sometidos quienes ejercen el periodismo, la ley del silencio se ha ido instaurando progresivamente. Los periodistas de Veracruz se ven obligados a autocensurarse para salvar su vida y preservar la de sus familias. Cuando las amenazas se vuelven demasiado insistentes, frecuentemente no tienen otra opción que el desplazamiento interno o el exilio”. Pero no todos los periodistas guardaron silencio. Muchos, la mayoría de ellos hoy muertos, decidieron sujetarse al apostolado de la libertad de expresión y no midieron las consecuencias al otorgar voz a los líderes de las comunidades que estaban siendo despojadas por las mineras.


  UNA LISTA NEGRA… Y VERGONZOSA


  La denuncia de hechos relacionados con la minería podría ser una de las razones por las cuales fue secuestrado y asesinado —su cuerpo apareció el 1° de junio de 2011— el periodista Noel López Olguín, quien colaboraba con los medios Horizonte, Noticias de Acayucan y La Verdad. López Olguín fue uno de los primeros periodistas que, más allá de tocar los temas de la delincuencia organizada, dio voz a las comunidades indígenas despojadas por el proyecto Caballo Blanco, de Gold Group Mining Inc., que inicialmente ofreció a la comunidad un acuerdo de ayuda económica, pero que luego lo deshizo, sin mediar explicación.


  López Olguín difundió en todas sus trincheras públicas, entre otros temas, el de la abrasadora presencia del crimen organizado, la forma en que Gold Group Mining Inc. estaba haciéndose de los predios de los comuneros mediante la amenaza, la intimidación y el secuestro. El periodista hizo valientes señalamientos directos contra el corporativo canadiense, el cual también cuenta con un historial de abusos en Cerro Prieto, Sonora, y la localidad sinaloense de San José de Gracia, donde explota minas de oro.


  Él desapareció la tarde del 8 de marzo de 2011, luego de comer en su casa. Por la mañana había tomado café con unos amigos. En dicha reunión habría comentado por última vez las amenazas de que estaba siendo objeto por miembros del crimen organizado; refirió que eran miembros de Los Zetas pero que estaban al servicio de la minera Gold Group Mining Inc. y que de alguna forma eran quienes velaban por los intereses de ese grupo económico.


  Según el expediente de investigación iniciado por Fiscalía General de Veracruz, que luego fue atraído por la PGR para convertirse en la averiguación previa penal AP/PGR/VER/CTZ/I/293/2011, el periodista de 45 años salió de su domicilio, en la colonia Rafael Murillo Vidal, del municipio de Jáltipan, luego de recibir una llamada telefónica. Intercambió algunos monosílabos al teléfono y luego salió. Le dijo a su esposa que iba a reportear un tema en el municipio de Soteapan y que regresaría antes del anochecer. Pero ya no regresó.


  A la mañana siguiente, antes de que su esposa denunciara formalmente la desaparición del periodista, fue encontrado el auto Nissan, tipo Tsuru, en el que Noel López Olguín se desplazaba. De acuerdo con la fiscalía veracruzana, el vehículo no mostraba ningún indicio de violencia contra el conductor, por lo que en primera instancia su desaparición se atribuyó a un secuestro. Conforme pasaron los días la teoría del secuestro, atribuido al crimen organizado —así, sin explicar mayores datos de la célula criminal de que se trataba—, se desvaneció: nunca nadie solicitó algún tipo de rescate por el comunicador.


  La desaparición del periodista se mantuvo archivada hasta el 29 de mayo de 2011, cuando en atención a una “denuncia anónima” militares desplegados en esa entidad como parte del Plan Veracruz de combate al narcotráfico catearon una casa de la colonia Lázaro Cárdenas, del municipio de Acayucan, donde detuvieron, en posesión de armas y drogas, a quien dijo ser Alejandro Castro Chirinos, el Dragón, a quien se le seguía la pista por considerarlo jefe de sicarios de Los Zetas en la zona. Tras su detención, el Dragón reconoció una serie de asesinatos cometidos por encargo en Alto Lucero, Acayucan y Jáltipan, entre ellos el de un policía municipal y el del periodista, y estaba en posesión de la cámara fotográfica del reportero.


  El Dragón, tras reconocerse autor material del homicidio de Noel López Olguín, señaló dónde fue sepultado; pero en la indagatoria no se dice —o nunca se le preguntó— cuáles fueron las causas del asesinato. Antes de ser presentado ante el juez de la causa, acusado de los delitos federales de narcotráfico, portación de arma de uso exclusivo de las fuerzas federales, secuestro y homicidio, fue interrogado por un agente del Ministerio Público del fuero común y luego por uno del fuero federal, pero a ninguno se le ocurrió preguntarle las razones del homicidio del periodista.


  López Olguín, de acuerdo con el expediente de investigación, fue asesinado a cambio de 50 mil pesos, reconoció el homicida, pero no se dice quién o quiénes lo mandaron matar. El cuerpo del periodista fue encontrado en donde su ejecutor lo sepultó: en una fosa clandestina en las inmediaciones del ejido Malacate, en el municipio de Chinameca, en el sur de Veracruz.


  No habían pasado ni tres semanas desde que se encontró el cuerpo de Noel López Olguín, cuando de nueva cuenta el gremio periodístico de Veracruz recibió un golpe: el 20 de junio de 2011 fueron asesinados los periodistas Miguel Ángel López Velasco, conocido como Milo Vela, y su hijo Misael López Solana; ambos trabajaban para el periódico Notiver. En el trágico suceso también perdió la vida la esposa de Milo Vela y madre de Misael, Agustina Solana Melo. Los tres fueron ejecutados en su casa al filo de las seis de la mañana, en la colonia Playa Linda, municipio de Veracruz.


  “Los asesinos iban por Milo”, dijo una colega suya, quien desestimó la versión de la fiscalía veracruzana, que indica que el homicidio pudo deberse a “diferencias personales muy fuertes” que mantuvo con un ex agente de tránsito del puerto. “La muerte de Misael López Solana y de la señora Agustina Solana Melo sólo fue circunstancial, porque estaban allí y no quisieron dejar testigos. Realmente a quien iban a asesinar era a Miguel Ángel.” Y es que Milo Vela ya era incómodo por sus críticas al gobierno estatal y a los aliados del poder en esa entidad.


  Su crítica no sólo se centró en la actuación del gobernador Duarte. También tocó en repetidas ocasiones la violación que se hacía de los derechos de los pueblos indígenas en las zonas entregadas en concesión para la realización de proyectos mineros y de desarrollo. Fue crítico del proyecto Caballo Blanco, que sigue en ejecución, de la canadiense Gold Group Mining Inc.


  El proyecto Caballo Blanco se ubica en los municipios de Actopan y Alto Lucero, a menos de tres kilómetros de la Central Nucleoeléctrica de Laguna Verde, y en él se pretende el aprovechamiento de un yacimiento de oro, para lo que se prevé una mina a cielo abierto, de la cual Gold Group Mining Inc. pretende la extracción de 100 mil onzas de oro en un periodo de entre seis y 10 años; para ello será necesario remover diariamente más de 30 mil toneladas de tierra y para diluir más de mil 500 toneladas de cianuro sódico al año se utilizarán más de tres mil metros cúbicos diarios de agua, que extraerán del río Actopan.


  Este proyecto fue una de las cartas fuertes de inversión anunciadas por el gobernador Javier Duarte de Ochoa como respuesta a la generación de empleos y mejora a la economía de la zona centro del estado. Milo Vela criticó la visión del gobernador, a quien responsabilizó de promover la persecución que comenzaron a sufrir los vecinos de los municipios de Actopan y Alto Lucero que se opusieron a la operación de la minera. Como conocedor que era del tema policiaco, Milo Vela no se limitó a señalar los nombres de los jefes criminales que actuaban en la región protegiendo los intereses de la minera.


  Por eso mataron a Milo Vela, porque tocó intereses económicos de algunas mineras y denunció la relación entre células del crimen organizado, el gobierno del estado y los consorcios mineros; esto aseguran casi en secreto varios de los periodistas que lo conocieron, quienes le reconocen el valor de no haberse callado como lo ha hecho la mayoría de los comunicadores en esta entidad. Paradójicamente Milo Vela también reclamó públicamente el esclarecimiento de la muerte de su compañero de gremio Noel López Olguín, del que aseguró que no estaba coludido con el crimen organizado, como lo sugirió el gobernador Duarte de Ochoa en conferencias de prensa y como una de las líneas de investigación que abrió la procuraduría veracruzana.


  En una línea de investigación de esa procuraduría, de Milo Vela se dijo que tenía nexos con el crimen organizado. Fue una estrategia mediática empleada por el gobernador de Veracruz para criminalizar a las víctimas. Ésa fue una constante en la administración del priista Duarte de Ochoa, según lo reconoció la organización no gubernamental defensora de la libertad de expresión Artículo 19, la que refirió en un comunicado que “la estrategia del Gobierno de Veracruz en los casos de los 19 periodistas asesinados, en lo que va del sexenio del gobernador Javier Duarte, ha sido la criminalización o relación con el crimen organizado, en la mayoría de los casos”.


  ESTADO DE SILENCIO


  De acuerdo con Artículo 19, que reconoció por conducto de Darío Ramírez, entonces su director para México y Centroamérica, que “el estado de Veracruz se convirtió en el más peligroso de México para ejercer el periodismo, por lo que varios comunicadores han decidido abandonar sus hogares y radicar en otras ciudades o entidades”; esa, la criminalización de los periodistas ejecutados, fue una de las formas más fáciles para la justicia veracruzana de deslindarse de responsabilidades, “al montar diligencias mal fundamentadas, y relacionar al reportero victimado con un grupo criminal o diciendo que era blanco de alguna de esas bandas delincuenciales”.


  Para Artículo 19 la situación de impunidad sobre los asesinatos de los periodistas en la entidad es clara: “En Veracruz se revela que la justicia no se aplica para esclarecer casos, no se reparte la justicia adecuada y no se castiga a los que son responsables de los homicidios. Resulta muy extraño que, en los casos de periodistas —de acuerdo a la visión del ex gobernador Javier Duarte—, la mayoría son o están relacionados con el narcotráfico, que tenían un nexo directo o eran perseguidos por estas bandas”, lo que contribuyó a correr un velo de zozobra social sobre la honorabilidad de las víctimas.


  Las investigaciones sobre la muerte de Milo Vela, de su esposa y de su hijo fueron tratadas con ese mismo desprecio de parte de las autoridades procuradoras de justicia en Veracruz: el caso fue turnado a las autoridades federales, luego de establecer una línea de investigación que situaba al periodista asesinado dentro de la probabilidad de nexos con el crimen organizado, partiendo de una hipótesis mal fundada, sustentada con elementos extraídos de otras averiguaciones previas penales, en las que fue suficiente cambiar lugares y nombres de personas para tratar de desacreditar al comunicador.


  A Miguel Ángel López Velasco, Milo Vela, de 55 años; su esposa, Agustina Solana Melo, de 53, y al hijo de ambos, Misael López Solana, de 21, los ejecutó un grupo de al menos seis personas que ingresaron a la fuerza al domicilio de aquéllos, en la calle San Jerónimo 142, esquina avenida Villa Rica, de la colonia Fernando López Arias, en el puerto de Veracruz. El multihomicidio ocurrió entre las 05:54 y las 06:06 horas, según el peritaje de criminalística iniciado por la Procuraduría de Justicia de Veracruz. Se presume que el comando que irrumpió en el domicilio portaba armas cortas y ejecutó las tres muertes simultáneamente.


  Según lo establecido en el peritaje de criminalística, los asesinos llegaron a bordo de una camioneta y entraron tras romper la chapa de la puerta principal. Dentro del domicilio, cuatro de los hombres fueron a la planta alta; dos más se quedaron en la planta baja para cubrir la huida. El primero en ser ejecutado fue Milo Vela, muerto al abrir la puerta de su recámara al escuchar el tropel; junto a él fue asesinada Agustina Solana. El hijo de ambos fue alcanzado cuando intentó esconderse en su recámara; le dispararon por la espalda y cuando yacía en el suelo le dieron el tiro de gracia. La procuraduría estatal, antes de entregar a la PGR, por incompetencia, el expediente de la averiguación del multihomicidio, reconoció que las principales líneas de investigación apuntaban a la responsabilidad de un ex agente de tránsito de nombre Juan Carlos Carranza Saavedra.


  La versión de la procuraduría veracruzana señaló que Juan Carlos Carranza Saavedra, el Ñaca, fue jefe de célula de Los Zetas en Veracruz, luego de ser reclutado para esa organización por Miguel Ángel Treviño Morales, quien le encomendó las extorsiones en la zona del puerto, pero lo puso al frente de otra empresa: los jugosos dividendos de cobro de seguridad a las mineras trasnacionales. El Ñaca aplicó en la entidad el mismo esquema de cobros de seguridad y prestación de servicios de vigilancia a las mineras, tal como lo habían hecho primero Heriberto Lazcano y después Miguel Ángel Treviño Morales en Coahuila, con las empresas dedicadas a la comercialización de carbón.


  En el transcurso de esta investigación, una fuente de la procuraduría veracruzana planteó que Juan Carlos Carranza Saavedra, luego de darse de baja de la Dirección de Tránsito del municipio de Veracruz, y ya con el control de una célula de sicarios de Los Zetas, comenzó los cobros de extorsión a cambio de brindar “servicios de seguridad y protección” a diversas mineras. Entre ellas se mencionó la Minera Cardel, S. A. de C. V., a la que le fue otorgada la concesión del proyecto minero Rey Negro, en el municipio de Actopan. Otras empresas visitadas por Juan Carlos Carranza, con el fin de extorsionarlas para salvaguardar sus intereses económicos en la zona y —en caso necesario— actuar como guardias de seguridad, fue Mexichem, encargada del proyecto de la mina de Jáltipan, con abundantes yacimientos de oro, plata, cobre, plomo y hierro.


  El Ñaca también fue vinculado en otras investigaciones que se le siguieron desde la procuraduría veracruzana, pero que siempre fueron archivadas “por instrucciones de arriba”; extorsionaba a empresas subsidiarias de las trasnacionales canadienses que operan las minas de Rodwi y la Miqueta, en Altotonga; La Gloria, en Ayahualulco; El Pilón, en Apazapan; Las Águilas, en Banderillas, y Pous1, Pous4 y La Morelense, en Catemaco, todas con reservadas probadas de oro, plata, cobre, zinc y hierro.


  La misma procuraduría también ubicó la presencia del Ñaca en la operación de las 22 concesiones entregadas a la empresa Sales del Istmo para la explotación de igual número de minas en la zona Ixhuatlán del Sureste, así como en cuatro minas entregadas en concesión para la empresa Cementos Apasco en la región de Ixtaczoquitlán, donde —a causa del extravío de parte de los expedientes— no se ha podido establecer. No se sabe a ciencia cierta si la presencia de la célula del Ñaca era para extorsionar a las empresas o bien para prestar sus servicios de seguridad con el fin de acallar las protestas de los vecinos que se manifestaron inconformes por el deterioro ambiental que estos proyectos causaban a la región.


  Lo que es un hecho es que al Ñaca se le atribuyó el asesinato de Milo Vela, de Agustina Solana y de Misael López Solana, estableciéndose de manera formal, por versiones del entonces procurador de justicia de Veracruz, Reynaldo Escobar, que el periodista tenía tratos con su agresor, lo que luego fue desestimado por las investigaciones realizadas por la PGR, que hasta septiembre de 2017 no había podido establecer las razones del triple homicidio.


  El Ñaca fue asesinado la noche del 10 de mayo de 2013 en el municipio de Zapopan, Jalisco, en un enfrentamiento con efectivos de la Marina. Esto ocurrió en la zona departamental de la Torre Ámbar, en el fraccionamiento Puerta de Hierro, frente a la Plaza Andares, a donde llegaron las fuerzas federales luego que una llamada anónima alertara de la presencia en ese lugar de Nemesio Oseguera Cervantes, el Mencho, jefe del CJNG. el Mencho no fue encontrado en el sitio, pues la resistencia del grupo del Ñaca pudo haber facilitado su huida.


  Tras su muerte, la PGR estableció que desde hacía más de un año el Ñaca había dejado de pertenecer a Los Zetas. Se presumió que se había pasado al bando del CJNG y que era el principal operador de ese grupo criminal, asentando su base en las zonas urbanas de Guadalajara y Manzanillo. En Jalisco, fuentes de la PGR aseguraron —tanto en declaraciones públicas como para esta investigación— que el Ñaca era el encargado del cobro de piso y extorsión a las mineras establecidas en la zona de Pihuamo, y en Manzanillo cobraba el paso de los embarques de las mineras canadienses Bandera Gold Ltd., First Silver Reserve Inc., First Majestic Silver Corp., Macmillan Gold Corp., Strikezone Minerals Ltd., Stroud Resources Ltd., Soltoro, S. A. de C. V., Endeavour Silver Corp., Southern Silver Exploration Corp. y Tumi Resources, así como de la china Gan-Bo.


  Éste no sería el único atentado contra Notiver, uno de los impresos más combativos de Veracruz durante la administración de Javier Duarte de Ochoa; casi un mes después del asesinato de Milo Vela”, su esposa y su hijo, tuvo lugar el de su colega Yolanda Ordaz de la Cruz. Ella desapareció la noche del 23 de julio de 2011 y dos días después su cuerpo, decapitado y con huellas de tortura, fue encontrado en las inmediaciones del municipio de Boca de Río. La cabeza de la periodista apareció a una cuadra de distancia, cerca de las oficinas de la agencia informativa Imagen del Golfo, con un mensaje que decía: “Los amigos también pueden traicionarte. Atentamente, Carranza”. Eso fortaleció la teoría de que la periodista fue también asesinada por Juan Carlos Carranza Saavedra, el Ñaca.


  Como en el caso de las investigaciones del asesinato de Milo Vela y su familia, la Procuraduría de Veracruz planteó en primera instancia que Yolanda Ordaz de la Cruz, de 48 años, tenía nexos con el crimen organizado. La versión oficial del entonces procurador estatal, Reynaldo Escobar, se basó sólo en el narcomensaje encontrado junto a la cabeza de la periodista. Aseguró, sin considerar la posibilidad de un falso positivo, que la comunicadora estaba involucrada con el crimen organizado. Y no sólo eso, sin mayores elementos de prueba la acusó de delatora. Dijo que Yolanda Ordaz “estaba filtrando información sobre las actividades del crimen organizado a los elementos federales encargados del combate al narcotráfico en Veracruz”.


  Pero lo que prevalece son los hechos: Yolanda Ordaz de la Cruz también era una periodista comprometida con la defensa de las comunidades indígenas, por lo que en varias sus publicaciones hizo referencia a la criminal presencia de las empresas mineras y el consecuente despojo de los recursos de las comunidades naturales, siempre bajo el pretexto del desarrollo económico que traería la puesta en operación de diversos proyectos extractivos de metales y derivados pétreos altamente cotizados por la industria de la construcción.


  Yolanda Ordaz también se había distinguido por su trabajo periodístico en reclamo del esclarecimiento del asesinato de su compañero Milo Vela. Esos reclamos públicos, hechos en Notiver, llevaron a la periodista a tener una confrontación casi personal con el entonces procurador Escobar, a quien interpeló en diversas ocasiones sobre los lentos avances en la investigación del multihomicidio.


  La doble victimización de Milo Vela fue lo que siempre molestó a Yolanda Ordaz, pues además de compañera de trabajo era una de las pocas personas aceptadas en el reducido círculo íntimo de la familia ejecutada. Por eso era insistente en el reclamo del esclarecimiento de los tres asesinatos y en buscar que no fuera recriminalizada la víctima con las presunciones de la procuraduría, las cuales sin saberlo también serían lanzadas sobre ella misma luego de su secuestro y asesinato.


  Yolanda Ordaz de la Cruz no era ninguna improvisada en el ejercicio periodístico. Conocía la ética y la técnica; la aprendió en la Facultad de Ciencias y Técnicas de la Comunicación de la Universidad Veracruzana, a la que ingresó luego de llegar al estado proveniente de su natal Juchitán, Oaxaca. Aun antes de graduarse ya había comenzado a colaborar con algunos medios informativos de la entidad. Fue reclutada para Notiver por el propio Milo Vela, que le reconoció el “olfato” que tenía para “la nota roja”. Por eso le encargó la sección de sucesos policiacos del periódico, una de las más leídas en todo el estado.


  Ordaz señaló desde su trinchera periodística el crecimiento del crimen organizado, a veces atribuido a Los Zetas, a veces al Cártel del Gofo, en actividades de explotación minera. Pero hizo énfasis, como los asesinados Noel López Olguín y Milo Vela, en el devastador proyecto minero Caballo Blanco, de Gold Group Mining Inc. Ella refirió que la minera se estaba haciendo del apoyo de células criminales para empujar a los opositores a la mina a salir de la zona. Documentó los efectos colaterales de la extracción y expuso que este tipo de minería estaba siendo prohibido en muchos países, cuestionado la pasividad del gobierno mexicano y de las autoridades locales, que no hacían nada por frenar el daño ecológico.


  En algunos enlaces radiofónicos habló de los deslaves y de la desertificación del suelo, como efecto secundario del uso de cianuro de sodio para los procesos de lavado de minerales, dentro del proyecto Caballo Blanco. A esto sumó la presencia de hombres armados —presumiendo que eran parte de algunas células de Los Zetas— que estaban actuando para la protección de los intereses de la minera, propiciando la intimidación hacia los líderes de las comunidades, lo que aseguró que estaba amenazando con dejar a la zona de Alto Lucero sin vida silvestre ni humana.


  Por convicción o tal vez por seguir —literalmente— los pasos de su maestro en el periodismo, Milo Vela, comenzó a darle voz en sus espacios informativos a la denuncia que se alzó contra la minera canadiense, que provenía frecuentemente de integrantes de La Asamblea Veracruzana de Iniciativas y Defensa Ambiental (LAVIDA), así como de miembros de la Asamblea Nacional de Afectados Ambientales (ANAA). Ésa pudo haber sido la razón de su muerte, pues hizo referencia a que, a pesar de que el corporativo canadiense había comenzado los trabajos de deforestación y desmonte de la zona minera desde 1998, fue apenas a principios de 2011 cuando Gold Group Mining Inc. logró los permisos correspondientes de parte de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), poniendo en entredicho el trabajo de la dependencia federal y del gobierno de Veracruz.


  En una de sus últimas notas, Yolanda Ordaz denunció la estrategia de Gold Group Mining Inc., a la que acusó de dividir a la población de las comunidades aledañas a la mina, mediante la entrega de dinero, para que aceptaran el proyecto de perforación. Denunció que la entrega de beneficios económicos a algunos vecinos la realizaban hombres armados, a quienes ella misma señaló como integrantes del crimen organizado.


  Ordaz de la Cruz, quien ya había comentado con algunos de sus compañeros de fuente que estaba recibiendo llamadas intimidatorias y que “se sentía perseguida”, desapareció la tarde-noche del domingo 23 de julio. Recibió una llamada cuando se encontraba en su casa. La Procuraduría de Justicia de Veracruz nunca pudo establecer de dónde provino el telefonema, sólo se señaló que esa llamada fue la que motivó a la periodista a salir de su domicilio “a reportear”. Ya no se supo más de ella, hasta 48 horas después, cuando su cuerpo fue encontrado en la calle Habaneras del fraccionamiento Jardines del Virginia, en el municipio de Boca de Río.


  Como en el caso de Milo Vela, el asesinato de Yolanda Ordaz fue atribuido a Juan Carlos Carranza Saavedra, el Ñaca, y sobre su muerte se extendió un velo de dudas que fueron sembradas desde el gobierno del estado, con el procurador Escobar Pérez como principal detractor; él siempre insistió en la posibilidad de que la periodista tuviera algún tipo de relación con el crimen organizado. Esta teoría fue fincada con base en dos videos subidos a internet, en los que supuestos miembros de Los Zetas la mencionaron como mediadora del grupo delictivo con miembros de la prensa y de las esferas del gobierno.


  “PÓRTENSE BIEN… PÓRTENSE BIEN…”


  La falsa tesis de los sicarios abatiendo periodistas motu proprio fue la que dio pie al discurso de antología del gobernador Javier Duarte de Ochoa, quien, en un tono solemne y paternalista, recomendó a los periodistas de ese estado que se portaran bien. Lo dijo tres veces durante una reunión con periodistas realizada en 2015: “Pórtense bien…pórtense bien…” Les dijo a los comunicadores que la autoridad estatal iba “a sacudir el árbol y muchas manzanas podridas iban a caer”. Insistió en que lo hicieran por sus familias y por él mismo. “Porque si algo les pasa, al primero que van a crucificar, va ser a mí”, dijo en tono de inocencia. Ésa fue la forma pública del gobernador Duarte de Ochoa de encarar los reclamos del gremio para que se dieran las garantías necesarias al libre ejercicio del periodismo. En privado, según fuentes de la procuraduría veracruzana, instruyó a esa dependencia para que se fortalecieran, a cualquier precio, las líneas de investigación que vincularan todos los homicidios de periodistas con el crimen organizado.


  Por eso, de manera extraña y sospechosa, se anunció que un sicario ejecutado, que no pudo haber tenido relación con el asesinato de Yolanda Ordaz, estaba en posesión la identificación oficial de la comunicadora. Lo mismo ocurrió en el asesinato de Noel López Olguín, quien fue vinculado con su agresor, el Dragón, sólo por la portación de la cámara fotográfica que perteneció al periodista. En el caso de Milo Vela, se trató de acreditar una llamada telefónica en su celular como proveniente del teléfono del Ñaca, quien extrañamente era conocido en las esferas policiales del gobierno de Veracruz.


  En el caso de la desaparición de Gabriel Fonseca, reportero del periódico El Mañanero, del que no se sabe nada desde la noche del 17 de septiembre de 2011, no se ha podido documentar la posible participación de las mineras. Gabriel Fonseca era un reportero que sólo cubría temas de narcotráfico. Su formación empírica no lo dejó adentrarse en temas de colusión del crimen organizado con las empresas mineras encargadas de los proyectos extractivos que fueron denunciados en su momento por los otros periodistas caídos. La Procuraduría de Veracruz ha tratado el caso de Gabriel Fonseca como una más de las miles de desapariciones en esa entidad. En la carpeta de investigación ni siquiera se le consigna como trabajador de un medio informativo.


  Pero quien sí fue incisiva en el señalamiento de la falta de avances en los trabajos de investigación sobre las muertes de Noel López Olguín, Milo Vela y su familia y Yolanda Ordaz de la Cruz, así como en la desaparición de Gabriel Fonseca, y en la explotación irracional del suelo que estaban haciendo en Veracruz las mineras trasnacionales, fue la periodista Regina Martínez, de la revista Proceso. En varios de sus reportajes insistió en la ola de violencia que se estaba generalizando en el estado, aludiendo a la posible relación entre células del crimen organizado y las mineras asentadas en esa entidad.


  Ella fue de los pocos periodistas que difundieron las acciones del llamado Pacto por un Veracruz Libre de Minería Tóxica, en el que organizaciones sociales y representantes de comunidades indígenas denunciaron la presencia arrasadora de las trasnacionales en proyectos mineros tanto en la zona de Perote como en la región de Los Tuxtlas. Como los compañeros que la antecedieron en la muerte, Regina Martínez expuso que uno de los proyectos mineros más letales era el de Caballo Blanco, en los cerros de La Paila, Las Cruces y Bandera, en los municipios de Alto Lucero y Actopan.


  La periodista también dedicó parte de su esfuerzo a dar voz a las comunidades indígenas del municipio de Tatatila, donde la empresa Procesamiento de Mármoles Granados, S. A. de C. V., inició en 2012 —año de la muerte de la reportera— un proyecto para extraer materiales pétreos. También denunció los proyectos invasivos de extracción de arena y grava en la zona de Acayucan, de sílice en Coatzacoalcos y San Juan Evangelista, así como una mina de caolín en Huayacocotla. No dejó de señalar la actividad de la Minera Gavilán, subsidiaria de Gold Group Resources Inc., una de las beneficiarias del proyecto Caballo Blanco. Insistió en que hombres armados eran brazo ejecutor de la política de desplazamiento.


  Regina Martínez puso “el dedo en la llaga”, dijo un reportero cercano a la periodista fallecida, al lograr una información que hasta entonces no se conocía: “Encontró que existía un convenio del gobierno mexicano, a través del Servicio Geológico Mexicano (SGM), para entregar información de investigación sobre nuevos yacimientos a las mineras canadienses”. En la entrega de datos confidenciales del gobierno mexicano también estaba comprometido el gobierno de Veracruz, que habría recibido, sólo en 2010, más de 30 millones de pesos por parte del gobierno de Canadá, a manera de “apoyo a la investigación geológica”, en compensación por la información otorgada a las mineras de ese país.


  EXPLORACIÓN CON CARGO AL ESTADO


  La entrega de la información, que Regina Martínez cuestionó, que incluye una veintena de cartas geológicas y geoquímicas, fue enmarcada en un “convenio” del que fue autor el director de Fomento Económico del gobierno de Veracruz, Erick Porres Blesa, quien anunció el inicio de estudios “para detectar áreas que puedan ser económicamente rentables y ambientalmente sustentables para generar más empleos y desarrollo en Veracruz”. Dicho convenio lo firmó el director del SGM, Rafael Alexandri Rionda, con el anuncio de que la elaboración de las cartas geológicas permitiría “un mayor desarrollo en la investigación minera, la exploración y explotación racional y sustentable de más yacimientos y, por tanto, la generación de más empleos y desarrollo en la entidad”.


  Lo que no se dijo es que el proyecto estaba financiado por el gobierno de Canadá, para favorecer a las mineras de ese país, en un claro atentado a la seguridad nacional.


  Tratando de hacer ver el convenio de información entre el SGM y el gobierno de Veracruz para entregarlo a Canadá, como algo normal, Erick Porres justificó: “El gobierno de Veracruz conoce la riqueza natural del estado y abre las puertas a la prosperidad que busca alternativas para aprovechar sus recursos, sin perder de vista la protección de su patrimonio natural y cultural”. Según medios impresos de la entidad, la información lograda en la exploración del subsuelo de Veracruz fue entregada a las mineras canadienses.


  Durante la presentación del convenio de exploración minera, la postura oficial del gobierno de Veracruz fue clara: se aseguró que estos trabajos ayudarían a identificar yacimientos susceptibles de explotar y, en consecuencia, de generar actividades económicas sustentables en beneficio de las comunidades vecinas a los mismos. Se dejó abierta la posibilidad de que las mineras canadienses llegaran con su barbarie a desplazar a pueblos completos.


  La periodista asesinada cuestionó que el proyecto Caballo Blanco, denunciado por los vecinos de Alto Lucero y Actopan como “un proyecto de muerte”, fuera defendido por el propio Rafael Alexandri Rionda, quien se refirió a los trabajos mineros de la Gold Group Mining Inc. como “un paso enorme en la visión geológica del país”. Y hasta hizo sus propias conclusiones, que sonaron como recomendación para todas las mineras allegadas a Veracruz. Dijo que, en el caso de la minería en esa entidad, que estaba centrada en la explotación de materiales pétreos, “habría que cambiar el chip y volverlo más agresivo, para explorar minerales metálicos… lo que significará el gancho de atracción para la inversión extranjera en el estado de Veracruz”.


  La importancia de la minería en Veracruz, y la participación de la industria canadiense, fue claramente expuesta por Jimena Valverde, coordinadora general de minas de la Secretaría de Economía en 2012. En la mesa de trabajo “La minería en el desarrollo económico del estado de Veracruz” —donde se anunció el “convenio” de exploración geológica financiado por el gobierno de Canadá para beneficiar a sus empresas extractivas— dijo que “actualmente México es el destino preferido de los inversionistas canadienses. La minería en México genera 380 mil empleos directos, de los cuales 9 mil se dan en Veracruz. Es la tercera fuente de ingresos en el país, superando al turismo”. Seguramente a ello se debió la decisión oficial de privilegiar a las mineras canadienses con información de primera mano, obtenida por el trabajo de instancias oficiales mexicanas.


  A la firma del “convenio”, con el que se comprometió suelo veracruzano por una intensa búsqueda de yacimientos minerales —para informar de manera privilegiada a las mineras de Canadá—, asistieron Alfonso Alba Infante, subdirector de Geociencia Digital del Servicio Geológico Mexicano; Américo Zúñiga Martínez, presidente de la Comisión de Vigilancia del Congreso del Estado; Héctor Narave Flores, director de la Facultad de Biología de la Universidad Veracruzana; Francisco Daniel Orta Benítez, gerente corporativo de canteras de Cementos Moctezuma, y Gerardo Mancilla Arteaga, director general de Fomento Económico y Portuario.


  De este convenio dieron cuenta todos los medios informativos de Veracruz. Casi todos informaron lo que se dijo de manera oficial. Solamente media docena de periodistas, entre ellos Regina Martínez, habían mencionado en sus informaciones el velo de duda que cubría esa disposición oficial.


  Regina Martínez no pudo ver la llegada de los beneficios económicos atribuidos al proyecto. A ella la mataron al filo de las seis de la tarde del 28 de abril de 2012. Su cuerpo fue encontrado en su casa, en el número 208 de la privada Rodríguez Clara, de la colonia Carrillo Puerto, en el municipio de Xalapa. Presentaba signos de violencia y, de acuerdo con la averiguación previa iniciada por la Procuraduría de Justicia del Estado de Veracruz, la número 363/2012, “su muerte fue a causa de asfixia por estrangulamiento”. Su cuerpo fue encontrado en el baño, donde aparentemente intentó defenderse del o de los agresores, quienes la habrían golpeado en el rostro y costillas hasta que perdió la conciencia.


  Como en los casos anteriores, el asesinato de la reportera fue atribuido a miembros del crimen organizado. Pese a las evidencias de haber dado voz a comunidades indígenas que se alzaron contra los proyectos mineros, nunca fue tocada esa línea. Como ocurrió con la indígena Ernestina Ascencio Rosario, violada y asesinada por presuntos militares luego de oponerse a la tala y la entrada de exploración minera en la comunidad de Soledad de Atzomba, lo que fue denunciado por Regina Martínez.


  El asesinato de la comunicadora de 48 años fue replanteado en dos ocasiones: primero se dijo que se trató de un crimen pasional y que la víctima habría estado conviviendo con su o sus agresores. Posteriormente se dijo que el móvil fue el robo.


  A seis meses del asesinato de la corresponsal de la revista Proceso en Veracruz, los reporteros locales y la dirección del semanario reclamaban la falta de resultados, y ésta le encomendó al periodista Jorge Carrasco integrarse a los trabajos de investigación como coadyuvante al lado de la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos cometidos contra la Libertad de Expresión (FEADLE). Así, el gobierno de Javier Duarte de Ochoa anunció “el esclarecimiento del crimen”. En conferencia de prensa en septiembre de 2012, el entonces procurador Amadeo Flores Espinosa concluyó que en el homicidio de Regina Martínez Pérez nada tuvo que ver su actividad periodística. Se presentó a Jorge Antonio Hernández, el Silva, como uno de los dos autores materiales del homicidio. El otro, que se encuentra prófugo, fue identificado como José Adrián Hernández Domínguez, el Jarocho.


  Se descartó que en el caso haya habido autores intelectuales y se estableció que existía un vínculo de amistad entre la víctima y sus agresores, quienes “por razones personales” se reunieron en la casa de Regina Martínez el día de los hechos. Se explicó que el móvil del homicidio fue una discusión, de la que no se estableció dirección ni contenido.


  La explicación de la procuraduría no convenció a ningún reportero. Pero tampoco ningún reportero aceptó darle voz a la denuncia de tortura que hicieron los familiares de Jorge Antonio Hernández, el Silva, en aras de denunciar que se trataba de un inculpado a modo. Una hermana del Silva intentó difundir en los medios locales de comunicación la inocencia del detenido, pero en ninguno se le dio espacio. La mayoría de los medios locales, aunque sin aceptarla, dieron por buena la versión oficial sobre la muerte de Regina Martínez.


  LOS HALCONES BLANCOS


  No habían pasado aún cinco días de la muerte de la corresponsal de la revista Proceso en Veracruz cuando otra vez se cimbró el gremio: los periodistas Gabriel Huge Córdova y Guillermo Luna Varela, que habían sido compañeros de la asesinada Yolanda Ordaz de la Cruz y que colaboraban para el periódico digital Veracruznews, fueron asesinados. Sus cuerpos fueron encontrados junto al de Esteban Rodríguez, ex colaborador del Diario AZ y de TV Azteca, y al de Ana Irasema Becerra Rodríguez, empleada administrativa del diario El Dictamen. El 3 de mayo de 2012 sus cuerpos fueron encontrados, cercenados, en cuatro bolsas negras de plástico abandonadas en un terreno baldío, atrás de la planta de tratamiento de aguas negras de la colonia Las Vegas Segunda Sección de Boca del Río.


  Los cuatro desaparecieron el 2 de mayo de 2012, un día antes del hallazgo de sus cuerpos. Gabriel Huge Córdova y Guillermo Luna Varela fueron vistos por última vez cuando se dirigían a reportear un accidente vial del que les informó telefónicamente una fuente de la policía estatal; Esteban Rodríguez, quien ya se había alejado del fotoperiodismo, salió del taller de soldadura donde trabajaba, al parecer también luego de recibir una llamada telefónica, como se establece en la indagatoria iniciada por la Procuraduría de Justicia del Estado, marcada con el número 519/2012/V. Por su parte, Ana Irasema Becerra salió de las oficinas de El Dictamen para dirigirse a su domicilio. ¿Quién o quiénes los mataron? Todavía no se sabe ciencia cierta, mucho menos se ha establecido cuál fue el móvil de sus asesinatos, pese a que el gobierno de Veracruz dio por concluido el caso el 15 de agosto de 2015, al asegurar que una célula del Cártel de Jalisco Nueva Generación fue la responsable de los homicidios.


  De acuerdo con la versión oficial del procurador Flores Espinosa, la muerte de los dos periodistas, el ex fotógrafo y la trabajadora de El Dictamen fue un “ajuste de cuentas del crimen organizado”, pues según la indagatoria oficial, las cuatro víctimas habrían trabajado para Los Zetas, y con la llegada del Cártel de Jalisco Nueva Generación a la entidad se habría llevado a cabo un reacomodo en la organización delincuencial. Oficialmente los cuatro asesinados fueron identificados como informantes del cártel desplazado.


  La procuraduría veracruzana presentó como probables responsables de la muerte de los cuatro a un grupo de presuntos integrantes del Cártel de Jalisco Nueva Generación: Isaías Flores Pineda, el Cronos; Claudia Medina Tamariz; César Tejeda Moreno; Pablo Arrieta Andrade, el Güero o la Jaiba; Pedro Temiz Zapot, el Perri; Javier Benítez Grajales, el Morro Chemo; William Malpica, el Mochis, y Juan Carlos Hernández Pulido, la Bertha. A este último se le encontró una credencial de El Dictamen, una credencial de elector y tarjetas de crédito de Liverpool, Fábricas de Francia y Banco Inbursa, todas a nombre de Ana Irasema Becerra Jiménez, además de una fotografía de la misma víctima.


  Al cierre de las investigaciones, los cuatro asesinados en primera instancia fueron criminalizados por la Procuraduría de Justicia del gobernador Javier Duarte de Ochoa; se aseguró que “estos reporteros fueron responsables de otros homicidios de periodistas”, y aunque no fueron mencionados por su nombre, había una clara alusión a Noel López Olguín, Milo Vela, su hijo, Yolanda Ordaz de la Cruz y Regina Martínez. La Procuraduría de Justicia expuso que los detenidos “aceptaron plena responsabilidad de la autoría material de los cuatro homicidios”, pero no se abundó en la autoría intelectual.


  Pero lo que la Procuraduría de Justicia no dijo fue que Gabriel Huge Córdova, por iniciativa propia, realizaba investigaciones para esa instancia, con el fin de aportar elementos para esclarecer el asesinato de Yolanda Ordaz. Él sospechaba que había sido asesinada por un grupo del crimen organizado a las órdenes de la minera Gold Group Mining Inc., responsable del proyecto Caballo Blanco. Gabriel Huge declaró que ella afirmaba ser perseguida por un grupo de sicarios al servicio de la minera canadiense, quienes la amenazaban para que se fuera de Veracruz.


  Gabriel Huge aseguraba que ese grupo de Los Zetas que era utilizado para intimidar a los opositores al proyecto minero en los municipios de Alto Lucero y Actopan era una realidad, y que él mismo había sido objeto de intimidación por parte de esa agrupación a la que reconoció con el nombre de Halcones Blancos.


  Según versiones recabadas en la procuraduría veracruzana, los encargados de la investigación del asesinato de Yolanda Ordaz le pidieron a Gabriel Huge que aportara una fotografía del jefe de ese grupo criminal, a quien el propio fotógrafo identificaba con el apodo de el Gordo.


  Gabriel Huge dijo a uno de los comandantes de la Policía Ministerial que la existencia del grupo Halcones Blancos no era un mito. Huge atribuyó a ese grupo las amenazas recibidas por él y por el fotoperiodista Guillermo Luna Varela, luego del asesinato de Yolanda Ordaz, lo cual obligó a ambos a salir del estado para refugiarse un tiempo en la Ciudad de México, de donde habían regresado pocas semanas antes.


  Siempre con la intención de demostrar la existencia de un grupo criminal a las órdenes de las mineras encargadas del proyecto Caballo Blanco, se presume que Huge Córdova motivó a su colega y sobrino, Guillermo Luna Varela, para llevar a cabo sus propias pesquisas.


  Pero ¿por qué matar a Ana Irasema Becerra Rodríguez y Esteban Rodríguez, si ellos no hacían ninguna investigación sobre crimen organizado? La respuesta se encuentra en la averiguación previa que inició la procuraduría veracruzana, donde se presume que el grupo de sicarios que salió a la caza de Gabriel Huge Córdova y Guillermo Luna Varela —que no sería el mismo grupo presentado como autor material de los cuatro homicidios— llevaba al menos una semana tratando de ubicar el paradero de los dos fotoperiodistas, a quienes no conocían.


  El expediente establece que la tarde del 2 de mayo de 2012 los sicarios telefonearon a Esteban Rodríguez, quien aun cuando estaba separado de la actividad periodística seguía en contacto con Huge Córdova, a su vez inseparable de Luna Varela. De alguna forma el grupo de sicarios convenció a Esteban Rodríguez para que “pusiera” a los dos reporteros, obligándolo a que los citara en algún punto del puerto de Veracruz.


  La llamada que recibió Gabriel Huge Córdova antes de su desaparición fue de Esteban Rodríguez, quien le habría avisado de un accidente vial, con el fin de llevarlo a las manos de los sicarios. Gabriel Huge y Guillermo Luna se habrían dirigido al punto referido por Esteban Rodríguez, sólo que en el camino encontraron a Irasema Becerra, con quien mantenían buenas relaciones. Así, Gabriel habría convencido a Irasema de que los acompañara a la cobertura noticiosa, para seguir platicando, a lo que Ana Irasema accedió, pues ellos mantenían una añeja y estrecha amistad.


  De esa forma, Irasema, Gabriel y Guillermo llegaron juntos al punto del supuesto accidente, donde ya los estaría esperando Esteban, acompañado del grupo de sicarios. Éstos no esperaban que Huge llegara acompañado —estima un comandante que realizó las investigaciones—, lo que pudo haberlos hecho creer que el ex fotógrafo los había traicionado, haciendo llegar a su futura víctima con posibles testigos; en consecuencia ordenaron la muerte de los cuatro.


  De lo que pasó después no hay ni una hipótesis en los expedientes. No se sabe dónde estuvieron las víctimas las siguientes ocho horas, antes de ser ejecutadas. Tampoco se apunta ni por aproximación el sitio en el que fueron asesinadas ni mucho menos la forma en que se llevó a cabo el cuádruple homicidio. No hay tampoco hipótesis sobre las razones del asesinato. Sólo hay versiones aisladas y discretas de las conclusiones a las que se llegó tras el levantamiento de las pruebas periciales.


  En el transcurso de esta investigación, media docena de policías ministeriales de Veracruz refirieron que el primero en ser asesinado fue Esteban Rodríguez, que pudo haber sido ejecutado frente a los otros tres levantados. Esto fue —dijo un comandante de la Policía Ministerial— con la intención de presionar a Gabriel Huge para que revelara todo lo que le había informado a la procuraduría sobre la existencia del grupo Halcones Blancos. Ante la negativa de hablar, tal vez por shock emocional, frente a los ojos de Gabriel se asesinó después, de un balazo en la cabeza, a su sobrino Guillermo, quien pudo haber sido descuartizado frente a la aterrorizada mirada de Huge e Irasema, conjeturó el comandante. El desmembramiento de Esteban Rodríguez pudo haber sido otro acto de terror para obligar a Gabriel a que confesara.


  Lo último que pudo haber visto Gabriel Huge —sigue la hipótesis— fue también el asesinato de su amiga Irasema, a quien decapitaron viva. Tal vez luego de reconocer que filtró información o decidiendo llevarse a la tumba su verdad, Huge fue el último en ser asesinado. Le dispararon en la cabeza y luego sus extremidades fueron cercenadas. Los cuatro homicidios, estiman las conclusiones particulares de al menos seis policías ministeriales de Veracruz, fueron efectuados en un sitio distinto a donde fueron abandonados los restos; se presume que fue en una casa de seguridad de Los Zetas en la zona urbana del puerto de Veracruz.


  El asesinato de Gabriel Huge, Guillermo Luna, Esteban Rodríguez e Irasema Becerra llenó de miedo al gremio de los reporteros de Veracruz, principalmente los que cubren la fuente policiaca. Eso llevó al menos a una docena de ellos a solicitarle a la Procuraduría de Justicia medidas cautelares.


  Entre los periodistas que acudieron de inmediato a pedir protección estaba Víctor Manuel Báez Chino, editor de la sección de sucesos policiacos del periódico Milenio de Xalapa, y colaborador del sitio web Reporteros Policiacos; él pidió protección oficial, aunque aún no habían aparecido los restos de Gabriel, Guillermo, Esteban e Irasema, pues ya había recibido una amenaza telefónica que le advertía que él “sería el siguiente”. Se sabe que la llamada que recibió Báez Chino ocurrió dos horas antes de que se encontraran las cuatro bolsas con los cuerpos desmembrados.


  La procuraduría veracruzana recibió la petición verbal de parte de Víctor Manuel Báez Chino pero, como siempre ocurre, le pidieron que la hiciera por escrito, con el fin de plantearla a los mandos de la corporación. El periodista no tuvo más opción que solicitar apoyo de uno de los comandantes de la procuraduría estatal, que era su amigo, a quien le pidió con urgencia dos escoltas, al menos para que lo resguardaran en el trayecto de su casa al periódico y viceversa. Con la asignación de dos escoltas extraoficiales esperó que la amenaza telefónica no pasara de eso. Estaba muy lejos de la realidad.


  El periodista estuvo custodiado un mes, tiempo en el que consideró que ya había pasado el riesgo, por lo que agradeció el apoyo brindado por su amigo y fuente principal dentro de la Procuraduría de Justicia. Los escoltas dejaron de custodiarlo el 5 de junio de 2012. Siete días después fue secuestrado tras salir del periódico.


  De acuerdo con la información contenida en el expediente 715/2012, a Báez Chino lo levantaron el 13 de junio de 2012, al filo de las 23:40 horas. Había cerrado la edición sin mayores contratiempos y todavía tuvo tiempo de bromear con algunos de sus compañeros al despedirse. Cuando transitaba a bordo de su carro por la avenida Úrsulo Galván, en la colonia Chapultepec, en el centro de Xalapa, fue interceptado por una camioneta de la que bajaron tres hombres; dos lo sacaron de su auto para subirlo al otro vehículo, en tanto que el tercero se llevó el del periodista.


  El cuerpo de Víctor Manuel Báez Chino fue hallado en una bolsa negra de plástico. Estaba descuartizado. Lo encontraron apenas seis horas después de su desaparición; su asesinato aparentemente fue esclarecido dos meses después. El procurador informó públicamente que el asesinato había sido cometido por Juan del Ángel Torres y Daniel Reynoso, presuntos miembros de Los Zetas, quienes habrían ejecutado “un ajuste de cuentas”, sin explicar la relación que el periodista podría tener con los criminales. Igual que en los casos de los otros periodistas asesinados, el gobierno de Veracruz no tuvo empacho en manchar el nombre de la víctima.


  Toda la teoría de la relación del periodista con el crimen organizado se centró en un mensaje que se dejó junto a sus restos: “Eso le pasa a quienes traicionan y se quieren pasar de listos, atentamente Los Zetas”. En las sesudas conclusiones de la instancia procuradora de justicia del estado nunca se vislumbró la posibilidad de que se tratara de un “falso positivo” para desviar las investigaciones. Tampoco se tomó en cuenta la posibilidad de que el grupo que lo ejecutó, como algunos periodistas concluyeron, pensara que Báez Chino había conocido la identidad de los homicidas de Gabriel Huge, Guillermo Luna, Irasema Becerra y Esteban Rodríguez, pues con los primeros dos tenía una estrecha relación de trabajo, y bien pudo saber de los trabajos de investigación que llevaban a cabo para la identificación de los Halcones Blancos.


  La procuraduría tampoco consideró, ni tangencialmente, que las medidas de seguridad asumidas por decisión propia por parte de Víctor Manuel Báez Chino, haciéndose escoltar por dos agentes de la Policía Ministerial, pudieron generar erradas conclusiones entre los sicarios, entre quienes pudo surgir la idea de que estaba haciendo las pesquisas que dejó inconclusas Gabriel Huge, pues la línea periodística de Báez Chino era de investigación y denuncia social.


  A este periodista, asesinado a los 46 años, cuando cumplía 25 de labor profesional y a quien apodaban el Gavilán por su sagacidad al reportear, también le preocupaba la devastación minera del proyecto Caballo Blanco en la zona de Alto Lucero y Actopan. Por eso, como editor de Milenio Xalapa, siempre hacía recomendaciones a los reporteros para que centraran sus trabajos en las voces de denuncia de las comunidades indígenas afectadas, y como reportero de la página web reporterospoliciacos.mx. nunca negaba la posibilidad de dar voz a los pueblos alzados contra los proyectos de muerte.


  INVESTIGACIONES “AL VAPOR”


  Pero el caso de Gregorio Jiménez de la Cruz, que trabajaba para los periódicos Notisur y Liberal del Sur, asesinado en las primeras horas del 5 de febrero de 2014, sí apunta a las denuncias que hizo contra algunas mineras. Aun cuando era fotógrafo de nota policiaca, su trabajo lo llevó a tomar imágenes devastadoras de las comunidades indígenas del Istmo de Tehuantepec, afectadas por el proyecto minero Santa Martha; éste, sobre una extensión de 7 mil 310 hectáreas, fue concesionado a las canadienses Lowell Copper y Minaurum Gold Inc., es un proyecto extractivo, a cielo abierto, de oro, plata y cobre en las minas La Cristalina y San Miguel, la primera en los límites de Chiapas y Oaxaca y la segunda entre la comunidad rural de San Miguel Chimalapa y el ejido Santo Domingo Zanatepec, Oaxaca.


  Sobre este proyecto la denuncia de Gregorio Jiménez de la Cruz fue constante. Expuso visualmente que los trabajos mineros tendrían un impacto negativo ecológico y social para las comunidades indígenas. Sus imágenes fueron de tal peso que obligaron a la Semarnat a ordenar dos veces la revisión de los estudios de impacto ambiental presentados por la minera, que insistían en que no habría afectación a los mantos freáticos. Pero algunas fotografías de Gregorio Jiménez de la Cruz indicaban lo contrario.


  Antes de ser ejecutado, como en los casos de los periodistas ultimados en Veracruz, a Gregorio Jiménez de la Cruz lo amenazaron. Él mismo comentó con algunos de sus compañeros —apenas dos semanas antes de su asesinato— que no sabía de dónde provenían las amenazas. Apuntó en alguna ocasión que con la única que podría tener diferencias era con la propietaria de un bar cercano a su domicilio.


  A Gregorio los sacaron de su casa. La mañana del 5 de febrero de 2014, al filo de las 05:00 horas, un comando llegó a su domicilio, en la comunidad de Villa Allende, municipio de Coatzacoalcos. Se lo llevaron a bordo de una camioneta, ante la impotente mirada de su esposa e hijos, que nada pudieron hacer. Su cadáver fue encontrado seis días después.


  Para el gobierno de Veracruz, como lo expuso el procurador Flores Espinosa el 10 de febrero del 2014 en conferencia de prensa, fue Teresa de Jesús Hernández Cruz la autora intelectual del homicidio. Ella fue detenida cinco días después de haber desaparecido de su entorno, cuando estaba a punto de abordar un autobús para abandonar Coatzacoalcos, por policías ministeriales que la buscaban para que declarara sobre la muerte del periodista. Tras la existencia de una presunta confesión de la detenida, la Procuraduría de Justicia dio por cerrada la investigación; estableció que entre ella y la víctima había diferencias personales pues, según la versión oficial, el periodista habría criticado y denunciado varias veces la operación del bar de la mujer. Se dijo que Teresa de Jesús Hernández estaba molesta porque el fotorreportero había referido que en el interior de su bar habían ocurrido dos homicidios. En realidad la nota de esos hechos, escrita por Gregorio Jiménez, se refería a dos homicidios cometidos en otro bar.


  Aun así, el órgano procurador de justicia de Veracruz aseguró que Teresa de Jesús Hernández Cruz mandó matar al periodista. Para eso habría contratado a una célula de Los Zetas, a la que —siempre de acuerdo con la versión del procurador— le habría pagado 20 mil pesos.


  Basándose esa teoría se logró la captura de José Luis Márquez Hernández, Santos González Santiago, Jesús Antonio Pérez Herrera y Juan Manuel Rodríguez Hernández, a quienes se les imputó la autoría material del crimen; se aseguró que formaron parte del grupo de cinco sujetos que ingresaron al domicilio del periodista para llevárselo, ejecutarlo y sepultarlo en una casa de seguridad en el municipio de Las Choapas, Veracruz. En la misma fosa clandestina fueron encontrados dos cuerpos más, uno de una persona desconocida y el de Ernesto Ruiz Guillén, quien —dijo el procurador— fue secuestrado el 18 de enero de 2014 en el bar de Teresa de Jesús Hernández Cruz, y de cuyo caso también habría dado cuenta en su momento, en reportes periodísticos, Gregorio Jiménez de la Cruz.


  En las líneas de investigación sobre el homicidio de Gregorio Jiménez, que apenas se desarrollaron durante cinco días, nunca se tomaron en cuenta las otras informaciones que manejó en su momento el asesinado; toda la investigación se centró, y de alguna manera se cuadró, en relación con la cobertura que hizo de sucesos policiacos. Ni siquiera se tocó la posibilidad de que el homicidio de Gregorio Jiménez de la Cruz hubiese sido causado por las denuncias sociales que hizo contra las mineras, como si esa posibilidad ni siquiera fuera remota, pese a que en lo particular, con algunos de sus compañeros periodistas el asesinado siempre se dijo en desacuerdo con los proyectos extractivos y el desplazamiento de comunidades.


  Capítulo 7


  Ejercer el periodismo en México significa aprender a vivir con la impunidad.


  ADELA NAVARRO BELLO


  SE LOS TRAGÓ LA TIERRA


  Por lo menos en otros ocho estados del país se han dado agresiones a comunicadores, y aunque no hay una sola investigación que relacione a las mineras con los ataques a periodistas, media docena de ellos desaparecieron luego de distinguirse por haber dado voz a los pueblos o grupos étnicos desplazados o despojados por la labor de aquéllas en sus territorios.


  La devastadora presencia de las mineras en suelo mexicano, principalmente de las canadienses, se hace con la complicidad, o al menos con el disimulo, del gobierno de México que, no obstante, frente al cúmulo de observaciones que se presentan sobre la violación de derechos humanos y atentados a la vida de las poblaciones locales, no ha hecho nada por sujetar a esas empresas al Estado de derecho. Resalta además la actuación de estas compañías que reciben fondos públicos de su gobierno para su labor extractiva fuera de Canadá, y no están sujetas al cumplimiento de ninguna norma de responsabilidad social.


  El gobierno de Canadá, mediante su programa La Marca Canadiense, alienta la expansión de sus empresas en otros países, sin evaluar la conducta de éstas; ni la Oficina del Consejero en Responsabilidad Social Corporativa (RSC) para el Sector Extractivo ni el Punto Nacional de Contacto (PNC, que responde a la OCDE) realizan investigaciones ni tienen poder para sancionar a las compañías que se señalan directamente como agresoras de personas y del medio ambiente; mucho menos se habla de compensar a las víctimas.


  “No hay referencias de que se realice una sistemática evaluación del comportamiento de las compañías, y no existe información disponible que indique que el actual consejero de RSC haya respondido a los informes de violencia o considerado la retirada del apoyo de una embajada canadiense”, dice el informe “La violencia y las compañías mineras canadienses en América Latina”, realizado por Proyecto Justicia y Responsabilidad Corporativa, que insiste en el repunte de la violencia y la criminalización contra los opositores a las minas en al menos 11 países latinoamericanos, México entre ellos.


  De tal suerte ha sido la presencia de las mineras canadienses en suelo mexicano, considera Claudia Martínez, presidenta del Colectivo Nacional de Alerta Temprana de Periodistas y Defensores de Derechos Humanos, que no se puede disociar su actividad económica de la violencia, lo que hace imposible no mencionarlas al momento de hacer el recuento de las extrañas desapariciones de periodistas, de quienes simplemente ya no se volvió a saber nada, como si se los hubiera tragado la tierra.


  De 2011 a agosto de 2017 suman 13 los comunicadores de quienes no se sabe nada. Oficialmente están desaparecidos. En todos estos casos las investigaciones iniciadas por la PGR siguen como principal línea de investigación el ataque de los grupos criminales al servicio de los cárteles de drogas. “Pero lo que se ha pasado por alto es que todos los periodistas desaparecidos desde 2011 registran un factor común: cada uno de ellos denunció, a través de sus medios de comunicación, principalmente en periódicos digitales o radios comunitarias, la presencia invasiva de las empresas mineras en regiones ecológicas protegidas o en zonas de asentamientos poblacionales de pueblos naturales e indígenas, de los que se convirtieron de manera frecuente en sus portavoces”, señaló Claudia Martínez en entrevista para esta investigación.


  En algunos casos las denuncias de estos comunicadores hicieron que los planes de esas empresas fueran frenados o al menos sometidos a una revisión rigurosa por parte del gobierno mexicano, lo que ocasionó millonarias pérdidas para las trasnacionales. Pero la mayoría de los proyectos mineros denunciados por los periodistas desaparecidos mantiene su avance. Las voces de las comunidades inconformes se han apagado. El temor del gremio periodístico se mantiene a flote, luego de cuchichear en los corrillos que una posible causa de la desaparición de esos periodistas fue que trastocaron los intereses económicos de esas corporaciones.


  La minería y la denuncia social son temas vedados entre los comunicadores. En esos renglones es donde se ha impuesto el silencio más férreo y donde la libertad de expresión se ha topado con un muro infranqueable. Según un recuento propio, hecho para esta investigación, hasta septiembre de 2017 en México se contaban al menos 71 periodistas —entre columnistas, reporteros e investigadores— especializados en temas de narcotráfico, pero sólo se han distinguido 18 que tocan la afectación ecológica causada por los proyectos mineros.


  Los periodistas desaparecidos hasta la fecha en su mayoría formaron parte de ese pequeño universo de comunicadores que denunciaron los llamados proyectos de muerte. Pero la autoridad federal intenta clasificar sus desapariciones en función de las notas informativas que elaboraron sobre el narcotráfico. No sólo eso, también fueron doblemente victimizados al ser señalados como coludidos con criminales. Es una práctica común del Estado mexicano y así lo han referido organismos no gubernamentales como Reporteros Sin Fronteras, Artículo 19, Amnistía Internacional, el Comité para la Protección de Periodistas, y diversos altos comisionados de la ONU.


  Una de las voces que ha denunciado con insistencia la voracidad y criminalidad de las mineras es la de Antonio Trasviña, quien logró formar el colectivo Todos por el Agua, que agrupa por lo menos a 16 organizaciones civiles —desde las formadas por comerciantes y profesionistas hasta las de los ambientalistas y académicos— que realizan una movilización permanente para impedir que el proyecto Los Cardones, en La Paz, Baja California Sur, sea puesto en marcha


  Antonio Trasviña es un ingeniero químico que renunció a trabajar para el gobierno luego de conocer la corrupción que se gesta en la administración de La Paz y en la estatal. Su movimiento paralizó al gobierno de Baja California Sur, de Marcos Alberto Covarrubias Villaseñor, y al municipal de Esthela Ponce Beltrán, que sin mayor miramiento dieron permisos a Pediment Incorporated para los trabajos de exploración y explotación de la mina de oro a cielo abierto. La movilización convocada por Trasviña logró que cientos de paceños se apostaran en un plantón permanente frente a las sedes municipal y estatal hasta que lograron que los titulares de esas administraciones retiraran los permisos de la minera canadiense.


  Con la llegada de Carlos Mendoza Davis al gobierno estatal, y de Armando Martínez Vega al municipal en La Paz, Pediment Incorporated logró reactivar los permisos para continuar con los trabajos de la mina, pero por segunda ocasión fueron echados abajo por el movimiento del ingeniero Trasviña, quien pudo demostrar que hubo negociaciones oscuras entre las administraciones estatal y municipal de La Paz con la trasnacional; lo que hizo que el gobernador y el alcalde paceño se vieran imposibilitados de sostener los acuerdos con la minera.


  Al gobierno de Carlos Mendoza no le quedó más que declarar públicamente que el proyecto se aplazaría, no se suspendería, hasta que hubiera un acuerdo con los vecinos inconformes y se demostrara que el plan minero no afectaría el suministro de agua de la zona sur de la península de Baja California. Lo mismo hizo el alcalde Armando Martínez Vega, quien no sólo aceptó que habría una suspensión de los permisos otorgados, sino que clasificó inaccesible el expediente que contiene los acuerdos con la minera.


  Hasta 2011 el periodista y activista David Pérez Sosa dio puntual seguimiento y difusión al movimiento ciudadano contra la minera y la corrupción de los gobiernos de Baja California Sur y La Paz. Fue portavoz de la inconformidad ciudadana y asumió un papel más activo en la defensa de la reserva ecológica de la Sierra La Laguna: convocó a un grupo de académicos de la UNAM para que revisaran el proyecto de impacto ambiental que había sido aceptado a “ojos ciegos” por la autoridad federal, que ni siquiera fue cuestionado por el gobierno del estado y mucho menos por la autoridad municipal. David Pérez Sosa realizó una intensa denuncia de la afectación ecológica que se pretendía.


  También expuso la corrupción de la que se estaba valiendo la compañía canadiense para alcanzar su cometido. Difundió los nombres de los funcionarios que habían hecho comparsa con los ejecutivos de la minera y los expuso al cuestionamiento social. Desnudó el estudio de impacto ambiental hasta dejarlo en una ridícula farsa que pretendía engañar a la colectividad sobre los efectos secundarios del proyecto extractivo más grande en la península de Baja California. Hizo que la empresa perdiera cientos de millones de dólares en un proyecto que finalmente fue obligado a aplazarse indefinidamente.


  David Pérez Sosa fue quien solicitó y obtuvo el apoyo del OCMAL para hacer más visible el conflicto de Baja California Sur. Gracias a él se supo que en el entramado burocrático, donde es común que se muevan las mineras cubriéndose con una capa de subsidiarias, Pediment Incorporated cedió los derechos de explotación y subcontrató a otras empresas, como Vista Gold Corporation e Invecture Group, S. A. de C. V., para que siguieran con el proceso para echar a andar la mina Los Cardones.


  También ventiló que Los Cardones, cedida a Vista Gold, era sólo uno de los ocho proyectos que el gobierno federal, con el aval del estatal, le entregó a la misma minera para llevar a cabo exploraciones con la posibilidad de explotar igual número de minas a cielo abierto en toda la entidad. “Tan notorio resultaría el deterioro ambiental que provocaría el proyecto, que hasta la Semarnat se vio obligada a rechazar la solicitud de cambio de uso de suelo forestal del referido consorcio para iniciar la explotación, no sin advertir que la empresa incumplió los requisitos de ley”, reconoció el OCMAL en un informe sobre el caso Los Cardones publicado en 2015.


  El activista denunció que en aras de engañar a la colectividad, en contubernio con el gobierno federal, Vista Gold insistió en solicitar nuevos permisos para la exploración y explotación minera, cambiando en repetidas ocasiones el nombre del proyecto, que pasó de ser Paredones Amarillo a La Concordia. Su denuncia tuvo efecto: todos los permisos fueron frenados ante la insistencia sobre la afectación a los escasos mantos acuíferos de la entidad.


  Vista Gold Corporation, imposibilitada de poner en marcha el proyecto millonario por la falta de permisos —que fueron frenados por la presión de la ciudadanía, principalmente del frente movilizado por Juan Ángel Trasviña—, optó por ceder los derechos del proyecto a Invecture Group, S. A. de C. V.


  En enero de 2014, tras el cese de los permisos para la explotación de Los Cardones por las razones que fueron difundidas por David Pérez Sosa, los gobiernos federal, estatal y municipal realizaron una consulta pública para saber si la sociedad aceptaba o no la instalación de la mina. La respuesta fue contundente: sólo uno de cada 50 consultados dijo estar de acuerdo con el proyecto; éste fue cancelado. Ese logro ya no lo pudo ver David Pérez Sosa, pues él desapareció la tarde del 24 de octubre de 2011.


  La última vez fue visto en el municipio de Todos Santos. Salió de su casa con la intención de tomar unas fotografías y ya no regresó. Vivía en esa pequeña localidad, al suroeste de La Paz, con su esposa, Ksenia Soynikt, una traductora ucraniana con quien tuvo dos hijos. La vida del joven matrimonio estaba dedicada a la cultura y a la defensa del medio ambiente. No tenía problemas con nadie, según refirió el periodista Max Rodríguez, que fue asesinado en abril de 2017. El reportero dijo que Pérez Sosa le había manifestado que estaba recibiendo llamadas amenazadoras de un teléfono del área de La Paz.


  “No sabemos qué pasó con él”, dijo en el transcurso de esta investigación Juan Ángel Trasviña, quien junto con otros defensores del medio ambiente de La Paz no ha cejado en la búsqueda del activista. Pero no se ha tenido suerte. “Lo único que se sabe es que en una última llamada que hizo a su esposa dijo que no sabía en dónde estaba”, dijo Trasviña. En la Procuraduría General de Justicia del Estado de Baja California Sur hay una denuncia de hechos por la desaparición del periodista-ambientalista; tiene el número SJC/348/TUR/2011. Una fuente de la policía investigadora de ese estado reveló que el expediente de investigación de la desaparición de David Pérez Sosa está archivado: “Ésa fue la disposición del gobernador Marcos Alberto Covarrubias Villaseñor, y fue secundada por el gobernador en turno, Carlos Mendoza Davis”.


  El caso de David Pérez Sosa sigue impune. Organizaciones de defensa de la libertad de expresión, como Reporteros Sin Fronteras o Artículo 19, ni siquiera lo reconocen como periodista, y por lo tanto no se incluye en las cifras oficiales de comunicadores desaparecidos. No se sabe el criterio que han asumido esas organizaciones no gubernamentales para no clasificarlo como desaparecido, pero la razón la dio un ambientalista cercano a David durante esta investigación: “Es porque no escribía en ningún medio importante. Porque en esa organización (Reporteros Sin Fronteras), al igual que Artículo 19, sólo ponen atención a casos de periodistas que trabajan para medios impresos reconocidos”. David sólo escribía de manera ocasional en algunas publicaciones digitales, pero sobre todo en portales y blogs que tocan los temas ambientales. También colaboraba con organizaciones como el Centro Mexicano de Derecho Ambiental (Cemda), donde es bien conocida la práctica de persecución de la que son víctimas los defensores del medio ambiente.


  De hecho, en el último informe de esa organización, difundido en febrero de 2017, se alude a las agresiones de las que fueron víctimas, entre julio de 2015 y junio de 2016, los defensores de los recursos naturales por parte de las grandes empresas corporativas, apoyadas por el Estado mexicano, y en algunos casos por células del crimen organizado.


  En el informe denominado “Sobre la situación de las personas defensoras de los derechos humanos ambientales en México 2016”, el Cemda establece claramente que “México continúa siendo un país peligroso para los defensores ambientales”. Finca su hipótesis en una serie de datos recabados a partir de agresiones a defensores, reconociendo que no ha sido posible documentar todos los hechos, puesto que en muchas ocasiones en México esos ataques no se visibilizan, lo que hace suponer que las estadísticas pueden ser aún más elevadas.


  Aun así, los datos que aporta el Cemda para hacer visible la vulnerabilidad en la que se encuentran los defensores de los derechos humanos son alarmantes y obligan a una revisión exacta de la actuación de las empresas encargadas de los megaproyectos de desarrollo que se diseminan por todo el país.


  En ese documento se establece que las empresas encargadas de ejecutar los llamados proyectos de desarrollo se desempeñan en un contexto de violencia, impunidad, crimen organizado y desigualdad. Se considera que esas empresas, en su mayoría de capital extranjero, deben ser sujetas a la aplicación de los más altos estándares en materia de derechos humanos, con el fin de tomar medidas especiales en situaciones de conflicto, pues se reconoce que el sector empresarial “se ha beneficiado de la impunidad, la corrupción y la falta de transparencia y rendición de cuentas por parte del Estado”, que en muchas ocasiones actúa como cómplice de los corporativos en su ataque directo a las comunidades naturales dueñas del territorio en el que se asientan sus proyectos económicos.


  Otro factor que agrava las condiciones de vulnerabilidad de los defensores de derechos ambientales es el apoyo que brindan las autoridades locales, a cambio de beneficios económicos, a los proyectos mineros y de generación de energía.


  El Centro Mexicano de Derecho Ambiental agrega que los ataques a los defensores del ecosistema, por parte de las empresas encargadas de los proyectos de desarrollo, se agrava a medida que aumenta la demanda mundial de recursos naturales, lo que hace que en ese escenario el medio ambiente sea “la disputa y el nuevo frente para los derechos humanos en el que activistas, comunidades, pueblos, abogados y demás profesionistas alzan su voz para evitar daños al entorno, y promover alternativas a la devastación del planeta por medio de un desarrollo más sostenible”.


  Pero esa posibilidad aún es remota, al menos en México, pues el ataque de las empresas a los defensores del medio ambiente sigue imparable.


  Es una lucha desigual: las grandes trasnacionales cuentan con recursos económicos suficientes para aniquilar o, en el mejor de los casos, desplazar a comunidades completas de los sitios en los que enraizan sus proyectos económicos a costa de lo que sea, mientras que esas comunidades sólo tienen la voz de la denuncia social, y ésta se ventila en muy pocos medios informativos, porque hasta allí ha llegado la cooptación de los corporativos dueños de los proyectos de desarrollo en México. Basta ver cómo algunos medios nacionales se refieren a la confrontación entre comunidades y empresas que se disputan el suelo: la lucha social es señalada por algunos comunicadores como “obstáculo” para los proyectos de desarrollo.


  Por eso no es descabellado lo que plantea el Cemda: apenas se dio la apertura, con la reforma energética, México se convirtió en uno de los países más peligrosos para los defensores del medio ambiente.


  El mismo informe del Cemda revela que entre julio de 2015 y junio de 2016 se pudieron documentar 63 casos de agresiones contra 139 ambientalistas en todo el país. Pero a esas cifras se deben sumar las agresiones de las que ha sido víctima, ya a principios de 2017, la comunidad rarámuri de la Sierra Tarahumara, en Chihuahua, donde los ambientalistas Isidro Baldenegro López y Juan Ontiveros Ramos fueron ejecutados


  AMBIENTALISTAS EN LA MIRA


  De acuerdo con el Cemda, en 11 meses —entre 2015 y 2016— hay una escalada en las agresiones a los defensores de la tierra, sobre todo en las 18 entidades con más proyectos de desarrollo que tienen que ver con la industria extractiva, la construcción de vías de comunicación, la generación de energías renovables —represas y parques eólicos— y construcción de infraestructura urbana. Destacan Sonora y el Estado de México con 12 agresiones cada uno, Oaxaca con seis, Puebla con cinco, Colima y Campeche con cuatro cada uno y Veracruz y Chiapas con tres casos en cada entidad.


  Otros ataques contra los defensores del medio ambiente se cometieron en Quintana Roo, Jalisco, Guanajuato y Baja California Sur, en donde se registraron dos agresiones en cada entidad. Se suman a esta lista Yucatán, Morelos, Michoacán, Guerrero, Chihuahua y la Ciudad de México, donde se documentó al menos un caso en cada lugar. Esta situación ya ha sido reconocida por la ONU.


  De acuerdo con el relator Michel Forst, “los defensores de derechos humanos de comunidades indígenas están entre los grupos de mayor riesgo; la situación de los derechos humanos indígenas, y de aquellos que los defienden, es extremadamente preocupante”. Conclusión que parece ir aparejada con la opinión del Cemda, que señala que en México “los ambientalistas son el segundo grupo más vulnerable a perder la vida a causa de sus actividades”, después de los periodistas que se atreven a señalar temas de corrupción y nexos de perversidad entre las empresas encargadas de los proyectos de desarrollo y funcionarios de la administración pública en sus tres órdenes de gobierno.


  Las entidades de más alto riesgo en México para los defensores del medio ambiente son Oaxaca, Chihuahua, Guerrero, el Estado de México y Chiapas, donde “la multiplicación de proyectos de desarrollo y acaparamiento de tierras conducen a la escalada de conflictos”, asienta Michel Forst en su informe de cierre de misión en México, en 2017; refiere que la disputa por los recursos naturales obedece a que las comunidades indígenas tienen una concepción distinta de la tierra, bosques, agua y aire, a los que consideran “esenciales para su existencia y para la protección de sus culturas ancestrales”. De ahí la defensa a muerte de esos recursos, cuando en sus regiones se asientan proyectos de desarrollo —gracias a las “amplias facilidades” que ofrece el Estado para la ejecución de éstos en suelo propiedad de los pueblos indígenas— que violentan el derecho a la propiedad, a la consulta y a la repartición de la riqueza generada a partir de los recursos de la comunidad.


  Y cómo no va a ser México un país de violencia para los defensores del medio ambiente, si aquí es donde se ejecuta la mayor cantidad de proyectos de desarrollo de todas las naciones americanas. Según datos de la Secretaría de Economía, de septiembre de 2017, hay aquí 25 mil 425 concesiones para proyectos mineros, tanto para la extracción de minerales metálicos como para la obtención de derivados pétreos; 64% se encuentran en fase de exploración, y el resto ya tiene algún grado de explotación.


  A los proyectos mineros que se ejecutan en México, a los que se les atribuye el mayor número de agresiones contra los ambientalistas y líderes de las comunidades, se deben sumar los 332 proyectos de desarrollo vial y de infraestructura urbana que reconoce en proceso de desarrollo la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT), de los cuales 95% se encuentran asentados en propiedades de comunidades rurales e indígenas, y han propiciado confrontación con los habitantes de la zona. En la lista nacional de proyectos de desarrollo, con la vertiente de generación de conflictos sociales, también se encuentran 193 obras para la construcción de complejos industriales que permitan la generación de energías renovables, principalmente represas y parques eólicos avalados por la Secretaria de Energía.


  Aun cuando el OCMAL estima que actualmente en México hay al menos 37 disputas entre empresas mineras y defensores indígenas, se sabe que la ejecución de los proyectos mineros, viales, de desarrollo urbano y de generación de energías renovables han propiciado que hasta septiembre de 2017 existan en todo el país cerca de 175 conflictos sociales de nivel crítico.


  La preocupación sobre estos conflictos radica en las agresiones de las que son objeto los defensores del medio ambiente. Según Michel Forst, “las personas líderes de la comunidad y los defensores de los derechos ambientales y tierras que se oponen a proyectos de gran escala enfrentan violencia de personas que están relacionadas con compañías que participan en esos proyectos”. A esto habría que acotar lo que dice el informe del Cemda, que reconoce que la violencia contra los medioambientalistas en México es alarmante, pues “del año 2010 a julio de 2016, se han registrado 303 casos de ataques a estas personas”, lo que ubica a México como uno de los países más peligrosos de América en materia de defensa de los recursos naturales.


  La escalada en las agresiones a defensores del medio ambiente se observa también por el crecimiento de proyectos de desarrollo, principalmente mineros y facilitados por el Estado en años recientes, en sitios de residencia ancestral de pueblos indígenas. Las estadísticas así lo indican: de los 157 ambientalistas asesinados hasta septiembre de 2017, 136 eran indígenas, de los cuales 102 eran hombres y 34 mujeres.


  De acuerdo con el informe de 2016 “Sobre la situación de personas defensoras de derechos humanos ambientales” —elaborado por Alejandra Leyva Hernández, Andrea Davide, Ulisse Cerami, Felipe Romero Bartolo, Lizbeth Lugo Hernández y Ximena Ramos Pedrueza Ceballos, investigadores del Cemda—, los megaproyectos de desarrollo son los que han hecho que México sea uno de los países más peligrosos para los defensores del medio ambiente. Sonora, Oaxaca y el Estado de México son las entidades que se señalan como las de mayor número de casos de ataques a defensores de los derechos ambientales, y es justamente allí donde se ha concentrado el mayor número de proyectos de desarrollo en los últimos dos años.


  Por la presencia de empresas mineras, principalmente de capital canadiense, en Sonora se han detonado al menos 18 conflictos socioambientales por la disputa del agua y la tierra; en Oaxaca se registran 16, la mayoría de ellos por proyectos eólicos y mineros; en el Estado de México existen 13 puntos de disputa por el suelo, a causa de la construcción de vías de comunicación y desarrollos urbanos. Entre los agresores de los ambientalistas hay agentes estatales, principalmente policías, militares y funcionarios de la administración federal, y no estatales, como las empresas trasnacionales y las de seguridad privada, que se amparan en la impunidad oficial para cometer las agresiones.


  Según la CIDH, entre las agresiones a las que se enfrentan los defensores del medio ambiente, en México y en otros países de América Latina, destacan los asesinatos, desapariciones forzadas, hostigamientos, criminalización indebida y el uso abusivo de la fuerza contra las manifestaciones de protesta social. Sólo hay que ver los agravios entre julio de 2015 y junio de 2016: de los 63 casos que se pudieron documentar, 139 personas fueron víctimas directas, al menos 10 organizaciones fueron blanco de los ataques de las empresas y 20 comunidades campesinas o indígenas también resintieron el hostigamiento de los corporativos. De los 139 ambientalistas víctimas, que representan 82% de los casos documentados de agresiones, al menos 10 son mujeres, que ahora tienen mayor participación en la defensa de los recursos naturales de sus comunidades, y quedan doblemente expuestas “no sólo por su trabajo, sino también por su condición de género”, explicó Michel Forst en su informe de cierre de misión 2017. Según el relator especial de la ONU, las mujeres defensoras de derechos ambientales se encuentran más expuestas al riesgo, pues considera que “pueden padecer violencia sexual, amenazas en redes sociales o campañas de difamación con base en estereotipos de género”.


  Hasta 2017 la mayor cantidad de agresiones oficialmente documentadas contra los opositores a los proyectos de desarrollo —los que siempre argumentaron el despojo voraz de los recursos naturales propiedad de los pueblos originarios— tuvieron que ver con la defensa del agua, para que no fuera privatizada o para evitar su contaminación permanente. El acceso al agua, considerado un derecho humano de los pueblos, fue el centro de disputa de 17 conflictos, en los cuales los defensores fueron víctimas directas de las políticas agresivas de las trasnacionales; en el periodo referido hubo 17 agresiones.


  En 10 casos, en ese periodo, los atentados fueron contra quienes defendían el suelo, al oponerse a proyectos extractivos, principalmente de minas de tajo a cielo abierto en zonas poblacionales y los que al menos en tres casos causaron el desplazamiento de toda la población. Otros ocho fueron derivados del combate a proyectos de infraestructura, principalmente autopistas y vías secundarias de comunicación. En siete casos el centro de disputa fueron los proyectos de construcción de hidroeléctricas. Otras cinco agresiones documentadas fueron a partir de proyectos de desarrollo inmobiliario. Cuatro fueron por despojo de tierras para la instalación de infraestructura de comunicaciones. Cuatro veces las agresiones provinieron de empresas que contaron con el aval federal para la ejecución de proyectos eólicos. Dos casos más fueron por tratar de evitar la contaminación del aire. Otros dos por tratar de frenar proyectos turísticos. En dos casos las agresiones a los medioambientalistas ocurrieron por denunciar y tratar de evitar la siembra de transgénicos. Dos más fueron por la defensa de los bosques.


  Sobre los agresores se establece que en 43% de los casos el Estado atacó directamente a los activistas mediante el uso de la fuerza pública, principalmente policías locales y estatales o el Ejército, que se ha convertido en protector frecuente de los intereses de las trasnacionales. En 14% de las agresiones se identificó como actores a particulares que se vieron afectados económicamente por las movilizaciones sociales, principalmente pequeños empresarios y caciques locales, que se convirtieron en aliados inversionistas de los megaproyectos.


  En 7% de los casos las agresiones provinieron de personas ligadas a las empresas desarrolladoras de los proyectos, sobre todo grupos de choque y guardias blancas, y las gerencias locales de las mismas compañías fueron identificadas como orquestadoras de los atentados. En 3% de las agresiones documentadas se estima que fueron pobladores de las mismas comunidades quienes actuaron contra los ambientalistas, con el fin de preservar sus intereses económicos y las canonjías entregadas por las empresas. En 2% de los atentados se señala a grupos del crimen organizado como los perpetradores.


  En resumen, de todas las agresiones contra defensores del medio ambiente por parte de las empresas —las que siguen impunes—, 27 derivaron de la pelea por la conservación del suelo, el rubro que más repuntó.


  Por la defensa del agua se documentaron 24 agresiones, en tanto que por la conservación de los bosques y la protección de los ecosistemas, 10 atentados. Pero de todos los tipos de agresiones documentadas por el Cemda, se apunta que fueron las amenazas las que predominaron sobre los ambientalistas, mismas que representaron 24% de todo lo que se tuvo conocimiento; siguió después la intimidación, con 19% de casos; la criminalización, con 18%, y las agresiones físicas, con 15 %. Otras agresiones fueron el hostigamiento, con 11%; la difamación, con 6%; la privación ilegal de la libertad, el desalojo forzoso, el allanamiento y robo, con índices de 2% cada uno; en tanto que sólo se registró, hasta junio de 2016, un homicidio.


  CHIHUAHUA, REGIÓN DE MUERTE


  Otro de los múltiples ejemplos de agresiones de las trasnacionales contra los defensores de la tierra fue el asesinato del dirigente comunal indígena Juan Ontiveros Ramos, compañero de lucha de Isidro Baldenegro López. A Juan Ontiveros lo mataron —apenas 15 días después del asesinato de Baldenegro López— por negarse a gestionar en su comunidad, Choreachi, en el municipio de Guadalupe y Calvo, Chihuahua, el consenso para permitir la entrada de empresas mineras en la región, las mismas a las que se opuso Isidro Baldenegro.


  Las mineras a las que se opuso Juan Ontiveros Ramos —quien fue secuestrado el 31 de enero de 2017, y cuyo cadáver fue hallado menos de 24 horas después— son las mismas a las que se enfrentó Baldenegro López: la Fresnillo PLC, Endeavour Silver Corp., Mex Group Resources y Great Panther Resources, que no han sido mencionadas en las investigaciones que lleva a cabo la Fiscalía General del Estado de Chihuahua.


  Con este homicidio son ya cinco los cometidos contra defensores de la tierra en el distrito minero de Guadalupe y Calvo, donde los gobiernos estatales —tanto el del priista César Duarte Jáquez como el del panista Javier Corral Jurado— han insistido en que se trata de acciones directas del crimen organizado. Puede ser que tengan razón, pues grupos ambientalistas de la comunidad rarámuri han insistido en que algunos grupos del Cártel de Sinaloa rentan sus servicios de seguridad a las mineras que realizan labores de exploración y explotación de oro y plata. Por eso existe temor e indignación entre las comunidades indígenas, lo que ya ha sido expuesto al gobierno estatal por parte del gobernador indígena, Porfirio Cruz Ramos.


  Integrantes de la organización Alianza Sierra Madre, A. C., han señalado el estado de violencia que se vive en la región de Guadalupe y Calvo; han referido insistentemente que todos aquellos que se oponen a los trabajos de exploración de las mineras están siendo perseguidos. Hasta septiembre de 2017 era al menos una docena de defensores los que manifestaban amenazas de grupos armados, identificados con células del Cártel de Sinaloa. En esta región se ha documentado, en los últimos tres años, al menos una veintena de agresiones a los líderes de los movimientos ecologistas.


  Tanto las autoridades de usos y costumbres como las organizaciones civiles que velan por la conservación de los recursos naturales de la zona de Guadalupe y Calvo han referido que son objeto de una cacería por parte de grupos del crimen organizado, a quienes se vincula con los intereses económicos de las mineras. En esta región, la prensa local —tal vez anteponiendo el interés de mantener la vida— ha optado por la autocensura, dejando a las comunidades sin voz de denuncia.


  El caso de Juan Ontiveros Ramos es el que habla mejor de la situación que prevalece en esta zona de Chihuahua. Él apareció ejecutado el mediodía del 1° de febrero de 2017. Su cuerpo fue encontrado con dos impactos de bala. Paradójicamente, era la voz más acuciosa que se alzaba en reclamo del esclarecimiento del asesinato de Baldenegro; una de sus hipótesis apuntó a los intereses económicos afectados de las mineras. Insistió en organizar a los miembros de la comunidad rarámuri de las localidades de Piedras Coloradas y Choreachi, para hacer un frente común para evitar que las mineras canadienses realizaran trabajos de exploración.


  Por eso, Juan Ontiveros Ramos, de 32 años, fue secuestrado por un comando cuando se dirigía a la comunidad de Choreachi, luego de asistir en la ciudad de Chihuahua a una reunión con vecinos de Coloradas de la Virgen, con el fin de planear acciones de resistencia y reclamarle al gobierno estatal avances en la averiguación del asesinato de su compañero Isidro Baldenegro López. Fue interceptado cerca de la comunidad de Pino Gordo, la tarde del 31 de enero, cuando viajaba en un vehículo de su propiedad acompañado de su hermano Isidro. Los agresores sólo se lo llevaron a él, en tanto que su hermano fue severamente golpeado. El cadáver del activista fue encontrado en un camino que conduce a la comunidad Los Flacos; tenía dos impactos de bala, uno de pistola calibre .38 y el otro de rifle AR-15, de los que oficialmente son asignados a los cuerpos de seguridad pública estatal, lo que hace suponer que fue ejecutado por policías municipales de Guadalupe y Calvo.


  De acuerdo con la denuncia de la organización Alianza Sierra Madre, A. C., se teme que este homicidio quede en la impunidad, tal como los de los otros cuatro activistas caídos: Isidro Baldenegro López, Víctor Carrillo, Elpidio Torres Molina y Valentín Carrillo Palma, en los que también se presume la participación de cuerpos de seguridad pública, que pudieron haber actuado bajo las órdenes de las empresas mineras.


  De tal fuerza son las sospechas que apuntan a las mineras, que es imposible, con base en las evidencias, dejar de pensar en su participación en la desaparición de otros 13 periodistas, que entre otros temas también expusieron la desigual lucha por la propiedad de los recursos naturales.


  DESAPARECEN EN ZONAS MINERAS


  En el recuento de las agresiones a periodistas se apuntan los casos de otros comunicadores extraviados: Jesús Mejía Lechuga, del programa de radio MS Noticias, de Veracruz, oficialmente está desaparecido desde el 10 de julio de 2003; Leodegario Aguilera Lucas, del informativo Mundo Político, de Guerrero, fue visto por última vez el 22 de mayo de 2004; Alfredo Jiménez Mota, del periódico El Imparcial, de Sonora, desapareció el 2 de abril de 2005; Rafael Ortiz Martínez, del periódico El Zócalo, de Coahuila, fue reportado desaparecido el 8 de julio de 2006; José Antonio García Apac, propietario del semanario Ecos de la Cuenca de Tepalcatepec, Michoacán, desapareció el 20 de noviembre de 2006; Rodolfo Rincón Taracena, del periódico Tabasco Hoy, fue declarado sin paradero el 20 de enero de 2007.


  En la lista de periodistas sin paradero, antes de que se pensara en la posibilidad de que sus desapariciones estuvieran ligadas a las empresas mineras que fueron exhibidas por sus prácticas de despojo a las comunidades nativas, también se encuentran Gamaliel López Candanosa y Gerardo Paredes Pérez, reporteros de TV Azteca en Nuevo León, quienes desaparecieron el 10 de mayo de 2007; en Michoacán, Mauricio Estrada Zamora, del periódico La Opinión de Apatzingán, desapareció el 12 de febrero de 2008; María Esther Aguilar Cansimbe, de Cambio de Michoacán, desapareció el 11 de noviembre de 2009; en esa misma entidad pero el 6 de abril de 2010 desapareció Ramón Ángeles Zalpa, colaborador de los periódicos regionales Cambio de Michoacán y La Voz de Michoacán, y finalmente el 7 de junio de 2011 se declaró la desaparición de Marco Antonio López Ortiz, reportero de Novedades de Acapulco.


  La constante de todos los casos de desaparición de estos comunicadores —de acuerdo a lo que se establece en cada una de las averiguaciones previas asumidas por la PGR ante la declaratoria de incompetencia de las procuradurías estatales— es que todos ellos cuestionaron de manera insistente la presencia de los proyectos mineros en sus entidades.


  Baste ver que Baja California Sur, Guerrero, Nuevo León, Coahuila y Michoacán son de los estados más codiciados por las mineras dedicadas a la extracción de oro, plata, cobre, bronce, zinc, hierro y carbón, en tanto que Tabasco se ubica como una de las entidades con mayor potencial nacional en minerales no metálicos y agregados pétreos: arcilla, arena, azufre, caliza, grava y yeso, donde se concentran en mayor medida, y mantienen el control de la explotación de esos recursos, las empresas mexicanas dedicadas a la elaboración de cemento, entre ellas Cementos Apasco, S. A. de C. V.; Cemex Concretos, S. A. de C. V.; Saint Martin Construcciones, S. A. de C. V.; Construcciones y Agregados de Teapa, S. A. de C. V.; Triturados y Concretos del Sureste, S. A. de C. V.; Agregados y Materiales Pétreos de Tabasco, S. A. de C. V.; Gravas El Tortuguero, S. A. de C. V.; Gravera Río Puxcatán, S. A. de C. V.; Agregados VYC, S. A. de C. V.; Grupo Industrial Rubio, S. A. de C. V., y Trateco, S. A. de C. V.


  En Tabasco, la autoridad ministerial local encargada de la primera parte de la investigación de la desaparición del periodista Rodolfo Rincón Taracena, del periódico Tabasco Hoy, apuntó como primera línea de investigación la afectación a los intereses del crimen organizado; pero dejó de lado la posible relación con las mineras, sin considerar que el trabajo informativo del periodista cuestionó en diversas ocasiones la labor de las cementeras, a las que directamente responsabilizó de la contaminación en las cuecas de las dos regiones hidrológicas de los ríos Usumacinta, Grijalva, Samaria, Carrizal y San Pedro.


  Los mayores índices de contaminación, denunciados por el periodista desaparecido, fueron atribuidos a los trabajos de trituración y calcinación de rocas que en la zona de Macuspana realiza la empresa Cementos Apasco, S. A. de C. V., sumado el índice de contaminación del aire. A Construcciones y Agregados de Teapa la responsabilizó de que a causa de la trituración pétrea que realiza en las regiones de Teapa y Tacotalpa, causaba enfermedades de la piel entre los vecinos de las comunidades asentadas en esa cuenca hidrológica.


  Otra de las empresas de extracción minera no metálica, cuestionada por Rodolfo Rincón Taracena, fue Triturados y Concretos del Sureste (Tricosur), que realiza una extracción promedio diaria de 2 mil 500 metros cúbicos de piedra para la obtención de cemento, en la zona de Teapa, donde los índices de enfermedades de la piel y de las vías respiratorias se mantienen en los picos más elevados, de acuerdo con cifras del IMSS. En la zona del municipio de Macuspana se acusó de afectaciones dañinas al aire a las empresas Gravas El Tortuguero, S. A. de C. V.; Gravera Río Puxcatán, S. A. de C. V.; Agregados VYC, S. A. de C. V., y Grupo Industrial Rubio, S. A. de C. V., que realizan labores de trituración para la obtención de agregados pétreos, base para la elaboración de cemento.


  Otras empresas a las que Rincón Taracena relacionó con el deterioro del medio ambiente fueron Calitab, S. A. de C. V., que en el municipio de Tenosique realiza labores de trituración, calcinación e hidratación de materiales pétreos para la obtención de cal hidratada; Cemex Concretos, S. A. de C. V., que en el municipio de Villahermosa realiza trabajos de trituración y calcinación de rocas para la obtención de concreto premezclado, lo que ha ocasionado el deterioro del suelo, el aire y el agua de la zona, y Saint Martin Construcciones, S. A. de C. V., que realiza trabajos de trituración de piedras para la obtención de barita, elemental para la elaboración de agua oxigenada, pigmentos blancos y diversos procesos en la industria del caucho.


  La indagatoria oficial, marcada con el número de registro DAPC-18/2007, centró todas las posibilidades del atentado al comunicador en una respuesta violenta por parte de las células criminales en la zona de Villahermosa, donde Rincón Taracena llevaba más de 20 años de ejercicio periodístico, siempre dedicado a la cobertura de los sucesos policiacos. La procuraduría del gobernador Andrés Granier Melo se fue por el lado cómodo: relacionó la desaparición del periodista con las bandas del cártel de Los Zetas. Aseguró que el comunicador había tocado intereses en la comercialización de drogas en el municipio de Villahermosa. Hasta se planteó la hipótesis de que Rincón Taracena fue secuestrado y asesinado por haber publicado un mapa en donde exponía la ubicación geográfica de “las tienditas” donde Los Zetas vendían drogas.


  La hipótesis del gobierno de Granier Melo apuntó a que el periodista fue secuestrado, llevado a una casa de seguridad en el municipio de Villahermosa; que allí fue ejecutado de un balazo en la cabeza y que su cuerpo fue disuelto en un tambo de ácido. Pero la procuraduría nunca pudo demostrar esa hipótesis, pues en el supuesto tambo donde el cuerpo del periodista habría sido disuelto junto con otras cuatro personas nunca se encontraron rastros de su ADN.


  Según la indagatoria oficial, Rodolfo Rincón Taracena salió de la redacción del periódico Tabasco Hoy al filo de las 20:00 horas del 20 de enero de 2007, tras haber entregado sus notas del día. Sin mayor constancia que lo establecido en el expediente de la investigación, se sabe que Rincón Taracena recibió una llamada telefónica de una de sus fuentes, que lo citó para proporcionarle información.


  Esa supuesta fuente fue la que lo llevó hasta la presencia de quien es identificado como Miguel Ángel Pairo Morales, el Pelucas, un presunto miembro de Los Zetas a quien se le atribuye el control de cientos de “tienditas” dedicadas a la venta al menudeo de drogas, principalmente cocaína y mariguana. El día de su desaparición, el periodista había publicado un artículo donde hacía la denuncia pública de la impunidad con la que estaban actuando esos centros de distribución de drogas, lo que —desde la óptica del gobierno estatal— habría sido la principal causa de su muerte.


  Rincón Taracena fue el primer periodista desaparecido en la administración de Felipe Calderón, lo que hizo que colegas y amigos del comunicador, apoyados por organizaciones como Reporteros Sin Fronteras, Artículo 19, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y Amnistía Internacional salieran a las calles para exigirle al gobierno de Andrés Granier una investigación a fondo.


  Por eso la procuraduría de Tabasco, ante la presión social, tuvo que bosquejar una rápida hipótesis, en donde lo más fácil fue involucrar al crimen organizado, dejando de lado los otros trabajos periodísticos de Rodolfo Rincón, sobre todo los que tocaban los intereses de las empresas mineras asentadas en esa entidad y que siempre fueron el orgullo de la administración de Granier Melo.


  La versión oficial sobre la desaparición de este periodista en Tabasco quedó finalmente despachada con la hipótesis de que Miguel Ángel Pairo Morales, el Pelucas, fue quien lo secuestró. Que él fue quien lo entregó a un grupo ejecutor de Los Zetas. Que lo llevaron, junto con otras cuatro personas secuestradas, a una casa de seguridad conocida como El Bambú, en el municipio de Villahermosa, donde mataron a los cinco con sendos balazos en la cabeza. Que sus cuerpos fueron quemados en un tambo con gasolina y diésel y que algunos de los restos que estaban intactos fueron echados a un tambo con ácido, en donde supuestamente fueron disueltos, arrojando el macabro líquido a una fosa.


  La hipótesis de la procuraduría de Tabasco no convenció a nadie. Pero —tal vez por temor— nadie la ha cuestionado públicamente, pese a que entre los periodistas de la zona existe el pleno convencimiento de que fue hecha al vapor, pues no se hizo una investigación a fondo y el cierre del caso se llevó a cabo sólo “con el cruce de información de algunos detenidos, miembros del cártel de Los Zetas”, como reconoció el propio gobierno del estado. Por eso mismo, organismos como Reporteros Sin Fronteras y el Comité de Protección a Periodistas de Estados Unidos han cuestionado la indagatoria, pero no han logrado que el caso sea reabierto.


  Otro caso que también se ha querido ocultar tras el velo del crimen organizado es la desaparición de Jesús Sandalio Mejía Lechuga, poblano que sintió el llamado del periodismo y decidió salir de su natal Huauchinango para ejercer en el municipio de Martínez de la Torre, en la zona norte de Veracruz. La lejanía de su desaparición, ocurrida el 10 de julio de 2003, ha borrado casi todos los indicios que permitan apuntalar una hipótesis firme, pero de lo que se tiene certeza es de que a Jesús Sandalio no lo desapareció su labor de denuncia contra el crimen organizado ni estuvo involucrado en ningún acto relacionado con ese sector, tal como lo ha querido hacer creer la autoridad federal que conoció de su caso.


  “A Jesús Sandalio Mejía lo desaparecieron porque tocó la corrupción de las estructuras de gobierno del estado de Veracruz con los poderes económicos involucrados en los proyectos de desarrollo”, dijo un periodista que conoció bien al reportero. Él fue uno de los primeros en denunciar las intenciones del gobierno estatal, encabezado entonces por Miguel Alemán Velasco, para abrir la posibilidad de proyectos mineros en las comunidades de Ojital, San Juan Villa Rica, El Limón y Mesa de 24, en la zona de Actopan y Alto Lucero, donde años después se iniciaría el proyecto Caballo Blanco. En un programa de radio en el que colaboraba, Mejía denunció que en esas localidades indígenas se había detectado un gran banco de cobre y que, tras su exploración, existían al menos tres empresas canadienses interesadas en hacer la inversión para la compra de terrenos, con el fin de poner en operación una mina.


  El tiempo le dio la razón: a principios de 2014 se dio a conocer, por parte del área de fomento económico ya del gobierno de Javier Duarte de Ochoa, que en la zona de Actopan, en las comunidades que en algún momento tuvieron voz por medio de Jesús Sandalio Mejía Lechuga, se estaba visualizando uno de los proyectos mineros más importantes de todo el país. Se anunció la inversión de la empresa Gavilán, S. A. de C. V., subsidiaria de Almaden Minerals y Gold Group para poner en marcha la que sería la mina de cobre más importante de todo el oriente de México.


  Jesús Sandalio, explicó uno de sus familiares, denunció con insistencia los efectos devastadores del proyecto, pero fue incisivo en señalar que algunos funcionarios —de los que no mencionó nombres— de la entonces administración estatal de Veracruz se verían beneficiados económicamente, al ser los encargados de convencer a los lugareños para que vendieran sus predios a la empresa inmobiliaria La Tampiqueña, que a su vez vendería los predios a la minera que finalmente se quedara a cargo de la explotación.


  CRIMINALIZACIÓN, ABC DE LAS INVESTIGACIONES


  Como en todos los casos de los periodistas agredidos, apenas se dio la desaparición de Jesús Sandalio Mejía, el gobierno estatal señaló, por conducto de la Procuraduría de Justicia, que estaba involucrado en hechos delictivos. Saltó a la luz pública una investigación judicial, marcada con el número 641/2003/1, donde se mencionaba el nombre del periodista como probable responsable en la comisión del robo de un vehículo. Pero ese hecho nunca ocurrió. La procuraduría cuadró los hechos de tal forma que hizo parecer que un auto que había comprado el reportero, y que estaba pagando a la fecha de su desaparición, estaba reportado como perdido por parte del propietario, quien presentó la factura ante el agente del Ministerio Público, para poder cuadrar el delito de robo de auto.


  Para criminalizar a la víctima, el gobierno del estado señaló, por medio del entonces titular de la procuraduría, Pericles Namorado Urrutia, que en el caso de esa desaparición no se trataba de “un atentado a la libertad de prensa”, ventilando que Jesús Sandalio Mejía era buscado por la justicia no por la presunción de su desaparición, sino porque era requerido para que respondiera a una acusación formal del delito de robo. “Lo que era totalmente falso”, explicó un colega que conoció de cerca al desaparecido. “Jesús Sandalio siempre, como reportero que era de nota roja, estaba entrando y saliendo a las oficinas de la entonces Policía Judicial del estado. Si estuviera bajo una investigación judicial o fuera requerido por el delito de robo, simplemente lo hubieran detenido en alguna de las ocasiones en que llegaba a ver a los ministerios públicos para que le facilitaran información.”


  La postura del gobierno de Veracruz de criminalizar al comunicador arreció casi un año después de la desaparición: el 1° de mayo de 2004 fue emboscado y asesinado el ex comandante de la Policía Federal y ex funcionario de la Secretaría de Seguridad Pública, Alfonso Allegretti Mejía, una de las fuentes más cercanas a Jesús Sandalio Mejía y con quien, según una nueva versión dada a conocer a destiempo desde la procuraduría de Veracruz, se reuniría el periodista el mismo día de su desaparición.


  Según la procuraduría del estado, Allegretti habría citado a Jesús Sandalio en un restaurante el mismo día en que ya no se supo de él. El comandante retirado de la Policía Federal pretendía, según la versión oficial, que Sandalio Mejía le ayudara en algunos asuntos de difusión, pues Allegretti tenía aspiraciones políticas; había sido dirigente del PRI en el municipio de Martínez de la Torre. La hipótesis de la procuraduría señala que en ese encuentro “habría intereses económicos fuertes”, pero no existe evidencia de que la reunión se haya llevado a cabo.


  Para afianzar la hipótesis de los nexos del comunicador con el crimen organizado, la procuraduría de Veracruz, tras el homicidio de Alfonso Allegretti, señaló los nexos de éste con el crimen organizado, argumentando que su ejecución —estaba dentro de su vehículo, hasta donde se acercaron al menos tres sujetos que le dieron cinco tiros en el pecho y la cabeza— no era otra cosa que un ajuste de cuentas.


  Con el fin de darle mayor credibilidad a una posible relación del periodista con intereses oscuros también se filtró que tanto Jesús Sandalio Mejía como Alfonso Allegretti tenían amistad con dos personas que fueron ejecutadas el 25 de diciembre de 2003 en la comunidad de El Diamante: los hermanos Albertano y Mayolo Méndez Terán.


  De la misma forma se relacionó a Jesús Sandalio Mejía y al propio Allegretti con los homicidios de tres personas el 26 de diciembre de 2003 en la comunidad de El Cocal, San Rafael. La procuraduría dijo que los tres ejecutados, Fernando Fortis Sánchez y los hermanos Raúl y Vicente López Hernández, eran amigos del periodista desaparecido, pero ninguna versión ha podido corroborar eso.


  Otro periodista desaparecido, la investigación de cuyo caso fue cerrada luego de que el gobierno estatal hizo pasar la osamenta de un animal como si fuera la del comunicador, es Leodegario Aguilera Lucas, quien trabajaba y dirigía la revista mensual Mundo Político, en Guerrero, en la que tocaba temas de delincuencia organizada y sus nexos con la clase política. Los últimos años de su carrera periodística los dedicó a exponer el enriquecimiento ilícito de algunos funcionarios del gobierno de Guerrero, en donde su blanco fue el entonces gobernador René Juárez Cisneros.


  La última nota sobre la que trabajó Aguilera Lucas, quien desapareció el 22 de mayo de 2004, era un tema de desvío de fondos de Juárez Cisneros, al que le ubicó propiedades inmobiliarias que tenía en el estado de Morelos. El hotel El Madrigal era una de ellas. El reportero tenía una teoría: que la riqueza del gobernador no provenía del erario sino de los fondos que le suministraban las mineras trasnacionales. Esa teoría no fue sólo una ocurrencia. El gobierno de Juárez fue el principal impulsor de la minería en Guerrero.


  La teoría de Leodegario Aguilera Lucas puede ser cierta: en el documento “Panorama minero del Estado de Guerrero” se establece que de 1997 a 2005 —los últimos dos años de gobierno de Ángel Aguirre Rivero y los seis de René Juárez Cisneros— el número de concesiones mineras aumentó considerablemente. En ese lapso el gobierno estatal apoyó 398 títulos de explotación otorgados por la federación a una docena de empresas trasnacionales, a las cuales se les facilitó el trabajo de adjudicación de los suelos en una extensión de 375 mil 145 hectáreas, casi 5.8% de la superficie estatal.


  Sólo en esos años, 218 permisos mineros fueron otorgados para la explotación de yacimientos de oro, plata, cobre, plomo y zinc, pese a que los pueblos naturales de las regiones delimitadas para los proyectos extractivos nunca aceptaron la presencia de los corporativos. Esa situación fue la que detonó el surgimiento de resistencias civiles en todo el estado, cuando se comenzaron a crear los grupos de policías comunitarias y de autodefensa de la tierra y los bosques, situación a la que Leodegario Aguilera Lucas daba espacio en su revista.


  Ése fue también el inicio de proyectos mineros como el de Los Filos-El Bermejal, en el municipio de Eduardo Neri, donde Gold Corp. mantiene hasta la fecha (septiembre de 2017) la extracción de 60 mil toneladas mensuales de tierra con alto contenido de oro y plata; el de Campo Morado, en el municipio de Arcelia, donde Nyrstar Campo Morado, S. A. de C. V., extrae mil 500 toneladas diarias de tierra para la obtención de zinc, plomo y cobre; el de Capire, en Pedro Ascencio Alquisiras, concesionado a Impact Silver de México, S. A. de C. V., de donde se extrae oro, plata, cobre y plomo; el Real de Guadalupe, en el municipio de Zihuatanejo, a cargo de la empresa Tres Mineros de la Herradura, S. A. de C. V., de donde se obtiene oro, plata cobre, plomo y zinc, y el proyecto El Limón-Guajes, en el municipio de Cocula, concesionado a Minera Media Luna, S. A. de C. V., de donde se extrae oro y plata.


  A estos proyectos se suman los que tienen que ver con la explotación de minerales no metálicos para la obtención de caliza, mármol, domita, sal, yeso, arcilla, derivados pétreos, granito, arena y grava, que en suma benefician a 28 empresas.


  Entre las beneficiadas, de las que Leodegario Aguilera Lucas pensaba que provenían muchos de los recursos que hicieron ricos a los hoy ex gobernadores Rubén Figueroa Alcocer y Ángel Aguirre Rivero, se encuentran S. S. S. Cantera El Naranjillo; Arena, Gravillas y Blocks Ferrol, S. A. de C. V.; Agregados Ixquiapan; Grupo Xocomulco de Guerrero, S. A. de C. V.; Triturados de Piedra Huajojutla S. de S. S.; Trituración Diamante; Trituradora Teloloapan, S. A. de C. V.; Tecampana; Cementos Apasco, S. A. de C. V.; Cales y Mármoles Urilán, S. A. de C. V.; Mármoles del Sur, S. A., y Materiales para Construcción Roca Eterna.


  Es posible que por esos señalamientos Leodegario Aguilera Lucas haya sido desaparecido. No hay una versión oficial sobre la forma en que se pudo haber dado su secuestro. Estaba sano y lúcido, por lo que se descarta que se haya extraviado. Existe una hipótesis que se cuenta, casi a hurtadillas, entre el gremio periodístico de la zona de Acapulco: la última vez que se le vio fue cuando salió de su domicilio y avisó —como siempre lo hacía— que iría a buscar “la exclusivita”. Apenas un día antes había estado en Cuernavaca, Morelos, donde documentaba su reportaje sobre el enriquecimiento inexplicable del gobernador.


  Para deslindarse del caso, la procuraduría guerrerense armó una hipótesis que nadie ha creído. Dijo que el periodista fue sustraído de su domicilio —en el kilómetro 10 de la carretera Acapulco-Zihuatanejo, en la colonia Jardín Azteca, en el poniente de Acapulco—, que fueron cuatro hombres los que llegaron por él en una camioneta gris y que se lo llevaron por un supuesto ajuste de cuentas. También que el periodista ya tenía el antecedente de amenazas de muerte, pero ése es un hecho que no ha podido ser corroborado por sus cercanos. También, de acuerdo con la versión del entonces procurador de justicia del estado, Jesús Ramírez Guerrero, el periodista habría sido objetivo de las células del crimen organizado por su insistencia en denunciar los hechos delictivos de la zona del puerto de Acapulco, que serían atribuidas al cártel de los Beltrán Leyva.


  Para el gobierno de Guerrero el caso de la desaparición de Leodegario Aguilera quedó cerrado el 8 de septiembre de 2004 cuando en las inmediaciones de la zona de Pie de la Cuesta, en Acapulco, se hallaron unos restos óseos entre los que se distinguían unas costillas y extremidades similares a las de dos fémures, de los que los peritos investigadores señalaron que se trataba de restos humanos; se dijo que eran los del periodista desaparecido.


  Sin embargo los resultados de los análisis del ADN indicaron que los restos óseos no pertenecían a Leodegario Aguilera ni a cualquier otra persona. Se trataba de huesos de perro. Aun así, el gobierno de Guerrero no retrocedió un ápice de su postura. Se sostuvo hasta el cansancio que la osamenta pertenecía al periodista.


  Para sustentar esa hipótesis, la procuraduría guerrerense presentó a tres personas como presuntos responsables del secuestro y homicidio de Leodegario Aguilera; se dijo que eran sus vecinos y habían actuado en venganza porque el periodista se negaba a venderles un predio en una zona comercial de alta plusvalía del puerto de Acapulco.


  Los tres presentados como los agresores de Leodegario Aguilera (a quienes según un familiar de los acusados les fue arrancada la confesión a base de tortura) fueron Alfonso Noel Vargas Baños, el Johnny; Alberto Cárdenas Flores, el Cenizo, y Juan Carlos Salinas Moreno, el Toro. Se les responsabilizó del crimen pese a que no existía mayor incriminación que la de un supuesto testigo, identificado en la averiguación previa como el Perro, quien era un supuesto miembro del cártel de los Beltrán Leyva y estaba recluido en la cárcel federal de Puente Grande, Jalisco. Así, como en todos los casos de periodistas desaparecidos, al gobierno de Guerrero le bastó hacer su propia historia de los hechos, presentar evidencia falsa y la “confesión” de unos detenidos para dar por resuelto el crimen.


  Otra región con gran actividad minera es Sonora, donde se extraña a otro periodista. En esta entidad el 2 de abril de 2005 desapareció Alfredo Jiménez Mota, trabajador del periódico El Imparcial. Su caso se encuentra en la impunidad: la autoridad estatal del gobernador Eduardo Bours Castelo y luego la de Guillermo Padrés Elías decidieron archivar las investigaciones, al no encontrar ninguna explicación convincente que apuntara hacia la ubicación del reportero. Ante esa situación se recurrió al “manual” de todas las procuradurías que enfrentan de desaparición de periodistas: se señaló directamente la participación del crimen organizado.


  La desaparición de Alfredo Jiménez fue atribuida a las denuncias que hizo sobre la presencia del crimen organizado. Se abrieron 11 líneas de investigación con el fin de cuadrar el hecho a un acto de las células delincuenciales. Nunca se tomó en cuenta su trabajo periodístico en relación con las mineras y con la defensa del medio ambiente.


  Él, como todos los periodistas desaparecidos, era tenaz. Se apasionaba por su trabajo. A veces se enfrentaba con sus editores para que se le publicara información que no tenía que ver con la fuente policiaca, a la que estaba asignado. Los conflictos en la redacción de los periódicos en los que trabajó desde que estudiaba ciencias de la comunicación en la Universidad de Sinaloa eran porque, argumentaban algunos de sus jefes, “siempre estaba invadiendo fuentes informativas asignadas a otros periodistas”. Pero él sólo reía, tenía una frase que lo hizo popular en la redacción de El Imparcial: “La nota es de quien la trabaja”.


  Tal fue el trabajo de Alfredo Jiménez Mota, más allá de la cobertura de los sucesos policiacos, que fue el primer periodista de Sonora en señalar que una empresa minera había descubierto un banco de molibdeno en esa entidad. La nota pasó sin pena ni gloria, pero lo que no quedó sepultado fue el evidente deterioro medioambiental que se asomaba con ese descubrimiento en el municipio de Opodepe, en la mina El Crestón, a 90 kilómetros de Hermosillo, propiedad de las mineras Amax, de capital chileno, y Peñoles, de capital mexicano.


  El Crestón comenzó a ser explorado en 1974 por diversas mineras de capital mexicano, las que más de una docena de veces dejaron las exploraciones a causa de los reclamos de los vecinos afectados y por la oposición del propio gobierno estatal en las administraciones de los priistas Manlio Fabio Beltrones y Armando López Nogales.


  Pero a la llegada del gobernador, también priista, Eduardo Bours Castelo, los trabajos de exploración del único banco de molibdeno en el país no sólo se reactivaron, sino que fueron respaldados. Se lanzó una campaña de promoción sobre los “beneficios” en empleos y desarrollo económico que traería esa mina, y se destinaron recursos económicos oficiales para respaldar las labores de exploración de las empresas Amax y Peñoles, que luego vendieron sus derechos a Exploraciones Global, filial de la canadiense Georgia Ventures.


  La empresa canadiense comenzó a operar en la zona justamente dos meses antes de la desaparición de Alfredo Jiménez Mota, quien recalcó los negativos efectos ecológicos que dejarían los trabajos de extracción, que tenían como finalidad explotar el banco de molibdeno, mineral altamente cotizado en países industrializados como Japón, Alemania y Estados Unidos, para la elaboración de aleaciones metálicas para las industrias automotriz, aeronáutica y petrolera.


  Si bien no hay una investigación formal sobre la responsabilidad de Georgia Ventures en la desaparición del periodista, también es cierto que la empresa vio amenazada la inversión de 80 millones de dólares que hizo para obtener el dominio de la explotación de la mina El Crestón, de donde a la fecha se extraen más de 2 mil 800 toneladas anuales de ese mineral, que se exporta sobre todo a países de Europa y Asia, con utilidades para la compañía canadiense de entre 2 mil y 3 mil millones de dólares al año; esto se logró gracias a los títulos de explotación que fueron extendidos por el gobierno de Felipe Calderón a solicitud del gobernador Padrés Elías, por un periodo que vence en 2030.


  Aunque hay sospechas que apuntan a la posible responsabilidad de la minera en la desaparición de Alfredo Jiménez Mota, a la fecha no se sabe quién o quiénes fueron los autores intelectuales. Lo que queda claro, de acuerdo con fuentes de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Sonora, es que Georgia Ventures se tuvo que asociar con el Cártel de Sinaloa para garantizar la seguridad de su inversión y de sus instalaciones, que se vieron amenazadas por el reclamo de la comunidad local.


  Fuentes de esa procuraduría revelaron a esta investigación, con cierto temor, que la minera se asoció a principios de 2004 con una célula del Cártel de Sinaloa, la que encabezaba Isidro Meza Flores, el Chapito Meza, quien habría ofrecido sus servicios de protección a los empresarios, so pena de permitir que los pobladores se alzaran contra el proyecto minero y se perdiera la inversión realizada en los trabajos de exploración y en los de instalación de infraestructura.


  Seguramente por eso la procuraduría refirió —en una de sus líneas de investigación sobre el caso de Jiménez Mota— que entre uno de los posibles responsables de la desaparición estaría la célula de los Mazatlecos, encabezada por Meza Flores.


  Alfredo Jiménez Mota desapareció el mediodía del 2 de abril de 2005. Recibió una llamada a su teléfono celular y salió para encontrarse con una de sus fuentes, de la que dijo que “estaba nerviosa”; había quedado de verse con una amiga para tomar café y platicar, pero nunca llegó a esa cita. Se presume, de acuerdo con una fuente de la procuraduría, que pudo haber sido secuestrado después del mediodía por la persona que lo citó. Pero son sólo especulaciones de funcionarios policiales que decidieron hablar para esta investigación sobre el caso de este periodista desaparecido.


  Capítulo 8


  En el negocio de las minas, los más jodidos somos los más pobres.


  CARLOS NAVARRETE, activista social


  CANANEA, UN CASO PARTICULAR


  En Sonora sólo se puede especular sobre las actividades oscuras de las mineras. Ellas se cubren bien: el entramado de protección que se tiende sobre las estructuras de gobierno, tanto en delegaciones federales como en los órganos estatales, son férreas, casi impenetrables; no hay nada que escape al control de esas empresas. Es estremecedor, por ejemplo, el dominio del Grupo México en esta entidad. Las minas Buena Vista del Cobre, en el municipio de Cananea, y La Caridad, en el de Nacozari, las dos más importantes en la producción de cobre en el país, constituyen verdaderos Estados dentro del Estado; no existe órgano de gobierno constitucional, de ninguno de los tres poderes, que tenga injerencia dentro del perímetro de las minas.


  Las minas Buenavista del Cobre y La Caridad se rigen por sus propios sistemas de gobierno: cuentan con un mando —las gerencias—, que es autónomo y determinante en sus decisiones. Al margen de lo que establece la Constitución, son las gerencias las que delinean sus propias leyes de trabajo, donde los mineros son sometidos a jornadas laborales de más de 12 horas, que no son cuestionadas por la Secretaría del Trabajo. Los cuerpos de seguridad dentro y en la periferia de los centros de extracción no reconocen ni siquiera a la autoridad federal. Funcionan de manera autónoma mediante el uso de guardias blancas que portan armas de uso exclusivo del ejército y se arrogan funciones policiales para detener, interrogar y hasta encarcelar dentro del perímetro a los trabajadores que —a su juicio— actúan contra los intereses del corporativo.


  El Grupo México mantiene también una línea de control político sobre los gobiernos municipales de Cananea y Nacozari: los ayuntamientos constitucionales son integrados sólo por personas afines a sus intereses. Las campañas de los candidatos a los gobiernos locales son financiadas con recursos del corporativo, lo que los convierte en sus empleados, según la versión del regidor Carlos Navarrete. Antes que ser postulados por algún partido político, quienes aspiran a la presidencia de estos dos municipios tienen que ser avalados por la gerencia de la minera. El Grupo México, en estos dos municipios, nunca juega a perder. En las últimas tres elecciones locales, la mayoría de los candidatos, incluidos los de izquierda, han sido avalados por las gerencias de ese corporativo, y terminan por decir que la minera es fuente de empleos y sostenimiento de la economía local.


  “Ésa es la mentira más grande que existe —dijo para esta investigación el minero Carlos Navarrete, regidor del partido Morena en el ayuntamiento de Cananea y uno de los líderes de la disidencia trabajadora en Buenavista del Cobre—. No es cierto que haya generación de empleos para los habitantes de Cananea. En esta mina la mayoría de los trabajadores son traídos de otras partes del país. La base trabajadora está conformada en más de 90% por mineros de otras partes del país. Solamente menos del 10% son trabajadores del municipio.”


  El Grupo México no aporta un peso a los trabajos de rehabilitación urbana del gobierno municipal. “La mayoría de los trabajos que se realizan en este municipio para mejorar calles, alumbrado y servicios básicos a la comunidad, provienen de las partidas propias de la administración municipal y del Fondo para el Desarrollo Regional Sustentable de Estado y Municipios Mineros, el llamado Fondo Minero”, agrega Navarrete. Tampoco hay aportaciones del Grupo México para la protección del medio ambiente, pese a que los impactos ecológicos que genera la actividad de la mina Buenavista del Cobre son devastadores.


  Según Carlos Navarrete —quien logró colocarse en la administración municipal como regidor de mayoría relativa pese a la oposición de la gerencia de la mina Buenavista del Cobre—, la actividad del Grupo México en esta parte del país “es desastrosa para el medio ambiente: los residuos tóxicos, principalmente agua con alto contenido de ácido sulfúrico, se está filtrando a los mantos acuíferos, lo que pone en riesgo las cuatro cuencas que abastecen de agua a Cananea y que llegan hasta la presa Abelardo L. Rodríguez, que suministra de agua a la población de Hermosillo”.


  La contaminación del agua que se genera en Cananea por la actividad extractiva del Grupo México ya se refleja, sin que haya un posicionamiento oficial por parte de las autoridades estatal ni federal, en el elevado índice de cáncer en la zona. Los datos del IMSS indican que en los últimos 10 años, desde que comenzó a operar la minera bajo la directriz de ese grupo empresarial, se mantiene en aumento constante el número de casos de cáncer, principalmente en niños y mujeres.


  Las cifras del IMSS indican que en 2007 el número de víctimas de cáncer en la zona de Cananea se ubicaba en 12 enfermos por año; pero apenas se reanudó la actividad extractiva, las cifras de 2008 revelaron que el número de enfermos de cáncer ya había llegado a 27; hacia 2009 ya eran 32 casos en un año, mientras que para 2010 la cifra casi se duplicó, al registrarse 52 enfermos terminales con padecimientos de cáncer linfático, de mama, de pulmón y de riñón.


  La cifra más alarmante de cáncer en esta zona se alcanzó en 2011, cuando el IMSS diagnosticó con este tipo de problemas a 79 personas, en su mayoría niños y mujeres en edad reproductiva, todos ellos ubicados en la zona urbana de Cananea, que tiene una población estimada en 34 mil habitantes, según cifras del INEGI. En 2012 el número de enfermos de cáncer en este municipio tuvo una tendencia a la baja: 67 enfermos con padecimientos terminales. Pero ello se atribuye a que muchas de las víctimas del padecimiento no fueron atendidas en el IMSS de Cananea, sino que fueron canalizadas a unidades especializadas en Agua Prieta y Hermosillo.


  Aun así, las cifras del IMSS revelan que al final de 2013 hubo 72 enfermos de cáncer en Cananea, donde por primera vez el número de hombres con el padecimiento fue superior por mucho al de mujeres y niños: 46 varones entre 22 y 55 años, frente a los 16 niños y 10 mujeres que se diagnosticaron con ese problema. Hacia 2013 el número de enfermos de cáncer en esta localidad se ubicó en 65, la mayoría mujeres, tendencia que fue confirmada en 2014, cuando se presentaron 58 casos. Hacia 2015 el número de enfermos, principalmente de cáncer mama y de pulmón, fueron 53, pero a diciembre de 2016 la cifra volvió a repuntar: 71 enfermos terminales.


  RESPIRAN VENENO


  La contaminación de la minera Buenavista del Cobre en Cananea es insoportable, explicó en entrevista Rodolfo Escudero Zedillo, un integrante del sindicato minero disidente de la Sección 65 del gremio que lidera Napoleón Gómez Urrutia, quien refiere que la contaminación del aire ha hecho que los habitantes de las zonas aledañas a la mina padezcan un constante deterioro en la salud, como en el barrio El Agujero, donde 90% de los 700 habitantes tienen enfermedades en la piel y en las vías respiratorias, “en donde los índices de cáncer no se han podido frenar, desde que la minera se encuentra en operación”.


  Las cuencas hidrológicas de San Pedro, Zaragoza, Los Nogales y Ojo de Agua, expuso el regidor Carlos Navarrete, se encuentran totalmente contaminadas por residuos de metales pesados, que se filtran desde la presa de jales de la minera hasta los mantos que suministran agua potable para toda la población; esto, sin que las autoridades sanitarias y de protección al medio ambiente quieran hacer algo. El agua contaminada con residuos de ácido sulfúrico se filtra hasta 10 kilómetros alrededor de la mina, afectando a los ríos que nacen en esta zona, como el San Pedro, el único afluente que desde Cananea corre hacia la zona norte para desembocar en el Bravo, ya en Estados Unidos. “Ésta es una situación lamentable —explicó Carlos Navarrete—, pues es el único caso, en México, en el que un río nace contaminado.”


  La contaminación en Cananea, a causa de la operación de la mina Buenavista del Cobre, se ha incrementado sustancialmente en los últimos dos años, desde 2015, cuando el Grupo México comenzó a operar en el sitio una planta de procesamiento para la obtención de molibdeno, mineral del que en 2014 se encontró una reserva probada de más de 37 mil toneladas de ese material, utilizado para la fabricación de metales aliados de alta resistencia. La obtención de molibdeno en la planta de procesamiento de la mina Buenavista del Cobre se lleva a cabo sin ningún tipo de regulación ambiental por parte de las autoridades federales, que no han sido capaces de ordenar a la minera que suspenda la liberación de “vapores de nash”.


  Los vapores de nash, que obtienen su nombre de la fórmula química del sulfhidrato de sodio (NaSH), son resultado del procesamiento para la obtención de molibdeno, y por normatividad internacional no se pueden liberar en zonas cercanas a núcleos poblacionales. Pero en Cananea desde 2015 el Grupo México lo libera constantemente. La liberación de esos vapores se hace en la madrugada, para evitar que sea visible la columna del vapor rojizo y cause alarma entre la población; pero lo que no se puede evitar es el olor que inunda Cananea normalmente entre las tres y las cuatro de la mañana.


  Los vecinos de esta parte del municipio de Cananea no se han quedado de brazos cruzados ante el ataque a su salud que viven todos los días, cuando el olor del vapor de nash se filtra por debajo de las puertas y por las ranuras de las ventanas; se han hecho innumerables escritos al gobierno municipal para que regule la actividad de la minera, pero el alcalde, Fernando Herrera, no ha dado ninguna respuesta.


  No es sorprendente la actitud pasiva del edil priista de Cananea, pues su campaña fue financiada por la minera Buenavista del Cobre; alcaldes de administraciones pasadas tuvieron que contar con el aval de los directivos de la mina antes de que iniciaran su proceso de inscripción como precandidatos, y ya en el cargo recibieron instrucciones de la gerencia local de Grupo México para la designación de funcionarios, principalmente los que tienen que ver con la actividad minera: el director de agua potable, el encargado de obras públicas y el responsable de ecología.


  Ese gas, el vapor de nash, es el que ha hecho que los vecinos de las colonias y barrios a menos de un kilómetro de la mina manifiesten constantes problemas como dolor de cabeza, náusea, vómito e irritación pulmonar. También se han registrado casos, documentados por activistas que se oponen a la mina, en que los vecinos —principalmente entre menores de edad y mujeres en periodo de lactancia— han tenido episodios de pérdida de conciencia o de la memoria de corto plazo, irritación ocular severa, pérdida parcial de la vista y lesiones que van de severas a moderadas en la piel.


  LO QUE PASA EN CANANEA SE QUEDA EN CANANEA


  Pese al impacto ambiental y a los efectos que sobre la salud deja la operación de la mina más importante del Grupo México, en los medios de comunicación no hay evidencia de las quejas de los vecinos.


  La de Cananea, y las de todo el norte de Sonora, es una de las prensas más cómodas del país: los periodistas locales están imbuidos en textos informativos que prefieren dar cuenta de las actividades oficiales de los funcionarios públicos de los tres órdenes de gobierno, donde se resaltan los avances de obras y acciones oficiales, pero no se atienden los reclamos que sobre el deterioro ambiental, despojo de la tierra, desplazamiento forzado, explotación laboral y afectaciones a la salud propicia la actividad del Grupo México. Aquí no existe el periodismo de denuncia. Ésta es una de las “zonas de silencio” —reconocen organizaciones como el Comité para la Protección de Periodistas— que existen en todo el país, donde la prensa, por temor a las represalias o simplemente por comodidad económica, opta por guardar silencio.


  Para la prensa local, el conflicto social y medioambiental que representan la mina de Cananea, Buenavista del Cobre y la fundidora de Nacozari, no ha sido de interés periodístico. ¿Y cómo lo va a ser?, explica el regidor Carlos Navarrete, si el gobierno municipal hace un dispendio del erario para pagar a medios de información local, regional y estatal, sobre “los logros de la administración”, donde implícitamente se plantea dejar de lado las quejas de la población sobre la minera. Sólo en 2016 el alcalde de Cananea pagó poco más de tres millones de pesos a la prensa local, bajo la cuestionada figura de convenios de publicidad —similares a los que se aplican en todos los estados del país— con el fin de que a la par de dar difusión a las acciones de gobierno, de la administración local y del estado, también se dejara de lado la protesta social casi generalizada contra la actividad de ese grupo empresarial.


  El agua —si se puede llamar así al denso líquido grisáceo que arroja la mina Buenavista del Cobre hacia la laguna de sedimentación— rueda lento sobre el cauce. Mata todo a su paso. Nada reverdece a menos de cinco metros del meandro. El olor intenso, que refiere en forma inmediata a sulfatos y metales, es una balada de muerte que se refleja en los matorrales y árboles aledaños, de donde las hojas caen secas en plena primavera. No hay vestigios de vida. Todo lo consumen los metales pesados, que a fuerza de su paso van dejando sobre las rocas una tecata grisácea que cede con facilidad a la insistencia de la erosión.


  Ese río que arroja la mina está matando a la gente. En este municipio, en donde los médicos del IMSS se niegan a explicar a sus pacientes las verdaderas razones de sus padecimientos y donde de los laboratorios clínicos, a donde algún médico particular despistado manda muestras de sangre para tratar de encontrar las razones de los padecimientos de sus pacientes, no se obtiene nada.


  Los laboratorios, en una extraña relación con la minera, están obligados —tal vez convencidos— a mentir. Los resultados de las muestras de sangre de los pacientes que acuden a los locales son diametralmente opuestos a los que refieren los de otras partes del país, fuera de la influencia de la minera.


  “Todo lo tiene comprado el Grupo México”, refiere Rodolfo Escudero Zedillo, minero de la disidencia sindical de la Sección 65, que aquí reconoce como único líder a Napoleón Gómez Urrutia. “En Cananea ningún laboratorio va a decir que existe plomo en la sangre de alguno de los habitantes de esta localidad, aunque eso sea demostrable con estudios clínicos de las mismas muestras de sangre enviadas a otros laboratorios fuera de esta zona. El Grupo México tiene comprado a todo el sistema de salud de Cananea para evitar que haya demandas de pagos por daños a la salud.”


  Los daños a la salud en esta parte del país alcanzan niveles alarmantes. Entre los pobladores de Cananea se registra el más alto índice de enfermedades raras de todo el país: tres de cada cinco enfermedades extrañas reconocidas por la Secretaría de Salud, a nivel federal, se presentan en el norte de Sonora. Padecimientos como acidemia metilmalónica con homocistinuria —que afecta al riñón—, acondroplasia —malformación en extremidades— e incluso acromegalia —crecimiento desproporcionado de la cabeza— se presentan constantemente en esta región, donde los médicos del IMSS refieren que los padecimientos en menores son sólo el resultado de una mutación genética.


  Ninguno de los médicos institucionales atiende a la investigación clínica, donde es recurrente el hecho de que los padres, principalmente los varones, son trabajadores de la minera y están expuestos a los vapores de compuestos químicos con los que se hace la lixiviación de minerales para la obtención de oro, plata, molibdeno y cobre.


  PADECIMIENTOS EXTRAÑOS


  Uno de esos casos detectados es el de Rosalinda, una niña de apenas 13 años, cuyo cuerpo parecía el de una persona de más de 70. Tenía la enfermedad de Seckel, un padecimiento muy extraño y que se deriva, explicó el médico Israel Hernández, de una mutación genética en los cromosomas 3 y 18, que causa “retraso en el crecimiento del feto dentro del útero”, y una vez que nace el producto se manifiesta con “retraso mental, cabeza más pequeña de lo normal, maxilar inferior reducido, talla baja y anomalías faciales, como cara pequeña, protrusión de nariz, ojos grandes, frente prominente y orejas anómalas”. También se le conoce como “enfermedad de cabeza de pájaro”.


  Rosalinda, quien falleció durante la elaboración de este texto, vivió en la comunidad de Esqueda, en el municipio de Fronteras, Sonora. Su madre, Rosalina, que ha procreado a otros cinco hijos sin ningún padecimiento extraño, no se explica la razón del nacimiento con esas características de la más pequeña de su familia. Ella se abrazó, sin más preguntas, a la explicación que le dio la doctora del IMSS en Ciudad Obregón, quien la atendió durante todo el proceso de embarazo. “Es el resultado de haber utilizado un dispositivo intrauterino para evitar el embarazo por muchos años”, fue lo que le dijo. Rosalina estuvo siempre conforme con esa explicación. No quiso indagar más sobre las razones que influyeron para que su hija naciera con el padecimiento que la obligó a tener un cuidado especial y por el que fue atendida en un centro de educación especial que el Grupo México ha establecido en la localidad de Esqueda, Sonora.


  Rosalina se siente agradecida con Grupo México, empresa que desde hace más de 20 años le da empleo a su esposo, Paulino, dentro de la fundación que opera en el municipio de Nacozari. También tiene mucho que agradecer a la minera, porque los maestros del Centro Educacional Caridad le brindaron un trato preferente a su hija, que intentaba cumplir plenamente con el programa de estudios diseñado para el segundo año de secundaria, nivel que cursaba cuando murió. “Ella le echa muchas ganas”, decía Rosalina mientras se abrazaba amorosamente a la niña, que parecía que no iba a soportar los suaves brazos con los que la cubría su madre. “Es una niña muy dedicada: quiere ser doctora cuando sea grande. Quiere que no haya niños enfermos como ella”, dijo Rosalina con el rostro lleno de ternura, días antes de que la menor falleciera. Rosalinda sólo sonreía. Un único diente asomaba en su rostro de adulto mayor. A sus 13 años tenía que llevar una dieta blanda porque sus problemas dentales y de encías no le permitían comer lo mismo que sus hermanos, en su cotidianidad, le pedían a su madre que les preparara.


  La niña se agitaba rápidamente. Se cansaba mucho. Le dolían los huesos por la noche, sobre todo cuando hacía mucho esfuerzo en el día. Por eso su madre le medía, casi le suministraba, pacientemente todas las actividades cotidianas. Vigilaba siempre que no hubiera excesos en las actividades de Rosalinda. Ella seguía con su sonrisa franca. Con anhelo estiraba los brazos cuando su madre le extendía el libro Español. Lecturas de segundo año. Lo comenzaba a leer detenidamente en alguna página abierta al azar durante la entrevista y se introducía en el texto. Los médicos le habían dicho que, con los debidos cuidados, tenía la posibilidad de un periodo de vida normal. Pero su madre lo dudaba. Ya presentía su muerte. La fragilidad de sus huesos así se lo anunciaba. Hace poco, mientras una de sus hermanas la abrazaba con efusividad para demostrarle todo lo que la amaba, le dislocó el hombro derecho. Fue algo doloroso y lento de sanar. Por eso estaba prohibido que sus hermanos jugaran con ella.


  Lo que la madre de Rosalinda no relaciona es que un año antes de quedar embarazada, a Paulino, su esposo, lo removieron dentro de la planta de fundición que el Grupo México opera en Nacozari; lo llevaron al área en la que se hace el tratado fino de oro, donde se manejan grandes volúmenes de ácido sulfúrico para refinar los lingotes. Durante los últimos años Paulino había estado trabajando en la planta de refinado de cobre, expuesto también a vapores de diversos compuestos químicos, “que nunca le causaron ningún tipo de malestar”, reconoció la mujer.


  Paulino es un hombre dedicado a su trabajo. Labora sin falta, a veces hasta enfermo, las ocho horas de ley, y nunca dice no cuando se trata de “hacer tiempo extra”. Es uno de los mejores empleados que tiene la fundición de Nacozari. Varias veces ha sido señalado como ejemplo para el resto del grupo de trabajadores, que son incentivados mediante la designación de empleados del mes. El trabajo de Paulino le ha valido que Grupo México le haya otorgado una de las pocas viviendas que dio a sus mejores empleados en la localidad de Esqueda, hace pocos años, justo después de que naciera la pequeña Rosalinda con el padecimiento que la ubica como uno de los extraños casos de esa enfermedad que se presentan en México, que tiene una incidencia, según la Secretaría de Salud federal, de apenas un caso por cada 40 millones de habitantes, lo que en la estadística refiere que en todo el país deben existir cuando mucho dos casos más.


  “ES CULPA DE LA MINERA”


  La que está segura de que la afectación a la salud que comete el Grupo México con la minera de Cananea a sus trabajadores es irreversible, y que las consecuencias las tienen que pagar los hijos, es Cristina. Ella también es vecina de la localidad de Esqueda y es madre de cinco hijas. Las dos más pequeñas —Salomé Itamar, de siete años, y Ariza Yamileth, de cinco— tienen males congénitos. Las dos padecen la enfermedad de Crohn, incluida en el catálogo de enfermedades raras que maneja la Secretaría de Salud federal.


  La posibilidad de incidencia de este padecimiento, según refieren las estadísticas médicas, es de dos casos por cada millón de habitantes, por lo que hace que dos casos consecutivos en la familia de Cristina sea algo excepcional, y más si se considera que se presentan con una diferencia de sólo dos años y en dos embarazos consecutivos. Eso ha llamado la atención de algunos médicos investigadores en Sonora, quienes han solicitado la anuencia de Cristina para llevar a cabo un proceso de estudio en sus dos hijas, que ya son un hito en la medicina en México.


  La enfermedad de Crohn, que es una inflamación intestinal de origen desconocido, y que en teoría, en México, de acuerdo con la incidencia con que se presenta en la población mundial, debería estar presente con al menos 50 casos, tiene su epicentro en Sonora, donde se tiene conocimiento de al menos 25 casos —todos son niños de entre cuatro y 13 años—, atendidos en el hospital del IMSS de Hermosillo. Y se trata de hijos de mineros que trabajan para el Grupo México, tanto en la mina Buenavista del Cobre, en Cananea, como en la fundición que opera en Nacozari.


  “No lo dicen los médicos —explica Cristina—, pero la principal causa de este padecimiento en los niños de Sonora es la exposición de sus padres a vapores de compuestos químicos que son utilizados para la purificación de los metales como el oro, la plata, el cobre y el molibdeno, tanto en la mina de Cananea, como en la función de Nacozari.” Asegura que la explicación científica que ella ha recibido por parte del personal médico del IMSS en Hermosillo refiere que se trata de un padecimiento congénito que ya estaba registrado “en la sangre de los padres”, pero ella no lo cree. Para Cristina, la principal causa de los padecimientos de sus hijas se generó a partir de que el padre de las niñas comenzó a trabajar para el Grupo México. No lo entiende de otra de forma.


  La enfermedad que padecen Salomé Itamar y Ariza Yamileth, aun cuando genera, por causa desconocida, la inflamación del sistema digestivo, también afecta a cualquier órgano desde la boca hasta el ducto rectal, lo que la convierte en una enfermedad mortal, “por tratarse de un padecimiento en donde el cuerpo pelea contra el mismo cuerpo”, dijo el médico Israel Hernández Meza, quien aseguró que este padecimiento no es curable. “Sólo se puede llevar un tratamiento que controle los síntomas, el que puede incluir medicamentos, suplementos nutricionales o cirugías que ocasionan una forma de vida difícil para los pacientes.”


  En el caso de Salomé Itamar y Ariza Yamileth, la tesis se confirma: las dos niñas, en los últimos dos años, desde que fueron diagnosticadas con esta enfermedad, han registrado al menos 50 ingresos al hospital del IMSS en Hermosillo, donde los periodos de convalecencia van desde tres días hasta dos semanas.


  Aun cuando los médicos del IMSS que llevan los casos de las dos pequeñas insisten en disociar la posible relación que existe entre los padecimientos y la actividad laboral de su padre, Cristina no ha quedado conforme; ella ha comenzado a realizar su propia averiguación con el fin de demostrar la responsabilidad del Grupo México. Por eso ha dejado de hacer en Sonora los análisis clínicos sugeridos por médicos independientes, pues intenta demostrar que el padre de las niñas está afectado con metales pesados en la sangre a causa de su labor dentro de la fundición de Nacozari.


  Cristina ya tiene un antecedente: su yerno, quien fue despedido en forma injustificada de la planta de fundición de Nacozari, ha registrado altos niveles de plomo en la sangre. Esa información se pudo descubrir cuando el joven de 23 años, por razones de salud, se realizó análisis en laboratorios fuera de Sonora. Hasta antes, todos los que se había practicado, siempre en laboratorios ubicados dentro de esa entidad, habían dado como negativa la posibilidad de que el paciente tuviera plomo en la sangre. El resultado de un análisis clínico realizado en una ciudad de California reveló el contenido del metal venenoso en la sangre.


  El yerno de Cristina, antes de ser despedido, estuvo trabajando en el área de refinamiento de metales preciosos de la fundición de Nacozari, donde comenzó a ver menguada su salud; presentó algunas recaídas que manifestaban fiebre, dolor de cabeza, dolor en los huesos, fatiga, falta de apetito, pérdida de la memoria a corto plazo y pérdida de la conciencia hasta tres veces por semana. Ante esa situación, el personal médico de la planta de Nacozari obligó al muchacho a tomar un medicamento —del que nunca se le dijo el nombre farmacéutico ni los efectos sobre su sistema— que alivió sólo unos meses los síntomas. Al continuar con los padecimientos clínicos Grupo México, argumentó falta de productividad del yerno de Cristina y terminó por despedirlo sin mayor explicación. A su salida de la planta de fundición, ya con un empleo fuera de la minería, en Estados Unidos, el muchacho comenzó a mejorar.


  LA SALUD, PUNTO DE CONFLICTO


  Esas afectaciones a la salud son algo que siempre ha expuesto la dirigencia del sindicato de mineros. Frente a las condiciones de vulnerabilidad en las que se encontraban los asalariados, el sindicato minero, encabezado por Napoleón Gómez Urrutia y por conducto de la Sección 65, liderada por Sergio Tolano Lizárraga, estalló el 25 de julio de 2007 una huelga general en la mina Buenavista del Cobre. Se reclamaban, además de reivindicaciones de tipo salarial, mejores condiciones laborales para que los trabajadores dejaran de exponer su vida. Con el fin de tratar de cambiar la inflexible postura de ausencia de diálogo con la base trabajadora, el sindicato presentó al grupo empresarial de Germán Larrea testimonios de mineros y de sus familiares enfermos, pero no hubo ninguna respuesta de parte del corporativo.


  El Grupo México comenzó a maniobrar en los más altos niveles de gobierno: negoció con el presidente Felipe Calderón la forma de disminuir la fuerza del sindicato de Napoleón Gómez Urrutia, quien nunca dejó sola a la base trabajadora de Cananea. A petición de Germán Larrea, el presidente Calderón mandó a gente de su círculo de confianza para llegar a un acuerdo con el sindicato y evitar que el corporativo siguiera sufriendo pérdidas económicas, tasadas en más de 600 millones de pesos diarios.


  La primera propuesta presentada a Napoleón Gómez Urrutia fue “levantar la huelga a cambio de un bono por más de 3 millones de dólares a favor del dirigente sindical”, pero éste se negó. Expuso que más allá de los reclamos de mejores salarios, lo que los mineros estaban solicitando era que se terminara con la exposición a sustancias que afectan la salud de los trabajadores, a los que no se les dotaba de los equipos mínimos de seguridad y que además no contaban con seguros de gastos médicos para la atención de sus familias, que también estaban expuestas a padecimientos mortales.


  De manera empírica, el grupo de mineros que en primera instancia se sentó a la mesa de negociación con el Grupo México expuso lo que se estaba viviendo, en materia de salud, entre la población, donde surgían enfermedades extrañas: “niños con falta de ganas de hacer cosas”, que no es otra cosa que la adinamia episódica de Gamstorp; “niños con dolores en extremidades”, que resultó ser agenesia del cuerpo calloso; “niños con malformaciones en la tráquea”, que es agenesia traqueal, “niños con tumores en la cabeza”, que fueron diagnosticados como angioedema hereditario, y “niños con malformación y dolor en articulaciones de manos y dedos”, que fueron reconocidos como artritis idiopática juvenil.


  En suma, los trabajadores mineros le presentaron al Grupo México una lista de 15 padecimientos extraños, los que —tras la valoración de especialistas independientes fuera de las clínicas de salud de los gobiernos estatal, federal y municipal en Sonora— correspondían al listado de enfermedades raras que reconoce la Organización Mundial de la Salud (OMS), así catalogadas porque es poco frecuente su presencia en núcleos poblacionales no expuestos a condiciones contaminantes extremas.


  El movimiento minero se negó a la posibilidad de un peritaje clínico sobre la población de enfermos y en cambió exigió —como parte del pliego petitorio— el establecimiento de un seguro de gastos médicos para todos los trabajadores sindicalizados, con el fin de poder contar con recursos en caso de que se hiciera presente una enfermedad rara dentro de su núcleo familiar; esto fue rechazado de inmediato por la parte negociadora, que se negó a reconocer que la actividad de Buenavista del Cobre afecta la salud de la población y al medio ambiente, pese a que se pudo documentar que los escurrimientos de aguas contaminadas de la mina estaban llegando hasta los mantos freáticos, principalmente en Cananea, donde toda la población consume agua contaminada con ácido sulfúrico.


  El grupo de negociadores enviado por el presidente Felipe Calderón, encabezado por su secretario del Trabajo y Previsión Social, Javier Lozano Alarcón, acompañado del procurador general de la República, Eduardo Tomás Medina-Mora Icaza, le hizo una oferta inmejorable al dirigente minero Napoleón Gómez Urrutia, para que permitiera la reanudación de los trabajos en Buenavista del Cobre; le ofreció suspender la orden de aprehensión en su contra, vigente desde el gobierno de Vicente Fox, que lo acusaba de un desvío de más de 55 millones de dólares —dijo la PGR, encabezada en el sexenio foxista por Daniel Francisco Cabeza de Vaca— que eran propiedad de los mineros y fueron utilizados por el líder sindical para fines personales.


  Cabe recordar que Napoleón Gómez Urrutia insistió en el pago, justamente, de 55 millones de dólares a favor de los trabajadores, por concepto de salarios y beneficios económicos luego de la venta de la minera Cananea al grupo de Germán Larrea Mota Velasco en 1989; fue acusado por la PGR, en el sexenio de Vicente Fox Quesada, de haber utilizado ese fondo en beneficio personal. Esa acusación hizo que el 12 de julio de 2006 la juez Silvia Carrasco concediera una orden de captura contra el líder minero.


  Esa orden fue fincada en los supuestos de lavado de dinero y desvío de fondos de los trabajadores a favor del dirigente, estableciendo que para ello Napoleón Gómez Urrutia habría contado con la colaboración de los integrantes del comité sindical, entre ellos Héctor Félix Estrella, Juan Linares Montúfar, José Rocha Pérez y Gregorio Pérez Romo, contra quienes también se libraron órdenes de captura. Lo que no se dijo fue que Juan Linares, Héctor Félix Estrella, José Rocha y Gregorio Pérez fueron quienes documentaron las afectaciones a la salud de los trabajadores de Buenavista del Cobre, quienes expusieron que algunos de los trabajadores de la mina del Grupo México estaban muriendo a consecuencia de las condiciones laborales a las que eran expuestos dentro de la mina y también en la fundición, donde documentaron la falta de condiciones adecuadas para el trabajo digno.


  Con el fin de fortalecer la tesis de que la polución de la mina de Cananea es el principal causante de las enfermedades raras entre la población del municipio, la Sección 65 del sindicato minero logró que funcionarios de la Comisión Nacional del Agua (Conagua) hicieran estudios que demostraron que desde hacía más de 20 años aquélla estaba contaminando el agua, el suelo y el aire con partículas de cobre, cadmio, plomo, manganeso, zinc, hierro y níquel, así como con sedimentos excesivos de ácido sulfúrico, cianuro y sulfato de sodio.


  La insistencia del sindicato minero de reclamar pagos al Grupo México por las afectaciones a la salud de los familiares de los trabajadores contribuyó en gran medida a que en la Presidencia de la República, a partir de una idea del secretario Javier Lozano Alarcón, se propusiera a la cúpula empresarial de Grupo México el cambio total de la planta laboral, a efecto de que se reanudaran las actividades mineras y el corporativo dejara de tener pérdidas económicas. La decisión de terminar el contrato de trabajo con la Sección 65 del sindicato minero se aparejó con otras medidas de presión hacia la dirigencia gremial y —con el sello característico del presidente Felipe Calderón— se hizo uso de la justicia con fines políticos: todos los amparos que presentó la defensa de Napoleón Gómez Urrutia para permitirle su regreso a México —se exilió en Canadá— fueron echados abajo.


  Antes de que estallara la huelga en Buenavista del Cobre, considerada la joya del imperio del Grupo México, el distanciamiento entre Napoleón Gómez y el empresario Germán Larrea ya era evidente: el sindicato minero había efectuado paros, exhibiendo las condiciones de riesgo en las que laboraban más de mil 500 trabajadores en las minas de Taxco, Guerrero, y San Martín, Zacatecas; esos paros representaron pérdidas por más de 400 millones de pesos mensuales para el corporativo.


  En las dos huelgas anteriores a la de Cananea, en 2007, el sindicato insistió no sólo en mejorar salarios y condiciones laborales para los agremiados, sino también en la reparación de los efectos devastadores a la ecología y a la salud de los habitantes de las regiones donde estaban asentadas las minas, al considerar que los directivos del Grupo México no estaban respetando los lineamientos internacionales para la emisión de contaminantes. En la mina San Martín, en las inmediaciones del municipio zacatecano de Sombrerete, el sindicato, por conducto de la Sección 201, hizo eco al reclamo de la población sobre las afectaciones a la salud.


  Allí, los paristas insistieron en que las instalaciones de la mina San Martín no recibían mantenimiento desde hacía cuatro años, lo que ponía en riesgo la vida de los trabajadores, y tampoco cumplía con los estándares de calidad en las emisiones de agua y aire, señalado los índices de enfermedades que estaban brotando en las comunidades aledañas a la mina zacatecana, principalmente San Martín y San Antonio de Belén, donde se pudieron documentar cientos de casos de menores con padecimientos como ojos irritados, afectaciones a la garganta y enfermedades pulmonares severas, como bronquitis u obstrucción respiratoria aguda. Sumado a ello, se expuso que 100% de la población de esas dos localidades, unas 12 mil personas, padecía constantes afectaciones estomacales por el consumo de agua contaminada con metales pesados.


  En la mina de Taxco, en Guerrero, la Sección 17 del sindicato minero hizo suyos los reclamos de la agrupación civil Grupo Unidos por Taxco, que insistió en la existencia de graves daños a la salud, lo que se expuso al documentar al menos cuatro casos de niños que nacieron muertos a causa de microcefalia, además de tres que nacieron con malformaciones en manos y pies, afectaciones atribuidas a la contaminación de los mantos freáticos, hacia los cuales se estaba filtrando el agua contaminada de la presa de jales de la mina El Solar, en Xochula.


  La denuncia insistente del sindicato minero sobre las afectaciones a la salud de los vecinos de las minas del Grupo México, donde fueron parte importante los reclamos de mejores condiciones de seguridad para los trabajadores, deterioró las relaciones de amistad y trabajo que durante años habían mantenido Germán Larrea Mota Velasco y Napoleón Gómez Urrutia.


  PASTA DE CONCHOS, EL PUNTO DE QUIEBRE


  Sin duda el punto de quiebre de esa relación vino después de la tragedia de Pasta de Conchos, la más lamentable de toda la historia minera en México, que ocurrió en el municipio de Nueva Rosita, Coahuila, el 19 de febrero de 2006, y le costó la vida a 65 mineros, quienes quedaron atrapados tras una explosión en dos túneles, a más de mil 320 metros de la entrada, lo que evidenció las condiciones de inseguridad en que estaban los más de mil 300 trabajadores de Grupo México en esa entidad.


  A más de una década, la tragedia de Pasta de Conchos es una herida que aún no se cierra. La voz insistente del sindicato minero, que se alzó desde un día después de la explosión y exigía la recuperación de los cuerpos de los mineros que quedaron sepultados, sigue siendo el punto de conflicto con Grupo México, donde el corporativo, respaldado por el gobierno federal, ha hecho caso omiso a los reclamos de los mineros y de las viudas de las víctimas.


  En esta localidad del norte de Coahuila el sindicato, las viudas y familias de los muertos seguían clamando, aun en septiembre de 2017, por la recuperación de los cuerpos. Aquí no se ha disipado el olor a muerte que dejó la explosión ocurrida a las 02:30 horas del 19 de febrero de 2006. Las Viudas de Nueva Rosita, como se les conoce, siguen en la vana espera de que alguien les devuelva los restos de sus maridos. Pero nadie las escucha. Ni el gobierno federal ni los directivos de la mina han manifestado la intención de cumplir el ofrecimiento hecho el año de la tragedia, cuando esas instancias se comprometieron a la recuperación de los cuerpos y a realizar una investigación a fondo para determinar responsabilidades.


  La Iglesia católica, en voz del obispo de Saltillo, Raúl Vera López, señaló directamente como responsable de la tragedia al entonces gobernador de Coahuila, Humberto Moreira. Éste, por su parte, apuntó a la responsabilidad de Grupo México y de su subsidiaria para la contratación de personal, General de Hulla, a las que acusó de no haber verificado las condiciones para laborar dentro de los túneles. Grupo México no se quedó callado: responsabilizó a funcionarios del gobierno federal, tanto de la Secretaría de Economía como de la del Trabajo y Previsión Social, a las que imputó no haber actuado con honestidad al emitir los permisos de operación de la mina.


  Raúl Vera fue incisivo. Se le lanzó a la yugular a Moreira. Según una nota de Ana Ponce, publicada en el diario Milenio, el obispo —reconocido como coadyuvante en temas de causa social— refirió que el gobernador Moreira cooptó a las viudas que reclamaban la recuperación de los cuerpos de los mineros: “Les empezaron a decir [a las viudas] que no les iban a ayudar si se organizaban, esto a mí me consta. [Humberto Moreira] ni siquiera permitió que siguieran buscando a los sobrevivientes; admitió las mentiras espantosas del señor Larrea, quien es otro bribón; hay pruebas, empezando con Cananea y pasando por las otras mineras, hasta llegar a Perú, de que gana dinero a costa de sangre humana”.


  Ante los primeros señalamientos, que surgieron con fuerza desde una de las voces más creíbles de la Iglesia católica en México, el propio gobernador de Coahuila salió al paso: se trató de deslindar de responsabilidades en la tragedia de Pasta de Conchos. La primera postura que marcó el gobernador Humberto Moreira fue en el sentido de mantener firme la aplicación de la justicia en el caso del homicidio de los 65 mineros, refiriendo que de las averiguaciones habrían de salir “acusaciones sólidas para enjuiciar a los culpables de la tragedia”. También, por conducto del entonces procurador de justicia del estado, Jesús Torres Charles, se soltó la teoría oficial del gobierno del estado, que indicaba “un déficit de aire de cuatro y medio metros cúbicos, lo que facilitó la explosión”, y esto era responsabilidad directa de la empresa, que no detectó a tiempo esa situación volátil. La postura del gobernador fue un dardo que pegó justo en el orgullo de Grupo México y que, de alguna manera, también obligó al sindicato minero a manifestar una postura, siempre tratando de deslindarse de la responsabilidad en ese multihomicidio.


  Grupo México saltó al escenario de las declaraciones públicas. Por conducto del vicepresidente del corporativo, Juan Rebolledo Gout, los dueños de la mina Pasta de Conchos se confrontaron con el gobierno de Coahuila, al asegurar que el juicio incriminatorio en el que pretendía colocar Moreira a la empresa de Germán Larrea Mota Velasco no tenía ningún fundamento, en tanto no se pudiera determinar lo ocurrido dentro de la mina, lo que terminó por sepultar vivos a los mineros que extraían carbón. Se aseguró que, al no haber testigos, la claridad de lo que sucedió previo a la explosión, con el fin de señalar responsabilidad, siempre estaría en duda; pero aun así se optó por esperar los dictámenes de investigación que correspondían al gobierno federal, no sin antes revelar la posibilidad de responsabilidad de funcionarios del gobierno federal encargados de vigilar las condiciones de seguridad dentro de la mina.


  Con la acusación de la tragedia apuntándole, el gobierno federal optó por llevar el caso a la Cámara de Diputados, donde se integró una Comisión Especial para la Investigación de la Tragedia en la Mina Número 8 del Complejo Minero de Pasta de Conchos. También se integró un Panel de Expertos en Seguridad en Minas y se buscó la opinión del Consejo Consultivo Minero y del Foro Consultivo Científico y Tecnológico, A. C., con el fin de contar con elementos para una investigación judicial que pudiera terminar con el procesamiento penal contra los responsables de la muerte de los 65 mineros.


  El Panel de Expertos en Seguridad en Minas, el Consejo Consultivo Minero y el Foro Consultivo Científico y Tecnológico, A. C., reconocieron en su dictamen —presentado el 5 de octubre de 2007— que “como producto de los estudios elaborados por otros expertos, se determinó que las condiciones de la mina eran peligrosas para la salud de los trabajadores, no sólo desde el punto de vista de la estabilidad del terreno, sino por los niveles de concentración de gases y presencia de organismos patógenos en el agua de la mina”. Pero ese mismo grupo de expertos, que fue convocado por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social federal, no se adentró en la investigación de las causas de la tragedia. De acuerdo con lo reconocido en el dictamen oficial, “el reporte elaborado no tiene el propósito de identificar las causas de la explosión, sino la de referir cuáles son las condiciones actuales de seguridad e higiene en la mina”, por lo que lo sucedido dentro de Pasta de Conchos fue considerado por los expertos del gobierno federal como una “enseñanza”, para “proteger de manera confiable a los mineros de otra tragedia como la que se vivió en febrero de 2006”.


  Por su parte, la Comisión Especial de Diputados para la Investigación de la Tragedia en la Mina Número 8 del Complejo Minero de Pasta de Conchos, al emitir el informe final sobre la tragedia, estableció que hubo responsabilidad “por negligencia y omisión por parte de las secretarías de Trabajo y de Economía, así como del sindicato minero”, y se estableció que “la explosión se debió a un suceso provocado por negligencia y omisión de la empresa Industrial Minera México y del Grupo México”. En el documento que fue entregado a la Presidencia de la República también incluyó como responsable al ex presidente Vicente Fox, a propuesta del diputado del PRD José Antonio Almazán González.


  El dictamen final de los diputados señala que las secretarías de Economía y de Trabajo y Previsión Social fueron responsables en el homicidio de los 65 mineros, “por ocultar los reportes del Servicio Geológico Mexicano respecto del incumplimiento de las normas de seguridad en la mina por parte de la concesionaria del Grupo México”, y que la empresa Minera México, subsidiaria del Grupo México, también tuvo responsabilidad al incumplir la ley en materia de seguridad e higiene para sus trabajadores. Además, se encontró que la Minera México y su subsidiaria en materia de contratación de personal, la empresa General de Hulla, incurrieron en ilícitos al “inscribir (ante el IMSS) a sus trabajadores con salarios menores a los que percibían”.


  El dictamen que fue dado a conocer por el entonces diputado Yerico Abramo Masso instó “a las secretarías de Trabajo y Economía a pagar de manera inmediata las indemnizaciones a los familiares de los mineros fallecidos”, y recomendó a la PGR “la aplicación del artículo 60 del Código Penal Federal para la empresa Minera México, y la suspensión o prohibición definitiva de los derechos para ejercer profesionalmente al personal responsable de las empresas y la inhabilitación por 20 años de los funcionarios y ex funcionarios de las secretarías antes señaladas y aquellos que resulten responsables”. También se solicitó al IMSS “inscribir en el régimen obligatorio a los trabajadores de las minas conocidas como ‘pocitos’, y que el Tribunal Federal de Justicia Social y Administrativa resuelva a la brevedad los juicios interpuestos por los familiares” de mineros afectados por la minería en Coahuila.


  Lo diputados no se quedaron sólo en la sanción a funcionarios federales. Fueron más allá: se anunciaron propuestas de reformas “a diversos ordenamientos para establecer las causales de cancelación de la concesión minera, considerar el homicidio industrial como delito y como homicidio imprudencial a los responsables de la seguridad en las minas de carbón”. También se propuso la creación de la Comisión Nacional de Seguridad e Higiene en Minas, como un órgano autónomo con personalidad jurídica y recursos propios; reformas a la Ley Minera para precisar los procesos de concesiones y a la legislación laboral para incorporar los términos de seguridad e higiene y sanciones. Pero todo quedó en propuestas.


  El tiempo todo lo diluyó. A más de una década de la tragedia no hay un solo procesado por el delito de homicidio en agravio de los 65 mineros muertos en Pasta de Conchos. Si bien es cierto que Grupo México mantiene canceladas las operaciones en la planta de Nueva Rosita, también es cierto que ya se inició la contratación de personal para la realización de nuevas exploraciones sobre el yacimiento de carbón más importante de Coahuila, a donde las viudas no dejan de acudir de manera regular a la espera de escuchar una fecha en la que la empresa se comprometa a la búsqueda de los cuerpos de sus esposos sepultados. Pero no hay respuesta.


  El terco recuerdo de saber que dentro de la mina están abandonados aún 63 cuerpos que claman justicia, es lo que ha hecho que se vuelva a encender el movimiento minero contra el grupo de Larrea Mota Velasco, quien ya inició —siempre con el apoyo de la federación— las gestiones para volver a operar la mina de carbón que fue cerrada tras la tragedia, lo que le representa al corporativo pérdidas económica de más de 4 mil millones de dólares al año, pérdidas de las que se sigue responsabilizando al sindicato, el que no ha dejado de insistir, a veces de la mano de las viudas, a veces por iniciativa propia, sobre la entrega de los restos de los mineros a las familias afectadas.


  Mientras tanto, el reclamo de los cuerpos de los mineros muertos se mantiene vivo. Es un reclamo que a veces se desgasta, que a veces lo oxida el olvido, pero que no deja de estar latente en esta parte del país, donde la minería ha expuesto su mejor cara de muerte. Las principales víctimas de la tragedia, las viudas, señalan que se han quedado solas en el reclamo de los cuerpos de sus esposos. Aquí, entre ellas, hay un señalamiento directo de abandono, no sólo de parte del grupo minero, sino también de parte del gobierno y del mismo sindicato, acusado de haber entrado en comparsa con el Grupo México para sepultar la tragedia.


  Nadie escucha la queja de las Viudas de Nueva Rosita. Ellas se lamentan de la insensibilidad del corporativo, al que acusan de haber iniciado tratos económicos con el sindicato de Napoleón Gómez Urrutia para la contratación colectiva de entre 300 y 350 trabajadores, con los que eventualmente estarían reabriendo Pasta de Conchos antes de que termine 2017. Por eso ninguna de las viudas está tranquila. Aquí no hay resignación. La mayoría de las viudas no quiere que se reabra la mina. A todas las mueve el reclamo amoroso de tener de vuelta los restos de sus maridos para poder estar en paz. Nadie quiere que esos cuerpos sean eternamente tragados por la tierra. Pero los gritos de ayuda de las familias no llegan a ninguna parte. No hay instancia oficial que atienda el reclamo de las viudas.


  Todos han medrado con esta tragedia, acusa Minerva, hoy de 32 años, quien se quedó sin marido apenas a seis meses de haberse casado. Lo único que le queda de su esposo es una serie de fotografías ya amarillas, una placa que le entregó el sindicato en reconocimiento al trabajo de su esposo, y un hijo que lleva el nombre de su padre. Ella se queja del abandono en que quedaron 160 huérfanos, luego de que la tierra se tragó a sus padres. Pero —dice— lo que más le duele “es el desprecio que han tenido la minera y el propio sindicato” ante el reclamo legítimo de las mujeres por querer recuperar los cuerpos de sus maridos. También le duele que todos hablen de los mineros sepultados y nadie haga nada por la recuperación de sus cuerpos. Las Viudas de Nueva Rosita son el rostro visible de ese sector de mujeres que se han quedado solas, luego que la minería les arrebató a sus esposos.


  OPACIDAD LABORAL


  No hay estadísticas oficiales, pero el recuento de los medios de comunicación de las zonas en las que se asientan todas las mineras del país revela que entre 2014 y 2016 han sido al menos 798 los trabajadores que han perdido la vida en una mina. En la mayoría de los casos los siniestros han ocurrido a causa de las condiciones de inseguridad que prevalecen dentro de los complejos extractivos; los más comunes son explosiones o derrumbes de túneles. En todos los casos de muerte de mineros, que han sido calificados por los propios medios de comunicación como “accidentes laborales”, los deudos recibieron compensaciones económicas que van de 100 mil a 250 mil pesos, como pago del seguro de vida que han logrado los sindicatos.


  La mayoría de las familias de mineros muertos dentro de su área de trabajo subsiste con una pensión que va de mil 850 a 2 mil 650 pesos mensuales, que otorga el IMSS. En todos los casos las mineras no hicieron mayor aportación que el llamado “gasto de marcha”. Ninguna de las mineras sigue pagando pensiones. Ése es un renglón que le corresponde cubrir al gobierno federal por medio del IMSS. Sólo en el caso de Pasta de Conchos, en Coahuila, las viudas de los trabajadores recibieron una compensación por encima de la establecida en los seguros de vida, considerada en el contrato colectivo de trabajo. Las Viudas de Nueva Rosita recibieron un bono compensatorio por la pérdida de sus esposos que fue tasado en 750 mil pesos, y reciben una pensión de apenas 2 mil 500 pesos mensuales.


  Según datos de la Secretaría del Trabajo federal, en los últimos cinco años se han registrado 13 accidentes de trabajo dentro de las minas que operan en México, pero el recuento de los medios de comunicación indica que entre 2014 y 2016 en todo el territorio nacional se registraron al menos 53 accidentes laborales; si bien es cierto que no todos cobraron víctimas fatales, también resulta que en esos hechos hubo por lo menos 648 lesionados, principalmente intoxicados con gases naturales o vapores de compuestos químicos utilizados dentro de las minas o en las plantas de procesamiento fino para la extracción de oro, plata, cobre o zinc.


  Tampoco los sindicatos mineros del país, el Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos, Siderúrgicos y Similares de la República Mexicana, que lidera Napoleón Gómez Urrutia, y el Nacional Minero Metalúrgico, una escisión del anterior, que encabeza Carlos Pavón Campos, han podido señalar cuántas han sido las víctimas que se han registrado dentro de las minas, al menos en los dos últimos años. Siempre se alude a que esa cifra es manejada directamente por la Secretaría del Trabajo, donde ni siquiera existe la posibilidad de conocer cuáles han sido las principales minas que han registrado mayor cantidad de accidentes, al menos de los que se hayan conocido dentro de esa dependencia federal, porque la mayoría de los accidentes nunca son reportados por las empresas trasnacionales.


  Por eso las empresas mineras de todo el mundo, principalmente las canadienses, estadounidenses y chinas, que son las que mantienen el control de más de 97% de los proyectos extractivos en el país, ven a México como un paraíso para sus actividades; no hay una legislación que las obligue a la transparencia ni a la rendición de cuentas, ni aun en los casos como el de Pasta de Conchos, donde hay vidas de por medio.


  Sumado a la facilidad con la que se pueden omitir datos de interés social y ocultar accidentes ante los ojos del gobierno federal, la legislación vigente les otorga a las mineras todas las ventajas económicas que puedan solicitar para hacer de la extracción de minerales el mejor de los negocios. Baste observar que, a la fecha, el marco jurídico que plantea la reforma energética posibilita a las empresas mineras a realizar pagos casi simbólicos por la explotación de la tierra, los que se tasan entre 6.70 y 173.38 pesos por hectárea a explotar. De las utilidades obtenidas de esa explotación, ni se diga: las mineras sólo están obligadas a pagar en impuestos menos de 10 pesos por cada millón que se logra en utilidades, siempre y cuando la minera en cuestión declare ante la Secretaría de Hacienda que durante el periodo a declarar sostuvo algún tipo de utilidad. Cuando hay pérdidas —lo que es imposible en la industria minera— no existe obligación de pago.


  MINERAS “SACRIFICADAS”


  Aun así, las mineras, tanto nacionales como extranjeras, son las primeras que se acogen a los beneficios de ley que marca la legislación en materia de impuestos. No hay una sola empresa de ese sector que no se haya acogido, al menos entre 2010 y 2016, a los beneficios de devolución del impuesto al valor agregado (IVA), reducción al pago del impuesto sobre la renta (ISR) y condonación de créditos fiscales, contraídos para la contratación de personal o para el acceso a tecnología de punta para continuar con sus trabajos de exploración y explotación del subsuelo mexicano.


  Aun así, las mineras son empresas “sacrificadas” que velan no tanto por el interés de sus inversiones, sino por el sostenimiento de la planta laboral, pues pese a que la mayoría de los corporativos que mantienen proyectos extractivos en operación en México, que manifiestan ante la Secretaría de Hacienda pérdidas económicas cada año, no dejan de hacer inversiones en el sector año con año. De acuerdo con la Secretaría de Economía, hasta marzo de 2017 el sector minero registró un crecimiento sostenido de inversión en México de entre 2 y 3.2% en relación con el producto interno bruto (PIB), lo que apunta, en términos reales, a que pese a las pérdidas que los corporativos mineros manifiestan en sus declaraciones de impuestos anuales, esas empresas siguieron haciendo de manera estoica inversiones con el fin de sostener su presencia en el país.


  La mayoría de las inversiones manifiestas en los tres años anteriores a 2017 por parte de la industria minera, de acuerdo con la Secretaría de Economía, se hicieron en la adquisición de maquinaria, mano de obra y tecnología de punta para llevar a cabo sus proyectos extractivos, teniendo como garantía la concesión que hasta por 99 años otorga el gobierno federal, sin mayor requisito que una carta de intención en donde se establezca que los trabajos, sean de exploración o de explotación, se harán con pleno apego a la norma legislativa vigente, que en términos reales no existe en México.


  Ninguna de las empresas mineras en México, en los tres años anteriores a 2017, invirtió en mejorar las condiciones de seguridad de sus trabajadores dentro de las minas; no se hicieron mejoras a los túneles, ni los obreros fueron dotados de mejores equipos de seguridad. Lo sistemas de radiocomunicación con que operan los trabajadores de las minas prácticamente resultan inservibles, lo que hace casi imposible la comunicación de los mineros dentro de los túneles con los equipos de seguridad que se mantiene en radios que oscilan entre dos y ocho kilómetros, como ocurría en Pasta de Conchos.


  De los países de América, México tiene la legislación más laxa en materia de minería. Es el único donde el gobierno federal primero entrega la concesión de exploración o explotación minera y después solicita el estudio correspondiente de impacto ambiental, y otorga las minas en periodos de usufructo y explotación de hasta 99 años, con la posibilidad de que la concesión se renueve.


  En Guatemala, por ejemplo, los permisos de explotación son otorgados por un plazo inicial de cuatro años, que se puede ampliar por periodos de dos años hasta llegar a un total de ocho, “siempre que el interesado justifique la prórroga solicitada”. En Chile, un país que centra su economía en la actividad minera, se diferencia claramente entre las concesiones para exploración y las que son otorgadas para la explotación: después de entregar la primera y una vez que la minera determina su deseo de pasar al periodo de explotación, se tienen que pagar impuestos por el usufructo de la riqueza natural del país, lo que no sucede en México, donde una sola concesión de exploración garantiza los trabajos de explotación. En Chile la ampliación de los proyectos mineros se otorga sólo por periodos de dos años, siempre y cuando se justifique y se lleve a cabo la extracción mineral con plena concordancia con los proyectos nacionales de protección al medio ambiente.


  En Ecuador, otro país de América con actividad minera importante, los permisos que se otorgan a las empresas son por periodos máximos de 25 años, renovables por lapsos similares siempre y cuando el consorcio haya realizado una actividad extractiva acorde a lo establecido en la legislatura local, con respeto al medio ambiente y a la protección de los derechos de los pueblos naturales. Se establece un periodo de hasta cuatro años para los trabajos de exploración, y uno de hasta dos años para la revisión oficial del proyecto económico; si éste es considerado viable por el gobierno federal, se otorga el permiso para la explotación de la mina. Si no, la concesión pierde vigencia. Además, si el gobierno ecuatoriano considera que el proyecto minero afecta a los intereses de los pueblos naturales, puede cancelar en cualquier momento la concesión.


  Pero lo más importante: en ninguno de los países mineros de América Latina hay tanta permisividad como en México, cuando se trata de atentar contra los derechos de los trabajadores. En Perú, Bolivia, Guatemala, Ecuador, Chile y El Salvador la ley minera es muy clara: establece sanciones para los corporativos que no notifican de inmediato los accidentes laborales; se exigen informes detallados sobre los incidentes en donde hay sangre; los informes de accidentes son considerados urgentes, y si no se hacen con transparencia existe la posibilidad de suspender la concesión. En esos países la legislación minera expresa claramente los beneficios económicos que asisten a las familias de los trabajadores cuando el jefe de familia pierde la vida dentro de las instalaciones de explotación. Los corporativos están obligados a exponer de manera clara, y sobre todo pública, todos los incidentes laborales que se registren dentro de las minas.


  En México la legislación penal obliga a dar parte de los sucesos de sangre dentro de las minas. El marco laboral se supedita a lo establecido en los códigos penales, por lo que la responsabilidad de las empresas termina con la vista que se da a las agencias del Ministerio Público. No existe norma que obligue a las empresas a la exposición pública de los accidentes de trabajo, y en cuanto a la responsabilidad económica frente a las familias de los asalariados, la ley contiene lagunas: toda la carga de indemnización recae sobre el propio gobierno federal, por medio del IMSS y de los propios sindicatos, tomando como base los contratos colectivos de trabajo, donde se establece que el pago de seguros de vida correrá por cuenta de la central obrera, con sólo una participación económica de las empresas, que en la mayoría de los casos no pasa de 25% de la aportación total en que se tasa una vida humana.


  La falla de la legislación laboral para las empresas mineras quedó en evidencia luego de la tragedia de Pasta de Conchos. La empresa subsidiaria de Grupo México se sujetó sólo al contrato colectivo de trabajo vigente para realizar el pago de indemnización a los familiares de los mineros sepultados. A causa de que la desgracia fue de un alto impacto mediático, a manera de conciliación social el Grupo México optó por pagar tres veces más del monto establecido para el seguro de vida. Pero en ninguna parte de la legislación mexicana se encontró la disposición legal que obligara a la minera a dar una explicación pública sobre los hechos. Por eso la opacidad del caso. Por eso el abandono a las familias de los mineros, que a la fecha no saben bien a bien qué ocurrió ni mucho menos las causas que terminaron con la vida de los 65 trabajadores.


  VIUDAS EN EL OLVIDO


  Ante el abandono oficial, las Viudas de Nueva Rosita fueron obligadas a tirarse a los brazos de diversas organizaciones sociales que les ofrecieron un gramo de esperanza, no sólo para tratar de recuperar los cuerpos de los sepultados, sino para alcanzar algo de justicia. Algunas de esas organizaciones fueron bienintencionadas, pero otras sólo se integraron a la lucha de la recuperación de los restos de los mineros para medrar y alcanzar utilidades económicas y políticas. A grado tal ha sido la carroñería de algunas organizaciones sociales, que la imagen de los mineros sepultados en Pasta de Conchos se comercializa en camisetas, tazas y calendarios, a manera de recuerdos, generando fondos que van a todos lados menos hacia las viudas.


  Ellas, las Viudas de Nueva Rosita, lo saben. Son dobles víctimas de una tragedia a la que desde el primer día se trató de sepultar, igual que a sus mineros. Por eso la rabia en algunos rostros. Por eso el rencor acumulado de más de una década. Porque a pesar de la esperanza, la realidad las sacude: ni los gobiernos federal o estatal, menos el municipal, pueden hacer algo ante los intereses del Grupo México, que se niega a la recuperación de los cuerpos, para que no quede en evidencia que los trabajadores estuvieron siempre expuestos a condiciones de riesgo. La principal razón por la que no se quiere rescatar los restos de los mineros es para no delatar la profundidad de la mina en la que estaban trabajando, que en sí ya era ilegal.


  Los mineros muertos en la explosión de gas, que se genera naturalmente en las minas de carbón, estaban trabajando a más de 490 metros de profundidad, con una reserva de oxígeno apenas para seis horas, pese a que la norma internacional prohíbe que el personal trabaje a más de 340 metros de profundidad sin reservas de oxigeno de al menos entre 12 y 18 horas. Esta situación no fue considerada por los inspectores de la STPS federal, que falsearon informes sobre la profundidad en la que se estaba trabajando en la mina número 8 del complejo de Pasta de Conchos, donde ocurrió la tragedia.


  Otra de las razones por las que Grupo México se negó al rescate de los cuerpos fue para no evidenciar las altas concentraciones de gas metano —en ese punto de la mina rebasaban los límites permisibles para el trabajo de extracción de carbón— que rodeaban a los mineros. La muestra más evidente fue la negativa del grupo de exploración que en primera instancia, a sólo dos días de la tragedia, intentó ingresar al sitio para hacer el rescate de los cuerpos: el equipo de expertos en rescate, equipado con suministro de oxígeno, se negó a ingresar al sitio tras reconocer que en ese punto, a más de un kilómetro de donde estarían los cuerpos, el nivel de gas estaba por encima de los límites permisibles; por ello se estableció que en el sitio donde ocurrió la tragedia la concentración de gas sería de hasta 500% mayor a la allí detectada.


  Para terminar con especulaciones, la directiva de Grupo México inundó el túnel colapsado, con el fin de cerrar toda posibilidad de nuevos intentos de rescate. Con la presencia de agua en la mina, la STPS determinó, basándose también en un informe del especialista en minas Daniel Wooton, contratado por la minera, que no era posible el rescate de los cuerpos; el llamado “Informe Wooton” señalaba la posible existencia en la mina de microrganismos patógenos, entre ellos los causantes de la hepatitis, la tuberculosis y hasta el VIH, que pondrían en riesgo la vida de los rescatistas.


  Ése fue el argumento para matar las esperanzas de las viudas. Tras el anuncio de la cancelación de la búsqueda de los cuerpos, a ellas se les congeló el tiempo. Casi todas viven a diario el momento de la tragedia. La distancia no ha curado nada. Todos los días repiten el sentimiento que vivieron el 19 de febrero de 2006, cuando en la mina 8 de la Unidad Pasta de Conchos hubo una explosión, pasadas las dos de la mañana. Todas recuerdan, siempre con lágrimas en los ojos, que ése era el tercer turno. Eran 73 los mineros que laboraban; ocho fueron rescatados vivos, golpeados y con serias quemaduras, pero 65 quedaron atrapados; solamente fueron rescatados dos cuerpos. Todavía quedan los de 63 en las entrañas oscuras de la mina.


  Hace ya más de 10 años que las Viudas de Nueva Rosita no tienen contacto con la minera, a la que acusan de no querer dar respuesta a sus reclamos. Hace también más de 10 años que el gobierno federal rompió cualquier posibilidad de diálogo para atender las necesidades de los deudos de los mineros. Ellas se debaten en el dolor de no poder siquiera llorar a sus muertos sobre la tierra que los guarda. La minera ni siquiera les permite el acceso al lugar donde quedaron sepultados, al cual quieren ir cada aniversario de la tragedia o en cada santo o cumpleaños de los que allí permanecen sepultados, “con la intensión siquiera de hacerles una misa”, se queja Andrea, una de las viudas que ya no pide nada, sólo saber que pudo rescatar los restos de su marido.


  La queja de la mayoría de las viudas es que el gobierno federal no ha querido —o no ha podido— interceder ante Grupo México para que permita el acceso a las viudas, que quieren vaciar el corazón sobre la árida tierra que guarda a sus maridos. Sólo una vez al año, justo en el aniversario de la tragedia, se les permite visitar la mina-tumba de Pasta de Conchos y nada más se les permite acercarse a unos metros de la alambrada que delimita la periferia. Lo único que pueden hacer desde ese lugar es una misa con la que sienten que el llanto y el dolor se mitigan un poco. Aunque siempre guardan un poco de odio para la minera, a la que no dejan de señalar como inhumana, por el trato que les ha dado.


  En su colonia, a Elizabeth todos la llaman despectivamente la Viuda. A sus 51 años dice que no encuentra la paz. No está conforme, porque sabe que la minera y el gobierno federal dejaron morir a su esposo. Tiene la certeza de que Gil, su marido, se mantuvo vivo al menos tres meses después de la explosión. Si el rescate hubiera comenzado cuando los dieron por muertos, asegura Elizabeth, seguro lo habrían encontrado con vida. “Gil era un hombre precavido”, dice con la certeza de quien conoce a alguien de toda la vida. “Se sabía bien la mina. Estoy segura de que pudo racionar mucho tempo alimento y agua. Pudo haber comido animales y sólo mojarse los labios para aguantar la sed.” Tiene la seguridad de que no murió a la semana, como lo decretaron el gobierno y los técnicos pagados por la minera.


  Por eso Elizabeth permaneció más de un mes haciendo guardia noche y día frente a la mina. Tenía la esperanza de ver salir a su esposo. Ella no se creyó la versión oficial del fallecimiento de los 63 a la semana de la explosión. El coraje fue lo que le dio la fuerza para salir de su espasmo de dolor y lanzarse contra el gerente de la mina, Fermín Escudero, a quien quiso sujetar por el cuello cuando decretó la muerte de los mineros. Ella no pierde la esperanza de que le entreguen los restos de su esposo. Lo quiere tener de nuevo en su casa. Allí lo reclaman también sus tres hijos, Gil, Agustín y Pablo. Todavía lloran cuando lo recuerdan montando a caballo, cuando los llevaba a la fiesta charra de Sabinas. Ésa era la forma de celebrar en familia. A Elizabeth le festejaba cada cumpleaños llevándola a las fiestas donde hubiera charreadas y jinetes.


  Hoy Elizabeth soporta el dolor de la ausencia. Dice que la mina se comió todo lo que tenía en su vida. Vive sólo de la pensión de 2 mil 500 pesos mensuales que recibe del IMSS. La minera no quiere voltear a ver sus necesidades. Le ha negado la posibilidad de una beca escolar para sus hijos. A algunas de las viudas el sindicato les ha podido gestionar becas de 20 pesos al día para la escuela de los hijos, pero ella no ha corrido con esa suerte. A más de 10 años ya se consumió la ayuda humanitaria de 750 mil pesos que le dieron por la vida de su esposo. “Es poco, con eso no se paga una vida.” Asegura que nadie vendería por eso ni por más la vida de su marido.


  Como instructora de repostería Aída Griselda trata de matar el tiempo. Asume su dolor, pero lo afronta con fortaleza. Todavía se le hace un nudo en la garganta cuando habla de su marido, Eliud Valero, un ingeniero topógrafo que también quedó atrapado en la mina. La de ella es de las voces más intensas del grupo de deudos de la mina Pasta de Conchos. Es la que encabeza la otra parte del movimiento, que pide que ya no se remuevan los restos de los mineros sepultados. Aída Griselda quiere que, finalmente y para terminar con su dolor, la mina sea la tumba de los mineros. No quiere rescate de restos áridos. “La mina es el lugar más digno que pueden tener nuestros maridos como tumba”, explica con la rabia contenida en sus palabras. “¿Qué nos van a entregar si llevan a cabo el rescate? ¿Cómo voy a estar yo segura de que lo que me entreguen son los restos de mi esposo? La sepultura de él es la mina.”


  La postura de Griselda choca con la de la mayoría del grupo, que insiste en que se haga un rescate de los restos áridos. Eso a ella no la acaba de convencer. Sabe que de todas formas, los restos que le pudieran entregar ya no representan al hombre bueno que fue su esposo. No siente odio. Dice estar tranquila. La perturba a veces el amor que no deja de sentir por su marido. Ha crecido espiritualmente. Sabe que Dios nunca desampara a las viudas, menos a los huérfanos. Por eso está segura de que el trabajo de instructora de repostería en el sistema de capacitación para el trabajo del estado de Coahuila es una bendición. Allí enseña a hacer pasteles que, aunque no lo dice, bien los amasa con la tristeza que se le nota en los ojos al hablar de Eliud.


  Griselda es de las pocas viudas de Pasta de Conchos que han sabido administrar el fondo de ayuda humanitaria que les otorgó Grupo México como indemnización. Por eso dice que no trabaja por necesidad. El apoyo otorgado por la minera le ha sido suficiente para sacar adelante a sus dos hijos. El mayor ya es profesor de primaria y el más chico estudia el bachillerato. Ella prefiere batir la masa para no amasar el pensamiento. Le duele imaginar que su marido pudo sobrevivir dos o tres días dentro de la mina, en espera de un rescate que nunca llegó, del que no deja de responsabilizar al gobierno federal y a los funcionarios de la minera Grupo México, de los que no quiere hablar, en espera de que sea la justicia de Dios la que finalmente se imponga sobre la conducta de las personas.


  Por su parte, María de Lourdes está convencida de que a los mineros los dejaron morir. Ella tiene la certeza de que si el gobierno federal hubiera sido enérgico con la minera, hoy no habría 65 viudas sino 65 milagros de vida. La realidad es otra: se le estruja el corazón al recordar que simplemente los mineros no fueron rescatados. “Les costaba mucho dinero, por eso mejor decidieron dejarlos allí. Y allí se va a quedar, porque dentro de poco van a comenzar a trabajar de nuevo la mina”, asegura.


  Las viudas de Pasta de Conchos ya saben que la mina-tumba volverá a operar, por eso es más grande el dolor. Los más de 10 años que distan de la tragedia no han sido suficientes para apagar el reclamo. Ellas están dispuestas a no dejar que la mina se reabra, pero Grupo México ya comenzó a gestionar, no sólo a nivel sindical, sino federal, la reapertura de los trabajos para la explotación de ese manto carbonífero. A la minera no le interesa que los cuerpos de 63 mineros sigan en las entrañas de la tierra. María de Lourdes cuenta que su padre, que también fue minero, les informaba perfectamente a los técnicos que presentó la minera como especialistas en rescate el lugar exacto donde estaban los que aún seguían con vida. “Estaban en los polígonos 17 y 19, siempre estuvieron allí. Sí había forma de llevar a cabo un rescate, pero nunca quisieron hacerlo porque eso le costaba mucho dinero a la minera.”


  Las viudas ahora están divididas. Lo que un día las unió es lo que hoy las ha separado: el amor. Hay reproches entre ellas porque algunas han dejado la viudez y han encontrado el amor en brazos de otro hombre. La felicidad es algo que no se perdonan. Ellas se sienten destinadas a sufrir eternamente. María de Lourdes dice que en la mina no sólo quedó sepultado su esposo; también dejó toda esperanza de ser feliz. Se le nota en la mirada. Su madre le aconseja que busque un compañero de vida. Ella se sujeta a la fotografía de Fermín Tabares Garza, del que lamenta que haya muerto tan joven. Mira su foto. Le quita el polvo. Parece que habla con él. No es todo lo que le queda de él; también un hijo de 11 años le recuerda todo el amor que le prometió hasta el último día de su vida.


  RECLAMO DESDE EL EXILIO


  Ése fue el dolor que dice Napoleón Gómez Urrutia haber visto en la mirada de las Viudas de Nueva Rosita, y por eso no tuvo empacho en culpar directamente, desde su exilio en Canadá, como único responsable de la muerte de los 65 mineros, al Grupo México. Públicamente no sólo exigió que los cuerpos de los trabajadores fueran rescatados, sino que reprochó al gobierno federal actuar con tibieza, al permitir la operación de minas en todo el territorio nacional sin las condiciones de seguridad para sus trabajadores.


  “La historia de Pasta de Conchos es un mosaico complejo de omisiones, errores, incompetencia, apatía, cinismo, estupidez y negligencia criminal de Grupo México, de Germán Feliciano Larrea y su director general, Xavier García de Quevedo, a la vez que de la complicidad del gobierno de Vicente Fox, sus secretarios del Trabajo, Carlos María Abascal y Francisco Javier Salazar; el entonces subsecretario de esa misma dependencia, Emilio Gómez Vives; de los funcionarios de la Secretaría de Economía que otorgan las concesiones mineras y de Javier de la Fuente, director de General de Hulla, la contratista encargada por Larrea para operar la mina, entre muchos otros responsables”, escribió Gómez Urrutia en una carta enviada al Comité Ejecutivo Nacional del Sindicato Minero en la Ciudad de México, reproducida fielmente por el diario La Jornada el 19 de febrero de 2013.


  En ese mismo documento, en el que por primera vez el líder del sindicato minero más importante del país se lanzó contra Grupo México y develó los lazos de corrupción que ese consorcio mantiene con funcionarios de la administración federal, también se puso en entredicho el desgano del gobierno mexicano al negarse —los primeros tres días después de la tragedia— a intentar el rescate de los mineros cuando todavía se encontraban con vida, siempre con el argumento de la imposibilidad de una operación de rescate, ante la hipótesis de que los mineros ya no estaban vivos.


  Napoleón Gómez Urrutia puso en evidencia el éxito de la operación que no quiso llevar a cabo el gobierno mexicano, al recordar que en Chile, en octubre de 2010, se tuvo “un gran éxito y un triunfo moral, al rescatar con vida a los 33 trabajadores atrapados a 750 metros de profundidad en San José de Copiapó, después de 69 días de que sucedió el derrumbe”. Frente al exitoso rescate de los mineros chilenos, el líder de los mexicanos antepuso “la indignación, el coraje y la frustración de las familias y los trabajadores cuando la empresa y el gobierno decidieron cerrar la mina a los cinco días de que sucedió la tragedia, sin conocer si los mineros estaban con vida o sin ella, condenándolos a su suerte”, según escribió en la histórica carta de protesta.


  Gómez Urrutia también cuestionó el hecho de que fuera la PGR la que determinara si existían las condiciones de seguridad necesarias para llevar a cabo las operaciones de rescate de los mineros, de lo que la misma dependencia fue omisa, pues esa instancia no cuenta con inspectores ni personal capacitado para llevar a cabo observaciones técnicas en las minas. Por esa razón, desde su óptica, no se pueden negar los lazos de complicidad y encubrimiento entre Grupo México y el gobierno federal, los que —escribió— pervierten la aplicación justa y correcta del Estado de derecho, y agregó: “Un país que no respeta su sistema de justicia está condenado al fracaso”.


  Para el líder de los mineros, el rescate de los atrapados en la mina número 8 del complejo de Pasta de Conchos sí era posible, pero fueron abandonados por el gobierno mexicano para no exhibir las condiciones de trabajo a las que estaban expuestos por el consorcio Grupo México. El 28 de septiembre de 2008, con la intención de rescatar los restos de los mineros, se integraron brigadas de apoyo entre familiares, rescatistas y miembros del Sindicato Nacional de Mineros, que pudieron llegar hasta las diagonales 13 y 14 de la mina, a menos de 300 metros de donde se encontraban los trabajadores al momento de la explosión. Se pudo haber avanzado con el equipo con que se contaba, a pesar de que Grupo México inundó la mina después de la tragedia para borrar todos los vestigios que lo incriminaban.


  Cuando el grupo de rescate solidario, que se integró al margen de la decisión del gobierno federal y del Grupo México, ya se encontraba a unos metros de donde podrían estar los cadáveres, éste fue atacado brutalmente por la policía y expulsado del sitio por la fuerza, evidenciando la complicidad de la minera y el gobierno federal, para tratar de dejar también sepultada la verdad sobre el origen y las causas de la tragedia, con lo que también se le echó tierra a las esperanzas de las viudas que clamaron por la recuperación de los cuerpos de sus esposos.


  Capítulo 9


  Lo que urge es cambiar el sistema político y mandar a los ladrones no a su casa, sino a la cárcel.


  ALEJANDRO SOLALINDE, sacerdote y activista social


  UN SECRETARIO “A MODO”


  De acuerdo con versiones extraoficiales de miembros del Comité Ejecutivo Nacional del Sindicato Nacional Minero, se estima que sólo entre 2006 y 2013, únicamente en las minas y empresas metalúrgicas del Grupo México, se registraron más de 579 accidentes de trabajo en donde perdieron la vida 211 mineros. El mayor índice de accidentes y decesos en minas del Grupo México ocurrió a finales de 2007 y principios de 2008, cuando al grupo económico de Germán Larrea Mota Velasco le resultó más práctico hacerse del mando del gobierno federal, para no estar lidiando con el sistema de corrupción.


  Por eso, tras la muerte del secretario de Gobernación Juan Camilo Mouriño Terrazo, el Grupo México, que ya tenía control de la administración del presidente Felipe Calderón, decidió colocar en el cargo vacante en Gobernación a su abogado general, Fernando Gómez-Mont Urueta, para hacerse de plano con el control del gobierno federal. Con ese control prácticamente se borraron los registros de los accidentes y fallecimientos dentro de las minas de ese corporativo y se desvanecieron todos los reclamos de indemnización de las familias. No sólo eso. Durante la gestión de Gómez-Mont también el Grupo México alcanzó su máximo esplendor: pudo extender los plazos y predios de explotación minera que se le habían otorgado desde la administración de los presidentes Ernesto Zedillo Ponce de León y Vicente Fox.


  Entre el 10 de noviembre de 2008 y el 14 de julio de 2010, periodo en el que despachó en Gobernación Fernando Gómez-Mont Urueta, identificado como un “hombre amigo de la industria minera”, las concesiones para la exploración y explotación de proyectos mineros en México crecieron en forma desproporcionada; durante ese periodo se afianzaron también los proyectos mineros para la explotación de oro en todo el país. Comenzó un proceso de represión contra las comunidades que en Sonora se oponían a los proyectos de El Chanate, de AuRico Gold; Dolores, de Pan American Silver Corp.; Mulatos, de Álamos Gold Inc.; Pinos Altos, de Agnico-Eagle Mines Limited; Ocampo, de minera Frisco; Monterde, de Invecture Group; y Álamo Dorado, de Pan American Silver. En Zacatecas, contra los que se oponían al proyecto Peñasquito, de Goldcorp Inc. En San Luis Potosí, contra opositores al proyecto Cerro San Pedro, de New Gold Inc. Y en Guerrero, contra quienes se oponían al proyecto Los Filos, de Goldcorp.


  La intervención de la Secretaría de Gobernación de Fernando Gómez-Mont a favor de los proyectos mineros de extracción de oro fue radical: las mineras no sólo consiguieron de la federación sendos permisos de extensión de los predios a explorar y explotar, sino que contaron con el aval del gobierno federal para tener seguridad oficial dentro de los perímetros mineros. El gobierno federal destinó una fuerza de más de 2 mil policías federales para la seguridad de las minas de explotación de oro, que en la mayoría de los casos fueron uniformados como guardias privados, pero sin dejar de utilizar las armas de cargo de uso exclusivo de las fuerzas federales.


  En ese mismo periodo, tras considerar la operación de esos proyectos mineros como una cuestión de seguridad nacional, el gobierno federal, por medio de la PGR, inició procesos de criminalización contra los líderes de las comunidades naturales que alegaron afectaciones a la salud y al medio ambiente, y reclamaron la cancelación de las concesiones. Durante la gestión de Gómez-Mont se disparó el número de averiguaciones previas y procesos penales contra defensores de la tierra, lo que dio por resultado que 765 personas fueran procesadas por delitos cometidos contra los intereses de las mineras, clasificados como secuestro, robo, invasión de propiedad privada y obstrucción a las vías generales de comunicación.


  De los procesados por atentar contra los intereses de las mineras, fueron 288 los defensores de la tierra que no pudieron enfrentar los procesos penales en libertad y terminaron encarcelados. Otros 135 alcanzaron la fianza para enfrentar su proceso en libertad, en tanto que 402 órdenes de presentación, localización o aprehensión no fueron cumplimentadas porque los perseguidos se ampararon o porque se desplazaron de sus lugares de origen para evitar el encarcelamiento.


  Las estadísticas siguen: de los 288 defensores de la tierra que fueron encarcelados por el gobierno federal por atentar contra los intereses de las mineras, 73 fueron procesados en Puebla, 44 en Michoacán, 37 en Guerrero, 32 en Sonora, 23 en Sinaloa, 16 en Chihuahua, 14 en Coahuila, nueve en Zacatecas, ocho en Durango, siete en Veracruz, seis en Oaxaca, cinco en Jalisco, cuatro en San Luis Potosí, tres en Chiapas, tres en Guanajuato, dos en Nayarit y dos en Baja California Sur.


  En Puebla, el entonces gobernador del PRI, Mario Marín Torres, no dudó en calificar a los opositores a las minas, ya encarcelados, como “detractores del desarrollo del estado”, calificativo similar al lanzado por funcionarios del gobierno de Michoacán durante la gestión del perredista Leonel Godoy Rangel. En Guerrero, el gobernador perredista Zeferino Torreblanca Galindo aludió —en el caso de algunos procesados— a que el gobierno estatal sería garante de las inversiones que sólo buscaban el desarrollo para la entidad. Igual lo hizo el gobernador de Sonora, el panista Guillermo Padrés Elías, quien nunca ocultó el respaldo de su administración a los proyectos mineros, principalmente del Grupo México, el mismo que lo apoyó económicamente en su proyecto de campaña.


  En Sinaloa, el entonces gobernador, el priista Jesús Aguiar Padilla, también cuestionó la actuación de algunos defensores de los pueblos en su lucha contra las mineras, a los que les aseguró que en esa entidad habría de prevalecer el desarrollo económico por encima de intereses particulares. También en Chihuahua, en la administración del priista José Reyes Baeza Terrazas, el conflicto de los pueblos contra las mineras se redujo a “conflictos entre particulares”, donde el estado decidió estar del lado de los llamados proyectos de desarrollo. Igual pasó en Coahuila, donde el gobernador priista Humberto Moreira Valdez manifestó todo su respaldo a las mineras internacionales que se lanzaron contra los opositores a sus proyectos de desarrollo.


  En su momento la gobernadora de Zacatecas, la perredista Amalia García Medina, no tuvo empacho en lanzar una férrea campaña de hostigamiento contra los defensores de la tierra, apoyando —incluso con la fuerza policial—, a la minera Frisco, de Carlos Slim, para que no se afectaran los proyectos de inversión en la mina Peñasquito, donde ya se encontraba comprometida una inversión de más de tres mil millones de dólares de la propietaria original de la concesión, la canadiense Gold Corp., que fue acusada por los vecinos de las comunidades de Salaverna y Mazapil de secuestrarles el agua. Lo mismo hizo en Durango el gobernador priista Ismael Hernández Deras, quien puso a la Policía Estatal para garantizar la seguridad de la mina La Platosa, en el municipio de Mapimí, luego de que ejidatarios amenazaron bloquear las instalaciones, en reclamo del pago de terrenos hacia los que se había extendido el complejo industrial operado por la canadiense Excellon Resources Inc., mediante su subsidiara Excellon de México, S. A. de C. V., de la de la Industria Peñoles Peñoles.


  Siguiendo los lineamientos del secretario de Gobernación Fernando Gómez-Mont de callar todas las protestas sociales contra los proyectos mineros en todo el país —con lo que se llegó a la criminalización de la protesta—, el gobernador priista de Veracruz, Fidel Herrera Beltrán tampoco observó límites en la persecución de los opositores a los proyectos extractivos. Fue en su periodo de gobierno, según acusan algunos periodistas de esa entidad, cuando por disposición oficial se creó el grupo Halcones Blancos, integrado por miembros del cártel de Los Zetas, primero para ayudar a la Procuraduría de Justicia del estado a la cumplimentación de órdenes de aprehensión y luego —cuando la persecución judicial no surtía efecto— intimidar a los opositores de las minas, muchos de los cuales terminaron ejecutados, entre ellos algunos comunicadores que denunciaron la invasora presencia de los corporativos mineros en los pueblos naturales de esa entidad.


  Por su parte, el gobernador de Oaxaca, el priista Ulises Ruiz Ortiz, también siguió el ejemplo de su colega veracruzano: buscó una alianza con el cártel local de los Díaz Parada, también conocido como el Cártel del Istmo, al que se le encomendó silenciar a los opositores a los 14 proyectos mineros que pusieron en marcha mineras canadienses, a las que la Secretaría de Gobernación les otorgó todas las facilidades políticas. Durante la gestión de Gómez-Mont, en Oaxaca, frente a las cuatro órdenes de aprehensión giradas contra líderes comunales opositores a las minas, se registró la desaparición de 14 activistas, tres de los cuales aparecieron, en agosto de 2017, en fosas clandestinas en Veracruz.


  En Jalisco, también atendiendo a la política federal del presidente Felipe Calderón de proteger los intereses de las mineras que intentaban instalarse en el país, el gobernador panista Emilio González Márquez desestimó las protestas de los defensores de la tierra y calificó de “facinerosos” a quienes se opusieron a los proyectos de exploración de la canadiense MacMillan Gold Corp., a la que la federación, sólo entre noviembre de 2008 y julio de 2010, le entregó 17 concesiones para instalar al menos siete minas para la extracción de oro en esa entidad. También los gobernadores de San Luis Potosí, el panista Marcelo de los Santos y el priista Fernando Toranzo Fernández, cumplieron con la orden de Gómez-Mont para silenciar las protestas de los opositores a la operación de la mina en el Cerro de San Pedro. En apoyo a la Minera San Xavier, S. A. de C. V., subsidiaria de la canadiense New Gold Corp., el gobierno estatal desplegó fuerzas policiales para sofocar las protestas contra la devastación del cerro ícono de esa entidad.


  En Chiapas el entonces gobernador, el perredista Juan Sabines Guerrero, también criminalizó la protesta social contra las mineras, luego de que el gobierno federal aumentara de 63 a 100 las concesiones de explotación del subsuelo a favor de las mineras, principalmente subsidiarias mexicanas de empresas canadienses, que de esa forma se apropiaron de una extensión territorial de poco más de un millón 125 mil 827 hectáreas, luego de recibir los denuncios de la existencia de bancos de oro, plata, cobre, zinc y titanio en Pichucalco, Tecpatán, Ixhuatán y Motozintla, donde la resistencia de los pueblos resultó en el encarcelamiento de tres indígenas defensores de la tierra, y se acusa a las mineras de tener participación directa en la desaparición de cinco activistas de los que hasta agosto de 2017 no se sabía nada. Entre las señaladas por esos hechos están las empresas Industrias Unidas de Cobalto y Obras y Proyectos Mazapa, S. A. de C. V., a las que se les acusa de actuar en contubernio con el gobierno estatal para criminalizar la protesta.


  También en Guanajuato, durante el periodo de gobierno de los panistas Juan Carlos Romero Hicks y Juan Manuel Oliva Ramírez, siguiendo las instrucciones del secretario de Gobernación, se lanzó una ofensiva contra los pueblos opositores de la ejecución de los proyectos mineros en las regiones de Guanajuato, San Antón de Las Minas, Sierra de León y La Sauceda, donde las concesiones de exploración fueron otorgadas a favor de las empresas Endeavour Silver Corp., Great Panther Silver Ltd., Industrial Minera México, Compañía Minera La Parreña, S. A., Sociedad Cooperativa Productora Metalúrgica, Compañía Minera Blanca Alicia, S. A. de C. V., Minera Mexicana El Rosario, Blackcomb Minerals Inc., Hochschild Mining PLC., Canarc Resource Corp., Compañía Bras Exploration Inc., Mag Silver Corp., y Premium Exploration Inc., donde la Policía Estatal se convirtió en la guardia particular de los intereses de éstas.


  El gobernador de Nayarit, el priista Ney González Sánchez, también respaldó la política del gobierno federal: no sólo lanzó una persecución contra los opositores a las minas, sino que intentó contener la protesta de los pueblos naturales mediante la firma de convenios, en los que el gobierno estatal se comprometió a cumplir los programas oficiales para la atención de los pueblos marginados, a cambio de que éstos no se alzaran en protesta contra los proyectos de desarrollo, que incluían no sólo el uso de sus tierras para labores de extracción, sino que abarcaba también una gama de proyectos de desarrollo donde se incluyeron obras para la generación de energía eléctrica, polos de desarrollo turístico y construcción de vías de comunicación.


  En Baja California Sur, el perredista Narciso Agúndez Montaño también se sumó a la lista de gobernadores pro-minería al autorizar los permisos correspondientes, pese a la oposición de toda la población, para la operación del proyecto Los Cardones, que se argumentó como la “inmejorable oferta de desarrollo económico para la zona sur de la península de Baja California”, sin tomar en cuenta los estudios técnicos que referían la afectación ecológica, por la contaminación de los mantos freáticos, para la reserva ecológica de la Sierra La Laguna, de la que dependen las poblaciones de La Paz, Los Cabos y Todos Santos para el suministro de agua potable. En esta entidad, Agúndez Montaño no tuvo recelo en decretar procesos penales contra dos de los activistas opositores a la minera, a los que se les terminó por encarcelar.


  TRATO PRIVILEGIADO


  La postura de la Secretaría de Gobernación, la de Gómez-Mont durante el periodo de gobierno de Felipe Calderón, de franco respaldo a las empresas mineras, no puede quedar mejor evidenciada que con el trato que el gobierno federal otorgó a todas las trasnacionales con actividad extractiva en México, a las que no se les recriminó el deterioro ambiental que ocasionaron en los sitios en donde se asentaron.


  Durante el periodo de Gómez-Mont al frente de la Secretaría de Gobernación se reconoció desde los despachos oficiales el trabajo de las empresas mineras a favor del medio ambiente “y su política de gestión social”; así, todas las empresas contaminantes del país, pertenecientes a los grandes grupos económicos mundiales, fueron reconocidas con certificaciones a la norma en “gestión de calidad” y “certificación de industria limpia”, reconocimientos que fueron otorgados por la Profepa, dependiente de la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales.


  De esa forma, de las más de 3 mil 864 certificaciones otorgadas por el gobierno federal sólo entre 2008 y 2010 para exonerar a las empresas contaminantes frente al acuse social, 10% fue para la industria automotriz, 8% para la industria eléctrica, 5% para la industria del acero, 19% para la industria de la construcción, 6% para la química, 7% para la industria generadora de electricidad, 2% para la farmacéutica, 18% para la electrónica, 4% para las industrias manufactureras, 6% para la industria del cemento, 2% para la fotográfica y 16% para la minera; y así resultó que ninguna empresa de los grandes corporativos contamina en México.


  En resumen, de las 3 mil 962 empresas de capital internacional que operan en México, sobre las que pesan acusaciones de afectación al medio ambiente —principalmente en cuanto a contaminación de agua y suelo—, casi 98% fueron salvadas de los señalamientos colectivos mediante la entrega de certificaciones oficiales, que establecieron implícitamente que los índices de contaminación, que van al alza en todo el país, son ocasionados en su mayoría por pequeñas empresas que no fueron invitadas a la posibilidad del deslinde.


  Noventa y ocho grandes trasnacionales no recibieron los certificados que ofertó al por mayor el gobierno federal, porque simplemente no se interesaron en la estrategia de inimputabilidad, como parte de sus políticas de “ojos cerrados” ante los reclamos de la sociedad y del propio gobierno mexicano.


  Ya subsanado el tema de la contaminación de las mineras, vía la entrega de certificados entregados por el propio gobierno —para demostrarse a sí mismo que las macroempresas no son responsables de los índices de afectación al agua, suelo y aire—, el gobierno de Felipe Calderón no tuvo ninguna limitante para ampliar los títulos de concesión de las trasnacionales que buscaron incrementar su presencia en los trabajos de extracción de plata. Entre 2008 y 2010 se entregaron 14 permisos para llevar a cabo los proyectos más ambiciosos de los últimos 50 años para la extracción de ese mineral.


  Los beneficiaros con la oscura política de entrega de concesiones o ampliación de las mismas fueron Pan American Silver Corp., a la que se le entregó el proyecto Dolores, en Sonora; Coeur Mining se hizo acreedora a la propiedad del suelo para llevar a cabo la explotación del proyecto Palmarejo, también en Sonora; a Endeavour Silver Corp. se le hizo entrega del proyecto Parral, en Chihuahua; el Grupo México se adueñó del proyecto Santa Bárbara, en Sonora; Endeavour Silver Corp. tuvo el respaldo del gobierno federal para explotar la mina de Guanaceví, en Durango; Great Panther Silver se hizo del proyecto Topia, en Sinaloa; Excellon Resources Inc. se quedó con el proyecto de La Platosa, en Durango; Avino Silver Ltd. también se quedó con una parte de suelo de Durango con el proyecto Avino; Pan American Silver Corp. se apropió de la mina La Colorada, también en Durango; a Fresnillo PLC se le entregó sin restricciones la mina Fresnillo, en Zacatecas; la First Majestic Silver Corp. fue beneficiada con el proyecto minero de La Parrilla, en Zacatecas; Starcore International Mines Ltd. se adjudicó la mina San Martín, en Guanajuato; Endeavour Silver Corp. fue beneficiada con la mina El Cubo, también en Guanajuato; en tanto que la Gold Resource se benefició con el proyecto de la mina El Águila, en Oaxaca.


  Para la ejecución de estos proyectos el gobierno federal no sólo apoyó a las trasnacionales, como lo hizo con los proyectos mineros de extracción de oro, mediante la criminalización de las protestas de los pueblos afectados por el robo del suelo, sino que, sumado a la entrega de fuerzas federales para que cuidaran los perímetros de las minas, también dispuso de un fondo económico a través del Fideicomiso de Fomento Minero (Fifomi), el cual sólo entre 2007 y 2009 hizo una aportación directa de apoyo a las mineras internacionales tasado en 8 mil 542 millones de pesos.


  Ese monto, que fue entregado a las mineras en forma de créditos blandos, a veces destinado a fondo perdido, sin posibilidad de recuperación, fue, entre 2010 y 2012, de 13 mil millones de pesos. En 2016 el gobierno federal destinó un fondo de participación, para ser entregado en créditos a las mineras, por el orden de 13 mil 821 millones 667 mil 540 pesos. Este mismo fondo durante 2017 fue de 9 mil 199 millones 322 mil 627 pesos, que registró una reducción frente al del año anterior, debido a la oposición generalizada en la Cámara de Diputados, donde se recortaron recursos para ser destinados a los apoyos a la producción agrícola, que el gobierno de Enrique Peña Nieto dejó de considerar prioritaria en el plan de desarrollo nacional.


  Aun así, con esa participación económica que no recibe ningún otro sector productivo en México, las empresas extractivas, representadas por sus subsidiarias nacionales en la Cámara Minera de México (Camimex), reconocieron condiciones adversas para su actividad productiva en el país.


  En su Informe Anual 2016, la Camimex señala que “el sector minero en México enfrentó durante 2015 uno de los peores años de su historia, la caída en los precios de los metales, la carga de nuevos derechos, la imposibilidad de deducir los gastos preoperativos de exploración el mismo año en que se efectúan y la desaceleración de la economía de China provocaron que los indicadores de esta actividad industrial se ajustaran a la baja, así como sus expectativas de crecimiento”.


  Hasta 2016 a los empresarios mineros no les era suficiente el respaldo incondicional del gobierno mexicano, pues en su informe de ese año se argumentó que “(en 2015) este sector disminuyó nuevamente la generación de divisas respecto a 2014, tras alcanzar 14 mil 579 millones de dólares, ahora por debajo del sector automotriz, el electrónico, las remesas, el petróleo y el turismo, y por arriba de la actividad agroindustrial”, y deja ver implícitamente las condiciones desfavorables de la economía mexicana, lo que se atribuye a la baja en las exportaciones y el aumento de las importaciones. Aun así, reconoce la Camimex en su informe, “el total de movimiento de carga para la industria minera fue de 73 millones 310 mil 962 toneladas, que corresponden al 25.3% del total nacional”. Pero lo que no dice el informe es que ese tonelaje fue de oro, plata, cobre, bronce, zinc y otros metales altamente cotizados en el mercado extranjero, de los que no dicen cuál fue su destino o su aportación económica en utilidades.


  Luego, la amenaza: “La industria minera confía en mantener las fuentes de empleo actuales aun en tiempos difíciles. Se espera que en el mediano plazo y conforme los precios de los metales respondan, comenzarán a reactivarse proyectos que se han detenido, motivando la contratación y nuevas oportunidades laborales”. Y es que, desde el punto de vista de los empresarios mineros, frente a la denuncia de los sindicatos, en el sector se mantienen los mejores salarios del abanico laboral del país: “Las remuneraciones son resultado de la oferta y la demanda. En la medida que la industria minera incrementó la demanda de personal en el sector, se reflejó un aumento en salarios. En un ciclo de precios altos, la meta es producir más, pero también en el momento que bajan los precios es necesario mejorar la productividad y las prácticas de trabajo”, dice el informe, y agrega que en toda la industria minera, “al cierre del año (2015), fueron ocupados casi 9 mil 500 profesionales, de los cuales el 18.2% son mujeres. El ingreso promedio fue de 18 mil 94 pesos (mensuales)”.


  Esa cifra choca con la que revelan los sindicatos mineros, tanto el de Carlos Pavón como el de Napoleón Gómez Urrutia, que refieren que el de minero es uno de los trabajos peor pagados en México, donde los ingresos promedio de esos trabajadores se ubican entre 6 mil y 11 mil pesos mensuales, sumado a condiciones deplorables de seguridad e higiene laboral, y donde los asalariados no cuentan con el respaldo de la STPS, que ni siquiera garantiza la creación de las comisiones mixtas de seguridad e higiene. Además, ninguna minera en México paga servicios médicos, más allá de las cuotas al IMSS, para que los trabajadores tengan acceso a servicios de salud de mejor calidad, distintos a los que se ofrecen por parte del gobierno federal.


  Sumado a lo anterior destaca el espíritu misógino con el que opera la mayoría de las mineras en México, que veda a las mujeres el acceso al trabajo; a la fecha ellas no representan ni 2% de la planta laboral de toda la industria extractiva en el país. De las 37 grandes mineras internacionales, que operan con 35 subsidiarias nacionales, sólo en tres se ha podido aplicar un programa institucional que garantice el derecho de las mujeres al trabajo.


  La Camimex reconoce que sólo “tres empresas mineras cuentan con el certificado de Modelo de Equidad de Género, al ofrecer un clima de estabilidad e igualdad entre hombres y mujeres”, lo que es respaldado por la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo del INEGI, que señala al cierre de 2015 que 11% de la población ocupada en la minería son mujeres. “La participación de las mujeres en los trabajos mineros no ha tenido una rápida evolución —reconoce la Camimex—, pero existe la voluntad por parte de las empresas por mejorar este porcentaje”; agrega que “las empresas mineras continuarán fomentando y exigiendo una capacitación más detallada y con ello lograr una combinación de mayores conocimientos y habilidades para el manejo y mantenimiento de equipos de alta tecnología, atributos que las mujeres han logrado adoptar rápidamente”, por lo que oficialmente se espera que “el ingreso femenino podrá verse favorecido ante los cambios culturales alrededor de la imagen de la mujer por el grado de capacitación al operar maquinaria especializada y una mayor automatización de procesos”.


  …Y AUN ASÍ, SE QUEJAN


  La caída en la inversión de las mineras en 2016 se atribuyó, desde la visión de estas empresas en México, a la falta de respaldo del gobierno federal para la protección de las inversiones; argumentan que “el sector se ha visto menos favorecido en la actividad de exploración al no poder deducir los gastos preoperativos de exploración, lo que ha provocado un fuerte descenso en la inversión”. Desde su punto de vista, la reforma energética no las ha beneficiado; argumentan que hay “encarecimiento para mantener las concesiones, (lo que) ha forzado a las empresas a depurar sus propiedades, quedándose únicamente con las más rentables o económicamente más viables”.


  A pesar de eso, el minero se dice un sector sacrificado en aras de respaldar la economía mexicana, lo que ha sido siempre la versión oficial. Por eso, los empresarios mineros argumentan que “a pesar de los menores precios de los metales y a los nuevos derechos vigentes desde 2014, el atractivo minero y la captación de capitales en el país continúan fluyendo, con una marcada desaceleración, pero ha venido perdiendo terreno frente a sus competidores internacionales”.


  En 2015, acusan los empresarios mineros, “los gastos de exploración fueron por el orden de los 2 mil 200 millones de dólares”, que se incrementaron en casi 11% para 2016 y repuntaron a más de 18% para el primer trimestre de 2017. Aun cuando no se clarifican las razones de los incrementos en los costos de exploración de los nuevos proyectos mineros, la Camimex expone que las inversiones de ese sector se encuentran sujetas al grado de certeza para la inversión, donde hay ciertos factores políticos que de alguna forma causan nerviosismo en las inversiones del ramo.


  Esos factores podrían ser las nuevas políticas a las que se han visto obligados los gobiernos estatales con el fin de atender, por recomendación de organismos internacionales, los reclamos de los pueblos naturales para la defensa de sus territorios y protección de los recursos ambientales, lo que en términos prácticos es visto por los empresarios mineros como un retroceso, clasificando a México como uno de los países donde cada vez es más difícil la inversión para nuevos proyectos.


  De acuerdo con la encuesta Survey of Mining Companies, las decisiones políticas sobre el permiso de exploración de los nuevos proyectos extractivos —lo que se debe entender como la atención de los reclamos sociales para exigir a las mineras un compromiso social en cada una de las regiones en donde se asientan—, ha hecho que México sea visto como un país donde se dificultan cada vez más las inversiones para los proyectos. En este ranking —explica la Camimex— existen mejores condiciones de inversión en países como Australia, Chile y Perú. “Lamentablemente México descendió 13 lugares, pasando del lugar 24 en 2014, al 37 en 2015” en cuanto a países con facilidades para la inversión minera.


  Los propietarios de las empresas mineras, que lamentan las “decisiones políticas” sobre las inversiones para realizar nuevas exploraciones, argumentan que ese sector, con sus más de 25 mil concesiones para usufructuar 25.3 millones de hectáreas, “crea empleos en zonas donde ninguna otra actividad lo hace. Genera empleos indirectos por proveeduría, subcontratación y derrama económica en las regiones donde se localizan”, pero no dice que, a causa de esas exploraciones y explotación de proyectos, también han hecho crecer el hartazgo social, al desestimar la participación de los pueblos naturales en su reclamo de distribución de la riqueza y protección del entorno ecológico.


  Lo que también es cierto es que los empresarios mineros, a la fecha, no han cejado en su empeño en lograr del gobierno federal mejores condiciones, que ya serían casi imposibles, para acceder a la riqueza del subsuelo. A veces con el mito de la generación de empleos y bienestar social, a veces mediante el chantaje para el retiro de inversiones realizadas, lo cierto es que las mineras asentadas en México insisten ante la administración federal para que se ejecute un periodo de “manga ancha”, como el que se dio durante el gobierno de Felipe Calderón, cuando Fernando Gómez-Mont fungió no sólo como titular de la Secretaría de Gobernación, sino como virtual secretario de minería.


  Cabe recordar que fue durante la gestión de Gómez-Mont cuando también se otorgaron, casi al por mayor y sin ninguna restricción, los permisos para poner en marcha los proyectos mineros de cobre más rentables, sin tomar en cuenta la opinión de los pueblos asentados en esas zonas. Los 13 proyectos mineros para la extracción de cobre, impulsados desde la administración panista de Calderón Hinojosa, son los de las minas El Arco y El Boleo, ambas en Baja California Sur. El primero fue entregado en concesión al Grupo México en tanto que el segundo fue para la empresa Korea Resources, por medio de la subsidiaria Baja Mining Corp.


  El grupo Industrias Peñoles, por medio de la subsidiaria Compañía Minera La Parreña, S. A. de C. V., logró afianzar el proyecto Milpillas, en Sonora; en esa misma entidad se dieron todas las facilidades económicas y sociales para que Frisco se hiciera del proyecto María-Cananea; también se dieron las condiciones para que el Grupo México se apropiara de las minas Buenavista del Cobre y La Caridad; a Red Tiger se le benefició con la mina Luz del Cobre, y al corporativo Invecture Group, por medio de la subsidiaria Frontera Corp., se le apoyó con la mina de Piedras Verdes.


  En Chihuahua el proyecto Terrazas fue entregado a la Minera Río Tinto; mientras que en Jalisco el proyecto de la mina San Nicolás se entregó sin ninguna restricción al corporativo Teck Resources Limited. En Guanajuato el proyecto minero San Antón se concesionó a la minera Gold Corp. por conducto de la subsidiaria Primero Mining, en tanto que la mina La Verde, en Michoacán, fue entregada a Catalyst Copper, que inició los trabajos de exploración en sociedad con las subsidiarias Mineral Hill 29, S. A. de C. V., y Teck Resources Limited. En la lista de empresas beneficiarias con los proyectos de cobre más rentables del país también está la trasnacional Nyrstar NV, que se acreditó la propiedad de la mina Campo Morado, en Guerrero.


  Los proyectos de exploración de La Verde y Campo Morado, entregados por la administración de Felipe Calderón en Michoacán y Guerrero, respectivamente, guardan una similitud excepcional en relación con el resto de los proyectos mineros del país, no sólo por los volúmenes de minerales de cobre contenidos allí, sino porque las dos reservas están donde se dieron los principales brotes de los grupos de autodefensa: La Verde, en el municipio de Nueva Italia; Campo Morado, en el de Arcelia, en la zona de Tierra Caliente. En los dos sitios, las mineras Catalyst Copper y sus subsidiarias Mineral Hill 29, S. A. de C. V., y Teck Resources Limited, así como Nyrstar NV, tuvieron un papel fundamental en la integración de los grupos de civiles armados.


  Veamos el caso de Michoacán. La mina La Verde fue anunciada, durante el gobierno de Leonel Godoy Rangel, como la mejor propuesta de desarrollo económico para la tradicionalmente marginada zona de Tierra Caliente; el entonces secretario estatal de Desarrollo Económico, Eloy Vargas Arreola, anunció los trabajos de exploración en la zona colindante de los municipios de Nueva Italia y Gabriel Zamora. Se dijo en su momento que el yacimiento —con reservas probadas para más de 50 años a un ritmo de extracción diaria promedio de 3 mil toneladas de material de cobre— sería el detonante en la generación de empleos y para el mejoramiento de la infraestructura urbana de la zona.


  Inicialmente se anunció que el proyecto, en su etapa de exploración, estaría a cargo de la canadiense Aur Resources Inc., que estableció un diálogo directo con los propietarios de los terrenos de una superficie de más de 7 mil 900 hectáreas, las cuales solicitaron en compra a razón de entre 20 mil y 60 mil pesos por hectárea, dependiendo de la concentración de materiales en cada porción de tierra. La minera no sólo se comprometió a comprar en forma directa a los dueños de la tierra, sino que ofertó —como en todos los casos registrados en el país— una serie de obras de infraestructura a favor de las comunidades cercanas al proyecto minero, entre las que destacaron una escuela, un hospital, tres carreteras y un proyecto de huertas citrícolas que daría empleo a las mujeres de los obreros de la mina.


  Aur Resources Inc. se valió de la gestión del secretario de Desarrollo Económico, Eloy Vargas Arreola, para convencer a los propietarios que eran renuentes a enajenar sus predios; el gobierno estatal hizo ofertas de empleo a los agricultores que facilitaran el arranque del proyecto de exploración, anunciándose un fondo de ayuda económica, tanto para el autoempleo como para la diversificación de actividades rurales. Tras la entrega de los predios a la minera, que se comprometió a pagar el precio de la tierra pactado, el plan de apoyos del gobierno de Michoacán nunca se ejecutó.


  De la noche a la mañana Aur Resources Inc. desapareció de la escena y en su lugar llegó Mineral Hill 29, S. A de C. V., que, sin dialogar con los propietarios originales que seguían en espera de los pagos pactados, comenzó los trabajos de exploración, argumentando que esa firma no había establecido ningún acuerdo con los habitantes de los municipios de Nueva Italia y Gabriel Zamora. Cuando los vecinos intentaron evitar los trabajos de exploración, iniciados por los técnicos de la minera con el apoyo de la Policía Estatal y en algunos casos, del Ejército, brotaron grupo de civiles armados que comenzaron a hostigar a los inconformes.


  PROPICIAN EL LEVANTAMIENTO SOCIAL


  El primer grupo de civiles armados que surgió en la zona para proteger los intereses de la minera fue una célula del cártel de La Familia Michoacana, puesta a disposición de Mineral Hill 29, S. A. de C. V., por el jefe de esa organización criminal, Nazario Moreno González, el Chayo, quien aceptó servir como policía de los intereses mineros a cambio de 100 mil dólares mensuales y la garantía de que la empresa le compraría al grupo criminal todo el material con contenido mineral que pudiera robar de otras minas de la zona.


  Mineral Hill 29 decidió dejar la seguridad de la zona de Nueva Italia y Gabriel Zamora en manos de La Familia; el Chayo pronto encomendó a su subalterno, Servando Gómez Martínez, la Tuta, que ofreciera ese tipo de servicio de protección, altamente rentable, a otras de las 32 empresas mineras asentadas en suelo michoacano, principalmente en la zona de la Costa, la Sierra Nahua y la región de Tierra Caliente.


  Mineral Hill 29 pronto entró en conflicto con sus socios de La Familia Michoacana: el cártel era cada vez más exigente en cuanto al suministro de armamento que en algún momento le llegó a ofrecer la minera; además, los cobros por seguridad en el perímetro de la zona reservada como área para la explotación minera fueron rápidamente en aumento, al grado de pasar de 100 mil dólares mensuales a 360 mil por bimestre, costos que la empresa optó por no aceptar y terminó por cancelar el acuerdo de “trabajo” que la misma empresa había buscado con el cártel preponderante en ese tiempo en toda esa región de Michoacán.


  La presencia de La Familia al cuidado de los intereses de la minera, sólo entre 2007 y 2009, dejó un total de 870 campesinos desplazados de la zona rural de Nueva Italia y Gabriel Zamora; en ese mismo lapso, según los reportes de la Secretaría de Seguridad Pública de Michoacán, se registraron también al menos 380 desaparecidos y se pudieron contabilizar 2 mil 530 ejecutados. Todas las víctimas estaban relacionadas de alguna forma con la lucha contra la minera que se negaba a pagar lo pactado por la tierra.


  Para el gobierno de Michoacán, la ola de violencia que se registró en esa parte del estado no fue vista de otra forma que como resultado de la confrontación de las células del crimen organizado que estaban en plena escisión. Nunca, ni por equívoco como siempre, desde ninguna instancia del gobierno estatal se dejó entrever la posibilidad de que la violencia generada en la zona sur la entidad podría obedecer a la presencia de las mineras trasnacionales, mucho menos que esos corporativos tuvieran algún grado de participación en el estado de descomposición social en el que pronto se vio toda la región.


  Tal como lo hizo Aur Resources Inc. con los campesinos que fueron despojados de sus tierras mediante el engaño —que desapareció de la noche a la mañana—, también Mineral Hill 29 dejó el estado sin aviso, no sólo incumpliendo los acuerdos de pago que habría heredado de la primera minera que llegó a la zona para comprar la tierra rica en cobre, sino también olvidándose de los acuerdos pactados con las células del crimen organizado, lo que causó el enojo de los jefes de La Familia, que ya para entonces había cambiado de “razón social” para ser Los Caballeros Templarios.


  Con la salida de Mineral Hill 29 llegó a la zona, como propietaria de los derechos de exploración y explotación del yacimiento de cobre del proyecto La Verde, la canadiense Teck Resources Limited, que no reconoció los acuerdos establecidos con Los Caballeros Templarios y mucho menos con los campesinos despojados de sus tierras. La minera arribó a Michoacán como subsidiaria de la también canadiense Catalyst Copper. Entre octubre de 2012 y febrero de 2013, surgieron los primeros grupos de civiles armados que se alzaron contra la presencia de Los Caballeros Templarios, a los que acusaron, más allá del desplazamiento de cientos de campesinos, de atentar contra las inversiones que intentaban establecerse en el estado para reactivar la economía de las comunidades históricamente marginadas.


  La versión de un funcionario de la Procuraduría General de Justicia de Michoacán menciona la posibilidad de que Catalyst Copper Corp. haya hecho la primera contratación de guardias civiles para encarar las amenazas de Los Caballeros Templarios, cuyos líderes fueron acusados de intentar sobornar a la minera para brindarle servicios de seguridad en el perímetro de la zona de exploración. El primer grupo de civiles armados al servicio de las mineras Teck Resources Limited y Catalyst Copper Corp. fue una célula que se reconoció como grupo separatista del minicártel de Los Viagra, dedicado a la producción y tráfico de anfetaminas, el que comenzó una guerra abierta contra Los Caballeros Templarios en una aparente guerra por el control de los territorios para el tráfico de drogas.


  EL CHINO APAC LO DENUNCIÓ


  El primer periodista en denunciar la relación de las mineras en suelo michoacano —entre ellas Teck Resources Limited y Catalyst Copper Corp— con grupos de civiles armados, a veces identificados como miembros del crimen organizado, a veces como grupos ciudadanos que combatían a la delincuencia, fue José Antonio García Apac, el Chino Apac, dueño de la publicación quincenal Ecos de la Cuenca de Tepalcatepec.


  La última vez que su familia supo de él fue cuando salió de la modesta redacción de su periódico para dirigirse a su casa. Era la noche del 20 de noviembre de 2006. Desde entonces su familia ha vivido un viacrucis tratando de dar con su paradero. Es como si al Chino Apac se lo hubiera tragado la noche. El de José Antonio García Apac es uno de los casos más emblemáticos de periodistas desaparecidos en Michoacán, no sólo por ser de los primeros de una serie de desapariciones forzadas, sino porque su familia ha tenido que hacer sus propias pesquisas para dar con su paradero, ante el abandono de la autoridad judicial. Las investigaciones que han hecho la mujer y los hijos del Chino Apac se han entregado a la PGR, pero nada se ha hecho en esa dependencia para dar con su paradero.


  “En todas partes nos reciben bien, nos tratan bien, pero nadie hace nada por buscar a mi papá”, cuenta con desesperanza Aldo García. “Ya son casi 10 años de su desaparición. Hemos acudido a todas las instancias habidas y por haber, pero nadie nos resuelve nada. Lo único que nos mantiene en pie es la esperanza de saber qué fue lo que pasó la noche de su desaparición.” Todo apunta a la posibilidad de que haya sido desaparecido por miembros del crimen organizado. A La Familia Michoacana se le señala con insistencia. Pero no se descarta que la orden de esa desaparición se haya dado desde la gerencia de alguna de las mineras que operan en la entidad.


  A José Antonio García Apac le preocuparon particularmente las condiciones de trabajo en que se encontraban los obreros de las mineras Arcelor Mittal Steel, en Lázaro Cárdenas; la Compañía Minera El Baztán, S. A. de C. V., en Huetamo; los de la Compañía Minera Los Encinos, S. A. de C. V., en La Huacana; también los trabajadores de la Compañía Minera La Huacana, en el municipio de ese mismo nombre, y los de la Compañía Minera e Industrial de Michoacán, S. A. de C. V., en Huetamo.


  En su publicación dio voz a todos los grupos que estaban siendo sometidos a condiciones de explotación por parte de las mineras, pero se adentró también en el tema de los pueblos desplazados por los proyectos de exploración. Denunció la desaparición y el desplazamiento de los líderes comunales, principalmente de la zona de Tierra Caliente, en el área de Nueva Italia, donde las mineras Teck Resources Limited y Catalyst Copper Corp. se habían aprovechado de la confianza de los ejidatarios y les habían arrebatado sus tierras. Criticó de manera insistente que la empresa Arcelor Mittal Steel, de capital indio, en Lázaro Cárdenas explotaba vilmente a sus trabajadores, a los que se les negaba hasta la posibilidad de libre asociación sindical.


  El Chino simplemente desapareció. No dejó rastro. Se perdió en la negrura de la noche cuando se suponía que llegaría a su casa. La teoría de la policía michoacana es aventurada: sin mayores argumentos que la suposición, señala que, tras estar redactando en su oficina, el Chino Apac pudo ser llamado a su teléfono celular para reunirse con alguien. Pero el Chino tenía pocos amigos y con nadie se reunía por las noches. Frente a esa disyuntiva, la procuraduría de Michoacán fue fértil en imaginación. Dijo que el periodista se pudo haber cansado de la rutina de llegar a su casa y que optó por pasear en las calles de Tepalcatepec, lo que pudo haber sido aprovechado por algún grupo del narcotráfico que tenía rencillas personales con él. Para el gobierno estatal, José Antonio García Apac fue secuestrado por una venganza personal o tal vez con la intención de cobrar un rescate por su vida. Pero esta segunda hipótesis se desvanece cuando se sabe que su familia nunca recibió una llamada para exigir el cobro del rescate.


  Finalmente, de José Antonio García Apac nunca se supo nada. Eso es lo que sigue torturando a su familia. Ellos, su esposa y sus hijos, siguen en la penosa tarea de acudir a cada fosa clandestina que se encuentra en Michoacán para hurgar entre los amasijos de huesos en busca de un indicio que los lleve a presumir que los restos allí encontrados son los del periodista. Pero no ha sido así de fácil. En decenas de fosas en las que se ha buscado, no se ha dado con el paradero del Chino Apac. En la mezcla de sentimientos encontrados, entre el deseo de hallar al periodista y el temor de saberlo muerto, su familia se ha sumido los últimos 11 años. Y ante ello, una autoridad insensible que no atina a responder a los reclamos de esta familia desgarrada por el dolor.


  Los hijos y la esposa del Chino han ido más allá de la valentía en la búsqueda del periodista, le han entregado a la PGR un expediente completo donde se menciona a los posibles autores materiales e intelectuales de la desaparición, entre quienes se encuentran reconocidos criminales que han confesado ministerialmente su relación con algunas empresas mineras, para cuyos intereses económicos trabajaron como guardianes, pero la instancia oficial se ha manifestado lenta y omisa. No ha querido revisar las pruebas que los familiares de este desaparecido han entregado.


  SE OLVIDAN DE LOS DESAPARECIDOS


  El de los periodistas desaparecidos tal vez sea el menor de los problemas del gobierno de Michoacán. Y es que en ese estado nadie busca a los desaparecidos. A ninguna autoridad le interesa dar con el paradero de casi tres mil víctimas de desaparición forzada, pese a que esta entidad es una de las que puntean en ese renglón a nivel nacional. El marco jurídico local ni siquiera reconoce la desaparición de personas como un delito. Mucho menos se puede esperar la tipificación de la desaparición de un periodista, pese a que en esta entidad ya suman cuatro los comunicadores desaparecidos y donde las autoridades son las únicas que no quieren ver la posibilidad de que sus desapariciones hayan sido dictadas desde los corporativos mineros.


  Pero al gobierno de Michoacán no le interesa el tema de los desaparecidos, sean periodistas o no. Por esa razón, grupos de activistas han insistido ante el indolente Congreso local para que haya una modificación al Código Penal estatal y se reconozca como delito grave la desaparición forzada de personas, fenómeno que ha ido al alza en los últimos cinco años en toda la entidad, como resultado de la guerra abierta que encaran los grupos de autodefensa, células de los cárteles de drogas y grupos de civiles armados que defienden los intereses mineros. De acuerdo con la activista Sofía Blanco Sixtos, de la Red de Mujeres de Michoacán Contra la Violencia Feminicida, en el concierto de las cifras de desaparecidos en esta entidad, al menos 977 son niños y niñas de cero a 17 años, lo que representa un dato alarmante que las mismas autoridades no quieren reconocer.


  La causa principal de la desaparición de niños y niñas en esta entidad, de acuerdo con la tesis de la periodista Sanjuana Martínez y del propio Alejandro Solalinde, es el tráfico de órganos, sumado a la trata de personas para el tráfico sexual, lo que evidentemente los gobiernos estatal y federal no quieren reconocer. Tampoco hacen nada por buscar a las personas desaparecidas, lo que a su vez genera altos niveles de impunidad.


  Ni las familias más encumbradas se salvan de la vorágine de las desapariciones. Es posible que los consorcios mineros no tengan nada ver, pero también es menester señalar que a causa de los grupos armados que esas empresas propiciaron en la zona de Tierra Caliente y en las localidades del sur del estado, la violencia —y esta práctica de terror social— se extendieron por todo el territorio de Michoacán. Uno de los casos más sonados —que expone claramente la vulnerabilidad de la comunidad michoacana— fue el del hijo del ex gobernador Eduardo Villaseñor Peña, Teodoro Villaseñor Meza, quien a mediados de 2015 fue declarado formalmente desaparecido.


  Ésta es la primera ocasión en la historia del país en que el fenómeno de las desapariciones forzadas toca a la familia de la clase política estatal. El hijo del ex gobernador Eduardo Villaseñor Peña se esfumó de la noche a la mañana sin que a la fecha haya alguna unidad del gobierno estatal, municipal o federal tras la pista del joven empresario. A Teodoro Villaseñor se le vio por última vez cuando salía de un gimnasio al oriente de La Piedad, Michoacán. Cumplía su rutina: al término de su jornada laboral en una de sus empresas, antes de llegar a su casa, pasaba por el gimnasio.


  De acuerdo con la versión de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán, el hijo del ex gobernador pudo haber sido secuestrado por un grupo criminal que actúa en la zona de La Piedad. Pero el móvil del secuestro a cambio de dinero se descarta, porque la familia nunca recibió la temida llamada que mantiene en vilo a miles en esta entidad. Lo que no dijo la autoridad ministerial es que uno de los muchos giros de la actividad empresarial de Teodoro Villaseñor Meza era el negocio de los bancos de minerales, en donde realizaba frecuentes transacciones de compra y venta de materiales pétreos —principalmente arena, grava y tezontle— a pequeñas minas que abundan en la zona del Bajío michoacano, en los límites con Guanajuato y Jalisco, y que son acaparadas por empresarios locales que también son ganaderos.


  DE MAURICIO, RAMÓN Y ESTHER NADA SE SABE


  Otro desaparecido del gremio periodístico, y cuyo “delito” fue la denuncia no sólo de las actividades de los grupos criminales, sino de la invasora presencia de las empresas mineras en Michoacán, fue Mauricio Estrada Zamora, reportero del periódico La Opinión de Apatzingán, del que no se supo más después de la noche del 12 de febrero de 2012 tras salir de la redacción para dirigirse a su domicilio. Este caso es doloroso porque el gobierno estatal lo dejó en la impunidad y porque el periódico para el que trabajó el comunicador se deslindó de toda responsabilidad, al desconocer los trabajos de alto riesgo que realizaba el reportero a exigencia de la dirección del periódico.


  Mauricio Estrada Zamora, el Güero, dejó una esposa y un hijo, quienes han tenido que cargar con el dolor de la desaparición del jefe de familia y que también viven con la angustia de ver cómo sus exigencias de avances en la averiguación han chocado con la indolencia del gobierno estatal, de la procuraduría, cuyos funcionarios no han tenido empacho en referir la posibilidad de que el periodista “haya estado involucrado en actos de la delincuencia organizada”, sin tomar en cuenta los indicios a donde apuntan algunas de sus notas publicadas.


  La única línea de investigación establecida en el expediente sobre la desaparición de Mauricio Estrada Zamora en Michoacán es la más socorrida de todos los gobiernos estatales para estos casos: que pudo haber tocado intereses del crimen organizado. Ni por asomo se ha establecido la posibilidad de que el periodista haya causado molestia a otros grupos de poder en la entidad, en donde las empresas mineras serían las principales afectadas por el trabajo de denuncia de este comunicador. Si bien es cierto que estaba asignado a la fuente policiaca, tocaba frecuentemente temas de conflictos sociales en diversos puntos del estado, en donde no pasó por alto el desplazamiento de los líderes comunales y defensores de la tierra que se opusieron al desarrollo del proyecto de la mina La Verde.


  Mauricio Estrada Zamora, como lo hizo años antes José Antonio García Apac, reveló la posibilidad de que los grupos de civiles armados estuvieran siendo alentados por las empresas mineras, a las que las protestas sociales de los pueblos originarios no les permitían el avance esperado en la ejecución de sus proyectos de exploración. A diferencia de José Antonio Apac, Mauricio Estrada no sólo se refirió a las condiciones laborales de la mayoría de los mineros que trabajaban para corporativos internacionales, sino que centró su trabajo periodístico en el tema de impacto ecológico de las mineras y la desposesión de la tierra que se estaba llevando a cabo por parte de esos consorcios, siempre con el respaldo del gobierno estatal, en detrimento de los pobladores ancestrales de las comunidades indígenas de Michoacán. Así, se refirió a la devastación ecológica que estaban propiciando los proyectos mineros de La Joyita y Arroyo Seco, en el municipio de Coalcomán; las minas San Pedro y Aquila, en el municipio de Aquila; Los Pozos, Cerro Bola y Las Truchas, en Arteaga, y la mina Inguarán-Malacate en el municipio de La Huacana.


  Por eso, dice una versión reinante entre sus compañeros del periódico, a Mauricio Estrada Zamora se lo llevó el diablo; lo secuestraron la noche del 12 de febrero del 2012. Luego de despedirse de sus compañeros de la redacción abordó su auto para dirigirse a su casa, pero fue interceptado a sólo unas cuadras del periódico. Testigos aseguran que una camioneta blanca le cerró el paso; de ella descendieron dos hombres con armas largas y se subieron al vehículo que se retiró del lugar aún conducido por el periodista. A los dos días el automóvil de Mauricio fue encontrado en una colonia de la periferia de Apatzingán. No presentaba indicios de violencia. En el asiento del conductor sólo se encontró una macha de algún líquido que se secó bajo el inclemente sol de Tierra Caliente.


  Las investigaciones de la procuraduría de Michoacán estimaron que la mancha amarilla en el asiento del conductor pudo haber sido producto del derramamiento de algún líquido, como café o refresco, que Mauricio habría tirado días antes. La autoridad ministerial desestimó la posibilidad de que la mancha haya sido generada por algún fluido corporal, estableciendo la ridícula posibilidad de que el periodista no haya sido secuestrado ni capturado por alguna célula delincuencial, sino que “huyó por razones personales”, entre las que se mencionó la posibilidad de un amorío extramarital.


  Esta versión ha sido rechazada por la viuda del comunicador, quien insiste en el hecho de que su esposo fue secuestrado por el crimen organizado. Incluso, entre algunos de los compañeros del periódico La Opinión de Apatzingán se menciona el apodo del posible responsable: sólo lo ubican como el Diablo y se asegura que era parte de la Policía Ministerial de Michoacán, que combinaba su labor de investigador con trabajos de apoyo a La Familia Michoacana, cuando esta organización prestaba sus servicios de protección a las mineras Teck Resources Limited y Catalyst Copper Corp., para la exploración de la mina La Verde.


  Otro periodista michoacano desaparecido, que además de defensor de los derechos de las comunidades indígenas se distinguió también por la denuncia de proyectos extractivos en la zona de la Meseta Purépecha, fue Ramón Ángeles Zalpa, quien colaboraba para el periódico Cambio de Michoacán y había sido corresponsal indígena para La Voz de Michoacán. Este comunicador desapareció la tarde del 6 de abril de 2010, luego de haber denunciado insistentemente el avance de tres proyectos mineros en la zona indígena del estado.


  Ramón Ángeles Zalpa ni siquiera daba cobertura a los temas policiacos. Estaba centrado en la defensa de la cultura indígena del estado y la preservación del medio ambiente. Por esa razón dedicó su esfuerzo periodístico, reconocido en una trayectoria de más de 20 años, a denunciar los proyectos mineros que cobraron auge entre 2008 y 2010, cuando el gobierno federal entregó permisos de exploración y explotación minera no sólo para la extracción de metales, sino también para el usufructo de materiales pétreos, en zonas comprendidas dentro de las comunidades indígenas.


  Los proyectos que más frecuentemente cuestionaba Ramón Ángeles Zalpa, con una insistencia poco usual entre los comunicadores michoacanos, fueron los de las minas El Baztán, en Huetamo, concesionada a la Compañía Minera El Baztán, S. A. de C. V., para la extracción de cobre, oro, plata, plomo y zinc; el de la mina San Diego Curucupatzeo, en el municipio de Villa Madero, concesionada a la empresa canadiense Terra Nova Gold Corp. para la explotación de oro y plata, y el proyecto de la mina La Verde, en la región de La Huacana y Gabriel Zamora, entregado a la canadiense Aur Resources Inc. para la extracción de cobre, oro y plata.


  Ramón Ángeles Zalpa era originario del municipio de Paracho, en pleno corazón de la región indígena de Michoacán. Partía su tiempo entre el periodismo y la docencia. Por iniciativa propia, como impulsor de la cultura indígena, entre los proyectos más importantes que puso en marcha estuvo la creación de la Universidad Intercultural Indígena de Michoacán, así como la Escuela de Laudería de Paracho, con lo que buscó llevar educación de nivel profesional a los pueblos indígenas y transitar en la elaboración de instrumentos musicales de cuerda de lo artesanal a lo tecnológico. Para esto no sólo se confrontó con autoridades del gobierno estatal, sino que encaró a empresas nacionales de la industria de la madera que, inexplicablemente, se opusieron al proyecto, al considerar que las dos escuelas de formación profesional para los indígenas afectarían sus intereses de explotación de los bosques y de la mano de obra que hacían en las comunidades indígenas de la Meseta Purépecha.


  Pero la mayor confrontación que Ángeles Zalpa tenía, y así lo reconoció con sus editores mientras era corresponsal de La Voz de Michoacán, era con el crimen organizado, del que aseguraba que estaba al servicio de las empresas mineras que habían incursionado en la entidad para realizar los trabajos de exploración y a las que, desde la administración del gobernador Lázaro Cárdenas Batel, se les brindaron todas las facilidades para que llevaran a cabo sus labores de proyección en la explotación minera del estado.


  Refirió que estaba recibiendo amenazas por parte de integrantes de lo que entonces era La Familia Michoacana, para que cesara en las publicaciones que hacían referencia a su visión de saqueo que pretendían las mineras. Reveló que, tras la publicación de sus notas, a veces emitidas en los impresos, a veces dictadas al aire en las radios comunitarias a las que tenía acceso, siempre había una advertencia de una voz anónima que por teléfono le insistía en lo “errado” de su información periodística. Pero él no quiso escuchar esas advertencias que, llegó a asegurar, subieron de tono hasta alcanzar las amenazas de muerte.


  La última vez se vio a Ramón Ángeles Zalpa en el municipio de Paracho, en una reunión con miembros de la comunidad indígena, con quienes insistía en continuar con las gestiones para lograr los permisos de la Secretaría de Educación Pública (SEP) para que el proyecto de las dos escuelas no se viera entorpecido ante la división que ya estaban causando entre la comunidad local las empresas madereras, que señalaban que con esas escuelas los aserraderos se saldrían de la región y dejarían sin empleo a más de 200 jefes de familia.


  Tras la desaparición del periodista, la procuraduría michoacana retomó el manual no escrito para esos casos: señaló que la primera línea de investigación se centraba en la posibilidad de una respuesta violenta del crimen organizado, derivada de alguna de las publicaciones de Ángeles Zalpa, “donde pudo haber tocado los intereses de las células criminales”. Pero, otra vez la necia insistencia, él no tocaba temas policiacos en ninguno de los medios para los que trabajaba. La segunda hipótesis que planteó el gobierno estatal por conducto de su policía investigadora fue la de un crimen pasional, aludiendo a que alguna relación extramarital del periodista haya llevado a su desaparición. Aquí tampoco, ni por asomo, se mencionó la posibilidad de que Ramón Ángeles hubiese desaparecido por haber tocado los intereses de las compañías mineras que tanto cuestionó.


  Y cuestionó a las mineras porque tuvo los elementos para referir que en la zona limítrofe de Michoacán con Guerrero se estaba gestando el foco de violencia más importante de México, donde empresas como la belga Nyrstar NV, en Guerrero, y la canadiense Teck Resources Limited, en Michoacán, eran las principales promotoras del uso de civiles armados para la protección de sus intereses. Incluso llegó a referir en sus emisiones de radio que en el municipio de Arcelia, en Guerrero, Nyrstar NV estaba armando a sus trabajadores para que se defendieran de las células del crimen organizado que los extorsionaban cada vez que recibían sus salarios.


  EN GUERRERO, LA MISMA HISTORIA


  Tampoco en Guerrero la historia es distinta. Después de que la federación, en el periodo en que Fernando Gómez-Mont fue encumbrado por el Grupo México al frente de la Secretaría de Gobernación, hiciera entrega al por mayor de los proyectos mineros más ambiciosos del país, allí se comenzó a gestar la violencia.


  El proyecto de la mina Campo Morado, entregado a Nyrstar NV, que a su vez utilizó a la subsidiaria Farallón Minera Mexicana, S. A. de C. V., para los trabajos de exploración, tuvo una inversión de 130 millones de dólares, con la intención de extraer concentrados de zinc, cobre y plomo a razón de mil 150 toneladas diarias; también registró reservas probadas de oro y plata que se convirtieron en el atractivo de los grupos delincuenciales de la zona, para tratar de hacer negocios con los representantes del corporativo.


  En primera instancia las células de la Familia Michoacana, como lo hicieron en la mina La Verde, en Michoacán, dentro de la misma región de Tierra Caliente, ofrecieron sus servicios de guardia y custodia al corporativo, mismos que no fueron aceptados por los representantes industriales, por lo que los delincuentes, en esa región bajo el mando de la Tuta, optaron por la intimidación y la extorsión contra el consorcio, a lo que la minera respondió creando su propio grupo de seguridad.


  Al menos dos docenas de vecinos de las comunidades aledañas al municipio de Arcelia fueron contratados como guardias de la minera. Protegieron y resguardaron a los equipos que fueron a la zona a ubicar los yacimientos metálicos. Ahí encontraron reservas probadas para más de 10 años, pues la zona cuenta con índices de 7.9% de zinc, 1.4% de cobre y 1.2% de plomo, además de una concentración de 3.5 gramos de oro por tonelada de tierra y 226.4 gramos de plata en el mismo volumen.


  Lo que para la minera fue un acto de autodefensa no significó lo mismo para la comunidad, pues los trabajadores que fueron asignados como guardias de seguridad comenzaron a ser blanco de ataques de las células del crimen organizado, quienes vieron en ellos a sus enemigos naturales. Así, La Familia Michoacana, que ya se había asociado con un grupo delincuencial local dedicado al secuestro —Guerreros Unidos—, se fue contra los guardias improvisados de la empresa y también contra las familias de todos los que estuvieran al servicio de la minera, fueran parte de los cuerpos de vigilancia u obreros para los trabajos de exploración.


  Por eso las familias en la región de Arcelia se comenzaron a armar. El mercado de las armas comenzó a florecer de la noche a la mañana. Policías ministeriales y municipales tanto de Michoacán como de Guerrero atendieron la demanda: fue puesto al alcance de la población todo tipo de armas: una pistola calibre .38 se ofertaba hasta en mil 300 pesos, una pistola calibre .9 milímetros se podía comprar por dos mil pesos. Un rifle de asalto AK-47 se vendía hasta por cinco mil pesos. Pero funcionarios de la minera Nyrstar NV los entregaron gratuitamente a los habitantes de la región que llegaban a solicitar empleo.


  Esta situación, que ya había sido advertida por Ramón Ángeles Zalpa meses antes de su desaparición, fue observada y retomada por otro periodista: Marco Antonio López Ortiz, editor del diario Novedades de Acapulco. Comenzó, mediante la asignación de coberturas a sus reporteros, a interesarse en el tema. Trató de descifrar las razones por las que la zona limítrofe entre Guerrero y Michoacán se estaba convirtiendo en una zona sin gobierno, donde todas las líneas apuntaban siempre hacia la intervención de las mineras para tratar de defender sus intereses dentro de la zona. Como jefe directo de cinco reporteros, no era raro que, entre sus reclamos de información, destacara siempre el tema minero, a veces dándole el giro económico que representaba la minera para la entidad, pero sin dejar de lado nunca la problemática social derivada de los proyectos extractivos avalados con gran auge por la administración del gobernador Zeferino Torreblanca Galindo.


  Marco Antonio López Ortiz centró su atención en la empresa Nyrstar Campo Morado, S. A. de C. V., en la zona minera de Arcelia, a la que le dio especial cobertura desde su posición de editor. También trató de dar a conocer los conflictos mineros que comenzaron a presentarse en torno a los proyectos Los Filos-El Bermejal, de la Compañía Minera Gold Corp., en el municipio de Eduardo Neri; El Capire, de Impact Silver de México, S. A. de C. V., en el municipio de Pedro Ascencio Alquisiras, y El Limón-Los Guajes, en el municipio de Cocula, que era ya explotada por Media Luna, S. A. de C. V., y Torex Gold.


  El periodista trató de bosquejar las razones por las cuales en los municipios de Pedro Ascencio Alquisiras y Eduardo Neri se gestaban movimientos armados similares a los de la región de Arcelia, donde el crecimiento de la población armada era directamente proporcional a las denuncias de despojo de los pobladores indígenas, las que no alcanzaban a tocar los oídos de las autoridades locales. Expuso, a través del trabajo periodístico asignado a sus reporteros, algunas de sus teorías que apuntaban hacia la colusión de los grupos del crimen organizado con autoridades locales para hacer posible el tráfico de armas, lo que ocasionó que se gestaran los primeros movimientos de autodefensa en esas partes del estado.


  Entre sus conocidos no pasó inadvertida su plática, que siempre terminaba girando en torno a la teoría de que el grupo de autodefensas que se alzaba contra el narcotráfico había sido gestado desde las mineras para proteger sus intereses. Sólo así se podía sostener su versión de que el tráfico de armas lo estaban propiciando agentes extranjeros que arribaron a la zona, y que él identificaba como de estadounidenses e italianos, que además de ser promotores de las mineras mantenían fuertes nexos con algunos grupos de civiles armados.


  A esa situación se atribuye su desaparición. Desapareció el Día de la Libertad de Expresión, el 7 de junio de 2011. La última vez que se le vio fue en el bar Dos Arbolitos, en Acapulco, donde departía con una acompañante. En la Procuraduría General de Justicia del Estado de Guerrero, como si se tratara de replicar el caso del periodista desaparecido Ramón Ángeles Zalpa, se filtró la versión de que Marco Antonio López Ortiz en realidad no estaba desaparecido, sino que más bien se pudo haber ido de la zona por razones de amoríos, criminalizándolo en primera instancia por su afición a los centros nocturnos y su gusto por las mujeres y el alcohol.


  La segunda línea de investigación que estableció la autoridad estatal de Guerrero se centró en la posibilidad de una venganza del crimen organizado, pero no dio más detalles. Sólo estableció que fue un grupo armado quien lo habría secuestrado a la salida del bar en donde se encontraba, llevándoselo a bordo de otro vehículo, toda vez que el auto de Marco Antonio López quedó abandonado cerca del sitio del que desapareció. En el expediente que integró la dependencia, donde se reconoce que el periodista era jefe de información y no editor del diario Novedades de Acapulco, también se refiere que Marco Antonio López nunca recibió amenazas de muerte por su trabajo, por lo que se presume que su desaparición pudo haber sido producto de una venganza personal, insistiendo en la posibilidad de un conflicto pasional “a causa de alguna relación sentimental no apropiada”.


  Sobre este caso, ante la inconsistencia de las primeras investigaciones ministeriales, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH urgió al gobierno de Zeferino Torreblanca a “hacer todos los esfuerzos para lograr la aparición con vida del periodista e investigar el hecho, sin descartar la posibilidad de que las causas de la desaparición tengan su origen en el ejercicio profesional del periodismo”. Pero el reclamo no tuvo ningún efecto.


  Ni al gobierno de Zeferino Torreblanca ni al siguiente, el de Ángel Aguirre, los movió el señalamiento de la Relatoría Especial de la CIDH, que en su “Informe Especial sobre la Libertad de Expresión en México 2010” fustigó el hecho de que, antes de la desaparición de Marco Antonio López Ortiz ya habían sido asesinados tres comunicadores en esa misma entidad, todos en 2010, año en el que muchas de las mineras comenzaron sus proyectos de explotación con el aval de la Secretaría de Gobernación que encabezó Fernando Gómez-Mont.


  Los tres periodistas de Guerrero asesinados en 2010 eran Jorge Ochoa Martínez, de El Sol de la Costa, ejecutado el 29 de enero; Evaristo Pacheco Solís, reportero de la revista Visión Informativa, ultimado el 12 de marzo, y Francisco Rodríguez Ríos, reportero de El Sol de Acapulco, abatido a balazos el 28 de junio. Todos tienen un factor común, más allá de la denuncia sobre los actos de los grupos delictivos: denunciaron que los grupos del crimen organizado, que proliferaban en la zona sur del estado, tenían nexos con algunas de las empresas encargadas de realizar trabajos de exploración para la ubicación de vetas de oro y plata con fines de explotación.


  Los tres periodistas de Guerrero asesinados en 2010, según versiones de algunos de sus colegas, seguían de alguna forma los indicios que ya había planteado Rafael Villafuerte Aguilar, del diario La Razón, asesinado el 13 de diciembre de 2003, luego de denunciar la devastación ecológica que se pretendía en ese tiempo mediante la autorización de la mina Rey de Plata, un proyecto a cargo de la Industria Peñoles en sociedad con la minera japonesa Dowa Mining, que en conjunto hicieron una inversión de 12 millones de dólares para llevar a cabo los trabajos de exploración, mismos que fueron detenidos luego de las protestas de la comunidad indígena de Tehuixtla, en el municipio de Teloloapan. La suspensión de los trabajos mineros fue atribuida a las denuncias hechas por Rafael Villafuerte Aguilar.


  Otro periodista que también denunció la invasora presencia de empresas mineras en Guerrero, como producto de la política de apertura a la inversión que fue hecha por el gobierno de Zeferino Torreblanca, siempre en comparsa con la política oficial del gobierno de la República, fue el reportero y dueño del diario El Despertar de la Costa, Misael Tamayo Hernández. Éste apareció muerto el 10 de noviembre de 2006 luego de haber dado voz a los pobladores que denunciaron la devastación ambiental que se cometía en las zonas mineras de Taxco y Mezcala, donde las empresas subsidiarias del Grupo México, principalmente la denominada Minera Nukay, S. A. de C. V., extraían de las minas Guerrero, San Antonio, La Nukay, La Agüita y Los Remedios una producción estimada en más de 3 mil toneladas diarias de material enriquecido de plata, oro, plomo, cobre y zinc, sin resarcir el daño ambiental.


  Misael Tamayo Hernández fue contra las mineras extractoras de metales y también insistió en la forma de operación de las compañías dedicadas a la extracción de materiales pétreos, y ubicó al crimen organizado como garante de los intereses de esas empresas. Así, denunció que miembros del cártel de los Beltrán Leyva reprimían las protestas de los vecinos inconformes con la operación de la mina El Naranjillo, de la empresa SSS Cantera El Naranjillo. Atribuyó a la presencia criminal la desaparición de los líderes Antonio Sierra Madrid y Jesús Alberto Soria Piceno, quienes movilizaban a la población contra la extractora de materiales no metálicos.


  También insistió en la corrupción de la cúpula del gobierno estatal, que falseó documentos para hacer creer que se cumplieron los requisitos de resarcimiento al impacto ambiental, y así permitir el funcionamiento de la mina Kilómetro 30, de Cementos Apasco, S. A. de C. V., de donde se extraían más de 3 mil toneladas diarias de contenidos de arcilla y mármol, igual que la mina Kilómetro 45, de Minerales no Metálicos de Guerrero, S. A. de C. V., de donde se obtenían diariamente más de mil toneladas de materiales de dolomita. La mina Petaquillas, en Chilpancingo, propiedad de Minera México y de donde se extraían más de 60 toneladas diarias de piedra caliza, fue también objeto de las denuncias del periodista que apareció muerto en una habitación de hotel en Ixtapa.


  La muerte del comunicador de 52 años sigue siendo un misterio. Su cuerpo fue encontrado sólo en ropa interior, tendido sobre la cama. Parecía dormido, pero en realidad fue víctima de un sofisticado asesinato: su cuerpo fue inyectado con narcóticos hasta ocasionarle un paro cardiorrespiratorio. La procuraduría del estado no tardó en señalar que se trataba de una sobredosis de droga, pero Misael Tamayo no era adicto a ninguna sustancia ilegal. Tras esa postura de quienes conocieron en vida al comunicador, la autoridad ministerial cambió la versión a la posibilidad de que el periodista haya sido secuestrado y sedado dentro de la habitación en donde perdió la vida, luego de haber recibido hasta en al menos tres ocasiones inyecciones letales de drogas.


  Misael ya había recibido amenazas de muerte. Entre los periodistas de Acapulco se le recuerda como el hombre que desafió a Édgar Valdez Villareal, la Barbie, el sicario preferido del cártel de los hermanos Beltrán Leyva. Misael Tamayo Hernández se negó publicar un mensaje de la Barbie destinado al Cártel del Pacífico, grupo que en ese momento intentaba tomar el control de la plaza de Acapulco, disputándosela a los Beltrán Leyva.


  Misael, refieren algunos de sus conocidos, no pudo haber sido ejecutado por el crimen organizado: “Era un hombre demasiado precavido como para terminar en una habitación en compañía de su asesino”. Por eso todo apunta a que fue llevado por la fuerza hasta el hotel, en donde tuvo que haber sido sometido para, posteriormente, propiciarle la muerte tratando de aparentar que había sido una sobredosis de droga.


  Hasta septiembre de 2017 la procuraduría de Guerrero no sabía qué información dar a la familia del periodista asesinado. Pese a que hay constancias de que el propio Misael Tamayo había dicho que se reuniría con una fuente informativa —alguien llamado Reynaldo Ríos de los Santos—, las autoridades no han podido identificar a esa persona y el caso se mantiene en la impunidad. Como en todos los otros casos de periodistas asesinados, la autoridad ministerial de Guerrero no ha mencionado la posibilidad de intervención de las empresas mineras.


  Las quejas por la muerte de Misael Tamayo también llegaron a la Secretaría de Gobernación, pero en esa dependencia los oídos también fueron sordos, como ya había ocurrido en otros casos de desapariciones y muertes de periodistas. Desde el más alto nivel del gobierno federal, como si fuera política de Estado, se bloqueó la posibilidad de que el nombre de alguna minera fuera mencionado en las averiguaciones realizadas por las procuradurías estatales, donde a pesar de las evidencias que apuntaron a ellas como primeras afectadas por el trabajo de los comunicadores, nunca se abrió una línea de investigación en esa dirección. La Secretaría de Gobernación, desde 2000, siempre fue caja de resonancia de las teorías fáciles de los gobiernos locales, que indicaban como primera posibilidad de los atentados a comunicadores la participación de células del crimen organizado, actuando por modo propio y no en protección de los intereses de los consorcios mineros.


  DE LADO, LA SEGURIDAD NACIONAL


  Basta ver las estadísticas de los periodistas asesinados en México, desde 2000 hasta el primer semestre de 2017. La mayoría de homicidios de comunicadores se han presentado principalmente en los estados con importante actividad minera, donde no se disocia la participación de las células del crimen organizado al servicio de los corporativos trasnacionales, esos que tuvieron su mayor auge de inversión en México entre 2008 y 2010, cuando el abogado general del Grupo México, Fernando Gómez-Mont, fue el encargado de la política interna del país. Esa misma tendencia, de entrega de concesiones al por mayor, ya se había observado en la gestión del antecesor de Gómez-Mont, el amigo del entonces presidente Felipe Calderón Hinojosa, Juan Camilo Mouriño Terrazo, quien en un lapso de menos de nueve meses al frente de la Secretaría de Gobernación incrementó el número de concesiones mineras a razón de 300%, en comparación con las que se otorgaron en la gestión del primer secretario de Gobernación de la administración de Calderón: Francisco Javier Ramírez Acuña.


  Hasta antes de Ramírez Acuña, en el periodo de gobierno de Vicente Fox Quesada, la entrega de concesiones mineras corrió a cargo de la Secretaría de Energía. En seis años entregó 9 mil 379 de ellas, y sólo 10% de las mismas se hicieron factibles durante la gestión del secretario Ernesto Martens Rebolledo. Otro 18% de esas concesiones se entregó en la gestión de Fernando Elizondo Barragán, en tanto que apenas 11% de las concesiones fue cedido en usufructo por el secretario Fernando Canales Clariond. Pero llama la atención que 51% de las concesiones mineras de todo el país, en el gobierno de Vicente Fox, fue entregado en menos de siete meses, justamente en el breve periodo que como secretario de Energía tuvo el que sería luego presidente de México, Felipe Calderón Hinojosa.


  Coincidentemente, así lo muestran las estadísticas, son los estados mineros donde se ha presentado la mayoría de las muertes de periodistas que se han contabilizado desde el primer mes de gobierno de Felipe Calderón hasta el primer semestre de 2017, ya en el periodo de Enrique Peña Nieto. Son 80 comunicadores asesinados, de los que 48 lo fueron en el sexenio del panista. Desde la versión oficial, todos fueron abatidos por intereses del crimen organizado, aunque las dudas sobre la participación de las empresas mineras quedan en el aire, pues la mayoría de los reporteros ventiló la perniciosa relación de los consorcios internacionales con los grupos del crimen organizado, en donde se observó el modelo conocido en la década de 1960 en algunos países de África, cuando las mineras canadienses y estadounidenses se hicieron de mercenarios a fin de poder explotar las minas de uranio, principalmente en la República Democrática del Congo, que abastecieron la industria armamentista nuclear de las grandes potencias.


  Por eso no es ocioso recordar que fue en el gobierno de Felipe Calderón, justo en el periodo del secretario de Gobernación Fernando Gómez-Mont, cuando se les dio auge a los proyectos mineros para la explotación de molibdeno y titanio, dos materiales metálicos de alta demanda en la industria automotriz y aeroespacial. La industria minera en México se había mantenido alejada de ambos porque ese tipo de exploraciones no había sido permitido por el gobierno, luego de que en el sexenio de José López Portillo el secretario de Patrimonio y Fomento Industrial, José Andrés de Oteyza y Fernández Valdemoro, decretó que las reservas de molibdeno y titanio eran consideradas estratégicas para la seguridad nacional.


  Ese principio se mantuvo vigente casi 20 años, hasta la llegada de la administración de Vicente Fox, quien, mediante su secretario de Energía, Felipe Calderón, comenzó a generar los primeros permisos para la exploración, con fines de extracción, de la reservas de molibdeno y titanio, que fueron entregados a mineras internacionales, luego del simple razonamiento de que estos dos metales no se encontraban puros en su estado natural, y que siempre se hallaban aliados al cobre, por lo que existía —a final de cuentas— una extracción oculta de los dos minerales. Por esa razón, la federación optó por permitir la explotación de estos metales a los ojos de todos.


  Cuando Felipe Calderón se hizo cargo de la administración federal del país se autorizaron los más importantes proyectos mineros para la extracción de molibdeno, ubicados todos en la franja mineralizada de Sonora. De esa forma, Industrias Peñoles se apropió del proyecto minero de Milpillas. A la minera Frisco se le autorizó la explotación de los proyectos María-Cananea y Cumobabi, a Grupo México se le benefició con la mina La Caridad, a Invecture Group y Frontera Copper se les otorgaron las concesiones de la mina Piedras Verdes. A la canadiense Starcore International Mines Ltd. se le dieron los permios de explotación de El Pilar y El Crestón; a la minera Red Tiger se le entregó la mina Luz del Cobre, y a la Minera Álamos Inc. se le autorizó la explotación de molibdeno en la mina Los Verdes.


  En cuanto a los proyectos para la explotación de titanio, el denominado San Antonio del Mar, en Baja California, fue entregado a la china Transpacific Mining Group, que ya contaba con la autorización para la búsqueda de hierro en el desierto, en el yacimiento denominado El Aguajito, al sur de El Rosario. En esa misma zona también se le autorizó a la brasileña Chapultepec Mining la exploración para ubicar yacimientos de titanio. La federación, en la administración del panista Felipe Calderón, por medio de su secretario de Gobernación, también hizo entrega irrestricta de 99 concesiones para la explotación de los yacimientos en Chiapas, en la región del Soconusco, que corren desde Arriaga hasta Tapachula, donde los proyectos Minas La Cristina, El Bambú, Tres Carlos Mineros y Winston fueron entregados a Industrias Unidas de Cobalto y Obras y Proyectos Mazapa, S. A. de C. V.


  En Oaxaca los permisos para la exploración de titanio fueron entregados a las canadienses Gunpoint Exploration Ltd., y a su subsidiaria Chesapeake Gold Corp.; Minaurum Gold Inc.; Newstrike Capital Inc.; Riverside Resources Inc. y a su subsidiaria, Arcus Development Group; Almaden Minerals Ltd.; Arco Resources Corp.; Argentum Silver Corp.; Aura Mining Inc.; Pan American Silver Corp.; First Mining Finance Corp.; Fortuna Silver Mines Inc. y a su subsidiaria, Continuum Resources Ltd.; Radius Gold Inc., y a la australiana Intrepid Mines Ltd. Algunas de ellas ya contaban con permisos para la exploración y explotación de yacimientos de oro, plata, cobre y zinc en todo el territorio nacional.


  Los permisos para la explotación de molibdeno y titanio se otorgaron en forma irracional durante el periodo del citado de gobierno. También se ofertaron al por mayor los proyectos más ambiciosos para la extracción de hierro. Así, la minera La Perla Minas de Fierro se adjudicó el proyecto de la mina La Perla, en Coahuila; el Grupo Acerero del Norte se hizo de la mina Hércules, también en Coahuila; el Consorcio Minero Benito Juárez se apropió de la mina Peña Colorada, en Michoacán; la minera Las Encinas se hizo de la mina Cerro Náhuatl, ubicado también en Michoacán; Cerro de Mercado, S. A., se quedó con la mina Cerro del Mercado, en Coahuila; Arcelor Mittal se afianzó con el proyecto Las Truchas, en Michoacán, la Minera Las Encinas se hizo del proyecto de la mina San Miguel de Aquila, en Michoacán, y de la mina Pihuamo, en Jalisco; la Minera El Mamey se adjudicó el permiso de explotación de la mina Cihuatlán, en Jalisco, y Altos Hornos de México, S. A., se quedó con la mina de Santa María Zaniza, en Oaxaca.


  En cuanto a las concesiones que se otorgaron en ese mismo lapso para la explotación de plomo y zinc, el gobierno federal no hizo ninguna restricción para entregar a Industrias Peñoles el proyecto Bismarck, en Chihuahua. En esa misma entidad, el proyecto Terrazas fue cedido a la Minera Río Tinto, en tanto que la empresa Minerales Nacionales se adjudicó en esa misma entidad el proyecto Santa Eulalia, como lo hizo Industrias Peñoles con la mina Naica, también en Chihuahua. Por su parte, la canadiense Goldcorp Inc. se benefició con el proyecto Peñasquito, en Zacatecas, donde también se entregaron las concesiones de los yacimientos Francisco I. Madero y San Nicolás a Industrias Peñoles y Teck Resources Ltd.


  La mexicana Industrias Peñoles también se benefició con los proyectos mineros de Sabinas, Coahuila, y Tizapa, Estado de México. Por su parte, a Nyrstar NV se le amplió la concesión en Guerrero para la explotación de hierro en la zona minera de Campo Morado, de donde ya extraía oro y plata y donde la devastación social fue en aumento ante la proliferación de grupos armados, unos para su autodefensa contra el narcotráfico, y otros, células del narcotráfico, para la protección de los intereses de la empresa.


  EXTRACCIÓN Y VIOLENCIA


  Con el fin de hacer valer los permisos otorgados por la federación para la explotación del subsuelo mexicano, las trasnacionales mineras no consideraron a la población originaria de las zonas asignadas. Por eso, en cada una de esas regiones el índice de violencia se comenzó a registrar al alza. Los datos de Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública revelan que en cada una de las regiones mineras del país, los índices de violencia fueron superiores hasta en rangos que van de 38 a 200%, en relación con otras localidades que no manifiestan vocación minera.


  El ejemplo más claro es la zona de Guadalupe y Calvo, en los límites de Chihuahua con Durango y Sinaloa —el Triángulo Dorado del Narcotráfico—, donde en realidad la violencia no ha sido generada tanto por el tráfico de estupefacientes sino por los grupos del crimen organizado, contratados por las mineras para obligar al desplazamiento de la población y anular a los líderes que se oponen a la explotación irracional del suelo y a la devastación del aire, los bosques y el agua.


  Es cierto que la violencia en la zona minera de Guadalupe y Calvo también tiene que ver con la presencia del narcotráfico en la zona, pero no es en la proporción en la que el gobierno federal asegura, ni en los índices que el propio gobierno estatal señala. Allí, el problema de coyuntura es la minería. Esto fue lo que en su momento señaló la periodista Miroslava Breach, ejecutada el 23 de marzo de 2017. Ella, según lo que escribió la comunicadora Olga Alicia Aragón, en su artículo para La Jornada el 25 de marzo de 2017, “fue quizá la periodista que de manera constante y sistemática realizó más trabajos de investigación sobre empresas mineras, nacionales y canadienses, que a cambio de unos cuantos dólares despojan de sus tierras a los campesinos, especialmente en la Sierra Madre, y envenenan con cianuro el suelo, el subsuelo y los mantos freáticos con sus técnicas de lixiviación para extraer oro, plata y otros metales en minas de tajo a cielo abierto”.


  Miroslava Breach también tocó, como en su momento lo hicieron los periodistas asesinados o desaparecidos en Veracruz, Guerrero, Michoacán y Sonora, temas que daban voz a los pueblos asaltados por las mineras. De acuerdo con lo publicado por Olga Alicia Aragón, la periodista asesinada en Chihuahua “también difundió la lucha de indígenas y ejidatarios en contra de talamontes frecuentemente ligados al crimen organizado, como sucedió en (la comunidad) Coloradas de La Virgen”. Miroslava dio puntual seguimiento a los asesinatos de los líderes comunales indígenas de la Sierra Tarahumara, donde destacó su cobertura del asesinato del líder rarámuri Isidro Baldenegro López, ejecutado por un aparente solitario asesino, Romeo Rubio Martínez, de quien la autoridad ministerial de Chihuahua aseguró que actuó por rencillas personales, sin dejar abierta siquiera la posibilidad de que estuviera ligado a otros intereses, del narcotráfico o de las empresas mineras.


  Sobre el homicidio de Isidro Baldenegro López, la Fiscalía General del Estado de Chihuahua ni siquiera hizo el mínimo esfuerzo para demostrar lo que se sabe a voces: que el asesino era parte de una célula criminal del narcotráfico, identificada con el Cártel de Sinaloa, que en esa región se disputa el control del tráfico de drogas con La Línea, brazo ejecutor del Cártel de Juárez.


  Cabe recordar que en la zona de Guadalupe y Calvo el Cártel de Sinaloa está ligado a la minera Endeavour Silver, que posee más de 54 mil 856 hectáreas, que actualmente son exploradas para la ubicación de yacimientos de oro y plata, con reservas estimadas en más de siete millones de onzas de plata y 153 mil 100 onzas de oro.


  La conexión que hace suponer la relación de Endeavour Silver con las células del Cártel de Sinaloa parte de la relación laboral que tuvo la empresa con Isaías López Martínez o Isaías Martínez López, el Gendarme. Él formó parte del equipo de seguridad de la minera a principios de 2006 y se separó de ella sin motivos aparentes. Apareció luego como líder de una célula criminal que se contrató como brazo ejecutor al servicio del grupo criminal de Los Mazatlecos, encabezado por Isidro Meza Flores, el Chapito, socio conocido de Alfredo Beltrán Guzmán, el Mochomito, quien al lado de Rafael Caro Quintero le comenzó a disputar el control del Cártel de Sinaloa al propio Joaquín Guzmán Loera, el Chapo, del que a su vez, se sabe, tuvo nexos con el gobierno de César Duarte Jáquez.


  Llama la atención que entre los desaparecidos, que han comenzado a brotar en forma de restos áridos en las fosas clandestinas que poco a poco han salido a la luz, hay personas que participaron en los movimientos locales para la protección de los bosques, suelo y agua de las comunidades indígenas de la Sierra Tarahumara, sobre quienes se presume hubo una política de persecución con el fin de silenciar los movimientos sociales contra los trabajos de exploración y explotación minera. En muchos de esos casos, dijo en entrevista la activista Sara Ramírez, del Colectivo Nuestros Desaparecidos, las personas enterradas clandestinamente fueron secuestradas por policías estatales de la pasada administración, como es el caso de Rubén Solís, levantado por policías y cuyo cuerpo apareció en una de las fosas encontradas en la localidad de La Paloma, en Ciudad Juárez.


  Pero la crisis de inseguridad que se generó en el gobierno de César Duarte se acentuó en el municipio de Ciudad Cuauhtémoc, donde —según un recuento de Amnistía Internacional (AI)— se tiene conocimiento de la desaparición de al menos 351 personas; al menos en 37 casos, las investigaciones realizadas por los colectivos de búsqueda de desaparecidos apuntan a la participación de policías estatales. Con esas cifras, el municipio de Ciudad Cuauhtémoc se apunta como la localidad con mayor índice de desaparecidos en relación con el número de pobladores, con una tasa de casi 200 desaparecidos por cada 100 mil habitantes, superando por mucho a Ciudad Mier, Tamaulipas, que mantiene una tasa de 120 desaparecidos por cada 100 mil habitantes.


  Por esa razón, estima Sara Ramírez, a César Duarte, ahora que ha sido declarado prófugo y es buscado para que rinda cuentas por sus malos manejos económicos, “también se le debe requerir por los delitos de homicidio y desaparición, en donde es responsable al menos en el grado omisión, al permitir que la delincuencia organizada tomara el control del estado para proteger intereses de los cárteles y de las empresas mineras asentadas en toda la zona de la Sierra Tarahumara”.


  Capítulo 10


  Mientras no pare el flujo de armas, no va terminar el mar de muertos en México, que no va a caber en los hoyos que dejan las minas.


  JOSÉ LUIS LARA, excomandante de grupo de autodefensas en Michoacán


  MINERÍA EN CHINO


  El ciclo de muerte de la industria minera en México no termina en el desplazamiento poblacional, despojo de suelos, contaminación del agua, asesinato de opositores ni colusión con el crimen organizado. Sigue. No hay límite a los intereses económicos de ese sector. No todo el mineral extraído del subsuelo mexicano, principalmente metales, se destina al desarrollo y progreso humano, como lo sugieren las campañas publicitarias de las empresas del ramo. Gran parte de lo extraído va a dar, mediante una intricada red comercial, a la industria armamentista de todo el mundo, principalmente armerías de Estados Unidos, Europa y China, que devuelven los minerales a México en forma de pistolas, fusiles y balas.


  De las 345 empresas mineras internacionales que operan en México, la mayoría presume desde sus portales oficiales que el material extraído, producto de su actividad, se destina a la industria del desarrollo, principalmente en los ramos de la construcción, telecomunicaciones, electrónica y transportes. Ninguna reconoce que parte del mineral extraído se destina a la fabricación de armas. Ése es un tema que se maneja con absoluta confidencialidad, pues ninguna empresa manifiesta registros públicos de las transacciones que realizan con el sector armamentista de todo el mundo. Ni siquiera en la Secretaría de Economía del gobierno federal de México hay registro del destino de los metales mexicanos en el mercado internacional.


  En su reporte más actual la Camimex refirió que las exportaciones de ese sector, sin especificar destino de los materiales mineros extraídos, registraron ventas por el orden de los 14 mil 820 millones de dólares en 2014, y de 13 mil 469 millones de dólares en 2015. Para 2016 las ventas de metales industriales de las empresas trasnacionales establecidas en México alcanzaron la cantidad de 15 mil 470 millones de dólares. Pero ésas son sólo ventas declaradas en exportación. A esto habría que sumar el valor de los volúmenes que fueron trasladados a los países de origen de las mineras, por su propio derecho a la propiedad del recurso.


  De acuerdo con lo también indicado por la Camimex en su informe anual de 2016, el valor total de la producción minera en México se ha mantenido en ascenso desde 2004. Ese año la suma del valor de los metales extraídos fue de poco más de 41 mil millones de dólares, cantidad que para 2006 ya era de más de 78 mil millones de dólares. En 2009 el valor de todo lo extraído de las minas mexicanas se cuantificó en casi 95 mil millones de dólares, pero para 2010 ya era de más de 144 mil millones de dólares; alcanzó su pico histórico en 2012, cuando superó los 234 mil millones de dólares.


  La fluctuación de las condiciones económicas y políticas de México entre 2013 y 2014 hizo que la industria minera tuviera retrocesos en sus niveles de producción, que hicieron que el valor de los metales extraídos se cuantificara en 200 mil millones de dólares y casi 197 mil millones de dólares en esos dos años, respectivamente. Y aun cuando 2015 fue considerado por la Camimex como “uno de los peores años de su historia”, el sector alcanzó una producción récord, pese a que la queja de los mineros integrados en la cámara fue en el sentido de una baja utilidad a causa de “la caída en los precios de los metales, la carga de nuevos derechos, la imposibilidad de deducir los gastos preoperativos de exploración el mismo año en que se efectúan y la desaceleración de la economía de China”. Aun así, el valor de la producción minera nacional en 2015 fue estimado en casi 214 mil millones de dólares.


  De esa manera, los informes públicos de la Camimex refieren que la proporción de exportación y salida de metales y minerales de México fue en razón de 34.1% de oro, 19.7% de cobre, 18.5% de plata, 6.5% de zinc, 4.6% de hierro, 4% de coque, 2.8% de plomo y 1.6% de carbón. Otros minerales, entre ellos el titanio y el molibdeno, dan el restante 8.2 por ciento.


  Es decir, sólo en 2015, con base en estas cifras de los propios industriales, desde México salió una cantidad de oro tasada en 72 mil 974 millones de dólares. También fueron más de 42 mil 158 millones de dólares en cobre, más de 39 mil 590 millones de dólares en plata, 13 mil 910 millones en zinc, casi 10 mil millones en hierro, más de 8 mil 560 millones de dólares en coque, 5 mil 992 millones en plomo, 3 mil 424 millones en carbón y otros casi 17 mil 548 millones en materiales diversos, entre los que están los utilizados para la elaboración de armas.


  La oscuridad en la que se mueven las empresas mineras, que no deja saber a cuánto ascienden realmente los montos de extracción de minerales en el país, es la misma que no permite conocer a ciencia cierta los contratos de suministro que mantienen las mineras establecidas en México con las empresas armamentistas.


  El esquema de comercialización de materia prima para la fabricación de pistolas, fusiles y balas no es claro. Por ejemplo, a cualquiera que busque conocer el suministro que hace este sector a cualquiera de las industrias de telecomunicaciones, transportes o electrónica, le basta con acceder a los censos económicos del INEGI, donde se desglosan las aportaciones que hace la minería para el sostenimiento de las empresas del ramo de desarrollo; pero cuando se busca información sobre el suministro de las mineras a la industria de las armas, no hay una sola instancia ni registro oficial que indique la cantidad de minerales que se destinan a ese sector.


  Es como si la industria armamentista no tuviera contratos comerciales con el sector minero o metalúrgico; ninguna de las empresas mineras del mundo manifiesta públicamente sus contratos de venta a los fabricantes de armas, pese a que ese sector es uno de los principales consumidores de sus recursos, por los volúmenes que producen anualmente.


  No hay una estadística sobre el número de armas convencionales que se fabrican en el mundo cada año. Pues si las mineras son oscuras en sus transacciones comerciales, las armeras son prácticamente invisibles a los ojos de la comunidad. Pero se puede calcular el monto de la producción de armas con base en el gasto militar que se reconoce a nivel global. Según cifras del Instituto Internacional de Estudios para la Paz de Estocolmo (SIPRI, por sus siglas en inglés), se estima que sólo en 2015 el gasto militar que hicieron todos los países del mundo fue del orden de los mil 676 billones de dólares, “cifra que representa 2.3% del producto interno bruto del mundo, o 228 dólares por persona”. De ese gasto, se estima que sólo por concepto de compra de armas se destinaron más de 395 mil millones de dólares. Ése es sólo el gasto institucional, es decir, el que oficialmente reconocen todos los gobiernos. Pero habría que sumar el gasto —y consecuente consumo— independiente que hacen los grupos armados de civiles, células criminales, grupos separatistas, cárteles de drogas, organizaciones paramilitares y grupos terroristas, lo que podría elevar al menos una tercera parte el gasto por la compra de armas.


  De acuerdo con los datos estadísticos del SIPRI, la compra de armas ha venido en aumento constante en 1% al año en la última década, lo que ha hecho que la industria armamentista incremente sus requerimientos de suministro de material mineral y metálico para la atención de esa demanda. Ese crecimiento es similar al que registran las exportaciones de Canadá, en materia de minerales, lo que hace que este país sea el primer exportador de productos del subsuelo a nivel mundial, y es el que mantiene el predominio en la extracción minera en México, sobre todo en los renglones de hierro, manganeso, níquel, aluminio, titanio, plomo, cobre, molibdeno y carbón.


  Curiosamente son estos materiales los que se utilizan como base para la fabricación de armas, pues las convencionales —pistolas, fusiles y balas— en general están fabricadas de aleaciones de aluminio y acero, y algunas piezas están elaboradas con kevlar, un material de alta resistencia derivado del carbón. Por lo regular los cañones, la guía y el percutor de las pistolas se elaboran a base de acero reforzado o níquel. Los fusiles de asalto en su mayoría son fabricados con hierro en aleación con manganeso o molibdeno, y a veces con acero y titanio. Por lo que hace a las balas, éstas se fabrican con plomo y níquel, y en algunas ocasiones con variaciones de aleación de acero con níquel y acero con manganeso.


  De acuerdo con lo establecido en la balanza comercial de Canadá, la mayoría de sus exportaciones de hierro, manganeso, níquel, aluminio, titanio, plomo, cobre, molibdeno y carbón —que en gran parte se extraen de suelo mexicano— se destina a países como Estados Unidos, Francia, Alemania, Bélgica, Italia, Japón y Reino Unido, donde se encuentran las empresas más importantes del mundo en materia de fabricación de armas.


  Como se dijo anteriormente, no hay transparencia en la comercialización de minerales base para la fabricación de armas. En México no existe la posibilidad de conocer los volúmenes de minerales y metales que se envían al extranjero, vía las empresas trasnacionales propietarias del material. La declaración de los volúmenes de material minero está determinada sólo por los informes que voluntariamente hacen las empresas al gobierno federal, en sus declaraciones de impuestos, pero en realidad no existe una obligación ni infraestructura de supervisión sobre el total de minerales y metales industriales que se sacan del país.


  El caso más concreto es el de Michoacán, donde empresas chinas, como China Minerals Resources Group, Eurofro Mineral Group y Jinchuan Group Co. Ltd., sólo reportan la salida —por el puerto de Lázaro Cárdenas— de material enriquecido de hierro que, al ser transportado en bruto, no reporta los contenidos dentro del mismo volumen de otros materiales como níquel, molibdeno, plomo, zinc o cobre. Lo mismo ocurre con los materiales enriquecidos de oro y plata que exportan 68 de las empresas canadienses asentadas en el país, que por el puerto de Manzanillo, Colima, pasan por alto la declaración de contenido de titanio, manganeso y aluminio, con lo que se evita el pago de impuestos a la federación por estos materiales, y propicia la opacidad en cuanto al registro de los minerales que están alimentando, desde México, a la industria armamentista.


  Puede que la principal razón para no declarar los volúmenes de materiales extraídos del subsuelo mexicano, por parte de las trasnacionales, sea evitar el pago de impuestos, aunque también puede que se trate de evitar cuestionamientos sociales y éticos sobre la alimentación a la industria productora de armas; pero es un hecho que el gobierno federal mexicano también actúa con omisión sobre los materiales mineros que desde aquí se mandan a la industria internacional de las armas. Si bien es cierto que se trata de un tráfico legal de mercancías, también es una realidad que en algún momento eso se convierte en un problema de seguridad nacional para México, al regresar esos mismos minerales y metales convertidos en armas.


  OMISIÓN DEL ESTADO


  No es que el gobierno federal no lo sepa. Desde 2008 el Cisen advirtió al presidente Felipe Calderón sobre el riesgo que representaba la salida de materiales mineros para la fabricación de armas. Era el tiempo en que la Presidencia de la República, imbuida en la llamada “guerra contra el narco”, buscaba una forma de frenar el suministro de armas a los grupos criminales del país. El Cisen advirtió entonces que una medida adecuada para disminuir el tráfico de armas a suelo mexicano sería la limitación para la exportación de minerales mineros.


  La propuesta simplemente no fue escuchada por el Ejecutivo federal, pues el principal promotor de la minería era el secretario de Gobernación, Fernando Gómez-Mont, quien decidió hacer caso omiso de la recomendación del aparato de inteligencia. Y no sólo eso. Fue el tiempo en que, desde la cúpula del gobierno federal, se alentaron los proyectos “de inversión”, para la exploración y explotación de yacimientos mineros ricos, justamente, en materiales como hierro, manganeso, níquel, aluminio, titanio, plomo, cobre, molibdeno y carbón, los que a nivel mundial ya estaban presentando una mayor demanda de comercialización.


  De la importancia del suministro de material minero a las empresas armamentistas no sólo supo el gobierno federal. También desde los cárteles de drogas, principales consumidores de armas en México, se conoció la importancia de la industria minera para hacerse de armamento. Por eso el acercamiento de estos grupos a las empresas trasnacionales, muchas de la cuales no dejaron pasar la oportunidad de hacer negocio con el crimen organizado, a veces contratándolo como grupos de seguridad o choque en sus zonas de influencia, a veces sólo mediante una relación comercial para comprar seguridad para los embarques de materiales hacia las zonas portuarias.


  En muchos casos los cárteles de drogas cobraron por sus servicios de seguridad a las mineras y las utilizaron en sus relaciones internacionales para alcanzar una provisión constante de armas. Fue el caso de Los Caballeros Templarios, cártel que —según fuentes del Cisen— pudo establecer una red con funcionarios de mineras chinas con el fin de lograr el contacto con empresas de fabricación de armas en China, que abastecieron con armamento a las células de ese grupo criminal y a los grupos de civiles integrados en las autodefensas, que posteriormente se alzaron contra los propios grupos dedicados al trasiego de drogas. Esta tesis se fortalece con lo que sostiene un informe de la consultoría Stratfor Global Intelligence, empresa de inteligencia militar, política y económica que reconoce que un gran porcentaje de armas utilizadas por el crimen organizado proviene principalmente de China, no tanto de Estados Unidos, como se presupone.


  Los datos del SIPRI son claros: la mayor parte del mercado mundial formal de armas es cubierta en 87% por 42 empresas estadounidenses y al menos 12 europeas, lo que deja a las asiáticas, principalmente chinas y surcoreanas, con el restante 13% de la cobertura del mercado mundial. Eso es sólo en cuanto a la venta formal a ejércitos regulares de todo el mundo. Porque en contraparte, son las empresas chinas las que abastecen casi 62% del mercado ilegal de armas, al menos en América Latina, principalmente México y países de Centroamérica, donde la proporción en la tenencia de armas es brutamente desproporcionada respecto al resto del mundo: se estima que 74 de cada 100 armas se encuentran en manos de civiles, mientras que 26 —las que son legalmente obtenidas— se hallan en manos de las fuerzas del Estado.


  De tal suerte es el negocio de la industria armamentista mundial, en la distribución de armas convencionales, que empresas como la estadounidense Lockheed Martin tiene ingresos anuales por el orden de los 36 mil millones de dólares, o Boeing, que logra utilidades anuales de más de 27 mil 610 millones de dólares, cantidades casi equiparables a las reportadas en utilidades por las empresas mineras que les suministran la materia prima. Los datos aportados por el SIPRI indican que empresas del ramo armamentista, principalmente surcoreanas, han registrado un crecimiento anual de casi 4.2%, cifra similar al incremento en el índice de ventas de materiales metálicos y minerales que han salido de México en la última década.


  El reporte más reciente del SIPRI también ubica a la armera británica BAE Systems con una utilidad promedio anual de 26 mil millones de dólares, en tanto que Raytheon mantiene un promedio de ventas anuales de armas por 22 mil millones de dólares, casi igual que la estadounidense General Dynamics, que ha llegado a 20 mil 940 millones de dólares al año. En la lista de las armeras más rentables del mundo también se ubican las españolas Navantia e Indra, con ventas anuales por más de 18 mil millones y 17 mil 500 millones de dólares, respectivamente. La lista sigue: la rusa Almaz-Antey, que también se ubica dentro de las 100 empresas de armas más importantes del mundo, tiene una venta promedio anual que no desciende de 15 mil millones de dólares, en tanto que la brasileña Embraer se mantiene en el rango de las ventas de armas convencionales por más de 14 mil millones de dólares.


  Otras empresas que atienden el mercado de las armas, suministradas por la industria minera mundial, de la que las empresas que explotan el subsuelo mexicano intervienen con una participación que oscila entre 29 y 31%, dependiendo del material minero requerido, son Northrop Grumman, con ventas por 19 mil 400 millones de dólares anuales; EADS que vende más de 15 mil 400 millones de dólares por año; United Technologies Corporation, que logra utilidades por más de 13 mil 460 millones de dólares; la italiana Finmeccanica, que vende 12 mil 530 millones de dólares en armas; L-3 Communications, con ventas por 10 mil 840 millones de dólares, y la francesa Thales, que anualmente puede colocar en el mercado mundial armas por unos 8 mil 880 millones de dólares.


  Todas las empresas anteriores, a las que se suman las estadounidenses SAIC, Huntington Ingalls, Honeywell, General Electric, Textron, Oshkosh Corporation, Exelis, Computer Sciences Corp.; las francesas Safran, United Aircraft Corporation y DCNS; la rusa Vertolety Rossii, y la británica Rolls Royce, reciben suministros, al igual que por las de otros países en desarrollo, por la industria minera trasnacional que opera en México bajo un intrincado sistema de subsidiarias e intermediarias, lo cual impide conocer con claridad los montos de minerales que recibe cada una de las fabricantes de armas. La mayor parte del comercio de minerales y metales que se destinan a la industria armamentista del mundo pasa por algunas firmas de capital español que se reconocen como intermediarias en el comercio de combustibles, minerales, metales y productos químicos industriales. Entre estas empresas se encuentran Consulting Specialists S. L., Global Earth S. L., Vicente Utrilla S. L., Acermetal S. L., Aceros Serrada S. L., Actividades de Química Aplicada S. L., Addkem Specialties S. L. y Afro Mineral S. L..


  Pero si es difícil rastrear el suministro de minerales y metales para la industria de las armas en los países occidentales, esto se convierte en una tarea casi imposible en cuanto se refiere a las empresas chinas, de las que no existen registros públicos de sus actividades, tanto para el suministro de materia prima para su producción, como de la comercialización de las armas elaboradas. Allí sólo queda la especulación.


  La oscuridad en el proceso armamentista chino no es casual. La fabricación de armas convencionales en ese país no está sujeta a la participación de industrias privadas, sino que se trata de una tarea del Estado, lo que convierte este proceso en una tarea de política de seguridad nacional; en China, la fabricación de armas está encomendada sólo a las empresas China South Industries Group Corporation (CSG) y China North Industries Group Corporation (CNGC), también conocida como Norinco, que sólo reciben suministro de material minero a través de empresas de capital chino extendidas por el mundo.


  En México las empresas chinas que tienen participación en la extracción de minerales y metales son AA Mine Holding, China Minerals Resources Group, Eurofro Mineral Group, Harbor Mining, JDC Minerals, Jinchuan Group Co. Ltd., Rizhao Xingye Import and Export Co., Shaanxi Dongling Group, Tianjin Binhai Harbor Port Int. Trade, Tianjin North, Geological Exploration Bureau y Zhong Ning Mining Investment Co.


  AA Mine Holding, por ejemplo, es una de las que se quedaron con el proyecto de El Aguajito-El Pinole, en Baja California, para la explotación de hierro; pero no se ha conformado con ello: logró del gobierno federal, en el último año del sexenio de Felipe Calderón, que se le ampliara el permiso de exploración minera con el fin de buscar litio en la zona entregada en concesión. Y es que, con tecnología propia, AA Mine Holding pudo ubicar que los yacimientos de hierro entregados en concesión se encuentran aparejados con un banco de litio con reservas probadas para más de 50 años.


  El litio es estratégico en la industria militar, no sólo por su uso en la elaboración de baterías recargables para vehículos y equipos de telecomunicación, sino porque es esencial en la elaboración de bombas de hidrógeno. A eso se atribuye que AA Mine Holding también busque, ante la Secretaría de Economía, los permisos para participar en la exploración de otros yacimientos de este metal en Sonora, San Luis Potosí y Zacatecas. Pero por lo pronto, en Baja California, donde se asienta el proyecto El Aguajito-El Pinole, esta empresa china ya se hizo de una superficie de más de 30 mil hectáreas, que ya son explotadas en sus yacimientos de hierro, que también tienen altas concentraciones de oro y plata.


  En Sonora la minera AA Mine Holding busca participar, al lado de la canadiense Bacanora Minerals y la británica Rare Earth Minerals, en la explotación de al menos uno de los siete yacimientos de litio que ofreció el gobierno mexicano en 2016, que tienen reservas probadas de ese metal de por lo menos 3.5 millones de toneladas. La importancia de estos yacimientos de litio la ha dejado ver la empresa de baterías recargables Tesla, que apenas en la etapa de exploración ya firmó contratos para el suministro de este material con Bacanora Minerals y Rare Earth Minerals con el fin de que a partir de 2017 comiencen a suministrarle al menos 17 mil toneladas de material enriquecido con litio, con el compromiso para que la entrega de este mineral llegue a 35 mil toneladas a partir de 2019.


  Pero el proyecto más ambicioso sobre el que va AA Mine Holding es la concesión de una superficie de más de 50 mil hectáreas entre San Luis Potosí y Zacatecas, donde el Servicio Geológico Mexicano ha declarado la existencia de por lo menos tres vetas de litio con reservas probadas para más de 70 años, con una producción estimada en más de un millón 480 mil toneladas al año de material enriquecido con ese metal.


  China Mining Resources Group, por su parte, es concesionaria de siete proyectos mineros de gran envergadura en México; su principal activo es la extracción de oro y plata pero tiene uno de los índices más elevados en cuanto a la obtención de plomo, cobre y zinc, metales de gran demanda en la industria armamentista; se presume que es una de las principales suministradoras de materia prima de Norinco, para la fabricación de armas convencionales, principalmente rifles de asalto AK-47, fusiles M-14S y M-16, y balas de diversos calibres. Actualmente esa empresa busca una concesión para la explotación de molibdeno en Sonora, toda vez que los requerimientos de este metal son muy elevados en la industria china, por las propiedades aleatorias para la elaboración de piezas de alta resistencia para aeronaves.


  Las prácticas de China Mining Resources Group han sido cuestionadas en México por el uso de grupos paramilitares para la custodia de las minas en explotación y por sus prácticas de desplazamiento poblacional, principalmente en la zona de Angangueo, Michoacán. En esa parte del país, sólo en 2016 fueron obligadas a abandonar sus tierras más de 30 familias que vivían en las inmediaciones de la mina Andrea y se quejaban de los efectos contaminantes y de devastación del suelo. El desplazamiento —de acuerdo con las denuncias ante la Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán— fue forzado por grupos delictivos que se reconocieron como parte de La Familia Michoacana.


  Otros proyectos mineros que tiene a su cargo China Mining Resources, y donde también hay quejas de los pobladores naturales de la zona sobre la devastación del medio ambiente propiciada por el consorcio, son la mina de San Javier, en Sinaloa, de donde se extrae oro y plata; Pisaflores, en Hidalgo, con reservas probadas de oro y plata para 20 años; La Chata, en Jalisco, también con beneficio de oro y plata; La Minita, en Coahuila, de donde se extraen anualmente más de mil 370 onzas de oro y 2 mil 670 onzas de plata; La Aguja, en Sonora, de donde se extrae oro, plata, cobre y plomo, y Santa Isabel, en Zacatecas, donde los beneficios son de plata, plomo y zinc.


  Eurofro Mineral Group sólo tiene un proyecto minero en México: la mina Jalical, en Jalisco. Pero esta empresa es una de las que más actividad portuaria mantiene en Manzanillo, exportando embarques de materiales enriquecidos de hierro, cadmio, bronce y zinc, aun cuando la mina que tiene en explotación sólo cuenta con los permisos de extracción de oro y plata. Se presume que esta empresa realiza labores de compra de material en bruto a otras mineras establecidas en el país.


  Cabe señalar que sobre esta empresa se abrieron investigaciones judiciales en 2014, cuando el gobierno federal tomó el control del gobierno de Michoacán, mediante la llamada Comisión para la Seguridad y el Desarrollo Integral en el Estado de Michoacán, y se pudo conocer que La Familia tenía el control de las estructuras de gobierno en la entidad. Las investigaciones abiertas contra esta empresa china, que fueron suspendidas a principios de 2017, apuntaban a la posibilidad de que la minera asiática tuviera convenios comerciales con La Familia y luego con Los Caballeros Templarios, con el fin de posibilitar la compra de material enriquecido de hierro en esta entidad, que serían los volúmenes excedentes que estaban siendo exportados por Manzanillo. También se presume que esta empresa es una de las suministradoras de materia prima para la armera china Norinco, de lo que nunca quiso dar cuenta la empresa, pese a los requerimientos presentados por la autoridad federal en el tiempo en que la mantuvo bajo escrutinio.


  Harbor Mining es otra de las empresas chinas que operan en México y es de las más oscuras. No existe en el registro de proyectos mineros de la Secretaría de Economía, pero realiza sus operaciones por medio de dos subsidiarias mexicanas, Harbor Mining, S. de R. L. de C. V., y Harbor Mining, S. A. P. I. de C. V., a las que se les otorgó la concesión para la explotación de un yacimiento de manganeso en la comunidad de Tenango, del municipio zacatecano de Villa de Cos, donde comenzó operaciones en 2012 con una inversión de apenas 300 millones de dólares. El proyecto minero tiene una producción mensual de más de 10 mil toneladas de material enriquecido de manganeso, todo lo cual se exporta a China. Este proyecto cuenta con reservas probadas para más de 20 años, de acuerdo con el registro minero de Zacatecas.


  JDC Minerals tampoco aparece en la lista de proyectos mineros mexicanos de la Secretaría de Economía. Pero cuenta con una concesión otorgada por el gobierno federal para realizar trabajos de exploración en el cerro Aquiochuish, en el municipio de Zautla, en el norte de Puebla, concretamente en el predio denominado La Lupe, donde se le entregó en usufructo una superficie de más de 100 hectáreas que les fueron arrancadas a la comunidad, lo que ocasionó fricciones sociales. Por ello los pobladores de Zautla han clausurado dos veces los trabajos de exploración, pero la minera no ha cejado en su empeño y pudo lograr el respaldo del gobierno federal para utilizar fuerzas oficiales que garantizaron la seguridad de los trabajos de investigación.


  A la fecha, JDC Minerals inició los trabajos de ejecución de la mina, de donde se pretende extraer a diario más de 180 toneladas de materiales enriquecidos de oro, plata y cobre, que no serán procesados en México —se presume que en China—, en donde se podrán extraer también los adheridos de plomo y zinc que contiene la tierra, por los cuales la minera no está obligada a pagar impuestos. Ni siquiera a declararlos.


  Jinchuan Group Co. Ltd. trabaja en México de la mano de su subsidiaria canadiense Jinchuan Resources Ltd., que tiene a su cargo dos proyectos mineros de gran calado: el de Bahuerachi, en el municipio chihuahuense de Urique, y el de La Exótica, en Sonora. El primero se encuentra en desarrollo y el segundo aún se halla en su etapa de exploración. En Bahuerachi la empresa china es propietaria del cuarto yacimiento más grande de cobre en México, donde también hay vetas de oro, plata y molibdeno, con una garantía de explotación de 30 años, tiempo en el que estima extraer las reservas probadas de más de 500 millones de toneladas de material enriquecido.


  Sobra decir que aun cuando la minera oficialmente ha declarado su mayor interés en las reservas de cobre —que se estiman en más de mil 100 millones de toneladas—, su principal atención se podría centrar en las reservas de molibdeno —se estiman en más de 700 millones de toneladas—, que tienen un mercado seguro en la industria militar de China.


  En el proyecto minero La Exótica, en el municipio sonorense de Cajeme, Jinchuan Group Co. Ltd. ha aplicado la misma táctica que utilizó con gran éxito en las minas de cobre y cobalto en la zona de Ruashi, en la República Democrática del Congo, y en la de cobre en la zona de Chibuluma, Zambia, donde mediante el uso de mercenarios obligó el desplazamiento de la población que se opuso a la operación de las minas. En Cajeme, los grupos armados que se han puesto al servicio de la minera china son del Cártel de Sinaloa, del grupo Los Mazatlecos, a cuya cuenta ha corrido el hostigamiento contra los líderes comunales indígenas que han denunciado la devastadora presencia de la trasnacional.


  En Cajeme, Jinchuan Group Co. Ltd., mediante la fuerza, se ha hecho de una superficie de más de 30 mil hectáreas en las que actualmente realiza trabajos de exploración; mediante una red de tráfico de influencias y sobornos logró de la administración estatal, en el gobierno de Guillermo Padrés Elías, el otorgamiento de por lo menos cinco concesiones para la extracción de agua de pozos profundos —que están vedados a nivel nacional—, con los que pretende sostener su actividad extractiva, sin importar que con ello reduzca el suministro del líquido a la comunidad urbana del municipio de Cajeme. La operatividad de esta empresa china es tolerada por la administración federal: no ha emitido ninguna sanción contra la minera por la afectación ambiental que ya ocasionan sus trabajos de exploración, y ha borrado de los registros nacionales de minería la ubicación concreta de la zona que está siendo explorada por la empresa.


  Por su parte, la china Rizhao Xingye Import & Export Co. no se aleja tampoco del esquema de oscuridad bajo el que operan las compañías asiáticas en México. Esta empresa trabaja por medio de sus subsidiarias mexicanas Paradox China y Paradox Xingye, gracias a las cuales logró la concesión para la explotación del yacimiento de cobre en la mina Jojue, en el municipio sinaloense de Los Mochis, de donde logra una extracción promedio de 3 mil 100 toneladas de cobre por año. Sin embargo, sin que haya registro público de su actividad, también tiene bajo su dominio el proyecto Cuauhtémoc, en el municipio de La Huerta, Jalisco, donde se ha confrontado con los vecinos de la comunidad por la afectación ecológica que deja en la zona.


  En Jojue, la minera china aspira a la obtención de hierro, pero no ha declarado que la zona también cuenta con yacimientos de zinc, cobre y molibdeno.


  Otro caso es el de Shaanxi Dongling Group, que se hizo de los proyectos mineros de Reyna del Cobre y Las Andreas, en el municipio sinaloense de El Fuerte, justo en el Triángulo Dorado. La minera se asienta en una región controlada por el Cártel de Sinaloa a la que no entran las fuerzas de seguridad del Estado. Pero, extrañamente, los empleados de la empresa que trabajan en la exploración de las minas no son molestados por los grupos de civiles armados que mantienen bajo su control los caminos que llevan a la zona serrana del lugar. En esta parte del país se ha registrado la mayor cantidad de atentados contra los defensores de los recursos naturales; sólo en 2016 de ahí tuvo que salir una veintena de familias a causa de las amenazas de muerte vertidas por los grupos criminales.


  En Las Andreas, Shaanxi Dongling se ha apropiado de más de 25 mil hectáreas y también tiene bajo su control el uso del agua de por lo menos cuatro vasos naturales. Como autoridad que es en la región, la minera ha otorgado concesiones a particulares para que exploten los bosques de la zona, sin importar que algunas de las regiones sean consideradas por los rarámuris como sitios sagrados o zonas comunales de convivencia.


  Con una inversión de casi 260 millones de dólares, Shaanxi Dongling echará a andar el proyecto extractivo de Las Andreas, que cuenta con una reserva probada de 1.5 millones de onzas de oro, al menos dos millones 500 mil onzas de plata y más de 120 millones de toneladas de materiales enriquecido de cobre, zinc y plomo. La inversión realizada hasta el primer semestre de 2017 sólo se había aplicado a los trabajos de exploración, esperando la operatividad del proyecto para el primer semestre de 2018, cuando se pretende hacer de esa parte del país uno de los centros de mayor producción de oro, plata, cobre, zinc y plomo, tal como ya lo ha comenzado a hacer en la mina de Los Vasitos, en Sinaloa, de donde se extrae hierro con sólo una inversión de 20 millones de dólares, para obtener anualmente ingresos por encima de los 2 mil millones de dólares.


  Esto ha sido gracias a que la zona en explotación ha tenido un crecimiento desmedido, directamente proporcional al índice de desplazamiento poblacional, donde la comunidad originaria se ha visto movilizada por las amenazas de los grupos del crimen organizado, identificados con células del Cártel de Sinaloa. La totalidad del hierro extraído en la mina Los Vasitos es dirigida en bruto a la industria acerera china, en envíos complementados con material que se compra, sin ningún tipo de regulación, a grupos, empresas y particulares de Michoacán y Coahuila, donde también se presume la intervención de grupos del crimen organizado, a través de la comercialización de minerales en greña.


  Shaanxi Dongling es otro ejemplo de la forma en que operan las mineras asiáticas en México: ninguna de ellas realiza trabajos de purificación de los metales en suelo mexicano. Es decir, ninguna minera china tiene plantas siderúrgicas en suelo nacional, lo que por un lado hace que los efectos contaminantes de esa industria no sean resentidos más allá de los trabajos de extracción, pero por otra parte eso también contribuye a que el gobierno mexicano no sepa en realidad la cantidad de materiales que extraen esas empresas, que exportan todo en bruto, generando un robo hormiga de otros minerales no declarados.


  TRABAJADORES ESCLAVIZADOS


  Los grupos de autodefensa que operan en la zona de la Costa Sierra Nahua, en el sur de Michoacán, también atribuyen a las compañías chinas la explotación discrecional de por lo menos 52 minas, la mayor parte de ellas con reservas considerables de hierro. Otras son de materiales pétreos. Esas minas no tienen propietario identificado a la fecha, son de las que en su momento fueron arrebatadas por el crimen organizado y trabajadas por esclavos del narco. Son los trabajadores que entre 2011 y 2014 reclutó el crimen organizado para la extracción de mineral, a cambio de perdonarles la vida.


  Parece extraña, pero ésa es una situación muy común en Michoacán, Jalisco, Coahuila, Chihuahua y Sonora, donde los cárteles de drogas se han apropiado de algunas minas, y las operan con mano de obra esclavizada, para incrementar sus utilidades. En Michoacán, son 52 las minas que opera el narco mediante esclavos, sometidos por células de La Familia Michoacana, Los Viagra, Los H3 y Los Caballeros Templarios; en Jalisco son al menos siete las minas que opera el Cártel de Jalisco Nueva Generación mediante esta modalidad; en Coahuila, Los Zetas mantienen en operación al menos otras 11 minas con mano de obra esclava; en Chihuahua se han detectado cuatro pequeñas minas con trabajadores esclavizados; y en Sonora son tres los centros de extracción de mineral que opera también el Cártel de Sinaloa mediante la esclavización de los trabajadores.


  Ésa es una situación que no ha querido ser vista ni reconocida por el gobierno federal, mucho menos por las autoridades estatales, pese a los señalamientos sobre el tema hechos por el Cisen, que en los últimos tres años ha emitido al menos dos informes al respecto, los cuales revelan la existencia de personas esclavizadas por células del crimen organizado. Lo de menos es la explotación ilegal de las minas. El problema central es el reclutamiento forzoso de los trabajadores.


  Según el Cisen, esta forma de explotación minera y humana fue puesta en marcha por Los Caballeros Templarios en Michoacán. En los municipios de La Huacana, Nueva Italia y Apatzingán fue donde se detectaron los primeros casos de esclavitud. Fue el líder fundador del cártel, Nazario Moreno González, el Chayo, el que estableció esta forma inhumana de trabajo. Primero lo hizo para imponer castigos dentro de la organización criminal, enviando al trabajo forzado a quienes cometían una falta. Después, esta misma condena se aplicó a los desertores, que eran capturados y —en una extraña forma de compasión— a quienes se les ofrecía perdonarles la vida a cambio de seis, ocho y hasta 12 meses de trabajo forzado. Los que no aceptaban, eran ejecutados. Los que pedían clemencia aceptaban el castigo, que casi nunca se cumplía, pues los periodos de esclavitud siempre se prolongaban hasta el doble de tiempo.


  Existe la versión, entre algunos de esos trabajadores que fueron esclavizados, que una vez que se cumplía el periodo de trabajo forzado, el jefe de Los Caballeros Templarios, en una especie de sesión solemne místico-religiosa —Nazario Moreno aparecía vestido con una túnica blanca, hablando despacio y siempre con una espada en la mano—, llamaba a los trabajadores para escuchar su experiencia en la mina. Los que se quejaban eran asesinados en el acto. Los que hablaban bien del trato recibido en los campamentos de trabajadores establecidos en las minas casi siempre terminaban escuchando la ampliación de su sentencia por otro periodo igual al que ya habían cumplido. Era la forma en que Nazario Moreno les manifestaba su “don de gentes”. Nadie podía ir en contra del mundo que observaba el jefe del cártel de drogas en Michoacán.


  Todos los esclavos, a quienes tras hablar bien del trato recibido en el periodo de su sentencia se les ampliaba la estancia como trabajadores forzados, también se veían beneficiados con “la bondad” del jefe del cártel, quien ofrecía la posibilidad de reducir la estancia en las minas si a los trabajos se sumaba algún familiar del esclavizado; así se contabilizaba al doble el tiempo de trabajo. Eso hizo posible que muchos, con el fin de terminar pronto su condena, hicieran llegar a las minas a hermanos, padres, hijos y hasta esposas.


  En los campamentos mineros de Michoacán —la mayoría de ellos tajos rudimentarios de donde se extrae el material a base de pico y pala—, ricos en hierro, plomo y plata, todos los trabajadores tenían una disciplina casi militar. Las labores comenzaban en punto de las siete de la mañana. Un capataz designaba las cuadrillas de trabajo, en tanto que otros encargados realizaban la logística para el traslado del material enriquecido a los camiones de las empresas chinas, las principales compradoras. No había descansos. A cada cuadrilla se le asignaba una cantidad de camiones por llenar, entre cuatro y seis, dependiendo de lo difícil de la extracción de la tierra enriquecida.


  El almuerzo siempre era a mediodía. Una hora antes llegaban las esposas de los esclavos, a las que no se les permitía llevar comida preparada. Todos los alimentos destinados a los trabajadores eran preparados dentro del campamento. Las mujeres de los improvisados mineros también eran las encargadas de dejar a sus hombres ropa y enseres de aseo personal. Después del almuerzo seguían las labores hasta las cinco de la tarde, pero antes se hacía una revisión sobre el avance de la cuota de producción; los que sí apuntaban a cumplir la meta antes de que se ocultara el sol, tenían la garantía de la comida. Si la cuota de producción se observaba retrasada, los trabajadores eran privados de sus alimentos. La jornada de trabajo siempre concluía cuando ya no había luz de día. Si alguna cuadrilla no había cumplido con la meta programada, el faltante se iba acumulando para cumplirse entre el sábado por la tarde y todo el domingo. Los trabajadores que se ajustaban a las cuotas de extracción de mineral eran premiados por los encargados de las minas: se les permitía que sus familias fueran a visitarlos en los campamentos el fin de semana.


  Un fin de semana en las minas de esclavos no distaba mucho de lo que sucede en una cárcel; desde temprana hora las madres, hijas, esposas y hermanas de los trabajadores se comenzaban a acercar. Esperaban pacientes a que los guardias del cártel les permitieran el acceso a la zona en donde se encontraban las improvisadas casas de campaña, que cada uno de los trabajadores hacía con lo que tenía a su alcance: a veces cartón, a veces cobijas o plásticos hilvanados con pedazos de alambrón.


  Mientras los trabajadores que habían cumplido con la meta de producción de la semana tenían la posibilidad de estar con sus familias toda la tarde del sábado y todo el domingo, los otros trabajadores, los que habían incumplido, trataban de cumplir sus metas.


  Durante la visita familiar, a ninguno de los trabajadores se le permitía la ingesta de bebidas alcohólicas. Ésa era una de las principales reglas impuestas por Nazario Moreno dentro de sus campos mineros. El argumento del jefe de Los Caballeros Templarios apuntaba hacia el respeto a las mujeres que llegaban de visita. El resto de la semana todos los trabajadores tenían derecho a tomar una cerveza. Por esa razón, el “día de la visita” todos los esclavos recibían de sus propias familias cinco cervezas, una para cada día de la semana.


  Ninguno de los trabajadores esclavizados por el narco en Michoacán recibía dinero por su trabajo. Tampoco a nadie se le permitía tener dinero en el campamento. Estaban prohibidos todos los juegos. Tampoco se permitía ningún tipo de lectura que no fuera la Biblia o cualquiera de los dos libros escritos por Nazario Moreno González y editados por Servando Gómez Martínez, la Tuta. Para todos era obligado leer Reflexiones y Me dicen el más loco, los dos de inspiración de Nazario Moreno, aunque el primero es una copia de algunos pasajes bíblicos, y el segundo es una autobiografía. Los dos libros eran considerados el ABC de la solidaridad humana.


  Nazario Moreno Gonzáles llegó a tener más de 350 trabajadores en las 52 minas de las que se pudo apropiar. Gracias a la colaboración del gobierno de Michoacán pudo sin problemas escriturarse la propiedad de los predios que fueron arrebatados a sus dueños originales. Tras la muerte de Nazario Moreno muchas de esas minas han pasado a ser propiedad de particulares con residencia en el Estado de México, cercanos al entonces comisionado Alfredo Castillo Cervantes; si bien ya no emplean esclavos en la extracción de minerales, siguen haciendo la explotación del subsuelo en forma ilegal, al no estar muchas de esas minas debidamente registradas ante la Secretaría de Economía. El material que se sigue extrayendo en muchas de las minas que fueron de Los Caballeros Templarios siguen teniendo el miso destinatario: empresas chinas.


  De las 52 minas que fueron propiedad de Los Caballeros Templarios, al menos siete son de hierro, plomo y plata; el resto, de materiales pétreos utilizados en la industria de la construcción, principalmente grava, arena, piedra caliza y arcilla. Los compradores de los derivados pétreos también son empleados de las empresas chinas establecidas en el país, que obtienen el material no para la exportación, sino para la comercialización dentro del suelo nacional, con destino principalmente a las empresas fabricantes de cemento y otras del ramo de la construcción de carreteras.


  El modelo de explotación de minas mediante esclavos fue rápidamente copiado por otros cárteles que incursionaron en la industria minera. El primero fue el de Los Zetas, que comenzó a operar a principios de 2011 una mina de ópalo en las inmediaciones de Simojovel, Chiapas. Ahí, mediante el engaño y la intimidación, llegó a reclutar hasta 70 trabajadores —entre ellos 23 niños y cuatro mujeres—, que estuvieron en condición de esclavos más de dos años, hasta que el EZLN logró su liberación.


  Pero fue en Coahuila donde Los Zetas se afianzaron como grupo empresarial minero. En esta entidad, hasta enero de 2017, tenían en operación 11 pequeñas minas de carbón —aunque también obtienen material ricío en bismuto, cadmio, plata y fluorita—, la mayoría de ellas en las regiones de Sabinas, Progreso, Melchor Múzquiz, Escobedo y Parras. Los materiales ahí extraídos son comercializados clandestinamente a muchas de las empresas formales asentadas en esas zonas.


  Entre las empresas que controlan el mercado de material en bruto que se extrae de los llamados “pocitos” en Coahuila, están la Compañía Minera Ameca, S. A. de C. V.; la canadiense Silver Bull Resources Inc., que antes era Metalline Mining Co.; Fluorita de México, S. A. de C. V.; Grupo Acerero del Norte; Compañía Minera Mirasa, S. A. de C. V.; Compañía Nueva Minera La Luz, S. A. de C. V.; Grupo Minero Pánuco, S. A. de C. V., e Industrial Minera México, S. A. de C. V.


  A diferencia de Michoacán, en Coahuila Los Zetas sí les pagaban a sus trabajadores, a los que reclutaban a la fuerza, la mayoría de ellos por tener deudas de consumo o tráfico de drogas. El empleo forzado en los pocitos era una forma de recuperar los pasivos de la organización. En esta entidad, de acuerdo con lo revelado por uno de los informes del Cisen, no se registraron campos de esclavos por falta de salario, pero sí por obligación laboral. Todos los que fueron obligados a trabajar en la extracción de minerales, siempre bajo una estricta vigilancia del grupo delincuencial, eran trasladados todos los días desde sus domicilios hasta las minas, donde percibían un ingreso diario promedio de 56 pesos, mismo que era retenido hasta pagar el monto del adeudo al cártel. Los que se negaron a saldar sus deudas de esta forma fueron ejecutados de inmediato.


  El Cártel de Jalisco Nueva Generación, que comanda Nemesio Oseguera Cervantes, el Mencho, aplicó en esa entidad la modalidad de esclavitud en las minas, no para cobrar deudas de drogas ni como forma de aplicación de justicia. Esta organización fue más fría: el reclutamiento de esclavos se hizo con la finalidad de explotar más rápidamente las minas de las que se pudo hacer el cártel, por medio de la organización de Los Cuinis, brazo financiero de la organización.


  Las siete minas que operó el Cártel de Jalisco se ubican en los distritos mineros de Talpa de Allende, Barqueño y Pihuamo, donde el principal material extraído, del que el cártel se pudo hacer con yacimientos con vetas pobres, fue cobre, plata, zinc, oro, plomo y hierro, mismo material que se comercializó con algunos representantes de las mineras chinas, que en bruto, así como lo compraban, lo destinaban a los embarques en Manzanillo para su exportación hacia China, presumiblemente para la industria armamentista. También existen indicios en las áreas de inteligencia del gobierno federal que apuntan a la posibilidad de que el Cártel de Jalisco Nueva Generación suministró material extraído, con mano de obra esclavizada, a empresas de otros países, principalmente canadienses, que son las que mayormente operan en Jalisco. El orquestador del cártel en la incursión en la minería habría sido Abigaíl González Valencia, el Cuini, señalado por el Departamento del Tesoro de Estados Unidos como el principal blanqueador de dinero para esa organización. Sólo que el gobierno estadounidense involucra en casi todos los giros industriales al cerebro financiero del Cártel de Jalisco, pero lo deja fuera de las actividades relacionadas con la minería.


  Las mineras que hacen la mayor movilización y comercialización de material en greña enriquecido de metales dentro de Jalisco son First Silver Reserve Inc.; Compañía Minera Cimarrón, S. A.; Minera San Jorge, S. A. de C. V.; Minera Cinco Minas, S. A. de C. V.; Minerales Estrella, S. A. de C. V., y Ternium. Éstas, en sus siderúrgicas y exportaciones, registran volúmenes mayores a lo extraído en sus propias minas, lo que sólo se puede entender por la compra de material en bruto a pequeñas empresas, donde podrían caber algunas de las que opera con mano de obra esclavizada el Cártel de Jalisco Nueva Generación.


  La condición de esclavitud que se ha señalado en las minas operadas por terceros ligados al Cártel de Jalisco se finca en que la mayoría de los trabajadores, estimados en menos de 150, laboran obligados, luego de recibir amenazas de los grupos del crimen organizado que llegan a las comunidades indígenas de la zona surponiente del estado a reclutarlos por la fuerza. A todos se les pagan salarios de entre 120 y 240 pesos al día, pero nadie puede dejar de trabajar un día de los siete de la semana, ni puede renunciar, porque hay veladas amenazas de muerte no sólo contra ellos, sino también contra sus familias.


  La presencia del Cártel de Jalisco en la actividad minera en esta entidad se ha detectado no sólo como explotadora de yacimientos menores sino también como reclutadora de mano de obra eficiente y barata para otras empresas. Tal es el caso de la china Ganbo, que para llevar a cabo la exploración del proyecto minero El Ratón, en el municipio de La Huerta, donde hay yacimientos importantes de oro y cobre, se valió de grupos criminales para desplazar a la población que se oponía a los trabajos de exploración, y para contratar mano de obra que ayudara en las labores de desmonte, que se realizaron de manera acelerada, mediante la contratación de 350 personas, la mayoría de ellas vecinos de la zona, quienes fueron obligados a los trabajos por parte de grupos de hombres armados.


  Otras mineras que han contratado los servicios de grupos armados, tanto para garantizar la seguridad de su inversión durante los trabajos de exploración como para reclutar a trabajadores locales en labores de trabajo pesado y mal remunerado, son Bandera Gold, que explora a la fecha el yacimiento Gran Cabrera, en el municipio de Hostotipaquillo, donde hay reservas probadas de oro y plata; First Majestic Silver Corp., que explora el yacimiento de plata, plomo y zinc en San Martín Bolaños; Reyna Mining, que hace los trabajos de evaluación en el yacimiento El Manganeso, con reservas probadas de ese mineral, en el municipio de Autlán de Navarro; Macmillan Gold Corp., que explota los yacimientos Socorro y Fiebre de Oro con contenidos de oro y plata en los municipios de Manuel M. Diéguez y Tapalpa; Strikezone Minerals Ltd., que explora a la fecha el proyecto minero de oro y plata La Yerbabuena, en Tapalpa; Stround Resources Ltd., que explora el proyecto minero de oro y plata Santo Domingo, en Tequila; Trend Exploration, que hace el levantamiento minero para el proyecto Santa María del Oro, con altas reservas de oro y plata, en el municipio de Manuel M. Diéguez, y Soltoro, S. A. de C. V., que tiene a su cargo la exploración de los proyectos El Rayo y La Tortuga en el municipio de Guachinango, Jalisco, donde hay reservas para más de 30 años para la extracción de oro y cobre, a razón de 450 onzas de oro por año y mil 200 toneladas de cobre en el mismo periodo.


  Se ha encontrado que los grupos de civiles armados que sirven de seguridad a las mineras en Jalisco también prestan servicios de seguridad personal a altos directivos de las empresas Endeavour Silver Corp., que ya casi concluye con los trabajos de exploración en la zona de San Sebastián del Oeste, donde se pretende arrancar con el proyecto extractivo de plata y oro, en el municipio de San Sebastián; así como a empleados de primer nivel de la minera Southern Silver Exploration Corp., que tiene a su cargo el proyecto Minas de Ameca, en el municipio de Ameca, donde hay reservas de cobre, plata y oro para su explotación constante para un periodo de más de 20 años.


  En Chihuahua se ha detectado que el Cártel de Sinaloa opera cuatro sitios mineros con trabajadores en condiciones de esclavitud. Uno de esos sitios se ubica en el municipio de Camargo, donde Minerales del Norte, S. A. de C. V., realiza los trabajos de explotación de la mina La Perla, con grandes reservas de hierro. Otro sitio de los que se ha apropiado el cártel que una vez fuera conducido por Joaquín Guzmán Loera está en el municipio de Madera, donde la empresa Panamerican Silver Corp. explota oro y plata en la Mina Dolores.


  Otra está en el municipio de Aquiles Serdán, donde opera la mina de San Antonio, propiedad de la empresa Minerales Metálicos del Norte, S. A. de C. V., subsidiaria del Grupo México, que obtiene beneficios de plomo, cobre, oro, plata y zinc. Y el cuarto sitio del que se ha apropiado el Cártel de Sinaloa se ubica en el municipio de Saucillo, donde Mineral Maple, S. A. de C. V., subsidiaria de Industrias Españolas, explota la mina Naica, con altos contenidos de plata, plomo, cobre y zinc.


  En estos cuatros sitios, vigilados por hombres armados que se han identificado como del grupo de Los Mazatlecos, que comanda Isidro Meza Flores, el Chapito, trabajan al menos 60 personas, todas en condiciones de esclavitud, con salarios que no superan los 60 pesos al día y sometidos a extenuantes jornadas con el fin de extraer manualmente materiales enriquecidos de minerales que son vendidos a mineras de la zona. En el caso de los esclavos del Cártel de Sinaloa, se sabe que las razones de esta modalidad son empujadas en la misma forma con los esclavos del Los Caballeros Templarios: la mayoría de ellos en algún momento fue parte de esa célula criminal, y tras diversas faltas le fue perdonada la vida a cambio de un periodo, que va de uno a cinco años, de trabajo forzado en la extracción de minerales.


  La modalidad de esclavitud minera del Cártel de Sinaloa es relativamente nueva. Comenzó hace apenas dos años, luego de que algunos de sus operadores financieros decidieron invertir parte del dinero generado por el narcotráfico en la adquisición de terrenos. Inicialmente compraban terrenos y los revendían a las empresas mineras interesadas en los predios, pero después se observó la posibilidad de que el propio grupo criminal hiciera los trabajos de explotación para incrementar las utilidades. Esas ganancias se vieron duplicadas cuando se conoció la posibilidad de emplear trabajadores por la fuerza.


  Tras observar la rentabilidad económica al emplear de manera forzada a ex miembros del grupo en las minas de Chihuahua, el cártel extendió su presencia en esa industria extractiva hacia la región de Sinaloa, donde los predios fueron arrebatados a sus propietarios originales, como ya se estaba haciendo por encargo para algunas empresas en la zona de Ciudad Cuauhtémoc y Guadalupe y Calvo, donde desplazaron a comuneros a petición de mineras chinas y canadienses.


  A la fecha el grupo criminal tiene el control absoluto en la producción de tres centros mineros en Sinaloa. Las minas que opera, cuyas extracciones son vendidas al mejor postor, se ubican en el municipio de Choix, cerca de donde la Minera Río Tinto, S. A. de C. V., explota la mina El Rosario, de oro, plata, plomo y zinc. Otra se ubica en el municipio de Cosalá, a unos kilómetros de la mina El Cajón. Ésta, con reservas de oro, plata y cobre, es explotada por Minera Cosalá, S. A. de C. V., subsidiaria de la canadiense American Silver Corporation.


  Otro sitio de extracción ilegal de mineral del cártel está en las inmediaciones del complejo que contiene las minas El Gallo, El Gallo II y El Magistral, en el municipio de Mocorito; el complejo es explotado por la Compañía Minera Pangea, S. A. de C. V., subsidiaria de la canadiense McEwen Mining Corporation, que extrae altos volúmenes de contenidos de oro y plata. En este sitio, el Cártel de Sinaloa extrae material que vende a algunas de las empresas chinas asentadas en la entidad, como Minerals Resources Group, Tianjin North China Geological Exploration Bureau, Shaanxi Dongling Group y Rizhao Xingye Import & Export Co., que así como compran los cargamentos de mineral en bruto, los mandan a los puertos de embarque del Pacífico, con destino a China.


  OSCURAS Y DISCRETAS


  El comportamiento de las mineras asiáticas establecidas en Sinaloa es muy similar al que guardan en Guerrero y Michoacán, donde de la mano de la explotación ilegal de yacimientos mineros, por cuenta propia o por intermediarios, también hacen acopio de maderas preciosas, plantas y animales exóticos. Sólo en Michoacán las mineras chinas tienen bajo su control 26 minas, la mayoría de ellas en la zona de la Costa Sierra Nahua y con importantes asentamientos de hierro. Esas minas no tienen propietario identificado a la fecha, fueron arrebatadas por el crimen organizado a sus dueños originales y trabajadas por esclavos del narco; hasta principios de 2017 seguían siendo productivas, sin ninguna posibilidad de revisión por parte de las autoridades federales, mucho menos de las estatales, a los ojos de las cuales no sucede nada.


  La comercialización de mineral de hierro sin regulación en la zona sur de Michoacán es lo más común. No hay ningún tipo de supervisión que verifique la procedencia o el destino de los camiones cargados de minerales. En los puntos de revisión de las fuerzas federales la carga de estos camiones pasa como material de construcción o escombro de excavaciones de obras públicas. El mineral en greña que se comercializa clandestinamente en el sur de Michoacán se cotiza a precio de hierro, pero finalmente el material extraído tiene otros elementos, como oro, cobre, plata, zinc, plomo y estaño, por los que no están pagando las empresas chinas que adquieren esos cargamentos.


  Ésa es la razón por la cual, entre los grupos de autodefensa que se han establecido en la zona sur de Michoacán, se ha tomado la determinación de detener cualquier cargamento de mineral que se traslade de las minas hacia el puerto de Lázaro Cárdenas. Pero a final de cuentas, los embarques de minerales que son incautados por los grupos de autodefensa no tienen otro destino que la comercialización con las mismas empresas chinas que en esta entidad se han establecido. Es decir, sólo cambia el vendedor.


  Las mismas circunstancias que se viven en Michoacán se registran en Nayarit, donde el pueblo wixárika ha denunciado insistentemente ante los gobiernos estatal y federal la presencia “extraña” de grupos de chinos que saquean recursos mineros, maderas y animales exóticos en la zona, en una espiral de corrupción que parece alentada desde el gobierno local, y que creció durante la administración de Roberto Sandoval. Pero en Nayarit no sólo son las chinas las que saquean, aquí también participan empresas canadienses, algunas de ellas como subsidiarias de las mineras chinas o vendiendo parte de la producción de los minerales extraídos.


  Eso explica por qué ha aumentado aceleradamente el número de concesiones mineras otorgadas en esta entidad: en 2002 sólo eran 54 los permisos de explotación del subsuelo otorgados, que enajenaron casi 1.3% de la superficie del estado; para septiembre de 2017 el número de concesiones para proyectos mineros en Nayarit llegó a 562, con lo que se comprometió casi 29.8% del suelo de ese estado. La mayor cantidad de concesiones fue promovida por el hoy ex gobernador priista Roberto Sandoval.


  Entre las mineras que realizan labores de extracción en suelo nayarita —algunas de ellas en colaboración con empresas chinas—, y que también se han dedicado a la explotación de bosques y al tráfico de animales y plantas exóticas, son Minera Real México, S. A. de C. V.; Minera Silver Creek, S. A.; Golden Anvil, S. A.; Vane Minerals de México; Aldrett Hnos., S. A. de C. V.; UC Resources Ltd., y Rochester Resources Ltd. que, de acuerdo con el líder comunal Tarcisio Ramírez, actúan igual que las mineras chinas, pues “no sólo les interesa la extracción de mineral de Nayarit. También están sustrayendo huanacaxtle”, una madera preciosa y resistente, altamente cotizada en el mercado internacional y que se utiliza en la industria de las armas para la fabricación de cachas de algunos fusiles de asalto.


  Una muestra del tráfico de madera de huanacaxtle en Nayarit se desprende de los decomisos que hizo la Profepa de al menos cinco cargamentos de esta madera entre 2015 y 2016, la mayoría de ellos en el municipio de Rosamorada; no hubo detenidos, pero el ilícito fue atribuido a un grupo de talamontes que actuaron bajo la instrucción de cinco personas de origen chino, que ya están identificadas en la zona como trabajadoras de las mineras. Un grupo de chinos, agrega Tarcisio Ramírez, también ha tendido una serie de trampas en la zona selvática del Nayarit, principalmente en los límites con Sinaloa, una de las reservas de la biosfera más importantes del occidente mexicano por la presencia de pumas y coyotes.


  Andrés González, defensor de la comunidad indígena wixárika en Nayarit, quien ha denunciado reiteradamente ante las autoridades locales y federal el robo hormiga de minerales, maderas, animales y plantas, señaló para esta investigación que es notoria la presencia de armas chinas entre los grupos del crimen organizado. Y así lo revelan las estadísticas de la Fiscalía General del Estado, que apuntan a que de cada 10 armas incautadas a la delincuencia, ocho son de procedencia china; el resto, de fabricación rusa, española o estadounidense, como declaró a principios de 2017 el entonces fiscal general del estado, Édgar Veytia Cambero, hoy procesado en Estados Unidos por presuntos nexos con el cártel de Dámaso López Núñez y Dámaso López Serrano.


  También en Jalisco, más allá de la extracción de maderas y animales exóticos, los pueblos indígenas —principalmente la comunidad nahua del sur del estado— insisten en señalar el saqueo que las trasnacionales chinas realizan de manera discreta y sistemática.


  Prueba de la inconformidad son los amparos que se han presentado ante los juzgados del estado, reclamando la intervención de la justicia federal para frenar el avance de al menos dos firmas mineras de capital chino que amenazan con desplazar a por lo menos 50 familias asentadas sobre una veta de plata.


  La denuncia en esa parte del occidente mexicano señala el desplazamiento de comunidades enteras por parte de la minera China Gan Bo Investment, que mantiene una disputa desde hace casi ocho años con vecinos de Ayotitlán y Cuautitlán, pueblos nahuas que insisten en permanecer en la tierra que les ha pertenecido durante siglos.


  De acuerdo con la Dirección General de Desarrollo Minero, de la Secretaría de Economía del gobierno federal, en el país están registradas 293 empresas mineras extranjeras. Tienen en actividad 915 proyectos de explotación del subsuelo. Del total de las establecidas con proyectos mineros en México, sólo se reconocen 10 de origen chino, aunque en realidad son 27 las empresas de China que realizan labores de extracción y de compra de materiales con contenido mineral. Oficialmente, las 10 empresas de origen chino cuentan con permisos federales para la ejecución de 29 proyectos mineros, de los que —hasta abril de 2017— sólo seis estaban en ejecución. El resto eran proyectos de exploración. Pese a ello, son las empresas chinas las que mayores volúmenes de mineral sacan por los puertos de Manzanillo, Colima, y Lázaro Cárdenas, Michoacán, lo cual sólo se lograría por una acción ilegal en la extracción de minerales o por la compra ilegal de materiales extraídos, principalmente a grupos controlados por las células del crimen organizado.


  Para entender la ilegalidad en la que operan las empresas chinas basta ver lo que sucede en Michoacán, donde hay una evidente sobreexplotación, pues aun cuando la federación ha entregado mil 138 concesiones para perforaciones mineras, se estima que existen cerca de 2 mil 230 minas; casi la mitad son perforaciones ilegales, alentadas por grupos del crimen organizado, financiados por las empresas asiáticas que compran todos los contenidos que sea posible extraer.


  Pero la federación y el gobierno estatal no saben nada al respecto. Son algunos de los grupos de civiles armados, los llamados autodefensas, los que insisten en señalar que la sobreexplotación minera la ejecutan las empresas Tianjin Binhai Harbor Port Int. Trad., Ningbo Yinyi Group Co. Ltd. y Minerals Resources Group, que tienen permiso para extraer hierro, pero explotan y comercializa todo tipo de mineral, incluyendo algunos derivados pétreos de alta rentabilidad en la industria de la construcción, que de igual manera son exportados directamente a China.


  Con una presencia discreta, Tianjin Binhai Harbor Port Int. Trad., que sólo tiene un permiso para explorar una mina, es la que mayores volúmenes de material enriquecido saca desde Michoacán hacia China. Esta minera también tiene presencia en la compra de materiales de oro, plata, cobre, zinc y plomo en Colima, utilizando como puerto de salida Manzanillo, controlado por el Cártel de Jalisco Nueva Generación.


  En Guerrero son las mineras Zhong Ning Mining Investment Co. y Ningbo Yinyi Group Co. Ltd. las que saquean el mineral. Zhong Ning Mining Investment Co. es la que más volúmenes de hierro saca por Lázaro Cárdenas, aun cuando su concesión está apenas en la etapa de exploración para una mina dentro de la zona de Arcelia, cuyos trabajos no ha podido concluir en los últimos dos años debido a la inestabilidad social en la región, debido a la presencia de grupos de civiles armados que defienden sus comunidades. Pero eso no ha sido impedimento para que esta empresa incremente anualmente los volúmenes de exportación mineral, de los que se desconoce su procedencia.


  Pero es en Sinaloa donde más se evidencia la voracidad china. Allí están vigentes 10 proyectos mineros a cargo de empresas de China; oficialmente nueve están en etapa de exploración y sólo uno está en explotación. Sin embargo, aun cuando todavía no se llevan a cabo los trabajos de extracción de cobre, oro y plata, las empresas chinas ya están exportando mineral en greña por los puertos de Guaymas, Mazatlán y Manzanillo. Las empresas con proyectos mineros en exploración, pero que ya hacen exportación de minerales, son China Minerals Resources Group, Tianjin North China Geological Exploration Bureau, Shaanxi Dongling Group y Rizhao Xingye Import & Export Co. De todas, sólo la última está considerada por la Secretaría de Economía con permiso para extracción y comercialización de minerales.


  En Nayarit, Tianjin Binhai Harbor Port Int. Trad. es la que realiza la explotación del subsuelo. Tiene permiso de la Secretaría de Economía sólo para extraer hierro, pero también registra la comercialización de volúmenes de mineral en greña con contenido de oro, plomo y cobre, que exporta hacia China por el puerto de Lázaro Cárdenas.


  En Chihuahua la única minera china que tiene una concesión es Jinchuan Group/Jinchuan Resources Ltd., que explota el proyecto Bahuerachi con bancos de cobre, plata, zinc y oro. Sin embargo también se ha registrado su presencia en la zona de Michoacán, donde comercializa y exporta hacia China grandes volúmenes de hierro, que no empatan con sus labores extractivas en las zonas otorgadas por las concesiones federales. Lo mismo sucede en Sonora, en donde las empresas China Minerals Resources Group y Jinchuan Group, subsidiaria de Jinchuan Resources Ltd., tienen permisos que se encuentran en la etapa de exploración para minas de oro, plata, plomo, cobre y zinc, pero también hay registro de su presencia en Nayarit, donde se les atribuyen actos de sustracción de madera y animales exóticos, enviados a China por el puerto de Manzanillo. Caso similar ocurre en Jalisco, donde las mineras Ganbo Investment y China Minerals Resources Group explotan los yacimientos de hierro, plata y oro, pese a que cuentan con permisos de postergación que no han sido debidamente validados, pues no cuentan con estudios de impacto ambiental para continuar con la explotación de las minas entregadas en concesión hace 10 años, lo que ha ocasionado enfrentamientos con diversos grupos de las comunidades indígenas.


  Ocurre igual en Coahuila y Zacatecas, donde China Minerals Resources Group, que apenas explora yacimientos de oro, plata y plomo, tiene una intensa actividad en la exportación de contenidos enriquecidos con minerales de zinc, plata y oro, de los que se desconoce su procedencia.


  Capítulo 11


  El hombre es el lobo del hombre.


  PLAUTO


  PUEBLOS FANTASMA


  La estela de muerte y devastación que va dejando la industria extractiva a su paso por México es inocultable: no sólo chupa la tierra, sino la vida de miles de habitantes. Son cientos de comunidades las que han muerto a la llegada de esta industria, cuyas mentiras más grandes son la oferta de desarrollo, que nunca llega, y el mejoramiento económico a la población, que siempre brilla por su ausencia. Por todas partes donde están asentadas las minas se observan los vestigios de la silenciosa desolación. Una desolación que sólo es interrumpida por los camiones cargados de materiales valiosos, cuyo paradero final se desconoce.


  Para observar el triste panorama que queda en las inmediaciones de las minas no es necesario esperar a que los trabajos de extracción terminen. Aun en pleno proceso productivo, hasta en los proyectos que apenas están empezando su etapa útil, se observa la erradicación de la vida en todo el entorno. No hay forma de vida conocida que perviva en armonía con estos proyectos. Todo lo arrasa la voracidad del dinero: animales, plantas, bosques, costumbres, tradiciones, pueblos enteros, todo es minado parejo. No hay nada que resista a las explosiones que socavan, a veces a tajo a cielo abierto, a veces en perforaciones profundas, la fiebre de los minerales. No existe mejor forma de demostrar la tesis del hombre destruido por el hombre.


  Aun cuando en México la minería moderna y a gran escala es una industria que lleva más de 30 años, se halla en una etapa relativamente temprana, pues de los 25 mil 425 permisos para extraer algún tipo de mineral del subsuelo, sólo en 35 casos ya se ha concluido con los procesos de extracción; es decir, menos de 0.1% de los permisos ya ha cumplido su finalidad por el agotamiento del mineral extraído. La mayor parte de las minas que ya dieron de sí todo lo que podían son yacimientos de derivados pétreos, principalmente arcilla, arena, basalto, calcita, caliza, caolín, feldespato, grava, olivino, tezontle y yeso. Sólo dos minas de oro, cobre y plata están a punto del cierre, luego de haber agotado los yacimientos.


  Aún quedan 25 mil 390 minas activas en todo el territorio mexicano que cuentan con periodos de entre 20 a 50 años para realizar sus procesos de explotación, a reserva de que los permisos otorgados para esa labor sean renovados si nuevas exploraciones apuntan a la posibilidad de la existencia de otros tipos de minerales en la demarcación o en zonas aledañas. Es decir, la devastación ambiental que se observa hoy en torno a las minas no es nada comparado con la que se anuncia a partir del año 2040, cuando comiencen a agotarse las reservas de minerales y las mineras internacionales inicien la retirada.


  Las empresas que han anunciado su retiro, luego de haber cumplido con el objeto de extraer hasta el último gramo de oro, plata y cobre en suelo mexicano, son la Minera San Xavier, S. A. de C. V., filial de la canadiense New Gold Corp., que deja devastada la zona de San Pedro, en San Luis Potosí; y Aranzazú Holding, subsidiaria de la canadiense Aura Minerals Inc., que deja la mina de Concepción del Oro, en Zacatecas. En ambos casos la devastación ambiental y social es enorme: cientos de familias desplazadas, aumento de enfermedades raras entre la población, mantos freáticos contaminados, escasez de agua y la negativa de las empresas a reparar cualquier tipo de afectación al entorno.


  El caso de Aranzazú Holding es de antología: luego de anunciar su retiro de las actividades mineras, tras agotar las reservas probadas de oro, plata y cobre y luego de recibir el reclamo del gobierno estatal para que cumpla con la norma vigente establecida de entregar un entorno rehabilitado para los pocos pobladores de la zona que resistieron a su presencia, ha optado por hacer valer la permanencia de su concesión, que no ha fenecido. La minera, en un juego burocrático, anunció la posibilidad de continuar haciendo trabajos en la zona, argumentando que las reservas minerales no estaban agotadas y que su retiro se debía a razones financieras y a la falta de respaldo económico de la autoridad federal. Así se desdijo de la posibilidad de retirarse de la zona, con el fin de no cumplir con los trabajos a que está obligada para rehabilitar el área dañada por su labor extractiva, la que implica, en términos llanos, una inversión de casi 200 millones de dólares en al menos cinco años.


  Por su parte New Gold Corp., mediante su subsidiaria Minera San Xavier, S. A. de C. V., sí ha reconocido su compromiso de realizar los trabajos de rehabilitación a que se comprometió hace más de 12 años, cuando comenzó con sus acciones de exploración y luego de explotación de uno de los bancos más importantes de oro y plata del centro el país. Allí la canadiense prevé invertir más de 230 millones de dólares para entregar un medio ambiente rehabilitado en tres años. Aunque realmente el entorno ya no volverá a ser el mismo, pues en menos de 10 años de explotación minera se consumió el cerro de San Pedro, un monolito que tenía más de 350 metros de altura y se extendía sobre una superficie de más de 292 hectáreas. Este cerro no sólo era el aporte principal al equilibrio ecológico de la parte poniente de la capital de San Luis Potosí, sino que era un sitio histórico por la riqueza de sus vestigios prehispánicos y por ser un sitio ceremonial para los pueblos guachichil y tlaxcalteca, asentados allí ancestralmente.


  SAN PEDRO, PANORAMA DESOLADOR


  Ahora, a dos años de que New Gold Corp. se retire de la zona de San Pedro, el pueblo se ve desolado. De los más de 17 mil habitantes que tenía cuando comenzaron los trabajos de extracción, sólo quedan unas docenas de familias. No hay actividades productivas. No hay comercio. No hay transporte. Simplemente no hay agua. Es un pueblo sin vida que intenta renacer como un destino turístico, donde lo mejor que hay para visitar son casas destruidas por el cimbrar de las detonaciones en la mina. La vegetación, que alguna vez fue el filtro de aire para la capital del estado, hoy ha desaparecido. New Gold Corp. intenta un programa de reforestación, pero el aire contaminado no da paso al crecimiento de los retoños. Nadie se aventura a la crianza de ganado de traspatio, porque los animales mueren.


  Entre el caserío abandonado de San Pedro se alzan algunas construcciones modernas. Son casas de verano que los directivos de la minera construyeron sobre predios que fueron abandonados por sus propietarios originales. Son casas portentosas ocupadas una vez al año y sólo unos días. Son el intento de la minera para demostrar que el ambiente de ese municipio es habitable, pero sus dueños nunca las ocupan; las prestan y en ocasiones hasta pagan a los vecinos del lugar para que las habiten. Quieren que se vea que hay vida en el lugar. Que la mina no afectó el diario vivir de los vecinos. Es parte de la política de New Gold Corp., que está a punto de la retirada.


  En el centro del pueblo, las dos calles principales tienen las banquetas totalmente rehabilitadas. El arroyo de piedra ahogada en cemento le da un toque de película al poblado. Hasta las fachadas de las casas abandonadas están detalladamente mejoradas. Se conservan los viejos letreros de las tiendas de abarrotes, de la cantina y de alguna botica que dejaron de funcionar, pero que hoy sirven de inmejorable escenario para la foto de pareja o para la selfie de aquellos que tienen alma vieja y visitan el pueblo sólo los fines de semana, atraídos por la publicidad turística que hace el gobierno del estado. New Gold Corp. presume un museo de minería en el sitio. Es una vieja casa de apenas dos piezas, donde de entrada se observa el logotipo de la empresa. Las dos salas exponen de manera sintética los principales tipos de minerales. Leyendo a fondo cada una de las fichas en todas las piezas que se exponen en el museo, el recorrido no tarda más de media hora. Dos afanosas empleadas explican a los despistados visitantes la importancia de la minería en la vida cotidiana. “Sin minería no hay progreso”, insisten ante cada uno de los pocos paseantes que llegan al sitio. Se nota que es un guión aleccionado por los directivos de la minera canadiense.


  El templo de San Pedro, una joya colonial del siglo XVII, se mantiene en pie casi de milagro. Las detonaciones en la mina fracturaron sus paredes. Es el principal patrimonio de los pocos habitantes de este municipio. Por eso el gobierno estatal decidió invertir en su rehabilitación. Al estado le fue más fácil invertir en el reforzamiento de algunas estructuras del templo en vez de obligar a la minera a que cesaran las explosiones, y que la demolición del tajo se hiciera con maquinaria pesada, como lo pedían algunos vecinos. New Gold Corp. no aportó un peso a la rehabilitación del templo. Sólo destinó a dos ingenieros para que ayudaran en los trabajos de rehabilitación. Los reclamos del sacerdote del lugar fueron callados con el apoyo de la minera para convertir el patio trasero en una suerte de hotel con tres habitaciones que se ofertan al turismo que llega cada fin de semana.


  Cuando New Gold Corp. se asentó aquí ofreció trabajo y desarrollo para todos los habitantes del municipio, pero no cumplió cabalmente. El desarrollo parece que huyó con los pobladores que optaron por poner a salvo su salud. La minera sólo pudo ofrecer trabajo a 28 personas de la localidad. La mayoría en labores que nada tienen que ver con los trabajos de extracción. A veces se contrata de manera temporal a algunos obreros de las comunidades aledañas a San Pedro. La mayoría de la fuerza laboral la integran trabajadores de la capital del estado y de la localidad de Portezuelo, muchos de ellos con carrera universitaria, que perciben salarios de 130 a 185 pesos al día; pero la permanencia laboral no es segura, porque la empresa otorga contratos de no más de 90 días. Pocos son los que pueden soportar las extenuantes jornadas impuestas por la minera: son de ocho horas, pero a la mayoría de los mineros se les obliga a doblar turno si quieren conservar el empleo. Eso es lo que ha incrementado los índices de accidentes y la deserción de mano de obra.


  También la velocidad con la que New Gold Corp. explota la mina ha hecho que las reservas de oro, que se suponía que durarían 30 años, se hayan agotado en menos de 12. El mayor periodo de extracción de oro y plata de ese sitio se registró entre 2005 y 2016, por lo que ya se inició el proceso para abandonar la mina. Fue en ese periodo, a principios de 2013, cuando la minera decidió reubicar a toda la población que le estorbaba para seguir con la devastación de la zona. Por eso la mayoría de los vecinos de San Pedro recibió ofertas para dejar sus casas y reubicarse en un poblado nuevo, que exprofeso construyó la empresa. El 98% de los vecinos de la cabecera municipal de San Pedro recibió la oferta para reubicarse en un nuevo poblado, Cuesta de Campa. Menos de 10% aceptó la oferta, aunque la mayoría decidió no quedarse a vivir en San Pedro. Casi toda la población de esa cabecera municipal se estableció en la localidad de Portezuelo, y sólo unos 2 mil habitantes aceptaron ceder sus terrenos y viviendas a favor de la minera para recibir una nueva casa en Cuesta de Campa. Las casas y terrenos que fueron cedidos a favor de New Gold Corp. son las que se rehabilitaron y en ellas se construyeron algunas de las lujosas residencias de descanso de algunos de los empleados de primer nivel de la minera.


  Pero la decisión de la minera de asignar un nuevo sitio para desplazar a los vecinos de San Pedro no fue por buena voluntad, fue una decisión a la que fue empujada la trasnacional, luego de que causara efecto un reclamo judicial interpuesto por vecinos inconformes con la ocupación del suelo comunal por pate de New Gold Corp. Fue la sentencia del amparo 205/2013, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Noveno Circuito, la que declaró ilegal la ocupación de la minera. Por eso New Gold Corp. tuvo que buscar una negociación con los vecinos. La mejor opción que la canadiense tuvo a la mano fue ofrecer la reubicación de todos los inconformes. Para esto, la empresa logró del gobierno estatal, encabezado por Fernando Toranzo Fernández, la donación de un predio propiedad del estado para reubicar a los pobladores inconformes.


  Y hasta de esa situación sacó provecho la minera. El gobierno estatal le entregó en donación un predio de más de 300 hectáreas, pero ese mismo terreno lo ofertó la minera a los pobladores inconformes para que reubicaran sus viviendas, a cambio de que las casas y terrenos que dejaban en San Pedro fueran entregados como permuta al mismo corporativo. Es decir, el terreno de más de 300 hectáreas cedido por el gobierno estatal finalmente quedo en poder de la minera por medio de casas y terrenos que le entregaron los vecinos, con lo que benefició a muchos de sus empleados de primer nivel, a quienes les entregó propiedades inmobiliarias como compensación a su esfuerzo laboral, y de paso demostrar que el ambiente de San Pedro era sano, tanto que muchos de sus directivos tienen allí sus casas de descanso.


  SALAVERNA, MISERIA Y VIOLENCIA


  El de San Pedro, en San Luis Potosí, no es el único caso de desplazamiento poblacional para no afectar los trabajos de extracción de una minera trasnacional. Otro se registró en el municipio de Salaverna, Zacatecas, donde la minera Tayahua, S. A. de C. V., propiedad del corporativo minera Frisco, de Carlos Slim, subsidiaria a su vez de New Gold Corp., decidió que era más rentable el traslado de toda una población, en lugar de frenar los proyectos de inversión para la extracción de plata, cobre, plomo y zinc, de los que tiene el permiso para su explotación para los próximos 30 años.


  En Salaverna, del municipio de Mazapil, Frisco tomó la decisión de la reubicación de todo un poblado no sólo para no ver afectado el proceso de extracción de minerales, sino también para evitar los reclamos sociales por la afectación a la salud de los pobladores, por los efectos contaminantes de la mina, que se comenzaron a filtrar a algunos medios de comunicación por parte de los líderes comunales, luego de que comenzaron a proliferar los padecimientos en vías respiratorias, riñones y ojos de decenas de niños. También se denunció, como efecto secundario de la operación de la mina, un elevado índice de abortos espontáneos y el nacimiento de por lo menos tres niños con malformaciones.


  Este caso se registró cuando los pobladores de Salaverna comenzaron a demandar a Tayahua, S. A. de C. V., el cese de emisiones contaminantes al aire, lo que estaba enfermando a toda la población. La mina de Salaverna cuenta con tres “bocas de respiración” por donde emanan las 24 horas del día emisiones de monóxido de carbono; además tiene vertederos de agua contaminada con metales pesados y altos contenidos de cianuro. Esto hizo que los pobladores demandaran ante las instancias federales de salud y medio ambiente que la minera cesara sus operaciones. Sin ofrecer oportunidad de diálogo con los vecinos afectados, la minera hizo los trámites ante los gobiernos federal y estatal para realizar el traslado completo de toda la población que se decía afectada.


  Sin tomar en cuenta la opinión de los pobladores de Salaverna, el gobierno federal determinó que era viable la reubicación de todo el poblado; para ello ofreció un predio de más de 400 hectáreas. En ese sitio Frisco ofreció la construcción de una vivienda para cada una de las familias que aceptaran abandonar Salaverna, pero casi la mitad de los pobladores se negó. Muchos decidieron quedarse sobre el suelo que los ha visto crecer durante generaciones. A pesar de ellos, con una inversión superior a 670 millones de pesos, Frisco, siempre con el respaldo del gobierno estatal, construyó Nuevo Salaverna, un complejo de 200 casas a mitad del semidesierto zacatecano, a cinco kilómetros de la cabecera municipal de Mazapil, donde también se construyeron un parque recreativo, una iglesia y una clínica del IMSS.


  Pero sólo las primeras 200 familias que aceptaron la reubicación tuvieron cabida en el que el gobierno estatal, encabezado por Amalia García Medina, llamó “pueblo modelo”. El resto de los pobladores que intentaron buscar acomodo cuando comenzaron a resentir problemas de salud, ya no lo lograron. De esa forma, cientos de familias de Salaverna tuvieron que desplazarse hacia otras localidades de la zona, estableciendo como su principal destino las cabeceras municipales de Mazapil y Concepción del Oro. Casi nadie se quedó a respirar el aire contaminado de la mina. Sólo tres familias decidieron quedarse. Ellos, como los guardianes de un pueblo en desgracia, intentan de manera silenciosa, asumiendo su forma de vida como la única forma de protesta que les queda frente a la minera, hacer cambiar de opinión al corporativo. Quieren que se frenen las actividades extractivas. Ya se anunció que éstas dejarán de hacerse subterráneamente para convertirla a partir de 2019 en una mina a cielo abierto, lo que incrementará los niveles de contaminación y la devastación de todo el entorno ecológico.


  A causa de la minería, Salaverna hoy es un pueblo fantasma. Allí sólo sopla el viento del silencio. Lo único que se mueve, lo mueve el aire. Todo el pueblo está quieto. Un templo abandonado. Una escuela en ruinas. La casa ejidal, símbolo de gobierno, anticipa la desolación: un letrero anuncia que no hay autoridad en ese pueblo, porque la mina la desplazó. Junto al escrito con mano temblorosa, una manta que mueve el viento se manifiesta rebelde; se anuncia un pueblo en lucha contra la minera. Pero no hay nadie que haga frente a los camiones que no dejan de moverse con su carga de metales valiosos en su lomo. Todos se fueron del lugar. A unos los movió la salud de sus familias. A otros los empujó un grupo de guardias armados que llegaron a mitad de la noche a exigirles que salieran del poblado. Los perros no entienden de eso. Cinco animales famélicos deambulan, como cuadrilla de vigilancia, por todo el pueblo. Sólo husmean entre botes de basura abandonados, donde no hay nada que comer. Sólo cinco perros y tres familias pueblan esta localidad asentada entre cerros.


  Por eso el interés de Frisco para comprar los terrenos a toda la comunidad. La intención es transformar la mina subterránea en una a cielo abierto, que garantice una mejor explotación de todo el manto mineral que allí se halla sepultado. Por eso a todos los vecinos la minera primero ofreció pagarles 500 pesos por hectárea; ante la negativa fue subiendo el precio hasta llegar a 5 mil pesos. A los que dijeron que no venderían su suelo “ni por todo el oro del mundo”, simplemente se lo arrebataron. Grupos armados, presumiblemente miembros de Los Zetas, hostigaron y amenazaron a los inconformes hasta que los sacaron del lugar. De la noche a la mañana al menos 18 jefes de familia, que integraban el principal movimiento de resistencia contra la mina, fueron echados del pueblo, sin siquiera ofrecerles la posibilidad, como al resto de la población, de ser reubicados en Nuevo Salaverna.


  Los que aceptaron la reubicación se reunieron con funcionarios del gobierno estatal y con algunos ejecutivos de la minera de Carlos Slim. Ellos no fueron hostigados por hombres armados, a ellos los sedujeron dulcemente. Les hablaron de empleos y beneficios económicos a cambio de entregar su suelo a favor de la mina. Les dijeron que tendrían una forma de vida que no habían imaginado. Una forma de vida que no podrían alcanzar con la incipiente agricultura y la menguada ganadería de la que subsistían casi todos. Allí les explicaron que la minera y el gobierno estatal les regalarían casas en otro lugar. Ellos aceptaron. No fue por la ambición de la riqueza, sino por el miedo a los grupos del crimen organizado que ya habían hecho su presencia. Otros vieron que no tenían opción ante el riesgo a su salud. Así se decretó el nacimiento del poblado Nuevo Salaverna.


  El aire contaminado es evidente en el abandonado pueblo de Salaverna. Los vapores tóxicos que emanan de los tres respiraderos de la mina se pueden oler a dos kilómetros. En el pueblo se escucha cómo bufa la tierra. “Es el dolor de la tierra que se está muriendo”, dice Esteban, uno de los pocos que decidió quedarse en su casa, donde mantiene como el tesoro más preciado una vaca y dos marranos, a los que alimenta con la pasión de una madre amorosa que mira cómo crecen sus hijos. Tiene la esperanza de que un día se vaya la mina y el pueblo vuelva a ser el de antes. En su lógica, sabe que un día se va a terminar el cobre “y entonces la minera se va a ir de aquí… nos va a dejar seguir haciendo nuestra vida”, dice con un dejo de inocencia. No se imagina que para cuando la mina termine la extracción, también se habrá consumido todo el entorno. La mina a cielo abierto contempla arrasar con todo el poblado abandonado que se encuentra en la superficie de los ricos yacimientos.


  En Salaverna, hasta antes de que el gobierno federal otorgara la concesión para la excavación y la extracción diaria de más de 5 mil toneladas de tierra, enriquecida de metales valiosos, las actividades económicas reinantes eran la agricultura y la ganadería; 90% de los habitantes vivía del pastoreo y del cultivo de granos básico. De eso ya no queda nada. No hay cultivo que se produzca ante los elevados índices de contaminación, no sólo del aire sino de la poca agua de la que se puede disponer en esta región. La engorda de animales ya no es rentable. Ningún hato alcanzaría la madurez.


  “No tenemos a dónde ir”, comenta resignado Esteban, como si anticipara la pregunta. “Esto es lo único que tenemos… el suelo que era de nuestros padres y que ahora nos lo han quitado. Ésta es la única herencia que ya no se la vamos a dejar a nuestros hijos, porque la minera se la está acabando.” Las tres familias que habitan el lugar mantienen una economía basada en el autoconsumo: su dieta se centra en el huevo, la carne de pollo y a veces, en muy contadas ocasiones, carne de cerdo. No quieren comer cerdo porque casi todos los animales están enfermos de la piel. También se alimentan de maíz y frijol que ellos mismos, de manera muy raquítica, cultivan en las pocas tierras que aún aceptan producir. Salaverna es un pueblo fantasma a mitad del desierto. Desde que se registró el éxodo masivo dejaron de acudir a ese poblado las camionetas de abasto de alimentos. Ni siquiera el camión de la Coca-Cola, empresa que se enorgullece de llagar a todos los rincones del país, quiere suministrar a los pocos habitantes que aquí quedan. Ahora los pocos vecinos de Salaverna tienen que buscar, con sus propios medios, la forma de abastecer sus necesidades acudiendo a Mazapil o a Nuevo Salaverna para comprar refrescos, botanas, pan y otros alimentos procesados.


  En medio de esas carencias Lucía se ha alzado como empresaria; mantiene abierta la única tienda de abarrotes del pueblo. A esa tienda acuden de vez en cuando algunos de los más de 230 obreros de la mina, que en su descanso llegan a tomar un refresco o a comprar alguna golosina. Los anaqueles de la tienda están vacíos: tres latas de atún, dos rollos de papel higiénico, cuatro cajetillas de cigarros —que se venden por pieza—, cinco bolsas de Doritos Nachos y cuatro Gansitos dan testimonio de la pobreza que reina en ese lugar, donde cada semana el stock de ventas se renueva con apenas una inversión de 250 pesos.


  “¿Por qué me voy a ir?”, dice Lucía, una mujer de no más de 30 años que atiende el desolado tendejón abundante en anaqueles vacíos. “Yo no tengo por qué irme —se envalentona—. Ésta es mi casa, aquí nací… éste es mi suelo.” Dice que a ella nadie la va a echar de su tierra. Decidió quedarse en el pueblo fantasma aun a costa de su salud. Después de todo, asegura, “de algo habremos de morir”, y sólo quiere que la entierren en éste, que es su suelo. Pero en realidad, el suelo que pisan Lucía, sus padres, su marido y dos de sus hijos no les pertenece; todo es propiedad de la minera Tayahua, que desde hace cuatro años, de la mano de Frisco, arreció la explotación del yacimiento de cobre, plata, zinc y plomo bajo el suelo de Salaverna.


  Desde que se descubrió la riqueza minera de Salaverna el subsuelo de ese pueblo ha tenido varios dueños. Primero fue Peñoles la que se hizo de la propiedad de los mantos minerales. Después el título se le concedió a Providencia Año Nuevo, S. A. de C. V., y ahora la concesión de explotación es propiedad de la alianza Frisco-Tayahua. Pero ninguna empresa había tenido la fuerza económica —y de relaciones con el gobierno federal— para desplazar a todo el pueblo, con el fin de explotar la riqueza de ese banco de cobre, plata, plomo y zinc. Los vecinos siempre habían manifestado una férrea resistencia contra las excavaciones. Eso fue lo que desalentó a las primeras mineras establecidas en el sitio.


  Entre los vecinos del pueblo Nuevo Salaverna nadie atina a saber cómo hizo Frisco para lograr la omisión del gobierno federal en su labor de desplazamiento de todo un pueblo. Pero todos suponen que fue la fuerza del dinero lo que finalmente compró la omisión de los funcionarios en los tres órdenes de gobierno. Se apunta que el mismo gobierno local fue partícipe del desplazamiento que, incluso, logró fracturar familias completas. Porque fueron funcionarios del gobierno estatal los que primero dijeron que el desplazamiento era lo más viable para que los trabajos de la minera no importunaran la vida cotidiana de los vecinos. Se argumentó el ruido, el paso de camiones, la presencia de trabajadores y hasta “molestias por el polvo”, como los factores que evitarían que los vecinos continuaran su vida con tranquilidad. Cuando los vecinos dijeron que en nada les molestaría el paso de los camiones, se cambió el argumento oficial: se habló de la posibilidad de hundimientos en la tierra, con riesgo directo a las casas y a la seguridad de los habitantes. Eso causó inquietud entre muchos, pero nada más.


  Lo que terminó por convencer a todos los vecinos, que aceptaron sin mucho convencimiento la reubicación, fue la posibilidad de enfermedades graves, principalmente de las vías respiratorias e infecciones en la piel, entre los niños. Por eso las primeras familias en salir del poblado fueron las que tenían hijos pequeños.


  Los que aún quedan en este pueblo cuentan que, para convencer a los vecinos de la necesidad de reubicación, los promotores de la mina llevaron médicos del sector salud desde la ciudad de Zacatecas, quienes no sólo les hablaron de los riesgos a su salud, en caso de insistir en quedarse, sino que les expusieron un panorama apocalíptico que hablaba de carne desollada, enfermedades irreconocibles, ceguera inmediata, dolores extremos sin causas aparentes y hasta muerte súbita por inhalación de contaminantes. El argumento imaginario no está lejos de la realidad. El miedo hizo lo propio: comenzó el éxodo hacia un nuevo sitio.


  “Fue el miedo el que hizo que la gente decidiera irse a vivir a otro lugar y abandonara sus casas, muchas de ellas herencia de sus abuelos y bisabuelos que nacieron y murieron aquí”, explicó Esteban, quien asegura que el mejor aliado de la minera para cometer el desplazamiento poblacional fue el gobierno del estado, que también patrocinó a policías para que orillaran a los vecinos a dejar sus tierras y viviendas. “Fueron los propios funcionarios del gobierno estatal los principales aliados de Frisco en este desplazamiento”, asegura.


  El desplazamiento poblacional en Salaverna ha resultado provechoso para Frisco, pues según datos del propio gobierno de Zacatecas, la utilidad que genera la operación de la mina se estima en más de 2 mil millones de pesos al año. Pero de esos recursos, ni un peso se aplica en el mejoramiento de la forma de vida de los 18 vecinos que siguen viviendo en la localidad, quienes viven prácticamente en el abandono, pues allí ya no hay servicios públicos. Los vecinos tienen que acarrear su propia agua potable desde Mazapil, a 10 kilómetros.


  Tampoco hay servicios de seguridad pública ni alumbrado. Hace años que no pasa el camión de la basura. Por eso los botes están abandonados, con desechos que se ha tragado el sol. La escuela se está cayendo y el templo, donde una vez la santa patrona fue la Virgen de la Asunción, se mantiene de pie sólo por la gracia de Dios. En el jardín principal se mueven dos columpios por la insistencia del viento de darle vida a ese sitio desierto. No hay una sola instancia oficial que atienda las necesidades de este reducido núcleo poblacional. Sólo una vez al año funcionarios de la oficina del DIF estatal se hacen presentes, principalmente en invierno, para donar cobijas, despensas y medicamentos a las tres familias que se mantienen como ejemplo de dignidad y de resistencia a la invasora presencia de la empresa minera, que no ha sido capaz de rehabilitar el camino de acceso. Frente al proceso acelerado de extracción de cobre que se realiza en esa mina, donde cada día se logra la obtención de más de 42 toneladas métricas de cobre catódico con pureza de 99.99%, Frisco ha optado por una flotilla de camiones de alta rodada, con el fin de sortear el camino de acceso a Salaverna, que se encuentra en deplorables condiciones y que la empresa se ha negado a rehabilitar.


  Las mentiras de la minera les siguen doliendo a todos los desplazados. En Nuevo Salaverna hay indignación. Nadie se siente contento tras la reubicación. No porque vivan más en donde ahora están, sino porque Frisco simplemente no cumplió con ninguna de las promesas. No les pagaron sus tierras como fue acordado y la mayoría de los hombres en edad laboral no han sido aceptados como empleados en la minera. La empresa de Carlos Slim había ofrecido pagar por la tierra de la que se apropió y dar empleo a todos los jefes de familia que aceptaran el desplazamiento, pero nada ha ocurrido. La mayoría de los desplazados vendió sus tierras de cultivo a razón de entre 500 y mil pesos por hectárea. Otros vendieron sus casas por 10 mil pesos, pero hubo quienes aceptaron la oferta original de la minera y vendieron su vivienda por 5 mil pesos. Nunca hubo una indemnización real sobre el derecho a la propiedad del suelo. Y todo eso fue atestiguado por funcionarios del gobierno de Zacatecas.


  La complicidad entre Frisco y funcionarios del gobierno estatal quedó inmejorablemente evidenciada en la oferta que hizo la minera a todos los que aceptaran el desplazamiento voluntario: se les ofreció incluirlos en los programas de asistencia social del gobierno estatal para atender sus necesidades de alimentación y salud, así como en el programa federal Progresa. Ésta no es la primera ocasión en que Frisco ofrece los programas asistenciales del gobierno como una compensación a los vecinos para alcanzar sus objetivos. Lo mismo hizo en Ixtacamaxtitlán, en la sierra norte de Puebla, donde de la mano de la canadiense Almaden Minerals también ofreció asistencia del gobierno para el combate a la pobreza de todos los que dieran su aval para que la minera se estableciera en esa localidad. Actualmente, a través de la subsidiaria Gorrión, S. A. de C. V., realiza ahí los trabajos de exploración para la ubicación de la que será la mina de oro más grande del país.


  Con este tipo de prácticas Frisco, convertida en subsidiaria de New Gold Corp., se hizo también de los predios que actualmente ocupa en Mazapil, donde opera la mina Peñasquito, el yacimiento más grande de oro en explotación en México, a sólo 20 kilómetros de Salaverna, donde se ha dado empleo a unos cuantos pobladores que fueron desplazados, con salarios que van de 700 a mil 582 pesos por semana. Los pocos trabajadores que han sido contratado por la minera son sometidos a rigurosas pruebas de selección, pues la mayor parte de la planta laboral de Salaverna y Peñasquito fue traída de otras partes del país, principalmente de San Luis Potosí, Coahuila, Guerrero, Michoacán, Sonora y Chihuahua. El sistema de selección de trabajadores incluye no contratar a los pobladores que en algún momento formaron parte de la resistencia al desplazamiento forzado.


  Los pocos pobladores de Salaverna que han sido incorporados como trabajadores de la minera, menos de 230 de los más de mil 760 jefes de familia y hombres en edad productiva, han sido incorporados a puestos de último nivel; aquellos que tienen escasa o nula formación académica, principalmente si no saben leer o escribir, son guardias de seguridad, en tanto que los que cursaron la primaria o la secundaria trabajan como auxiliares en las áreas de extracción, bajo un programa estricto de vigilancia, tanto dentro como fuera de la mina, que les impide hasta la ingesta de alcohol aun en sus días de descanso.


  Por eso casi nadie está conforme con la operación de las dos minas de Frisco a mitad del semidesierto zacatecano.


  Las quejas de los habitantes contra Frisco no son sólo por la amañada forma en que el corporativo se han establecido en la zona, ni por el mal trato que reciben los pobladores por parte de esas empresas, que son las que deciden la forma de gobierno que rige a la población. Allí hay una queja de fondo, que es el robo del agua y la contaminación de los mantos freáticos, una de las principales quejas que manifestaron los vecinos de Salaverna contra Frisco antes del desplazamiento.


  La disputa por el agua entre mineras y pueblos originarios va en aumento en nuestro país. Hasta abril de 2017 el Observatorio de Conflictos Mineros de América Latina detectó al menos 13 puntos de crisis graves, que podrían escalar a niveles de violencia, ante el despojo que los pueblos han sufrido de los mantos freáticos. En todos los casos, el despojo de agua por parte de las mineras es para poder sostener la actividad industrial de lavado de minerales, principalmente oro y plata, de cuyas utilidades no son partícipes los vecinos de las comunidades, pese a existir convenios de ayuda que van desde el otorgamiento de regalías hasta mejoras a la infraestructura urbana.


  El caso más reciente de despojo de agua es el de la comunidad de Nuevo Salaverna, donde Frisco suspendió desde diciembre de 2016 el suministro del líquido a más de 3 mil pobladores; éstos —sin ninguna respuesta oficial— solicitaron la intervención del gobierno de Zacatecas. A ese conflicto por el agua se suman otros también por el líquido, como el de Zacualpan, del municipio colimense de Comala; Piedras Verdes, en Álamos, Sonora, y Real del Limón, en Cocula, Guerrero, donde las mineras se han apropiado de los mantos freáticos y son ellas las que deciden la cantidad de agua que hacen llegar a la población.


  Aun cuando algunos casos, como el de Piedras Verdes o el de Real del Limón ya cumplen más de cinco años de lucha constante por la propiedad del agua, hasta septiembre de 2017 ninguna autoridad estatal o federal había intervenido para dirimir las diferencias de los pobladores con las mineras, que actúan como si no existieran reclamos. “A las mineras, y a los gobiernos locales, poco les ha interesado que la falta de agua incremente el índice de enfermedades en la población local”, dijo José Luis Murillo, de la organización Por Un País Libre de Minería, que ha acompañado a los pobladores de las zonas mineras que mantienen una lucha contra las trasnacionales por el uso del agua.


  De acuerdo con esa organización, a causa de la privación de agua —además contaminada con arsénico, selenio y cianuro— los índices de diarreas, infecciones de la piel, infecciones en ojos y padecimientos gástricos han ido en aumento en Cocula, a tal grado que en 2016 la Secretaría de Salud de Guerrero otorgó cerca de 7 mil consultas para atender esas afecciones. En Piedras Verdes, en una población de más de 12 mil habitantes, los principales padecimientos en los últimos 10 meses han sido de las vías respiratorias, infecciones en ojos y problemas de la piel, lo que es atribuido, según José Luis Murillo, “a la presencia de selenio en el aire y la escasa agua que se suministra a la población”.


  En Nuevo Salaverna, el pueblo que fue refundado tras el desplazamiento de toda la población de su sitio original, de acuerdo con Efraín Arteaga, líder estatal de la Unión Nacional de Trabajadores Agrícolas (UNTA), la falta de agua ha empujado al alza los padecimientos gastrointestinales, “lo que podría convertirse en un grave problema de salud, si no se abastece a la población del vital líquido, que es retenido por la minera Frisco”. Y es que desde el 23 de diciembre de 2016 Frisco, que se encarga de explotar la mina Peñasquito, suspendió el suministro de agua a los pobladores de Nuevo Salaverna; el corte se hizo pese a existir un convenio para dotar de agua a esa población.


  Frisco es dueña del agua que debería abastecer a los vecinos de Nuevo Salaverna, esto debido a que desde 2012 cuenta con el permiso federal que le da derecho al uso de toda el agua que se encuentre dentro de sus linderos, incluyendo las bajadas de los afluentes de las montañas, utilizada en los tiros de la mina para el lavado del oro, mismo líquido que antes era utilizado por los pobladores de Mazapil y Nuevo Salaverna. Por eso, sin mayor responsabilidad legal que la decisión unilateral de la directiva minera, Frisco estableció un convenio de asistencia social con los pobladores de ambos asentamientos para suministrarles agua de rebombeo, tratada, y con altos índices de metales pesado, para su uso en las actividades domésticas.


  En una suerte de represalia, a causa de los cuestionamientos hechos por los integrantes del Frente Social por la Soberanía Popular (FSSP), desde donde se aseguró que el agua entregada por la minera estaba contaminada por arsénico y cianuro, y que además afectaba a la salud de los vecinos de los dos poblados, Frisco decidió suspender el suministro de agua. Pero son los vecinos de Mazapil los que más se han visto afectados, porque el rebombeo de la minera es la única fuente de abastecimiento del líquido; palían la escasez de agua mediante el funcionamiento de dos pozos dentro de esa localidad, pero que no son suficientes para el abasto y se encuentran contaminados.


  En Nuevo Salaverna, dijo Efraín Arteaga, existe el convencimiento de que el agua es más valiosa que cualquier mineral, por eso la organización que representa no descartó la movilización permanente contra la minera, amenazando una escalada por la disputa del agua que retiene la empresa.


  En Piedras Verdes, del municipio de Álamos, Sonora, los padecimientos por diarreas e infecciones de la piel van al alza. Allí, según la agrupación Por Un País Libre de Minería, el problema de salud se ha agudizado por la falta de agua, pues los pocos pozos existentes fueron concesionados a una minera que ahora es la que decide la cantidad de líquido que envía a la población. La empresa que opera en la zona es la canadiense Frontera Cooper Corporation, que por conducto de su subsidiaria Cobre del Mayo, S. A. de C. V., mantiene en explotación la mina El Cinco, que contiene uno de los más grandes yacimientos de cobre dentro del territorio mexicano, y para cuya operación se han apropiado de los pozos de agua potable que abastecían a 12 mil personas.


  Desde hace cinco años el consorcio minero logró del gobierno federal la concesión de agua de todos los mantos freáticos ubicados debajo de las 28 hectáreas que ocupa el complejo extractivo, apropiándose de los pozos que suministraban agua potable a la población, y que también mantenían en operatividad la producción rural de 28 ejidatarios.


  Los pobladores de Piedras Verdes fueron despojados del agua con la ayuda del gobernador Eduardo Bours, quien facilitó la gestión ante la federación para que la minera se hiciera de toda el agua de la zona, y convenció a los pobladores para que aceptaran el suministro racionado, aun cuando se supo que el agua que recibirían era tratada luego de su uso industrial.


  En Piedras Verdes la distribución del agua ahora es a capricho de la minera, explicó José Luis Murillo. Cuando hay suerte, llega el líquido a cuentagotas, pues la mayor cantidad se utiliza para las labores industriales de la mina. “Por esa razón, la subsistencia diaria de los vecinos del lugar se tiene que hacer en base a pipas que envía de manera constante el gobierno municipal de Álamos; es agua que se trae de más de 100 kilómetros, porque no se quiere obligar a la minera a que entregue el agua a la población.”


  Capítulo 12


  En México, a medida que crece el valor de las cosas, decrece el valor la vida humana.


  ÉDGAR MORÍN, escritor y académico


  TODO A CAMBIO DE NADA


  En México, de acuerdo con los datos de la Secretaría de Economía, hay mil 119 minas con altas reservas de minerales metálicos de gran valor. Cuentan con mantos probados para su explotación para periodos que van desde 20 hasta 50 años. La mayoría de estas minas está concesionada a empresas extranjeras, principalmente industrias con capital canadiense, chino y estadounidense, que tienen el predominio en la extracción de metales como oro, plata, cobre, plomo, zinc, cadmio y hierro. Son 947 los proyectos mineros que, hasta mayo de 2017, habían sido entregados por el gobierno mexicano a empresas trasnacionales.


  Este dato puede que no diga nada, pero resulta revelador cuando se considera que 97.6% de la riqueza mineral del subsuelo mexicano va a terminar en manos de la industria canadiense, estadounidense o china, que lo devuelven al mercado de consumo mexicano en forma de productos industriales terminados, principalmente en los renglones de telecomunicaciones, sistemas de cómputo, sector automotriz, agrícola e industria de la transformación en general. Incluso en armamento. En los sectores formales de la economía, México mantiene un déficit de la balanza comercial frente a los países de donde provienen las mineras, al ser mayores las importaciones frente a las exportaciones.


  Ése podría ser el menor de los problemas. El asunto de fondo es la brutalidad con la que las mineras trasnacionales llevan a cabo sus procesos de extracción y explotación del subsuelo mexicano, pues de los 947 proyectos mineros en manos de los corporativos internacionales no existe uno que lleve a cabo su labor de extracción con pleno respeto al entorno y a las condiciones de vida de los pueblos originarios.


  Si bien es cierto, tal como ha quedado asentado, que las mineras canadienses y chinas se distinguen por sus prácticas oscuras y agresivas, tanto en lo comercial como contra quienes se oponen a sus proyectos económicos, las estadounidenses no se quedan atrás; éstas —en la mayoría de los casos asociadas con empresas mexicanas y a veces con canadienses—, también registran altos niveles de impunidad y corrupción, mediante la infiltración económica del sector gubernamental mexicano, con el fin de lograr su cometido.


  Sólo en 2016 las mineras de Estados Unidos se hicieron de 126 minas, principalmente de oro y plata, donde invirtieron más de un billón 750 mil millones de dólares. Estas 126 minas entregadas por la administración de Enrique Peña Nieto se suman a otras 256 que ya estaban bajo dominio de los corporativos estadounidenses, entregadas en los sexenios de Vicente Fox y Felipe Calderón, con las que suman 382 proyecto mineros a la fecha.


  Son 46 las empresas mineras de capital estadounidense que exploran y explotan el subsuelo mexicano; su operatividad está amparada en el TLCAN y por lo mismo son las primeras que se verían afectadas en caso de una eventual suspensión de ese acuerdo económico, como ha amenazado el presidente de Estados Unidos, Donald Trump. Por eso, las directivas de los corporativos mineros son las principales opositoras a la suspensión del TLCAN, pues la cancelación del acuerdo les limitaría no sólo en el margen de utilidades, sino también la ampliación de sus proyectos extractivos; la mayoría tiene intenciones de continuar su presencia en México al menos los próximos 20 a 50 años.


  De acuerdo con la Dirección General de Desarrollo Minero, de la Secretaría de Economía, a la fecha de las 293 empresas mineras extranjeras que operan en nuestro país, 46 son de capital estadounidense, y en conjunto tienen 382 proyectos de explotación y exploración de diversos minerales en todo el territorio.


  El boom de la industria minera estadounidense en México se dio a partir del año 2000, en el periodo de gobierno de Vicente Fox, cuando al amparo del TLCAN, firmado en enero de 1994, el gobierno mexicano hizo una serie de reformas a las leyes de Inversión Extranjera y Minera, con las que se establecieron mejores condiciones de certeza jurídica para las inversiones de Estados Unidos y Canadá. A ese factor también se atribuye el incremento, a partir de 2000, de la industria canadiense en México.


  Por eso no sorprende que de los 947 proyectos mineros que actualmente ejecutan empresas extranjeras, las empresas canadienses tengan bajo su dominio 470 minas; siguen los corporativos de Estados Unidos, con 382 minas para su explotación. Los otros 95 proyectos mineros están en manos de mineras chinas, inglesas, japonesas, peruanas, suizas, francesas, españolas, irlandesas, chilenas, australianas, italianas, argentinas, indias, coreanas y filipinas. De éstas, las de China tienen 23 grandes minas para su explotación; Australia, 21; Inglaterra, 22.


  Pero son las estadounidenses y canadienses las que mayor inversión hacen para mantener su preponderancia en la actividad minera mexicana; de acuerdo con la Secretaría de Economía realizan en promedio una inversión anual global de entre 2 mil y 3 mil millones de dólares, mismos que reditúan en utilidades de entre 11 mil y 23 mil millones de dólares para ese conjunto de empresas. Sólo así se entiende la ferocidad con la que defienden sus proyectos de inversión, a costa de lo que sea.


  Desde la óptica del doctor Miguel Reyes, investigador de la Universidad Iberoamericana, plantel Puebla, ha sido el TLCAN el que ha convertido a México en el principal destino de las inversiones de la industria minera, pues aun cuando el acuerdo comercial beneficia directamente a las empresas de Estados Unidos y Canadá, muchas compañías mundiales se han asociados con las de esos dos países para beneficiase de ese acuerdo económico. Es el caso de las mineras australianas, que en sociedad con consorcios canadienses han podido registrar, en los últimos siete años, un crecimiento sin precedente en México.


  De esa forma es como Lithium Australia NL, en sociedad con Alexis Resources Ltd., mantiene en explotación el proyecto Elektra, que comprende las minas Agua Fría, El Tecolote y El Tule, en Sonora, para la extracción de litio. Lo mismo hace Intrepid Mines Ltd., de la mano de las canadienses Aura Silver Resources Inc., y Pan American Silver Corp., en la mina Taviche, en Oaxaca, donde se trabaja en la explotación de un banco de oro y plata, sin importar la reputación que ha ganado Pan American Silver Corp., una de las más cuestionadas en México por sus prácticas de hostigamiento social y uso de células de hombres armados con el fin de mantener a salvo sus intereses.


  El caso más notorio de Pan American Silver Corp., que evidencia sus prácticas oscuras, se registró en Zacatecas, donde a punta de pistola obligó a toda una comunidad a desalojar los predios de las inmediaciones de su mina, por considerar que los habitantes “representaban un riesgo para su inversión”. Este episodio fue avalado por los gobiernos federal y estatal, desde donde hubo omisión para atender las quejas de los pobladores desplazados, que sólo pidieron a la minera el cese de sus actividades contaminantes.


  El hecho se registró apenas en enero de 2017, cuando un grupo de vecinos de la comunidad de La Colorada, en el municipio de Chalchihuites, reclamó por escrito a los directivos de la mina los altos índices de contaminación que se registraban en el agua para consumo humano. Los vecinos, apoyados por investigadores de la Universidad Autónoma de Zacatecas, demostraron que el agua que llegaba a todas las viviendas de esa localidad tenía altos contenidos de metales pesados. Por esa razón pidieron a la minera reconsiderara su actividad. O que al menos realizara labores de saneamiento más exhaustivas.


  Pero los directivos de Pan American Silver Corp., sin siquiera dialogar con los quejosos, denunciaron ante las autoridades de la Secretaría de Economía del gobierno federal, y ante las propias del estado de Zacatecas, que los pobladores intentaban frenar las actividades económicas de la minera, argumentando que su inversión se ponía en riesgo, además de establecer que las quejas de los vecinos eran “un peligro para sus intereses”, por lo que solicitaron en forma inmediata la reubicación de 47 familias que afectaban su actividad productiva. Esta información fue emitida también a la embajada de Canadá, desde donde se gestionó ante el gobierno federal el envío de fuerzas federales para la protección del perímetro de la mina.


  Así, la madrugada del 13 de enero de 2017 a los vecinos de La Colorada los despertó el ruido de maquinaria pesada y los gritos de hombres armados, que se identificaron como “guardias privados de la empresa”, que comenzaron a golpear las puertas de las viviendas para que todos los lugareños salieran a la calle. Empuñando sus armas, los guardias de Pan American Silver Corp. comenzaron a empujar a los vecinos hacia la salida de la comunidad, mientras la maquinaria pesada destruía las viviendas. En medio del caos, algunos de los habitantes solicitaron vía telefónica el auxilio de la Policía Municipal de Chalchihuites y de la Policía Estatal, que se presentaron de inmediato, pero para respaldar a los guardias de la minera.


  El desalojo de la comunidad La Colorada se hizo en menos de dos horas. Un total de 47 familias, las que se quejaban por los altos índices de contaminación en el agua, fueron desplazadas a un predio ubicado a cinco kilómetros, donde la minera ofreció la construcción de viviendas para cada una de las familias trasladadas. Inicialmente cada una de las familias fue dotada de un predio, con la promesa de iniciar la construcción de una vivienda para cada una de ellas por cuenta de la minera. La construcción de las viviendas dio inicio dos días después. Pero las viviendas que fueron entregadas a cada una de las familias desplazadas fueron construidas con cartón, láminas y en el mejor de los casos, con tablarroca y madera de desecho. Fueron 230 los vecinos, incluyendo mujeres y niños, desplazados de sus viviendas.


  El gobierno de Zacatecas no intervino a favor de los afectados. Los funcionarios asignados al caso respaldaron la iniciativa de Pan American Silver Corp., con el argumento de que en la nueva colonia, que lleva el mismo nombre que el asentamiento original, contarían con mejores servicios públicos y un programa asistencial de ayuda directa por parte del gobierno del estado; pero de eso, todavía hasta septiembre de 2017, los vecinos no habían visto ningún compromiso cumplido.


  El desplazamiento en La Colorada se hizo en las mismas condiciones en que se registró el despojo de tierras de la comunidad de Salaverna.


  En La Colorada el verdadero motivo que llevó a Pan American Silver Corp. a desplazar a la gente no fue un asunto de protección a la salud de los habitantes, como intentó explicar el gobierno del estado, sino que la acción fue motivada para ampliar el radio de acción de la minera, luego de descubrir nuevos yacimientos en los predios aledaños a los asignados originalmente a la mina.


  Para el gobierno estatal el desplazamiento obligado en la comunidad de La Colorada fue una acción legal de Pan American Silver Corp., reconociendo que el medio centenar de hombres con armas largas, muchas de ellas de uso exclusivo de las fuerzas federales, eran en realidad agentes de seguridad privada contratados por la minera. Pero algunos de los que integraron el grupo armado fueron identificados como integrantes de Los Zetas en esa región, quienes avalaron por la fuerza el reclamo del corporativo para extender el radio de la mina en por lo menos otras 200 hectáreas, en donde se descubrió una nueva veta de oro.


  La minera, que sin mayor problema se hizo de la concesión federal para explotar la veta de oro extendida bajo el subsuelo de la comunidad de La Colorada, comenzó operaciones en Zacatecas en 1993; inicialmente logró el permiso de la federación para explotar la mina durante 10 años, plazo que se ha venido extendiendo en razón también de la ampliación del polígono de extracción de minerales.


  La minera debería haber concluido sus labores en 2013, pero al seguir encontrando minerales, principalmente oro, plata, plomo y zinc, en las inmediaciones de sus predios, ha podido lograr sin mayor problema extensiones de plazo y suelo por parte del gobierno federal, para continuar con sus labores extractivas. Con el apoderamiento de los terrenos de La Colorada, Pan American Silver Corp. ha asegurado su presencia en la zona por al menos otros 20 años, periodo en el que se estima agotar el nuevo yacimiento.


  La producción de minerales, que fue el justificante de Pan American Silver Corp. ante el gobierno de Zacatecas para el desplazamiento de la comunidad de La Colorada, se ubica en un promedio de extracción de mil 800 toneladas diarias, que generan utilidades netas de más de 38 millones de dólares al año, de los cuales no se aporta ni un peso al mejoramiento de las condiciones de vida de los habitantes despojados de sus terrenos, ni tampoco en programas de mejoramiento ambiental, que corren por cuenta de las autoridades estatales; y a menudo se evitan las supervisiones federales al medio ambiente, que podrían evidenciar la afectación ecológica con la actividad de la minera.


  Por esa razón, desde 2014, un año después de que finiquitó la concesión para la explotación de la mina de Chalchihuites, y tras ser renovado el permiso por el gobierno federal, los vecinos de la localidad han reclamado ante el Tribunal Agrario de Zacatecas la devolución de los predios enajenados por el gobierno federal a favor de la minera. Pero cada vez que se presentan reclamos ante la instancia agraria federal comienzan a aparecer grupos armados que amenazan de muerte a los promotores de esas iniciativas. De 2014 a 2017, sólo en la comunidad de La Colorada, fueron 12 los líderes agrarios que habían recibido amenazas de muerte; muchos de ellos decidieron abandonar la localidad.


  En esta localidad, la resistencia contra la minera la encabeza un grupo de abogados, entre ellos Moisés Guerrero, Alfonso Guerrero, José Francisco Ceballos y Salvador Rentería, quienes han insistido ante la minera sobre la posibilidad de una mesa de diálogo para que se continúe con las actividades extractivas, pero que también se respete el derecho de los pobladores a un entorno sano, sobre todo con acceso al agua limpia para sus actividades cotidianas. La minera no ha respondido. Las peticiones de los abogados se han diluido en la espesa capa de funcionarios corporativos de segundo y tercer nivel que reciben las propuestas. Aquí, como en todos los sitios en donde operan las mineras trasnacionales, la empresa no tiene un rostro visible que responda a los reclamos sociales.


  Por eso han quedado en el aire los reclamos que buscan llamar a cuentas a los directivos de Pan American Silver Corp. para que expliquen el desplazamiento que han ordenado y retrocedan en sus intenciones de expansión de la mina, lo que incluye el apoderamiento de los mantos de agua de toda la zona, que en cinco años podrían entrar en la etapa de agotamiento, pues la minera utiliza en un solo día el agua suficiente para abastecer a la población de La Colorada un mes. De esta situación no ha sido ajeno el gobierno de Zacatecas, desde donde se ha actuado con omisión, con el argumento de la importancia económica que reviste la actividad minera, aun cuando en esta entidad no se reflejan dichos beneficios.


  Pese al conflicto, Pan American Silver Corp. insiste en agotar las reservas minerales de la zona. La misma empresa reconoce en su página oficial que la mina de La Colorada, con la que obtuvo el primer permiso de explotación, ya se encuentra agotada; “ya se ha alcanzado la capacidad máxima de la mina La Colorada, en su configuración actual, por lo que en diciembre de 2013 se aprobó un proyecto de expansión que incluye la construcción de un nuevo pique (perforación) de 600 metros de profundidad, para abrir nuevas áreas de producción que alimenten una producción (extracción) de mil 800 toneladas de mineral por día”, explica de manera institucional la empresa. También anuncia “la expansión de la mina”, al pretender “la instalación de una nueva línea de electricidad que conecte a la red nacional, y que servirá de suministro a las necesidades energéticas de otras minas que operan dentro de la zona, entre ellas las minas La Candelaria y la Estrella”.


  En ese proyecto de ampliación, la minera canadiense también busca apropiarse del agua, propiedad de la comunidad de La Colorada, según denunciaron los vecinos desplazados, entre los que priva el convencimiento de que “los pozos que suministran a la mina en operación ya se encuentran en su última fase de vida, y ahora se busca utilizar la reserva de agua de la comunidad. Es el mismo caso que se registra en todas las mineras asentadas en este estado”, explicó Arturo Cevallos, uno de los vecinos desplazados.


  Zacatecas es el principal estado productor de oro y plata en el país. Desde 2011, según cifras del Servicio Geológico Mexicano, se han entregado 2 mil 622 permisos para exploración de nuevos yacimientos, de los que mil 149 ya han derivado en minas de explotación. Si bien es cierto que la mayoría de las minas que operan en esta entidad corresponden a derivados pétreos, también es de resaltar que casi 32% de las minas aquí establecidas corresponden a centros de extracción de metales valiosos, principalmente oro, plata, cobre, plomo y zinc. En esta entidad se encuentran las minas de mayor producción de oro y plata del país, que están en manos de empresas canadienses y estadounidenses, mismas que operan no en forma directa, sino a través de subsidiarias mexicanas, para evadir responsabilidades sociales, como el desplazamiento de poblaciones, afectaciones a la salud y robo y contaminación de mantos freáticos.


  Las principales mineras subsidiarias de los corporativos internacionales que operan en esta entidad son: Industrias Peñoles, S. A. de C. V.; Compañía Contracuña, S. A. de C. V.; Fresnillo PLC; Plata Panamericana, S. A.; minera Tayahua, S. A. de C. V.; Minera Capstone Gold, S. A. de C. V.; Minera Peñasquito, S. A. de C. V.; Grupo Gold Corp.; Minera Real de Ángeles, S. A. de C. V.; Minera Besmer, S. A. de C. V.; Minera Saucito; Aranzazú Holding, S. A.; First Majestic Silver Corp.; Comsa, S. A. de C. V.; Excellon Resources de México, S. A. de C. V., y Compañía Minera TTT, S. A. de C. V., que tienen concesionadas un millón 571 mil 428 hectáreas para ser explotadas hasta 50 años con posibilidad de renovar los permisos por otro periodo igual.


  La producción de la industria minera en Zacatecas, según datos que presume la Secretaría de Economía del gobierno federal, es de 37 mil 160 toneladas de oro por año, que equivalen a 42.75% de la producción de todo el país; también en esta entidad se producen en forma anual unos 2 millones 494 mil 855 toneladas de plata, que representan 38.8% de la producción anual de todo el país. En cuanto al zinc, Zacatecas produce anualmente más de 338 mil 689 toneladas de ese metal, que representan casi 20.12% de la producción nacional anual.


  En números prácticos, la producción de oro que se genera sólo en Zacatecas representa un valor neto de más de 21 mil 942 millones 680 mil 932 pesos, en tanto que la producción de plata se cuantifica en promedio anual en 19 mil 919 millones 649 mil 584 pesos. La extracción de zinc equivale a 10 mil 326 millones 658 mil 125 pesos. Pero de esa riqueza, ni un peso se entrega a las poblaciones que, sumidas en la pobreza, dan todos sus recursos naturales a los grandes corporativos. Los únicos fondos que llegan a las localidades explotadas en su subsuelo son los que aporta el gobierno federal a través del Fondo para el Desarrollo Regional Sustentable de Estados y Municipios Mineros, conocido también como Fondo Minero, que se integra con la aportación voluntaria de las mineras. Y son voluntarias porque no hay una legislación que obligue a esas compañías a declarar de forma clara y transparente las utilidades netas que logran con su actividad extractiva. Por esa razón, cada una declara como utilidad neta lo que a su consideración estima, de donde se deriva la obligación para aportar menos de 1% de sus ganancias al Fondo Minero, que en teoría se integra para promover el desarrollo urbano y social de los estados, regiones y municipios con actividad minera.


  FONDO SIN FONDOS


  El Fondo Minero es manejado directamente por la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu), pero se integra con montos que los consorcios informan, poco claramente, a la Secretaría de Hacienda, siempre con base en los proyectos en explotación, que tampoco son claros, y que avala la Secretaría de Economía. En la maraña burocrática se diluye la información sobre las utilidades de cada una de las mineras, de las que a veces no se sabe siquiera cuántas minas explotan, pues los datos de la Secretaría de Economía discrepan de un año a otro, aun cuando se refieran a la misma empresa.


  En 2016 el Fondo Minero, que en teoría debería hacer llegar recursos para solucionar problemas de desarrollo social en cada uno de los 25 estados mineros, que tienen 203 municipios con mil 382 comunidades que aportan su subsuelo a la riqueza de las empresas, contó con una aportación de los corporativos trasnacionales de poco más de 2 mil 74 millones de pesos, menos de 20% de las utilidades logradas sólo por la extracción de zinc en Zacatecas.


  En suma, tomando cifras conservadoras de las emitidas por la propia Secretaría de Economía, si se toma en cuenta la producción total de metales valiosos que se extraen en todo el país durante un año —más de un billón 769 mil 993 millones 759 mil pesos— el Fondo Minero recibe menos de 0.02%. Es decir, de cada cinco millones de pesos que logran las mineras en utilidades, sólo se retribuyen a la federación dos pesos con 50 centavos para que sean invertidos en obras de desarrollo social.


  A ello hay que agregar que el Fondo Minero no se aporta en forma íntegra a cada una de las localidades que padecen los efectos de las minas. De acuerdo con la normatividad oficial, de cada peso que se logra recabar en este Fondo, 50 centavos se quedan en manos del gobierno federal, 19 van a dar a las arcas de los gobiernos estatales y 31 son los que se destinan a las comunidades afectadas. Pero la mayoría de los recursos que se etiquetan para beneficio de las comunidades y municipios mineros nunca llega, porque el fondo establece que la mayor parte de lo aportado, 80% de los recursos, se debe aplicar íntegramente a obras de infraestructura social y urbana, que en la mayoría de los casos los gobiernos estatales ejecutan fuera de las zonas mineras.


  En términos reales, la mayoría de los recursos del Fondo Minero no va a parar a las comunidades y municipios afectados. Mucho menos se distribuye la riqueza en forma proporcional entre las poblaciones dañadas. La mayor parte de estos fondos se aplica en forma discrecional por los gobiernos estatales en acciones de obra pública previstas en los planes generales de gobierno, lo que resulta en comunidades mineras laceradas por la pobreza y el domino de las empresas mineras.


  El Fondo Minero ejecutado en 2016, según los informes de la Sedatu de ese mismo periodo, se aplicó principalmente al mejoramiento de carreteras, alumbrado, ampliación de redes de drenaje y de distribución de agua potable y rehabilitación de caminos vecinales; pero la mayor parte de esas obras fue ejecutada fuera de las comunidades y municipios mineros, sin hacer sentir los beneficios a las población que paga con su salud el aporte a la riqueza de las trasnacionales. Menos de 2% del Fondo Minero aplicado en ese año se destinó a labores de rehabilitación del medio ambiente.


  ZACATECAS, UN CASO PARTICULAR


  Frente a esa realidad, el gobierno de Zacatecas quiso ser pionero en la aplicación de un impuesto extra a las mineras, para aplicarlo al mejoramiento ambiental. Un “impuesto verde”, así fue llamado. Pero dicho impuesto fue negado por los grandes corporativos, argumentando que se trataba de una doble tributación, pues con el pago al Fondo Minero consideraron que ya estaba saldada la deuda social por el efecto devastador de la actividad extractiva. Además, se argumentó, se trata de un impuesto local, al cual consideran ilegal por intentar tasar cobros sobre una concesión otorgada por el gobierno federal.


  Esta misma propuesta se ha tratado de aplicar en otros estados mineros, como Coahuila, Nuevo León, Chihuahua, Michoacán, Guerrero y Sonora, donde las iniciativas ventiladas en los congresos locales han sido frenadas en seco por los propios gobernadores, que en estos estados se han convertido en una suerte de voceros de las grandes compañías mineras.


  En Zacatecas, primera entidad que intentó poner en marcha el “impuesto verde” sobre la minería luego de reconocer los efectos devastadores que sobre el medio ambiente realizan este tipo de industrias, se estima que para resarcir el daño ambiental apenas sería suficiente un ingreso que ronde los 450 millones de dólares por año, que serían aplicados a programas comunales de limpieza de aguas residuales, reforestación y tratamiento de suelos en las áreas perforadas. Pero la sola posibilidad puso en alerta a los directivos locales de empresas como Industrias Peñoles y Fresnillo PLC, desde donde se rechazó la posibilidad de ese impuesto, luego de justificar que sus actividades industriales están avaladas por el propio gobierno federal, al contar con la certificación de empresas no contaminantes.


  Lo que los directivos de estas empresas no explicaron ante la autoridad local que intentó la aplicación de dicho impuesto es que la obtención de los certificados de empresas no contaminantes que otorga la federación se logran sin mayor dificultad, luego de una auditoria a modo, siempre y cuando así lo soliciten las propias mineras, donde no es necesario mostrar todos los procesos de producción y emisión de contaminantes. Sólo basta con demostrar, en el papel, los estudios de impacto ambiental con que las mineras fueron avaladas por el propio gobierno federal al momento de iniciar los procesos de explotación en cada uno de los proyectos extractivos.


  Está el caso de la canadiense Auramex Resources Corp., que con un solo proyecto de impacto ambiental ha logrado los certificados de empresa no contaminante hasta para cinco sitios mineros distintos. Auramex logró la certificación oficial de empresa no contaminante en 2015. El título fue otorgado por el gobierno federal para las cinco minas que opera, aun cuando sólo presentó un estudio de impacto ambiental, el de la mina El Fierro, en Sinaloa, donde se realizan trabajos apenas de exploración para la extracción de oro, cobre, níquel y plata. Pero el gobierno federal, con base en ese único estudio de impacto ambiental, hizo entrega de cinco certificados de no contaminación, protegiendo de esa forma las actividades de la empresa canadiense en las minas Ana, Magenta, El Escobal y La Perla, donde se proyecta el inicio de extracción de oro, hierro, cobre, níquel, plata, plomo y zinc a partir del primer semestre de 2018.


  Otra empresa que también logró con un solo estudio de impacto ambiental la certificación de actividades limpias —por parte del gobierno mexicano— hasta para dos sitios distintos, es la canadiense Araucana Corp., que presentó el estudio de la mina La Negra, en Zacatecas, de donde extrae plata, zinc, plomo y cobre, y que se encuentra en postergación; fue suficiente para que con esa documentación el gobierno mexicano le otorgara también el certificado de empresa no contaminante por sus actividades en la mina El Mezquite, en Querétaro, de donde se extrae oro y plata.


  La fórmula para la obtención de certificados de empresas limpias y amigables con el medio ambiente parece estar bien estudiada por todas las mineras trasnacionales que operan en México. De la misma forma se ha beneficiado la estadounidense Azteca Gold Corp., que con un solo estudio de impacto ambiental, el de la mina Santo Tomás, en Sinaloa, obtuvo los certificados de empresa no contaminante para las minas Guerra al Tirano, Santa Matilde y Tres de Mayo, en Chihuahua, donde ya comenzaron los trabajos para la extracción de cobre, oro, plata y molibdeno, para cuya operación han sido devastadas más de 670 hectáreas con arbustos y plantas endémicas.


  El corporativo australiano Azure Minerals Ltd., con 11 minas en Chihuahua, Sonora, Jalisco y Durango, también ha logrado la certificación como empresa no contaminante por parte del gobierno federal mexicano. Esta certificación se logró en 2016, cuando sólo estaba en desarrollo la mina de manganeso San Francisco, en Jalisco. Este estudio de impacto ambiental fue suficiente para que la federación, por medio de la Semarnat, reconociera que sus labores de exploración en las minas Coronado, El Cuervo y La Cascada, en Chihuahua; San Eduardo, El Carnero, Estación Llano, La Providencia, El Alacrán y Pozo de Nacho, en Sonora, y San Agustín, en Durango, no son contaminantes ni afectan el entorno ecológico, pese a que sólo para la exploración de la mina de cobre El Alacrán tuvo que devastar más de 10 hectáreas para realizar las perforaciones de sondeo.


  De la misma forma el corporativo canadiense Canasil Resources Inc. logró la certificación de empresa no contaminante al presentar el estudio de impacto ambiental de la mina Colibrí, en Durango, que se encuentra en exploración; en automático obtuvo la certificación ambiental para las minas San Francisco, Vizcaíno y Carina, en Durango, así como para El Edén y Los Azules, en Sinaloa, y La Esperanza, en Zacatecas, donde bajo el argumento de contar con la certificación de empresa verde por parte de la federación, se ha negado a aceptar la aplicación de un impuesto local para el cuidado del medio ambiente.


  A las mineras Canasil Resources Inc., Candelaria Mining Corp., Almaden Minerals Ltd., Alto Group Holding Inc., Arian Silver Corporation Plc., Aura Minerals Inc., Capstone Mining Corp., China Minerals Resources Group., Colorado Goldfields Inc., Corex Gold Corp., Goldcorp Inc., Defiance Silver Corp., Endeavour Silver Corp., Excalibur Resources Ltd., First Majestic Silver Corp., Galore Resources Inc., Gold American Mining Corp., Golden Minerals Company, Harbor Mining, Impact Silver Corp., Litio Mex, Macmillan Gold Corp., Mag Silver Corp., Marlin Gold Mining, Xtierra Inc., Monarca Minerals Inc., Pan American Silver Corp., Plata Latina Minerals Corp., Quaterra Resources Inc., Riverside Resources Inc., Romarco Minerals Inc., San Marco Resources Inc., Exeter Resources Corporation, Santa Fe Metals Corp., Serengueti Resources Ltd., Sierra Metals Inc., Ammex Gold Mining, Solitario Exploration & Royalty Corp., Sutti Mining S. L., Teck Mining Corp., Timmins Gold Corp., y Minco PLC, les ha parecido insultante la intención del gobierno de Zacatecas de gravar la contaminación con un impuesto.


  Los representantes de estos corporativos, en reuniones privadas con personeros del gobierno estatal, no tuvieron empacho en manifestar su inconformidad respecto a que la actividad minera sea concebida por un gobierno estatal desde el punto de vista ecológico, pues podría ser ejemplo, se argumentó, para que otras administraciones locales decidieran apoyar el mismo impuesto ecológico, lo que desde su punto de vista afectaría más a las grandes mineras que mantienen yacimientos en explotación en varias de las principales entidades de este sector en México.


  Insistieron en que la actividad extractiva ya aporta recursos a la economía local mediante la generación de empleos, por lo que estimaron inviable la aplicación de nuevos pagos. Hubo incluso argumentos de algunos empleados de estas empresas que señalaron, sin ningún sustento y de forma totalmente fantasiosa, “el beneficio que se estaba dejando a las comunidades con la operación de las minas”, y se aseguró que se estaba generando riqueza a favor de los habitantes locales. Pero a la fecha, ninguna comunidad minera de zacatecas, ni de ninguna otra parte del país, recibe dividendos económicos directos por la extracción de sus minerales.


  El regateo de las regalías no sólo ha sido para los pueblos que sufren la operación de las minas en sus localidades. También se le ha negado esa posibilidad al propio gobierno federal, que en 2013 intentó aplicar una tasa de cobro de 7.5% sobre las utilidades de las mineras, pero en forma inmediata la mayoría de esas empresas amenazó con retirar sus inversiones del país. El argumento para esa amenaza fue el bajo precio de los metales a nivel mundial y el cada vez más elevado costo para sus actividades extractivas, por lo que algunos directivos comenzaron a considerar a México un país poco atractivo para las inversiones.


  Ésa fue la postura que manifestaron directivos como John-Mark Staude, gerente de Riverside Resources Inc., y Keith Neumeyer, director ejecutivo de First Majestic, quienes por separado estimaron “improcedente” el reclamo de pagos por parte del gobierno mexicano. Frente a esa postura, la iniciativa del gobierno mexicano se congeló. Se permitió que las empresas extractoras continuaran con el pago compensatorio por la extracción de minerales de sólo 5% sobre las utilidades declaradas de cada una de las empresas. Y esas utilidades no se pueden auditar porque no hay leyes para ello y porque el hermetismo con el que operan los consorcios es absoluto.


  Al echar abajo el primer proyecto local de aplicación de impuestos por parte de un gobierno estatal no se tomaron en cuenta los estudios que aisladamente ha realizado la Semarnat en Zacatecas; ahí se revela que la actividad de la mayoría de las minas genera un impacto ambiental “insostenible” para algunas de las regiones del semidesierto zacatecano, que se busca sea declarado Área Natural Protegida (ANP) en la categoría de Reserva de la Biosfera.


  El estudio que presentó el gobernador Alejandro Tello Cristerna para plantear el gravamen ecológico a las mineras se realizó a principios de 2014; en él se revela que en la zona del semidesierto zacatecano, cuya biodiversidad se busca proteger, hay al menos 12 sitios considerados “de alta contaminación”, producto de la actividad minera que realizan los corporativos trasnacionales en los municipios de Vetagrande, Sombrerete, Mazapil y Melchor Ocampo. En esos lugares, por la extracción de oro, plata, cobre, plomo y zinc, las mineras subsidiarias de Industrias Peñoles y Fresnillo PLC han dejado una huella ecológica negativa en el suelo y el aire que, de acuerdo con especialistas de la Universidad Autónoma de Zacatecas (UAZ), tardarán más de 120 años en regenerarse.


  Pero más allá de los datos que aporta la Semarnat y de los que se desprenden de algunos estudios de académicos de la UAZ, que indican el alto grado de contaminación de la industria minera en Zacatecas, el gobierno estatal tiene sus propios estudios de deterioro ambiental por la actividad extractiva, los que lo llevaron a hacer el planteamiento del impuesto ecológico. Esos datos indican que de las 142 mineras establecidas en la entidad, por lo menos 98% genera algún grado de contaminación o afectación ecológica irreversible en el corto y mediano plazos.


  HUELLAS DE DEVASTACIÓN


  Las huellas ecológicas que están dejando la mayoría de las mineras en esta entidad, sólo por referenciar un caso, se consideran “leves” cuando sus efectos tardan en resarcirse entre 20 y 30 años; las “moderadas” se estiman saneadas en un periodo de entre 40 y 60 años, y las “graves” son las que tardarían entre 70 y 120 años para que el entorno quede como estaba antes de la perforación del suelo. Hay huellas ecológicas que ni siquiera tienen clasificación, porque el efecto contaminante ya es irreversible, como es el caso causado por la mina Peñasquito, donde la destrucción del suelo ya es permanente.


  Los estudios ambientales hechos por el gobierno de Zacatecas sobre el impacto de la actividad minera revelan que de las 142 minas en la entidad, por lo menos 74 registran una “huella ecológica leve”, otras 38 se consideran con daños “moderados” al ambiente, mientras que otras 27 se clasifican con daños “graves” al entorno; el impacto ambiental de tres ni siquiera cabe dentro de ninguna de las tres clasificaciones iniciales, por el deterioro irreversible ocasionado al suelo. Los sitios en donde ya no hay marcha atrás a la devastación ecológica son los alrededores de las minas Peñasquito, en el municipio de Mazapil; El Toro, en Chalchihuites, y la de Aranzazú en Concepción del Oro.


  Para dimensionar la devastación ecológica de las minas, citando sólo el ejemplo de Zacatecas, baste señalar que esta entidad tiene enajenado casi 40% de su territorio mediante concesiones a los corporativos trasnacionales, propietarios de más de 2 millones 940 mil hectáreas que se les despojaron a por lo menos 251 mil zacatecanos, a veces mediante la compra urgente y amañada de sus predios, a veces mediante la intimidación y el desplazamiento forzado gracias al uso de grupos de civiles armados, y policías municipales, estatales y federales.


  Aun así, el gobierno federal presume, en el sitio web de la Secretaría de Economía, que esta entidad es una de las más atractivas para la inversión de capitales extranjeros, lo que justifica al señalar que Zacatecas, “por su alto potencial” de yacimientos de minerales valiosos, es la que más aporta a la economía nacional, al cuantificarse allí 24.32% del total de oro extraído anualmente en todo el país, 47.83% del de plata, 10.15% del de cobre, 7.10% del de plomo y 10.59% del de zinc. Pero la versión oficial del gobierno no dice a costa de qué y de quiénes se logra esa riqueza, muchos menos explica que ninguna de las comunidades afectadas por la minera se ve beneficiada con los recursos generados a partir de esa riqueza.


  Otro estado ejemplo de la presunción económica nacional es Chihuahua, donde —de acuerdo con la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol)— se concentra uno de los índices más lacerantes de pobreza extrema, al grado de contar con poblaciones completas que padecen hambre. Allí se produce 11.34% de todo el oro que se extrae en un año del subsuelo mexicano. El valor comercial de las 15 mil 286 toneladas de oro que anualmente se logran en las minas de Chihuahua es de 9 mil 26 millones 482 mil 348 pesos. La producción de plata que se genera en sólo un año en esta misma entidad, que es 13.08% de la producción nacional, se estima en 778 mil 757 toneladas, que equivalen a 6 mil 277 millones 822 mil 900 pesos.


  Chihuahua, con todo y la pobreza de sus comunidades indígenas, es también el segundo productor nacional de plomo: aporta 14.22% a la producción nacional de ese metal, con un estimado anual de 37 mil 514 toneladas, que representan una riqueza de mil 57 millones 813 mil 762 pesos cada año. En cuanto a la producción de zinc, esta entidad es la tercera fuerza nacional al aportar 13.33% a la producción total del país, con 104 mil 851 toneladas que se cotizan en 3 mil 196 millones 916 mil 436 pesos. Sólo la suma del valor anual de lo extraído en oro, plata, plomo y zinc equivale a casi la tercera parte del presupuesto anual de egresos de esta entidad, pero ni un peso de estas utilidades netas va a parar a las manos de las comunidades saqueadas en sus recursos naturales.


  Lo mismo ocurre en Coahuila, el primer productor nacional de hierro, bismuto y cadmio, cuya producción en pesos, sólo por hierro, cada año es de 3 millones 421 mil 900 toneladas, que equivalen a más de 18 mil 673 millones 838 mil 788 pesos. La producción de bismuto se estima en 601 toneladas anuales, que en el mercado internacional representa 4 mil 372 millones 954 mil 730 pesos. Por su parte la producción de cadmio, que cada año llega a un promedio de 756 toneladas, representa un valor cercano a 3 mil 342 millones 227 mil 561 pesos. La suma de la extracción de estos minerales representa casi 23% del presupuesto anual de gastos del gobierno estatal. Pero igual que en todos los estados mineros, ni un solo peso de esas utilidades se destina a la población propietaria original del subsuelo concesionado a las mineras.


  A pesar de las utilidades económicas íntegras que logran las empresas mineras en estas entidades, como ocurre en Zacatecas, ninguna ha aceptado la posibilidad de pagar los daños ecológicos que se generan con su actividad extractiva. Las mineras en estos tres estados también han sido indolentes ante los reclamos sociales que han acusado un alto índice de enfermedades extrañas atribuidas a la contaminación del agua y del aire, por las que las mineras no han querido responder.


  En Chihuahua, Coahuila y Zacatecas se han presentado iniciativas en los congresos locales, con el fin de aplicar un impuesto por efectos contaminantes de las minas. No han prosperado. Siempre, por iniciativa de algunos diputados, y a veces desde los Ejecutivos estatales, las propuestas han quedado congeladas. Y cómo no van a quedar suspendidas las iniciativas de ley para tasar impuestos a las trasnacionales si las mineras en estas tres entidades son de las principales financiadoras de las campañas de candidatos al Congreso y a los gobiernos estatales.


  Por eso no prosperó la iniciativa del “impuesto verde” en Zacatecas. Pese a que Jorge Miranda Castro, secretario de finanzas del gobierno estatal, consideró que con la aplicación de ese gravamen a las mineras se podrían aplicar proyectos de mejora ambiental en los sitios devastados, la mayoría de los diputados locales optó por dejarla congelada. No le importó la voz de los grupos ambientalistas, como el grupo Zacatecas Vivo, que mediante su representante, Daniel Jiménez, consideró que la propuesta del “impuesto verde” podría ser un ejemplo para otros estados, “donde las mineras realizan su actividad extractiva con altos beneficios económicos, sin dejar nada a las poblaciones en donde se asientan, salvo pobreza y devastación ecológica”.


  Epílogo


  La riqueza del subsuelo ha traído más desgracia que bonanza a los mexicanos. No existe un solo rincón en el país donde la minería haya favorecido a las comunidades. La destrucción y el saqueo se observan por todas partes; amenaza con seguir vigente en las próximas décadas hasta que el suelo quede inútil y contaminado, sin posibilidad de vida para las generaciones que vienen. Ésa es parte de la desgracia nacional: un suelo rico que mantiene a poblaciones enteras sumidas en la pobreza, la marginación, la violencia, simplemente en el desprecio.


  Esto no es fortuito. Es producto de la corrupción de algunos funcionarlos que conducen el Estado y de la falta de políticas públicas que privilegien el bien común sobre el interés del particular. Es el predominio de la ambición a la riqueza sobre el imperio de la condición humana, donde el bien común queda supeditado al interés del particular. Ésa ha sido la directriz de la política pública del gobierno mexicano, al menos en los últimos cinco sexenios. Esa directriz es la que ha llevado al país completo al caos social en el que se encuentra sumido. La actividad minera es el más puro de los reflejos del distanciamiento entre gobierno y población.


  En la actividad minera confluyen todas las vetas de los conflictos sociales que laceran al país: corrupción, desgobierno, narcotráfico, violencia y pobreza. No existe una sola región minera en México que se salve de la presencia de cualquiera de estos cinco jinetes del apocalipsis, que avanzan de manera brutal hacia la consumación de la destrucción total, no sólo de los recursos naturales sino también de las comunidades completas que en balde lanzan gritos de socorro y agonía ante la depredación de sus formas de vida.


  Es cierto que la minera, como actividad generadora del desarrollo humano, tiene que existir, porque en los metales valiosos se sustenta el desarrollo tecnológico; ninguna de las ramas de las telecomunicaciones, la industria automotriz, la farmacéutica, la agricultura, por mencionar algunos sectores, podría existir sin la extracción de metales. Pero también es cierto, como lo aseguró el subcomandante Galeano en la cumbre L@s Zapatistas y las Conciencias por la Humanidad, celebrada en San Cristóbal de las Casas, Chiapas, en los últimos días de 2016 y los primeros de 2017: “La devastación del subsuelo es el principio del fin del mundo, porque se hace sin ningún control, de forma expansiva, sin atender a las necesidades de los pueblos, viendo sólo por los intereses económicos de unos cuantos”. Ellos, los que hacen la explotación minera en México —ahondó el subcomandante Galeano, antes Marcos—, son ricos, “y pueden construir cohetes para irse a vivir a otro planeta, pero los pueblos originarios, los dueños naturales del suelo, no tenemos más planeta que el suelo este que pisamos”.


  En el intento por alzar la voz contra los proyectos extractivos y la voracidad minera que muestran sus feroces fauces a los pueblos en resistencia en México, en los últimos 10 años se han formado al menos 410 organizaciones comunales contra la minería. La lucha de las organizaciones civiles, que intenta frenar el consumo de los recursos naturales, se hace sin ningún efecto. Nadie atiende a los reclamos de las comunidades; el gobierno federal, con el pretexto de la generación de empleos y la ampliación de inversiones extranjeras en el país, no escucha ninguna queja. Ni los asesinatos de activistas defensores del medio ambiente o de los periodistas que se atrevieron a denunciar la invasora presencia minera han podido mover la conciencia de los encargados de la conducción del país para normar socialmente la extracción de minerales.


  Las empresas mineras simplemente son sordas a los reclamos sociales. Ni siquiera hay forma de que las quejas lleguen hasta los despachos de los corporativos, mucho menos existen respuestas a las protestas por contaminación y destrucción del suelo. Son empresas sin rostro que, de manera anónima, con la potestad del Estado, simplemente se posesionan de los suelos de su interés y no existe nada que les trunque las intenciones de apropiarse de la riqueza del subsuelo, aunque con ello tengan que desplazar, amenazar o matar, a veces en forma directa, otras en forma lenta, a quienes se oponen a sus proyectos económicos.


  Como si fuera un presagio del destino mexicano, el poeta zacatecano Ramón López Velarde, en su insigne poema “La suave patria”, escribió: “El Niño Dios te escrituró un establo / y los veneros de petróleo el diablo”. Desde allí, el poeta ya vislumbraba la tragedia mexicana a partir de la riqueza del subsuelo. No estaba equivocado: hoy pareciera que el diablo es el verdadero dueño de los veneros nacionales, no sólo de petróleo, sino de todo tipo de minerales valiosos, cuya posesión sigue causando sangre y muerte en todo el territorio nacional, donde el Estado se apunta como cómplice.


  No se puede entender de otra forma la actuación del Estado mexicano, pues si existiera una verdadera regulación en torno a la actividad de las empresas mineras en el país, éstas no estarían asentadas, haciendo labores de extracción, en zonas ecológicas protegidas ni dentro de sitios poblacionales o áreas con reservas de agua para el consumo humano y la actividad agrícola. Pero no es así. Actualmente en por lo menos 63 casos operan minas dentro de zonas con reservas de agua potable y en 748 lugares las minas están en zonas habitadas, donde en 73% de los casos se han registrado, sólo en los últimos cinco años, desplazamientos poblacionales forzados. Otras 174 minas están en igual número de sitios ecológicos, muchos declarados reservas de la biosfera, y allí están operando minas con actividades a cielo abierto.


  El caso que por antonomasia muestra la impunidad de los consorcios mineros para operar dentro de reservas ecológicas es el de la mina San Felipe, operada por Minera Real de Ángeles, S. A. de C. V., subsidiaria del grupo Frisco, que trabaja de manera discreta en la extracción de oro y plata en la comunidad de San Felipe, municipio de Mexicali, Baja California. Esta mina se encuentra dentro del Área Nacional Protegida Alto Golfo de California y Delta del Río Colorado.


  La “mina de Carlos Slim”, como la conocen todos los pobladores de la zona, es un búnker; nadie, en un radio de cinco kilómetros, se puede acercar sin ser interceptado por los equipos de vigilancia privada que resguardan esa parte del desierto. Un cerco de malla ciclónica resguarda el interior de las instalaciones, desde donde se puede observar la polución que va a dar directamente a la marisma que se genera en la unión del desierto con el mar, donde la presencia de metales pesados ya ha sido denunciada por grupos ambientalistas, que desde hace cinco años han comenzado una lucha para que cesen las operaciones de la minera. Pero, como en todos los casos, no hay respuesta del gobierno federal ni del estatal. Para la minera, ese tipo de protestas de defensores ambientalistas simplemente no existe.


  La minera tiene de su lado a todas las autoridades locales. No por nada ha tenido que invertir en el financiamiento de las campañas políticas de los últimos gobernantes en la entidad y en el municipio de Mexicali, desde donde no ha habido empacho en la entrega de permisos para la operación de ese centro de extracción de oro y plata, siempre bajo el argumento de la generación de empleos, que —desde 2001 se argumenta— es la base económica para toda la población de la zona sur de Mexicali, principalmente de San Felipe, un pueblo de pescadores que enfrenta otra realidad: sigue subsistiendo del incipiente turismo que llega a la zona y de la cada vez más escasa pesca, la que —asegura el ambientalista León Fierro, del Movimiento Mexicali Resiste— se ha visto afectada por el impacto ecológico que desde hace más de 17 años viene haciendo la empresa minera, a la que no se le ha podido arrancar ningún tipo de programa de protección al medio ambiente, simplemente porque no hay quien reciba el reclamo formal de los protectores de la ecología en esa zona del país.


  De Chiapas a Sonora y de Sinaloa a Veracruz la historia se repite: la minería es una industria de muerte. Pero no tiene que ser así. El subcomandante Galeano ha propuesto un modelo de explotación racional del subsuelo, con participación directa de las comunidades dueñas del suelo, donde el gobierno comunal mantenga la rectoría de la explotación de los recursos con el fin de que la mayor parte de la riqueza vaya a dar a los pueblos y que no termine de manera monopólica en las manos de las grandes trasnacionales, que en sus países de origen son modelo de productividad y armonía con el medio ambiente. Pero ésa es una propuesta que raya en la quimera.


  Sólo para 2017 la federación ha entregado a las mineras internacionales al menos otros 783 permisos de exploración de nuevos proyectos mineros, que en 89% son para las compañías canadienses, 6% para las estadounidenses, 2% para las chinas y el resto, unos 16 permisos, para empresas de capital proveniente de Argentina, Perú, Chile, Italia, Australia, India y Japón, donde las mineras de Carlos Slim Helú, Germán Larrea Mota Velasco, Alberto Baillères González y Ricardo Salinas Pliego tienen una participación directa, actuando como subsidiarias y gestoras de los permisos locales para agilizar los trabajos de producción.


  La mayor cantidad de proyectos mineros para 2017 se ubica en Sonora, Chihuahua, San Luis Potosí, Guerrero, Zacatecas, Durango y Coahuila; ahí, en conjunto, sólo en 2016 las mineras lograron una extracción de metales por 682 mil 100 millones de dólares, mismos que se fueron a sus países de origen. Aquí se quedaron menos de 3 mil millones de dólares, la mayor parte de ellos reinvertida en las propias empresas, y menos de 600 millones pagados en impuestos federales y como aportación voluntaria al Fondo Minero.


  El costo promedio de cada uno de los permisos para los consorcios internacionales es de apenas 32 mil pesos, que se pagan a la federación por concepto de trámites de gestión y obtención de cartas topográficas. Los gobiernos estatales no aplican ningún tipo de cobro por la explotación de su subsuelo. Y en los gobiernos municipales todos los permisos por el uso de suelo en actividades extractivas se encuentran exentos de impuestos. Lo único que tienen que pagar las mineras, con el fin de iniciar los procesos de exploración de los nuevos yacimientos, es el pago de suelo a las comunidades propietarias de los terrenos.


  La primera figura que usan las mineras para apoderarse del suelo es la negociación frente a los dueños originales: ofrecen arrendar o comprar la tierra a explotar. La segunda opción, la más utilizada por todas las empresas, es la expropiación. Y la tercera, la más siniestra, es el despojo vía intimidación, amenazas y muerte, lo que hace que en la mayoría de los casos, a una empresa le cueste un promedio de 100 mil pesos hacerse de un yacimiento que deja utilidades promedio anuales cercanas a los 20 mil millones de pesos, de los que ni un peso se entrega a la comunidad.


  Por eso México, aun cuando la Camimex establece que cada vez son más difíciles las condiciones de inversión en el país, se ha convertido en la mejor opción mundial para los proyectos extractivos. Sólo en pago de salarios por mano de obra, en promedio, una minera asentada aquí paga entre 10 y 15 dólares al día por hombre, el salario más bajo del tabulador mundial, pues un minero en Canadá obtiene ingresos diarios promedio por 120 dólares y en Australia se ubica casi en 183 dólares al día. Ya no se diga en Alemania, donde el pago mínimo por una jornada en labores extractivas alcanza, en promedio, 210 dólares al día.


  En promedio, de acuerdo con datos de la Secretaría de Economía de México, el costo por extracción de una onza de oro es de 460 dólares, mientras que en las minas en países africanos, como el Congo y Ghana, va de 540 a 610 dólares. El caso es el mismo para el costo de la extracción de una onza de plata, que en México cuesta entre 370 y 400 dólares mientras en Brasil o Argentina alcanza un costo de entre 510 y 580 dólares. El reconocimiento de los bajos precios de producción minera en México no sólo lo hace la Secretaría de Economía, también lo indican las trasnacionales como Agnico Eagle, Goldcorp, Candelaria Mining Corp., Caza Gold Corp., Colibrí Resources Corp. y Defiance Silver Corp., que indican que su rentabilidad aquí es mucho mayor a la de otras minas que operan en el mundo, incluidas las de África, Centroamérica y el sureste de Asia.


  Esa rentabilidad, fincada principalmente en las facilidades de explotación del suelo y de la mano de obra, propiciada por el gobierno mexicano, hace que las industrias mineras internacionales asentadas aquí —pero no México en sí— tengan un alto nivel de productividad a nivel mundial en cuanto a extracción de metales preciosos, metales industriales no ferrosos, metales y minerales siderúrgicos y minerales no metálicos. Eso pone al subsuelo mexicano como el primero del mundo en producción de plata; segundo en fluorita; tercero en bismuto, celestita, sulfato de sodio y wollastonita; quinto lugar en barita, cadmio, molibdeno y plomo; sexto en la extracción de grafito, sal y zinc; séptimo en diatomita, oro y yeso; noveno en arena sílica y manganeso; décimo en cobre; undécimo en azufre y caolín, y decimotercero en fosforita.


  Los datos oficiales de la Camimex no dejan lugar a dudas en cuanto a la alta rentabilidad que significa para las empresas trasnacionales establecidas en nuestro país la producción minero-metalúrgica. Sólo en 2015 la producción de oro significó una derrama superior a 72 mil 844 millones 861 mil pesos, mientras que el valor de la plata extraída ese mismo año se estimó en más de 39 mil 597 millones 159 mil pesos. En suma, por la comercialización de los metales preciosos extraídos del subsuelo mexicano, más las ventas de metales industriales no ferrosos, metales y minerales siderúrgicos y minerales no metálicos, las trasnacionales obtuvieron una riqueza estimada en 213 mil 462 millones 391 mil pesos, que equivalen a casi la mitad de las utilidades logradas por Pemex en el mismo periodo.


  Aun cuando los empresarios del sector minero insisten en señalar que cada vez son más difíciles las condiciones para invertir en México, el país se coloca como uno de los principales destinos de los capitales para la inversión minera, superando por mucho, según cifras de los últimos dos años, a naciones como Bolivia, Chile, Argentina, Perú, Brasil, Guatemala y El Salvador, donde el marco jurídico ha ido evolucionado para la conservación del suelo y la retribución de la riqueza a los pueblos propietarios de la tierra y de los recursos naturales, algo que en México pareciera ir a la inversa, sobre todo después de la entrada en vigor del TLCAN y la consecuente derivación de las leyes de la reforma energética, que no han hecho otra cosa que ceder los bienes nacionales a los grandes corporativos.


  En la medida en que se han aplicado las leyes de la reforma energética, que tienen que ver con la entrega del subsuelo para la explotación minero-metalúrgica, ha aumentado el índice de pobreza y marginación de las comunidades en las que se asientan los principales centros generadores de riqueza de los grandes corporativos; 97% de las poblaciones que en México tienen minas para la extracción de minerales y metales valiosos han decrecido en su desarrollo social, donde la menor de las muestras de marginación es la falta de obras de infraestructura. Pero el mayor índice de retraso social se ve en el desempleo de la población y la falta de acceso a satisfactores básicos, especialmente el agua potable.


  Por ejemplo, Aguascalientes, entidad con bajo potencial minero, produce al año más de una tonelada de oro, 47 de plata, 7 mil 780 de plomo, mil 260 de cobre y 32 mil de zinc. La mayor parte de esta producción se da en el municipio de Asientos, una de las localidades más pobres del país; según cifras del INEGI, sólo 23% de la población infantil tiene acceso a servicios de salud y educativos de calidad, y casi 19% de la población adulta no tiene forma de lograr un empleo fijo y bien remunerado. En esta entidad no se queda un solo peso de los que se obtienen por la riqueza del subsuelo.


  Baja California, con centros mineros en el municipio de Mexicali, también registra una de las pobrezas más lacerantes del país. Sólo en la comunidad de San Felipe, donde se asienta la mina Real de Ángeles, del grupo Frisco, tiene una de las poblaciones más pobres de todo el norte del país: el desempleo afecta casi a 23% de la población, y la comunidad sin acceso a servicios educativos y de salud ya alcanza casi 32%. Pero en el discurso oficial, la minera asentada a mitad del desierto, cuya actividad pega directamente al Área Natural Protegida-Reserva de la Biosfera Alto Golfo de California y Delta del Río Colorado, “es una generadora de empleo y desarrollo para la comunidad”.


  Baja California Sur es otro de los ejemplos de lo que significa vivir bajo el yugo de las mineras: en Mulegé, donde se produce anualmente un promedio de 470 toneladas de cobre, la población no recibe un solo beneficio de la actividad extractiva, pues a la par de las afectaciones a la salud, el índice de desempleo ha crecido en los últimos cinco años. Casi 29% de la población no tiene un trabajo remunerado. Casi 16% de los menores no tiene servicios educativos de calidad. En este municipio, la Secretaría de Desarrollo Social también ha identificado grupos poblacionales, principalmente en la zona suburbana, que padecen hambre y no tienen forma de acceder a servicios básicos como agua potable, electricidad, drenaje ni sistemas de telecomunicación.


  En Coahuila, donde la principal actividad extractiva es de hierro y carbón, también se padece a causa del oro y la plata. Aquí está uno de los municipios más pobres de todo el país, Ocampo, donde parece que no es suficiente la producción anual de 72 toneladas de plata para superar el rezago social del grueso de la población: 34% de los habitantes de esta localidad no tiene satisfactores como agua potable, electricidad o servicios de salud que le permitan una forma digna de vida. Más de 29% de la población no tiene empleo y casi 18% de la población infantil tiene algún grado de desnutrición, lo que refleja que los beneficios prometidos por las mineras cuando se asentaron en la zona aún no han llegado, tras más de siete años de operación.


  Chihuahua cuenta con 11 municipios considerados por la Secretaría de Economía como de alta rentabilidad minera. Los 11 están en la lista de municipios en condiciones de pobreza de moderada a extrema. No importa que en la localidad de Aquiles Serdán se genere anualmente más de una tonelada y media de plata, que en Ascensión se produzcan anualmente 42 mil toneladas de zinc, que en Cusihuiriachi se generen 33 toneladas de plata y mil 250 de plomo, que en Chínipas se extraigan tres toneladas de oro al año, que en Hidalgo del Parral se produzcan 31 toneladas de plata, que en Madera sean 120 las toneladas de plata al año, que en Moris sean tres de plata, que en Ocampo sean 10 de oro al año, que en San Francisco del Oro sean más de 23 mil de zinc, que en Santa Bárbara la producción alcance 115 toneladas de plata o que en Urique sean 8 mil 500 de cobre y 41 de plata anualmente; de todas formas son comunidades que no pueden salir de la pobreza. Cada año se hunden más en el rezago social, empujado por los altos índices de violencia y el abandono de los programas oficiales por parte del gobierno estatal. En estos municipios el índice de desempleo llega a 45% de los habitantes y más de 58% de la población no tiene acceso a agua potable, electricidad, telecomunicaciones o servicios educativos y de salud de calidad.


  En Durango son 13 los municipios de alta productividad minera. Resalta el de San Dimas, donde la producción de plata alcanza 260 toneladas al año, a las que se suman casi cinco de oro. De todas formas, esa localidad está clasificada como una de las más pobres de toda la entidad. Las promesas de desarrollo social de las mineras no han llegado, luego de más de 20 años de explotación constante del subsuelo. En San Dimas, más de 30% de la población está en el desempleo y casi 48% de sus habitantes carecen de agua potable, electricidad y drenaje. Ésta es una de las pocas localidades del estado que tienen núcleos poblacionales con hambre y un alto índice de emigración; la mayoría desplazada por miedo ante la proliferación de grupos del crimen organizado.


  Como en San Dimas, tampoco a los municipios mineros de Canelas, Cuencamé, Guanaceví, Indé, Mapimí, Nombre de Dios, Otáez, Pánuco de Coronado, San Juan del Río, Santiago Papasquiaro, Tepehuanes y Topia ha llegado el desarrollo prometido. Allí el gobierno estatal intenta subsanar las promesas no cumplidas de las compañías mineras mediante la aplicación de programas emergentes para el combate a la pobreza. En promedio, 35% de los habitantes de estas localidades se encuentra en el desempleo; más de 70% de esos núcleos poblacionales no tiene acceso a satisfactores elementales, como agua potable o energía eléctrica, que se privilegian para la operación de los centros mineros.


  El de Guanajuato podría ser el único municipio minero del país que no se encuentra en el rango de pobreza extrema. Tiene zonas que sí son clasificadas como tales por parte de la Secretaría de Desarrollo Social, pero no se puede atribuir su condición a las promesas incumplidas de las mineras. Aun así, en esta localidad no se reflejan los beneficios que obtienen las trasnacionales por la extracción anual promedio de 3 mil 100 kilos de oro y más de 170 toneladas de plata, que en conjunto representan casi 3 mil millones de pesos para las arcas de las mineras.


  En Guerrero son dos los principales municipios generadores de riqueza minera: Arcelia y Eduardo Neri. En conjunto generan más de 10 toneladas anuales de oro, casi siete de plata y más de 500 de zinc; pero paradójicamente, en estas dos localidades están los asentamientos urbanos con los mayores índices de pobreza, hambre y desempleo. El acceso de la población a satisfactores básicos es mínimo, pues sólo 35% de la población asentada en las inmediaciones de las minas tiene acceso a electricidad y agua potable. En estas localidades es donde se registra el mayor índice de migración; y a diferencia de otros puntos del país, la gente emigra de aquí por el terror generado por los grupos de civiles armados al servicio de las trasnacionales, que se siguen apoderando de la tierra abandonada por sus dueños originales.


  El índice de migración por miedo en los municipios de Arcelia y Eduardo Neri es similar al del municipio hidalguense de Zimapán, también una de las localidades más pobres del país, pese a que de su subsuelo salgan en promedio cada año más de 3 mil 500 toneladas de plomo, 2 mil de cobre y 12 mil 500 de zinc; igual ocurre en los municipios jaliscienses de Bolaños, San Martín y San Sebastián del Oeste, que en conjunto aportan a la industria minera más de 130 toneladas de oro y 120 de plata. Allí, de todas formas, la mayoría de la población vive en condiciones de marginación y pobreza extrema, algo que ni por error pretenden remediar las mineras.


  En suma, el cáncer de la minería, traducido en pobreza extrema, también afecta a los municipios de Temascaltepec, Zacazonapan y Zacualpan en el Estado de México; Arteaga, Churumuco y Huetamo, en Michoacán; Santa María del Oro, en Nayarit; San José del Progreso y San Pedro Totolapan, en Oaxaca; Cadereyta de Montes y Colón, en Querétaro; San Pedro, Charcas y Villa de la Paz, en San Luis Potosí; Concordia, Cosalá, Culiacán, Mocorito y Rosario, en Sinaloa; Álamos, Altar, Banámichi, Caborca, Cananea, Cucurpe, Nacozari de García, Sahuaripa, San Javier, Santa Ana y Santa Cruz, en Sonora, así como a Chalchihuites, Fresnillo, Guadalupe, Mazapil, Miguel Auza, Morelos, Ojocaliente, Sombrerete y Vetagrande, en Zacatecas, donde el progreso y el desarrollo siguen pendientes.


  Mientras, desde el fondo de sus tumbas reclaman justicia las decenas de ambientalistas abatidos y los tantos periodistas muertos. Los primeros por haber cometido como único delito oponerse a los proyectos de devastación ecológica. Los segundos por haber dado voz a las comunidades que denunciaron la invasora presencia de las mineras trasnacionales, a las cuales incrimina la estela de sangre y muerte que van dejando a su paso por el suelo mexicano, en este México que se encuentra a cielo abierto a causa de esa voracidad.


  Entre 2001 y 2017 las mineras extrajeron de México una cantidad equivalente al doble del oro y la mitad de la plata que los españoles se llevaron en los 300 años que duró la Colonia.
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  La minería es uno de los negocios más jugosos del país… pero no para los trabajadores o las comunidades donde se desarrolla. Deja una utilidad anual de 200 mil millones de dólares, de los cuales muy pocos se ven reflejados en la calidad de vida de la sociedad mexicana, que en cambio sí sufre los estragos de la explotación desmesurada.


  Solapadas por el gobierno desde hace al menos veinticinco años, cuando se firmó el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, cerca de 267 compañías —principalmente canadienses y estadounidenses— operan en México sin escrúpulos ni restricciones. Lo peor de todo es que a su alrededor convergen los peores males que aquejan a nuestro país: corrupción, desgobierno, narcotráfico, violencia, pobreza y desplazamiento.


  Esta investigación, que el reportero J. Jesús Lemus realizó por los cuatro rincones del país, revela por primera vez las operaciones ilegales de la industria minera que, por increíble que parezca, opacan la brutalidad del narcotráfico, y lanza una alerta urgente sobre los peligros que representan para la soberanía y la supervivencia de nuestro país.
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  J. Jesús Lemus es un periodista desplazado. En mayo de 2008 lo secuestraron y lo encarcelaron en una prisión de máxima seguridad, donde fue procesado y sentenciado por una venganza desde el poder. Lo absolvieron en mayo de 2011. Las organizaciones Reporteros Sin Fronteras y la Casa de los Derechos de los Periodistas acompañaron su caso.


  A su salida de la prisión, desde donde describió el horror de la cárcel, ganó en Holanda el premio internacional Pluma a la Libertad de Expresión, que otorga la fundación no gubernamental Oxfam Novib / Rory Peck. Actualmente colabora para Reporte Índigo, donde da cobertura a temas de política, seguridad nacional y narcotráfico.


  Es autor de Los malditos (2013), Cara de Diablo (2014), Michoacán en guerra (2014), Mireles, el rebelde (2014), Tierra sin Dios (2015) y El último infierno. Los malditos 2 (2016), títulos publicados bajo sellos de Penguin Random House.
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